
Municipalidad del Cantón Central de Limón 
 

Reglamento Autónomo De Organización Y Servicios De La Municipalidad Del Cantón Central De Limón  
 
Para su conocimiento y fines consiguientes; me permito transcribir el acuerdo tomado por el Honorable Concejo 
Municipal, en Sesión extraordinaria Nº 88, celebrada el miércoles 08 de marzo del 2023, bajo Artículo III, inciso a) dice 

 
Justificación 

 
El Concejo Municipal de la Municipalidad del Cantón Central de Limón, en uso de las facultades conferidas en el artículo 4 
del Código Municipal, inciso a) y artículo 13 inciso c) y la Ley General de la Administración Pública, la Municipalidad del 
Cantón Central de Limón emite este reglamento; y 
  

RESULTANDO: 
II. Que la Auditoría Interna ha emitido el Informe que es “Nª 08-2020-AI/ML INFORME DE AUDITORÍA DE CARÁCTER 
ESPECIAL SOBRE LA EVALUACIÓN DE LOS CONTROLES ESTABLECIDOS EN LA MUNICIPALIDAD DE LIMÓN RESPECTO DE LA 
GESTIÓN DEL RECURSO HUMANO” que en una de sus recomendaciones indica “(…) 4.2 Al Alcalde Municipal: b) Remitir al 
Concejo Municipal las propuestas de actualización de la normativa interna, conforme a la recomendación 4.2 a), a efecto 
de que las mismas sean estudiadas por ese órgano deliberativo y se dicten los acuerdos que se estimen pertinentes para 
su entrada en rigor. (…)” y la Advertencia Administrativa ADV Nº. 01-2021- AI/ML la cual produjo la integración de una 
Comisión Administrativa que, entre otros fines, tiene por competencia la siguiente: “(…) para que se aboque a revisar y 
realizar una propuesta de reforma integral de la normativa: i. Reglamento al régimen de dedicación exclusiva y 
disponibilidad para el sector profesional. iii. Reglamento de control de asistencia, puntualidad y permanencia en el trabajo 
de los funcionarios. iii. Reglamento Autonómo de Organización y Servicios. iv. Reglamento para los procesos de 
reclutamiento y selección de servidores. v. Reglamento de Vacaciones. vi. Reglamento de facilidades de capacitación para 
los funcionarios y funcionarias. vii. Otra normativa que se considere de interés.(…)” 
 
II. Que la Alcaldía Municipal para el cumplimiento de lo dispuesto por la Auditoría Interna integró mediante resolución Nº. 
0019-01-2021 una Comisión Administrativa integrada por los funcionarios que se indican a continuación: a) MBA Ricardo 
Boyer, Director Administrativo a.i., b) Licda. Andrea Fuentes Fernández, Encargada de la Unidad de Talento Humano a.i., 
c) Licda. Kenibeth Winter Rose, Encargada de la Unidad de Planificación y las asesoras de la Alcaldía Municipal Licencida 
Grace Zúñiga Campos, Especialista en Derecho Laboral y la Magister Alba Iris Ortiz Recio, Especialista en Administración y 
Derecho Municipal. 
 
El producto del trabajo asignado a dicha Comisión es que a continuación se detalla: 

 
CONSIDERANDO: 

 
I.-Que con el fin de garantizar mayor eficiencia en el servicio que brinda la Municipalidad, es necesario procurar el máximo 
aprovechamiento de los recursos humanos y materiales con que cuenta este Gobierno Local.  
 
II.-Que para dar cumplimiento con los cometidos que, por imperativo constitucional y legal, competen a este Municipio, 
es necesario que existan regulaciones que determinen las relaciones de servicio entre esta Municipalidad y sus 
funcionarios, en el entendido de que éstos, como servidores municipales deben procurar el beneficio de la comunidad en 
la realización de los fines públicos.  
 
III.-Que si bien los servidores de la Municipalidad deben procurar que prevalezca el fin público sobre cualquier otro, este 
hecho no los exime de su condición de trabajadores y, como tales, poseen una serie de derechos irrenunciables que les 
han sido conferidos por nuestro ordenamiento jurídico, los cuales deben ser reconocidos en su relación de servicio.  
 
IV.-Que los trabajadores municipales tienen el deber y el derecho de conocer las normas a las que están sujetos en virtud 
de su relación de servicio.  
 
 
SE DECRETA: 

El siguiente 
 

REGLAMENTO AUTÓNOMO DE ORGANIZACIÓN Y SERVICIOS DE LA MUNICIPALIDAD DEL CANTON CENTRAL DE LIMON 
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TITULO I 
DE LAS GENERALIDADES 

CAPÍTULO I 
DEFINICIONES 

 
Artículo 1º.- El presente Reglamento Autónomo de Organización y Servicios regulará las relaciones de servicio entre la 
Municipalidad de Limón y sus servidores (as) de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente. 
 
 
Artículo 2º.- Para todos los efectos legales que se deriven de la aplicación de este reglamento, debe de entenderse por: 
 
a) MUNICIPALIDAD: La Municipalidad del Cantón Central de Limón y sus dependencias actuales y futuras. 
b) ALCALDE: El (la) máximo jerarca de la Municipalidad de Limón, con las atribuciones establecidas en el artículo Nº 17 

del Código Municipal. 
c) VICE-ALCALDE: La Vice-Alcalde (sa), con las funciones que le asigne el Alcalde Municipal y que sustituirá al Alcalde 

Municipal en sus ausencias temporales y definitivas. 
d) FUNCIONARIOS (AS): Las personas físicas que presta a la Municipalidad, en propiedad o interinidad, sus servicios 

materiales o intelectuales, o de ambos géneros, a nombre y por cuenta de eésta, en virtud de un acto válido y de 
eficaz investidura y que es nombrado de acuerdo con los requerimientos que sobre la materia establece el Código 
Municipal. Los términos "servidor (a) público (a), "empleado (a) público (a)", "encargado (a) de servicio público", 
"agente público (a)" y demás similares se consideran equivalentes al de funcionario(a) público (a).  

e) CARRERA ADMINISTRATIVA1: El sistema técnico que funciona como medio óptimo de desarrollo y promoción humana 
municipal que motiva todo el régimen de empleo. 

                                                      
1 La Sala Constitucional ha señalado que: “IX.- Sobre l carrera administrativa municipal. El Código Municipal 
elabora el derecho a la carrera administrativa como el medio óptimo de desarrollo y promoción humanos, que 
nos motiva todo el empleo y las relaciones laborales entre los servidores y la administración municipal. Bajo esta 
línea de pensamiento, establece que todos los trabajadores de las municipalidades del país quedan protegidos 
por los principios, beneficios y demás que se estipulan en el Código de referencia, una vez que sean nombrados 
con base en el sistema de selección por méritos. En el mismo sentido, es claro en prescribir que los servidores 
interinos y el personal de confianza, no se encuentran protegidos, por los derechos y beneficios de la Carrera 
Administrativa Municipal, aunque desempeñen puestos comprendidos en ella. Así, el derecho a la carrera 
administrativa dentro del régimen de empleo municipal tal y como está configurado actualmente, lo es 
únicamente para el personal que haya adquirido la estabilidad en el cargo a través de la idoneidad demostrada 
bajo el procedimiento de selección que ese Código establece al respecto. Procede entonces, analizar si el acceso 
a los concursos constituye o no uno de esos derechos propios de la carrera administrativa municipal. X.- Sobre 
el concurso como mecanismo de nombramiento. El concurso es, en pocas palabras, la modalidad de 
nombramiento a que se acude cuando las normas vigentes sobre la materia no determinen algún otro sistema 
específico de nombramiento. Se realizará, entonces con el fin de determinar el cumplimiento de los requisitos y 
condiciones que fije la ley para evaluar los méritos y calidades de los aspirantes. Se trata, entonces, del 
mecanismo por excelencia para proveer cargos de carrera administrativa. Al señalarse por parte de la 
Administración las bases del concurso, éstas se convierten en reglas particulares obligatorias tanto para los 
participantes como para aquella. En otros términos, a través de dichas reglas la administración se autovincula 
y autocontrola, por lo que debe respetarlas; su actividad en cuanto a la selección de los aspirantes que califiquen 
para acceder al empleo o empleos correspondientes se encuentra previamente regulada, de modo que no puede 
actuar en forma discrecional al realizar dicha selección. Por consiguiente, cuando la administración se aparta o 
desconoce las reglas del concurso o rompe la imparcialidad con la cual debe actuar o manipula los resultados 
del concurso, falta a la buena fe, incurre en violación de los principios que rigen la actividad administrativa 
(igualdad, moralidad, eficacia e imparcialidad), y además puede violar los derechos fundamentales al debido 
proceso, al a igualdad y al trabajo de quienes participaron en el concurso y resultan lesionados en sus intereses 
por el proceder irregular de aquélla. Así, en relación con los empleos sujetos a concurso público, la Constitución 
no atribuye al nominador poder discrecional alguno para su nombramiento. Frente al concurso, la 
administración carece de libertad para adoptar una solución diferente o privilegiar otra alternativa que 
considere más apropiada para el interés público. Por el contrario, se parte de la premisa de que el interés público 
en este caso se sirve mejor acatando el resultado del concurso. La actuación administrativa en lo que respecta 
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f) CONCEJO: Concejo Municipal del Cantón Central de Limón  
g) REASIGNACIÓN : Cambio que se hace a la clasificación de un puesto cuando ha variado sustancial y permanente en 

sus tareas.  
h) RECLASIFICACIÓN : Procedimiento en el que se rectifica la clasificación de un puesto por haber sido asignado 

erróneamente.  
i) CLASIFICACIÓN: Sistema en el cual se analizan, evalúan y ordenan todas las tareas que se realizan en cada uno de los 

puestos de la Municipalidad, agrupándolos en clases.  
j) VALORACIÓN: Proceso mediante el cual se asignan remuneraciones a las clases de puestos considerando los niveles 

o grados, de dificultad, responsabilidad y variedad de tareas, requisitos mínimos, índices de costo de vida, encuestas 
de salarios, ajustes por Decreto de Salario Mínimo, y otros elementos de uso condicionado.  

k) PUESTO: Conjunto de deberes y responsabilidades, y requisitos asignados a un funcionario en razón de su cargo.  
l) CLASE: Conjunto de puestos similares en cuanto a: deberes, responsabilidades, y autoridad, para que se les aplique 

el mismo título. Exige a los candidatos los mismos requisitos en cuanto a su preparación académica, experiencia, 
conocimientos y otros. Se les aplica el mismo examen o prueba al realizar la selección y se les asigna el mismo salario 
o remuneración.  

m) GRADO: Cada una de las divisiones numerales de que se compone una serie, de tal manera que la ubicación de una 
clase dentro del ordenamiento numérico de la serie menor a mayor, está determinada por la diferencia en 
importancia, complejidad, responsabilidad y valor relativo del trabajo. 

                                                      
a estos empleos no es política y se desarrolla, por ende, de conformidad con estrictas reglas técnicas y objetivas. 
Si no fuera posible concebir este tipo de normas o expedidas éstas cumplirlas, la finalidad de conformar una 
administración eficiente y profesional  a través del indicado mecanismo estaría desprovista de sentido, y el 
sistema ordinario de nombramiento que ha debido escoger el Constituyente no habría podido ser otro que el de 
libre nombramiento y remoción. No escapa al juicio de esta Sala que las pruebas realizadas y el concurso mismo 
pueden adolecer de  imperfecciones y de fallas, pero eso no autoriza la sustitución del sistema de carrera para 
el libre nombramiento y remoción, ni la prevalencia de la voluntad del nominador. La falta de absoluta seguridad 
que puede tener el sistema se solucionar previendo el establecimiento de un período de prueba dentro del cual 
la persona escogida será el objeto de calificación y mejorando constantemente las pruebas y mecanismos de 
examen y calificación de los concursos. (…) (Sala Constitucional, resolución número 2011-13799 de las catorce 
horas y cincuenta y nueve minutos del doce de octubre del dos mil once.). En sentido similar, este Órgano Asesor 
ha señalado: “Consideramos importante aclarar los alcances del concepto “carrera administrativa municipal” 
con el fin de dilucidar si la exclusión contenida en el artículo 118 transcrito del Código Municipal para quienes 
hayan sido contratados por la partida de servicios especiales, repercute en el reconocimiento de los pluses 
salariales objeto de la consulta que se nos formula. Un elemento clave en la relación jurídica de los funcionarios 
públicos con la Administración es lo que se ha denominado “carrera administrativa” como un derecho del 
funcionario a ingresar a la Administración ocupando un puesto en propiedad. Para el tratadista Sánchez Morón 
(Derecho de la Función Pública. Madrid, Editorial Tecnos. Tercera Edición. 2001. P. 152), ese instituto se 
configura que se encuentran o derivan de una serie de normas regulatorias, beneficiando a los funcionarios 
públicos. Con esa regulación se facilita la autorrealización profesional y se estimula el perfeccionamiento del 
funcionario, con lo cual se hace más atractivo el ingreso y la permanencia en la función pública, mientras se 
recompensa al funcionario por su esfuerzo en la promoción. Ese derecho se rige por una serie de regulaciones y 
consiste en la posibilidad que tiene el funcionario de gozar de estabilidad en su puesto y de ascender 
gradualmente a puestos de mayor jerarquía dentro de la organización en la que labora, en la medida en que va 
cumpliendo con los requisitos y condiciones previamente definidos para ellos. Así las cosas, cuando una persona 
obtiene un puesto en propiedad en la Administración concomitantemente adquiere la expectativa de 
desempeñar en el futuro puesto de mayor jerarquía, lo que podría redundar en una mayor satisfacción 
profesional y una mejor situación económica. Ahora bien, tanto el artículo 118 como el 152 del Código Municipal 
excluyen la posibilidad de que los servidores interinos y de confianza puedan beneficiarse con la carrera 
administrativa municipal, lo cual encuentra justificación en el hecho de que su nombramiento es temporal y no 
requiere un procedimiento de reclutamiento y selección tan riguroso como el que se exige al funcionario regular; 
sin embargo, ello no impide que en aspectos ajenos a la estabilidad y a la promoción en le cargo se otorgue a 
los funcionarios interinos y de confianza un tratamiento similar al que se le otorga a los funcionarios regulares. 
(…)” Ver Procuraduría General de la República, dictamen N°. C-278-2012 del 26 de noviembre del 2012 
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n) SERIE: Conjunto de clases que tiene una denominación común, pero diferenciadas entre ellas por el grado, en razón 
de que cada una comprende distinto nivel de dificultad en la ejecución del trabajo de los puestos correspondientes 
en el cual se exigen diferentes requisitos. 

o) CLASIFICACION DE PUESTOS: Técnica que se aplica al estudio de la naturaleza de los puestos para agruparlos en 
clases, series y grupos ocupacionales, y que entre otros objetivos persigue una correcta ubicación de los funcionarios 
administrativos dentro de la organización administrativa, para un acertada distribución del trabajo y una equitativa 
remuneración. 

p) SALARIO: La retribución que el empleador debe pagar al funcionario en virtud del trabajo realizado.  
q) ASCENSO: Promoción que se le realiza a un funcionario a un puesto de categoría superior.  
r) ASIGNACIÓN: El acto mediante el cual se ubica una plaza nueva en la clase correspondiente.  
s) ATESTADOS: Exámenes escritos, prácticas, experiencia, certificados de conducta, recomendaciones, comprobantes 

de estudios y todos aquellos datos mediante los cuales se determina la relativa idoneidad del personal para ocupar 
un puesto.  

t) CONCURSO: Procedimiento que efectúa la Municipalidad con la finalidad de llenar plazas vacantes; en el que se da la 
participación de una o varias personas en distintos tipos de pruebas. Estos pueden ser internos o externos según la 
circunstancia que los motiven.  

u) REVALORACIÓN: Aumentos en los salarios base asignados a las diferentes clases, por lo general se realiza por 
aumento en el costo de vida, relaciones de competencia y otros.  

v) ESPECIFICACION DE CLASE: Descripción sintetizada, no exhaustiva ni excluyente, de las distintas actividades que 
corresponden a una clase. Estará compuesta por los siguientes apartados: 

i. Título descriptivo 
ii. Naturaleza del trabajo 
iii. Actividades esenciales 
iv. Responsabilidad y otras características 
v. Otras que amerite de acuerdo con el avance de la técnica especializada. 

w) TRASLADO: Paso de un servidor de un puesto a otro de la misma categoría.  
x) REQUISITOS: Cúmulo de conocimientos, habilidades o experiencia y capacitación o su equivalente para el adecuado 

desempeño del trabajo, condiciones todas que deben poseer los candidatos a los puestos y debe constar en el Manual 
Descriptivo de Puestos. 

y) PREPARACIÓN EQUIVALENTE: Podrán ser admitidos a concurso de selección de personal, o ser ascendidos 
directamente cuando proceda, aquellos candidatos que, sin haber hecho los cursos específicos requeridos, hayan 
aprobado otros estudios equiparables. Lo anterior no será aplicable en casos de puestos que deban ser ocupados por 
funcionarios con grado profesional.  

z) GRUPO OCUPACIONAL: Conjunto de clases de puestos que presentan una gran similitud en sus actividades, nivel de 
formación académica, experiencia y aspectos generales presentes en el desarrollo de los puestos.  

aa) CAPACITACION: El conjunto de acciones tendientes a mejorar las capacidades y habilidades de los servidores 
municipales. 

bb) CONFLICTO DE INTERES2: Las acciones que se encuentran tipificadas en la ley y que colocan al funcionario público en 
situaciones contrapuestas entre los intereses institucionales y el interés privado. 

                                                      
2 La Sala Constitucional se ha referido a la necesidad de establecer disposiciones que tiendan a evitar los 
conflictos de interés en la Administración, ya que ello afecta el funcionamiento administrativo y los principios 
éticos en que debe fundarse la gestión administrativa: “Al funcionario público no se le permite desempeñar otra 
función o trabajo que pueda inducir al menoscabo del estricto cumplimiento de los deberes del cargo, o de 
alguna forma comprometer su imparcialidad e independencia, con fundamento en los principios 
constitucionales de responsabilidad de los funcionarios, del principio-deber de legalidad y de la exigencia de 
eficiencia e idoneidad que se impone a la administración pública. En el fondo lo que existe es una exigencia 
moral de parte de la sociedad en relación a (sic) la prestación del servicio público…” Sala Constitucional, 
resolución N° 2883-96 de 17:00 hrs. de 13 de junio de 1996. “… el artículo 11 de la Constitución Política estipula 
el principio de legalidad, así como sienta las bases constitucionales del deber de objetividad e imparcialidad de 
los funcionarios públicos, al señalar que estos están sometidos a la Constitución y a las leyes; aquí nace el 
fundamento de las incompatibilidades, el funcionario público no puede estar en una situación donde haya 
colisión entre interés público e interés privado…”. Sala Constitucional, resolución N° 3932-95 de las 15:33 horas 
del 18 de julio de 1995. La Contraloría General de la República, en los siguientes términos:  “Sobre esto último, 
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valga señalar que esta Contraloría General ha señalado reiteradamente que el hecho de que el funcionario 
público no esté sujeto al régimen de prohibición o que, aún estándolo, pueda ejercer su profesión en los 
supuestos de excepción, dicho ejercicio nunca debe entorpecer o afectar en modo alguno el desempeño normal 
y eficiente del puesto ocupado, ni tampoco debe producirse ninguna incompatibilidad contraria a los principios 
éticos de la función pública y al deber de probidad, de tal suerte que las actividades que asuma el profesional 
fuera de su jornada ordinaria no deben entrañar ningún conflicto de intereses respecto de los asuntos que se 
atienden en la institución para la que presta sus servicios.” (el subrayado es nuestro. oficio N° 8769 del 21 de 
julio del 2005, y en igual sentido, el N° 3026 del 14 de marzo del 2005) “Cabe señalar claro está, que la no 
aplicación en sentido estricto del citado numeral al caso al que se hace referencia en la gestión, no significa que 
en tanto funcionario público con interés en realizar actividades en el ámbito privado, se encuentre de alguna 
forma eximido de la observancia y aplicación rigurosa de la Ley Nº 8422 y sus disposiciones, siéndole exigible 
velar porque sus actuaciones en el ámbito privado no afecten ni interfieran de alguna manera con el cargo 
público que ejerce, ni violen, se opongan o lesionen lo dispuesto en la norma legal antes relacionada, o cualquier 
otra que le resulte aplicable, sea en lo personal o dada su condición de servidor público.” (oficio N° 804 del 254 
de enero del 2005)  
 
Y,  las Directrices generales sobre principios y enunciados éticos a observar por parte de los jerarcas, titulares 
subordinados, funcionarios de la Contraloría General de la República, auditorías internas y servidores públicos 
en general, que señalan lo siguiente:  “1.4 Conflicto de intereses.(...) 3. Los jerarcas, titulares subordinados y 
demás funcionarios públicos no deberán utilizar su cargo oficial con propósitos privados y deberán evitar 
relaciones y actos que impliquen un riesgo de corrupción o que puedan suscitar dudas razonables acerca de su 
objetividad e independencia. (...) 5. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos deben 
demostrar y practicar una conducta moral y ética intachable. (...) 7. Los jerarcas, titulares subordinados y demás 
funcionarios públicos no deberán llevar a cabo trabajos o actividades, remuneradas o no, que estén en conflicto 
con sus deberes y responsabilidades en la función pública, o cuyo ejercicio pueda dar motivo de duda razonable 
sobre la imparcialidad en la toma de decisiones que competen a la persona o a la institución que representa. 
(...) 17. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos deberán excusarse de participar en 
actos que ocasionen conflicto de intereses. El funcionario público debe abstenerse razonablemente de participar 
en cualquier actividad pública, familiar o privada en general, donde pueda existir un conflicto de intereses con 
respecto a su investidura de servidor público, sea porque puede comprometer su criterio, ocasionar dudas sobre 
su imparcialidad a una persona razonablemente objetiva, entre otros.” (énfasis agregado)”.  

Así,  la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha señalado que:  “(…). Al funcionario público no se 
le permite desempeñar otra función o trabajo que pueda inducir al menoscabo del estricto cumplimiento de los 
deberes del cargo, con fundamento en los principios constitucionales de responsabilidad de los funcionarios, del 
principio-deber de legalidad y de la exigencia de eficiencia e idoneidad que se impone a la administración 
pública. En el fondo lo que existe es una exigencia moral de parte de la sociedad en relación a la prestación del 
servicio público (…)” Sentencia Nº. 1996-2883 de las 17:00 horas del 13 de junio de 1996.  

La Contraloría sobre el tema ha puntualizado que: “Sobre esto último, valga señalar que esta Contraloría 
General ha señalado reiteradamente que el hecho de que el funcionario público no está sujeto al régimen de 
prohibición o que, aún estándolo, pueda ejercer su profesión en los supuestos de excepción, dicho ejercicio nunca 
debe entorpecer o afectar en modo alguno el desempeño normal y eficiente del puesto ocupado, ni tampoco 
debe producirse ninguna incompatibilidad contraria a los principios éticos de la función pública y al deber de 
probidad, de tal suerte que las actividades que asuma el profesional fuera de su jornada ordinaria no deben 
entrañar ningún conflicto de intereses respecto de los asuntos que se atienden en la institución para la que 
presta sus servicios”. Contraloría General de la República Oficio Nº. 8769-DAGJ-2087-2005, del 21 de julio del 
2005 y en ese sentido ver el oficio Nº. 3026-DAGJ-0643-2005 del 4 de marzo del 2005.Lo anteriormente 
expuestos significa que un funcionario público no puede prevalecerse de algún modo de su puesto con el fin de 
obtener, en forma, irregular o privilegiada en razón de su cargo e influencias, cualquier tipo de permiso, 
autorización, contrato o acuerdo favorable a los intereses privados que gestiona, como tampoco incursionar en 
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cc) CONTRATO DE CAPACITACION: El documento materializado en donde la Administración asume el costo de la 
capacitación de un determinado funcionario, a cambio de la prestación de servicios de éste, por un tiempo que no 
puede ser inferior a los ocho años. 

dd) DEDICACIÓN EXCLUSIVA: Es la obligación que adquiere el profesional con la Institución con la que labora, de no 
ejercer de manera particular en forma remunerada o ad honorem ninguna profesión que ostente, ni actividades 
relacionadas con ésta, adquiriendo la entidad el compromiso de retribuirle un porcentaje adicional sobre el salario 
base, previa suscripción de un contrato. 

ee) DISPONIBILIDAD: Es la situación jurídica particular que crea una condición especial en el sujeto que es incluido en él, 
y es que debe permanecer expectante, durante toda la relación de servicio, a fin de atender, obviamente, en jornadas 
fuera de la ordinaria, un evento o emergencia que requiere de su participación. 

ff) EMPLEO PÚBLICO3: el conglomerado de normas que rigen para los servidores públicos. 
gg) ESCALA SALARIAL: el percentil que se aplica para designar los salarios de los servidores en la municipalidad. 

                                                      
actividades que le generen o puedan llegarle a generar un conflicto de intereses, so pena de exponerse a un 
régimen de sanciones penales y disciplinarias que le sean aplicables. (…)”. Contraloría General de la República. 
Oficio Nº. 959-DAGJ-0087-2007 del 1º de febrero del 2007.  

En este sentido, también, se ha pronunciado la propia Procuraduría cuando indica: “Así, el actuar con rectitud y 
buena fe exige de todo servidor público una conducta privada ajena al desarrollo de actividades vinculadas con 
las competencias públicas que ostenta el órgano, ente o empresa pública para el cual tiene una relación de 
empleo (laboral) o de servicio (funcionario público. (sic) de elección popular, de confianza o ad-honoren), de 
modo que se evite todo conflicto real o potencial de intereses por relaciones ligadas o no con el cargo público 
que se debe salvaguardar en el ejercicio de las atribuciones públicas”. Contraloría General de la República Oficio 
Nº 959-DAGJ-0087-2007 DEL 1º de febrero del 2007. “(…) Así las cosas, si bien es cierto hay casos en los que no 
existe una prohibición expresa para que sus funcionarios realicen actividades propias de su profesión en forma 
privada y fuera de las horas laborales -lo cual evita la superposición horaria-, es claro que en tanto dichas 
actividades puedan significar un conflicto entre el interés público y su interés particular -en los términos 
definidos-, al coincidir la actividad privada con las funciones propias de su cargo como funcionarios público, o 
bien, propias del órgano para el cual labora -en cuyo caso el formar parte de la estructura orgánica le permitiría 
tener una ventaja de toda índole que no tendrían terceras personas y la cual le podría eventualmente significar 
un provecho- estamos en presencia de un claro conflicto de intereses. Consecuencia de lo anterior, debe 
entenderse que siempre que exista la posibilidad de un conflicto de intereses, como ocurre en el supuesto antes 
referido, existe una prohibición para que el funcionario realice de forma privada actividades cuya naturaleza 
pueda comprometer la transparencia y apego a la legalidad de la función pública, prohibición que como hemos 
dicho deriva de los principios éticos que rigen la función pública -contenidos en la Ley Nº 8422 y su Reglamento”. 
Procuraduría General de la República, Dictamen N1. C-192-2008 del 4 de junio del 2008.  

La violación de esos preceptos, se sanciona conforme a lo previsto en el artículo 38 de la Ley contra la Corrupción 
y el Enriquecimiento Ilícito, que indica: “38. Causales de responsabilidad administrativa. Sin perjuicio de otras 
causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios, tendrá responsabilidad 
administrativa el funcionario público que: a) Incumpla el régimen de prohibiciones e incompatibilidades 
establecido en la presente ley; b) Independientemente del régimen de prohibición o dedicación exclusiva a que 
esté sometido, ofrezca o desempeñe actividades que comprometan su imparcialidad, posibiliten un conflicto de 
intereses o favorezcan el interés privado en detrimento del interés público.(…). ”  

3 El régimen de empleo público se fundamenta en los principios básicos: el ingreso al régimen por idoneidad 
comprobada y estabilidad en el empleo, según lo establecido por el artículo 192 de la Constitución Política. Las 
normas anteriores se encuentran recogidas en los artículos 115 y siguientes del Código Municipal, y que 
establecen el régimen de carrera administrativa municipal como la forma normal de acceder a los puestos de 
las respectivas municipalidades, régimen de empleo que se asienta en los principios señalados de idoneidad y 
estabilidad. 
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hh) ÉTICA PÚBLICA4: el conglomerado de principios definidos por la Sala Constitucional y que atinentes a la prestación 
del servicio público y que orientan e informan la prestación de dicho servicio y por tanto de acatamiento obligatorio 
por los servidores públicos. 

ii) FALTA: Acción realizada por el trabajador que se encuentra sancionada en este reglamento y la normativa jurídica. 
jj) IDONEIDAD COMPROBADA5: Acceder a un puesto municipal cumpliendo los requisitos establecidos en el Manual 

descriptivo de puestos, aplicando las pruebas de idoneidad y demostrando en la conformación de la terna que se es 
idóneo para el cargo. 

                                                      
4 La Sala Constitucional ha definido los principios que rigen la función pública así: “(…) DE LOS PRINCIPIOS 

CONSTITUCIONALES QUE RIGEN LA FUNCIÓN PÚBLICA. En un Estado democrático como el nuestro, es necesario 
someter a la función pública a una serie de normas que garanticen un comportamiento objetivo a través del 
cual se evite, en la medida de lo posible, la manipulación del aparato del Estado para satisfacer los intereses 
particulares de algunos funcionarios. Existen una serie de principios generales y preceptos fundamentales en 
torno a la organización de la función pública que conciben a la Administración como un instrumento puesto al 
servicio objetivo de los intereses generales: a) que la Administración debe actuar de acuerdo a una serie de 
principios organizativos (eficacia, jerarquía, concentración, desconcentración); b) que sus órganos deben ser 
creados, regidos y coordinados por la ley; y c) que la ley debe regular el sistema de acceso a la función pública, 
el sistema de incompatibilidades y las garantías para asegurar la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones. 
La mayoría de estos principios se han materializado en la Ley General de la Administración Pública, pero que 
derivan de varias normas constitucionales, los artículos 1°, 9, 11, 100, 109, 111, 112, 132, 191 y 192, de los que 
deriva todo lo concerniente al Estado de la República de Costa Rica en relación con los principios democrático, 
de responsabilidad del Estado, de legalidad en la actuación pública, el régimen de incompatibilidades de los 
miembros de los Supremos Poderes, y los principios que rigen el servicio público, tanto en lo que se refiere al 
acceso como la eficiencia en su prestación. No basta que la actividad administrativa sea eficaz e idónea para 
dar cumplida respuesta al interés público, así como tampoco que sean observadas las reglas de rapidez, 
sencillez, economicidad y rendimiento, sino que también es necesaria la aplicación de instrumentos de 
organización y control aptos para garantizar la composición y la óptima satisfacción global de los múltiples 
intereses expresados en el seno de una sociedad pluralista, de modo tal que los ciudadanos que se encuentren 
en igual situación deben percibir las mismas prestaciones y en igual medida. Es así como el principio de 
imparcialidad se constituye en un límite y -al mismo tiempo- en una garantía del funcionamiento o eficacia de 
la actuación administrativa, que se traduce en el obrar con una sustancial objetividad o indiferencia respecto a 
las interferencias de grupos de presión, fuerzas políticas o personas o grupos privados influyentes para el 
funcionario. Este es entonces el bien jurídico protegido o tutelado en los delitos contra la administración pública 
en general o la administración de justicia en lo particular: la protección del principio de imparcialidad o 
neutralidad de la actuación administrativa como medio de alcanzar una satisfacción igual y objetiva de los 
intereses generales (…)." (Resolución N° 11524-2000 de las 14:48 horas del 21 de diciembre del 2000)  
 
5 En el Voto Nº. 1999-9830 de las 16:18 horas del 14 de diciembre del año 1999, la Sala Constitucional dijo:II.- 
No está de más agregar que el Código Municipal, a partir del artículo 115, establece la carrera administrativa 
municipal para regular el empleo y las relaciones laborales entre los servidores y la administración municipal. 
Para poder ingresar el servidor debe cumplir los requisitos que prevé el numeral 119 y la selección de personal 
se ha de realizar atendiendo al criterio de idoneidad comprobada de los aspirantes al cargo. El artículo 128 
establece el procedimiento a seguir para llenar una plaza vacante otorgando las siguientes opciones: a) 
Mediante ascenso directo del funcionario calificado para el efecto y si es del grado inmediato. b) Ante inopia en 
el procedimiento anterior, convocará a concurso interno entre todos los empleados de la Institución. c) De 
mantenerse inopia en la instancia anterior, convocará a concurso externo, publicado por lo menos en un diario 
de circulación nacional y con las mismas condiciones del concurso interno.- Como puede apreciarse el concurso 
interno se realiza entre todos los empleados de la Institución, entendiéndose los que están dentro de la carrera 
administrativa. Sólo en caso de inopia se convoca a concurso externo, en donde pueden participar todos los que 

cumplan con los requisitos, incluyendo a los servidores interinos.   
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kk) INCOMPATIBILIDAD6: La acción que ejecuta un funcionario público en contra del régimen o contratos que ha suscrito 
con la Administración. 

ll) MANUAL DESCRIPTIVO DE PUESTOS: La agrupación de las distintas especificaciones de los puestos existentes en la 
municipalidad, con los requisitos particulares y características especiales de cada puesto, acorde con los lineamientos 
fijados por el Manual de Clasificación y Valoración de Clases. 

mm) REVISION INTEGRAL: El acto mediante el cual se revisa la clasificación, la valoración o ambos componentes de la 
totalidad de puestos de la municipalidad.  

nn) REVISON PARCIAL: El acto mediante el cual se proceda a revisar la clasificación, la valoración o ambos componentes, 
para determinado grupo ocupacional, serie, clase o puesto, o para una oficina, sección o unidad administrativa 
municipal. 

oo) VALORACION: La determinación de salarios base para todos y cada uno de los puestos de la Institución sujetos a las 
normas de este Reglamento, originada en los estudios previos que se hagan de acuerdo con los métodos técnicos 
empleados, tales como el nivel de costo de vida, mercado de trabajo y complejidad de las actividades. 

pp) PROBIDAD7: Es la conducta del funcionario público estará obligado a orientar su gestión a la satisfacción del interés 
público. 

qq) PROHIBICIÓN: El régimen que establece la necesidad de dotar de independencia a ciertos servidores públicos, a fin 
de situarlos en una posición de imparcialidad, para evitar el conflicto de intereses y la concurrencia desleal. 

rr) REGLAMENTO: El presente Reglamento Autónomo de Organización y Servicios de la Municipalidad de Limón. 

                                                      
6 La jurisprudencia administrativa de la Procuraduría General de la República ha señalado en su dictamen C-
102-2004 de 2 de abril de 2004, expresamos lo siguiente: “En primer lugar, el ejercicio de la función pública está 
regentada por un conjunto de valores, principios y normas de un alto contenido ético y moral, con el propósito 
de garantizar la imparcialidad, la objetividad (véanse, entre otros, los votos números 1749-2001 y 5549-99 del 
Tribunal Constitucional, los cuales, aunque referidos a las incompatibilidades, tienen un alcance general), la 
independencia y evitar el nepotismo en el ejercicio de la función pública. Desde esta perspectiva, se busca “(…) 
dotar de independencia a los servidores públicos, a fin de situarlos en una posición de imparcialidad para evitar 
el conflicto de intereses y la concurrencia desleal.” (Véase el voto n.° 3932-95). En esta materia, evidentemente, 
el interés público prevalece sobre el interés particular (véanse el voto n.° 5549-95).”  
 
7 El deber de probidad según el numeral 3º de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función 
Pública, señala “3. Deber de probidad. El funcionario público estará obligado a orientar su gestión a la 
satisfacción del interés público. Este deber se manifestará, fundamentalmente, al identificar y atender las 
necesidades colectivas prioritarias, de manera planificada, regular, eficiente, continua y en condiciones de 
igualdad para los habitantes de la República, asimismo, al demostrar rectitud y buena fe en el ejercicio de las 
potestades que le confiere la ley; asegurarse de que las decisiones que adopte en cumplimiento de sus 
atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos propios de la institución en la que se desempeña y, 
finalmente, al administrar los recursos públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia, economía y 
eficiencia, rindiendo cuentas satisfactoriamente.”  Y el inciso 11) del artículo 1º del reglamento a dicha Ley 
establece: 1º. Definiciones. Para la aplicación del presente Reglamento, los términos siguientes tienen el 
significado que a continuación se indican: (...) 11) Deber de probidad: Obligación del funcionario público de 
orientar su gestión a la satisfacción del interés público, el cual se expresa, fundamentalmente, en las siguientes 
acciones:  a) Identificar y atender las necesidades colectivas prioritarias de manera planificada, regular, 
eficiente, continua y en condiciones de igual para los habitantes de la República; b) Demostrar rectitud y buena 
fe en el ejercicio de las potestades que le confiere la ley; c) Asegurar que las decisiones que adopte en 
cumplimiento de sus atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos propios de la institución en la 
que se desempeña; d) Administrar los recursos públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia, 
economía y eficiencia, rindiendo cuentas satisfactoriamente; e) Rechazar dádivas, obsequios, premios, 
recompensas, o cualquier otro emolumento, honorario, estipendio, salario o beneficio por parte de personas 
físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, en razón del cumplimiento de sus funciones o con ocasión de éstas, 
en el país o fuera de él; salvo los casos que admita la Ley.  f) Abstenerse de conocer y resolver un asunto cuando 
existan las mismas causas de impedimento y recusación que se establecen en la Ley Orgánica de Poder Judicial, 
en el Código Procesal Civil, y en otras leyes.  g) Orientar su actividad administrativa a satisfacer primordialmente 
el interés público.”  
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ss) RÉGIMEN DISCIPLINARIO: el conjunto de normas que debe respetar el encargado de ejercer la potestad disciplinaria 
en la institución, a las cuales se encuentra sometido el servidor público. 

tt) RÉGIMEN MUNICIPAL: La forma de gobierno que rige en la Municipalidad. 
uu) SANCION: La imposición de amonestaciones, suspensiones o despido por las faltas que cometan los servidores 

municipales 
vv) TALENTO HUMANO:: Dependencia orgánica del mapa básico, que tendrá representación y funciones en los procesos 

de la Municipalidad conforme lo decidan las autoridades competentes de la Municipalidad. 
 
 

 
TITULO II 

DE LA ETICA EN LA FUNCION PUBLICA 
CAPÍTULO I 

PRINCIPIOS ETICOS DEL SERVIDOR MUNICIPAL 

 

Artículo 3º.- Son principios éticos8 del servidor público los siguientes:  

                                                      
8 La Sala Constitucional ha definido los principios que rigen la función pública así: “(…) DE LOS PRINCIPIOS 

CONSTITUCIONALES QUE RIGEN LA FUNCIÓN PÚBLICA. En un Estado democrático como el nuestro, es necesario 
someter a la función pública a una serie de normas que garanticen un comportamiento objetivo a través del 
cual se evite, en la medida de lo posible, la manipulación del aparato del Estado para satisfacer los intereses 
particulares de algunos funcionarios. Existen una serie de principios generales y preceptos fundamentales en 
torno a la organización de la función pública que conciben a la Administración como un instrumento puesto al 
servicio objetivo de los intereses generales: a) que la Administración debe actuar de acuerdo a una serie de 
principios organizativos (eficacia, jerarquía, concentración, desconcentración); b) que sus órganos deben ser 
creados, regidos y coordinados por la ley; y c) que la ley debe regular el sistema de acceso a la función pública, 
el sistema de incompatibilidades y las garantías para asegurar la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones. 
La mayoría de estos principios se han materializado en la Ley General de la Administración Pública, pero que 
derivan de varias normas constitucionales, los artículos 1°, 9, 11, 100, 109, 111, 112, 132, 191 y 192, de los que 
deriva todo lo concerniente al Estado de la República de Costa Rica en relación con los principios democrático, 
de responsabilidad del Estado, de legalidad en la actuación pública, el régimen de incompatibilidades de los 
miembros de los Supremos Poderes, y los principios que rigen el servicio público, tanto en lo que se refiere al 
acceso como la eficiencia en su prestación. No basta que la actividad administrativa sea eficaz e idónea para 
dar cumplida respuesta al interés público, así como tampoco que sean observadas las reglas de rapidez, 
sencillez, economicidad y rendimiento, sino que también es necesaria la aplicación de instrumentos de 
organización y control aptos para garantizar la composición y la óptima satisfacción global de los múltiples 
intereses expresados en el seno de una sociedad pluralista, de modo tal que los ciudadanos que se encuentren 
en igual situación deben percibir las mismas prestaciones y en igual medida. Es así como el principio de 
imparcialidad se constituye en un límite y -al mismo tiempo- en una garantía del funcionamiento o eficacia de 
la actuación administrativa, que se traduce en el obrar con una sustancial objetividad o indiferencia respecto a 
las interferencias de grupos de presión, fuerzas políticas o personas o grupos privados influyentes para el 
funcionario. Este es entonces el bien jurídico protegido o tutelado en los delitos contra la administración pública 
en general o la administración de justicia en lo particular: la protección del principio de imparcialidad o 
neutralidad de la actuación administrativa como medio de alcanzar una satisfacción igual y objetiva de los 
intereses generales (…)." (Resolución N° 11524-2000 de las 14:48 horas del 21 de diciembre del 2000)  
  
Y, los artículos 13 incisos a) y b) de la Ley de Control Interno indican que “El jerarca y los titulares subordinados 
deben mantener y demostrar integridad y valores éticos, así como contribuir con su liderazgo y sus acciones a 
promoverlos en el resto de la organización. Además promover una actitud abierta hacia los mecanismos y 
procesos que mejoren el sistema de control interno. 
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a) Orientar el ejercicio de la función municipal hacia la satisfacción del bien común, que es su fin último y esencial. 
Para ello la función municipal tenderá al mantenimiento y aplicación de los valores de seguridad, justicia, 
solidaridad, paz, libertad, y democracia.  

b) La lealtad, la eficiencia, la probidad, el respeto a la autoridad y hacia los demás funcionarios y la responsabilidad, 
son valores fundamentales e intrínsecos al ejercicio de la función pública municipal.  

c) El funcionario es un servidor de los administrados del cantón, y en particular, de cada individuo o administrado 
que con él, se relacione en virtud de la prestación del servicio y de la función que desempeña, la cual debe 
atender de una manera integral con aplicación plena de sus conocimientos, aptitudes, actitudes y valores.  

d) El funcionario público estará siempre presto a adquirir nuevos y mejores conocimientos, que completen aquellos 
que ya posee, con el propósito de brindar siempre el mejor servicio a la comunidad.  

e) La formación y la capacitación permanente se complementarán con el trabajo en equipo, para que comparta los 
conocimientos que ha adquirido con sus compañeros de trabajo, lo cual será esencial para la buena marcha de 
todas las dependencias del Gobierno Local. 

 

 

TITULO III 

DE LA MUNICIPALIDAD  
CAPITULO I  

SOBRE LA ORGANIZACIÓN 

 

Artículo 4º.- La Administración9 de la Municipalidad de Cantón Central de Limón está integrada por: 

                                                      
Por su parte, el artículo 3 de la Ley contra el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública dispone que el 
funcionario público estará obligado a demostrar rectitud y buena fe en el ejercicio de las potestades (Deber de 
Probidad. 
 
El artículo 156 inciso b) del Código Municipal dispone que es deber de los servidores municipales prestar los 
servicios contratados con absoluta dedicación, intensidad y calidad, responsabilizándose de sus actos y 
ejecutando sus tareas y deberes con apego a los principios legales, morales y éticos. 
 
Las Normas de Control Interno para el Sector Público en su numeral 2.3 y 2.3.1 y 2.2. indican que el jerarca  y 
los titulares subordinados deben: -Propiciar el fortalecimiento de la ética en la gestión, así como establecer y 
divulgar factores formales como un código de ética, -Demostrar su compromiso y apego al Sistema de Control 
Interno y difundir entre los funcionarios una cultura de la utilidad del control interno en la gestión institucional.   
 
 
9 La Res: 000 776-C-S1-2008 SALA PRIMERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA del 20 de noviembre del 2008 
indica sobre la organización municipal: “(…) VI.- Del actual régimen recursivo municipal. (…) los ayuntamientos 
tienen un régimen bifronte, compuesto por dos centros jerárquicos de autoridad, los que, por disposición expresa 
del artículo 169 de la Constitución Política y 3 y 12 del Código Municipal, conforman el Gobierno Municipal 
(jerarquía superior) de las Corporaciones Municipales. Por un lado, el Concejo, integrado por regidores de 
elección popular, con funciones de tipo política y normativa (ordinal 12 del C.M), es decir, trata de un órgano de 
deliberación de connotación política. Por otro, el Alcalde, funcionario también de elección popular (artículo 12 
del C.M.), con competencias de índole técnica, connotación gerencial y de ejecución (numerales 14 al 20 ibídem). 
Su marco competencial se vincula a funciones ejecutivas y de administración. Entre ambos, no existe un ligamen 
jerárquico, sino una relación interadministrativa de coordinación, necesaria para la labor de administración de 
los intereses y servicios locales del cantón a cargo del Gobierno Municipal que ambos conforman, en los términos 
del artículo 169 constitucional. Más simple, el Alcalde no es inferior jerárquico del Concejo; son órganos con 
competencias coordinadas pero no sujetas que en definitiva deben complementarse para un funcionamiento 
eficiente y ágil de los ayuntamientos. Su deber de velar por el debido cumplimiento de los acuerdos municipales 
no presupone una sujeción jerárquica con el Concejo. Consiste en una tarea consustancial a sus competencias 
gerenciales y ejecutorias, para la buena organización y funcionamiento de los servicios locales.(…)”. 
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a) Un cuerpo deliberado denominado Concejo Municipal e integrado por siete Regidores Propietarios, siete 

Regidores Suplentes, cuatro Síndico(s) Propietario(s), cuatro Síndico(s) Suplente(s), así como cuatro Concejos 
de Distrito, cuyas atribuciones se encuentran establecidas en el artículo 13 y 54 y siguientes del Código 
Municipal.  

                                                      
 



 11 

b) Un Alcalde (sa) Municipal10, y dos Vicealcaldes11 (as), que tienen las obligaciones, potestades y 
responsabilidades derivados de los artículos 17 y demás del Código Municipal, artículos 101 y 103 de la Ley 
General de la Administración Pública y demás leyes conexas que rijan sobre la materia. 

                                                      
10 “Sobre el Alcalde Municipal ya esta Procuraduría ha señalado que es el jerarca unipersonal de la Municipalidad 
“…sin que pueda hablarse de una relación de subordinación jerárquica respecto de los miembros del Concejo 
Municipal…”.  Al respecto se ha indicado:  “…cabe recordar que el artículo 17 del Código Municipal le atribuye 
(al Alcalde) la condición de "administrador general y jefe de las dependencias municipales" y administrar no es 
sino ejercer actividades de Administración activa.  También le atribuye funciones de decisión como son el 
sancionar o vetar los acuerdos municipales, el autorizar los gastos de la municipalidad.  Por demás, el Código 
Municipal asigna al Alcalde funciones en materia de personal, incluyendo el poder de nombrar, otorgar permisos 
y sancionar. Así como funcionales claramente ejecutivas: la ejecución de los acuerdos municipales y la vigilancia 
del desarrollo de la política municipal y la correcta ejecución de los presupuestos municipales, entre otras.”  (C-
048-2004 del 2 de febrero del 2004)…”  Procuraduría General de la República, Dictamen número C-261-2005 
del 19 de julio del 2005.  
 
Por su parte, la Contraloría ha indicado que: “Tómese en cuenta, que se entiende “… como jerarca, el superior 
que ejerce la máxima autoridad en la institución …” [9], y en la corporación Municipal, tanto  el Alcalde, cuanto 
el Concejo, tienen la potestad de mando y resuelven de forma definitiva, los asuntos propios de su competencia, 
claro está, en el ámbito municipal, ya que una vez conocidos en ese estadio, en caso de ser impugnados, deberán 
ser remitidos al Tribunal Contencioso Administrativo.  [9] Contraloría General de la República, oficio número DI-
CR-234 del 02 de mayo del 2005.  

 
Por su parte, y mas recientemente, el Tribunal Contencioso Administrativo ha indicado lo siguiente de interés: 
“(…) IV.- EN CUANTO A LA NATURALEZA JURIDICA DEL GOBIERNO MUNICIPAL Y LA INEXISTENCIA DE UNA 
RELACION JERARQUICA ENTRE EL CONCEJO Y EL ALCALDE MUNICIPAL. Es menester resaltar, que conforme a lo 
dispuesto en los artículos 169 de la Constitución Política y 12 del Código Municipal, el gobierno municipal está 
compuesto por un cuerpo deliberativo denominado Concejo e integrado por los regidores que determine la ley, 
y por un Alcalde y su respectivo suplente, todos de elección popular. Ello implica, “…la existencia de dos Órganos 
–Concejo Municipal y Alcalde (no entes), que en grado de igualdad jerárquica y regidos por el Principio de 
Coordinación, conforman la cúspide de la estructura orgánica municipal…” (ver resolución número 508-2014 de 
las quince horas cincuenta minutos del veintidós de octubre de dos mil catorce, dictada por la Sección Tercera 
del Tribunal Contencioso Administrativo). En otras palabras, la constitución del gobierno municipal en Costa 
Rica, implica una biarquía y no un ente bifronte, dado que “…no son dos caras en la misma cabeza, sino dos 
cabezas en el mismo cuerpo o ente…”, tal y como sostiene la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, 
en el apartado d) del considerando XII de la sentencia número 2000-6326, al indicar que el Gobierno Municipal 
tiene dos jerarcas (Concejo y Alcalde), cada uno con un ámbito de competencia bien definido por ley y regidos 
por el principio de coordinación. En razón de lo anterior, “… el Concejo Municipal no tiene competencia para dar 
órdenes concretas al Alcalde, por no existir una relación jerárquica entre ambos órganos (artículo 102 de la Ley 
General de la Administración Pública), debiendo cada uno de ellos respetar los límites conferidos en la 
distribución interna de competencias definidas en los numerales 13 y 17 del Código Municipal…” (ver entre otras, 
las resoluciones 504-2012 de las dieciséis horas del veintidós de noviembre del dos mil doce, y 99-2013 de las 
nueve horas cuarenta y cinco minutos del quince de marzo del dos mil trece, ambas de la Sección Tercera del 
Tribunal Contencioso Administrativo). En consecuencia, si el “…Alcalde Municipal no es un funcionario 
subordinado del Concejo…”, este órgano colegiado no puede ejercer sobre aquel la potestad disciplinaria, ni 
vigilar su acción para constatar su legalidad y conveniencia, en los términos de los artículos 102 incisos b) y c) 
de la Ley General de la Administración Pública; 12 incisos b) y c) de la Ley General de Control Interno (resolución 
442-2013 de las catorce horas quince minutos del treinta y uno de octubre del dos mil trece, dictada por la 
Sección Tercera del Tribunal Contencioso Administrativo). En ese sentido, el inciso c) del numeral 31 del Código 
Municipal, es claro al establecer que se prohíbe al Concejo o al Alcalde –según corresponda- “…Intervenir en 
asuntos y funciones de su competencia, que competan al alcalde municipal, los regidores o el Concejo mismo…”, 
por ende, los actos tendentes a ejercer la potestad disciplinaria por parte del Concejo Municipal sobre el Alcalde 
o viceversa, adolecerán de un evidente y manifiesto vicio de incompetencia, dado que no existe relación de 

http://www.pgr.go.cr/scij/busqueda/normativa/pronunciamiento/pro_ficha.asp?param6=1&nDictamen=16502#_ftn9#_ftn9
http://www.pgr.go.cr/scij/busqueda/normativa/pronunciamiento/pro_ficha.asp?param6=1&nDictamen=16502#_ftnref9#_ftnref9


 12 

c) Un (a) Auditor (a) nombrado (a) por el Concejo Municipal, cuyas obligaciones se encuentran indicadas en el 
artículo 52 del Código Municipal y 8º y 12 de la Ley de Control Interno. 

d) Un (a) Contador (a) nombrado(a) por el Concejo Municipal, cuyas obligaciones se encuentran indicadas en el 
artículo 51 del Código Municipal. 

                                                      
jerarquía entre ambos. V.- SOBRE EL CASO CONCRETO. Con base en el análisis expuesto en el considerando IV, 
este Tribunal estima que el acuerdo cuestionado, sea el número 07, artículo sétimo de la sesión ordinaria 387-
2014 celebrada por el Concejo Municipal de Aguirre (Quepos) el primero de julio del dos mil catorce, adolece de 
un vicio de nulidad absoluta, toda vez que fue dictado por un órgano incompetente no sólo para efectos de 
tramitar el procedimiento disciplinario y dictar el acto final que sirve de base para recomendar al TSE –si fuera 
procedente- la cancelación de credenciales; sino también para imponerle  una sanción de carácter pecuniario 
(folios 632 a 644 del expediente). Ello por cuanto, al no existir una relación jerárquica entre ambos órganos, al 
Concejo Municipal le está vedado ejercer la potestad disciplinaria o de vigilancia contra el Alcalde, en los 
términos del artículo 102 de la Ley General de la Administración Pública, dado que el Concejo Municipal y 
Alcalde, conforman la cúspide de la estructura orgánica municipal, en grado de igualdad jerárquica y regidos 
por el Principio de Coordinación. Por todo lo expuesto, se anula el acuerdo cuestionado, sea el número 07, 
artículo sétimo de la sesión ordinaria 387-2014 del primero de julio del dos mil catorce, adoptado por el Concejo 
Municipal de Aguirre (Quepos), por resultar manifiestamente contrario a lo dispuesto en los artículos 169 de la 
Constitución Política; 12, 13, 17, 18, 31 inciso c) del Código Municipal; 102 inciso c), 129 de la Ley General de la 
Administración Pública; 259 del Código Electoral; 73 de la Ley 7428; 40 de la Ley 8422; 1, 3 y 4 del Reglamento 
sobre la Cancelación o Anulación de Credenciales Municipales emitido por el Tribunal Supremo de Elecciones y 
publicado en La Gaceta número 20 del veintiocho de enero del dos mil y, la sentencia número 2000-006326 
dictada por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, a las dieciséis horas dieciocho minutos del 
diecinueve de julio del dos mil. En razón de los motivos que dan lugar a la declaratoria de nulidad absoluta del 
acto cuestionado, resulta innecesario referirse a los restantes agravios en que el recurrente sustenta el recurso 
de apelación contra el acuerdo municipal cuestionado. Se da por agotada la vía administrativa. Notifíquese esta 
resolución a la Contraloría y a la Procuraduría General de la República, para lo de su cargo.- (…).”. Ver Resolución 
No. 57-2015 del TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN TERCERA, ANEXO A DEL II CIRCUITO 
JUDICIAL DE SAN JOSÉ. Goicoechea, a las catorce horas  treinta minutos del diecinueve de febrero del dos mil 
quince.-  
 
11 El artículo 17 incisos a), b) y k)  del Código Municipal disponen que: “(…) Artículo 17 (Alcalde. 
Atribuciones).Corresponde a la persona titular de la Alcaldía las siguientes atribuciones y obligaciones: a) Ejercer 
las funciones inherentes a la condición de administrador general y  jefe de las dependencias municipales, 
vigilando la organización, el funcionamiento, la coordinación y el fiel cumplimiento de los acuerdos municipales, 
las leyes y los reglamentos en general; b) Delegar las funciones encomendadas por esta ley, con base en los 
artículos 89 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública; (…) k) Nombrar, promover, remover al 
personal de la municipalidad, así como concederle licencias e imponerle sanciones; todo de acuerdo con este 
código y los reglamentos respectivos. Las mismas atribuciones tendrá sobre el personal de confianza a su cargo; 
(…).”. Por su parte, el artículo 14 del mismo cuerpo normativo dispone: “Artículo 14. (Alcalde Municipal. 
Denominación. Toma de posesión. Reposición. Vicealcaldes). (…) Existirán dos vicealcaldes municipales: un (a) 
vicealcalde primero y un (a) vicealcalde segundo. El (la) vicealcalde p rimero realizará las funciones 
administrativas y operativas que el alcalde titular le asigne; además, sustituirá, de pleno derecho, al alcalde 
municipal en sus ausencias temporales y definitivas, con las mismas responsabilidades y competencias de este 
durante el plazo de sustitución. (…).”. En consecuencia tenemos que la normativa contempla la figura del Vice-
Alcalde como subordinado del Alcalde Municipal. En el recurso de amparo electoral que originó la Resolución 
5446-E1-2012 del 24 de julio del 2012, que en lo que interesa dispuso: -Que el Alcalde Municipal es el superior 
jerárquico institucional y en consecuencia el jefe de la Vice-Alcaldesa- -Que las instrucciones y asignación de 
funciones para la Vice-Alcaldesa  Primera deben ser precisas y concretas. -Que el Alcalde Municipal delega sus 
funciones de conformidad con las necesidades institucionales; siendo que no es obligación del mismo delegar la 
representación en la Vice-Alcaldesa en actividades protocolarias o técnicas. -Que la Vice-Alcaldesa no puede ni 
debe auto asignarse las funciones que considere convenientes, sin menoscabar lo dispuesto en la ley.  
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e) Un (a) Secretario (a) nombrado. (a) por el Concejo cuyas obligaciones se encuentran indicadas en el artículo 
53 del Código Municipal. 

f) Cinco Directores institucionales, que son el Administrativo, Financiero, Acción Social, Obras y Proyectos e 
Ingeniería; cargos que serán nombrados por el Alcalde Municipal tal y como lo establece la legislación vigente 
en la materia. 

g) Gestores 
h) Jefaturas de Unidades que dirigen las distintas unidades administrativas que conforman la estructura 

organizacional de la Municipalidad; cargos que serán nombrados por el Alcalde Municipal tal y como lo 
establece la legislación vigente en la materia.  

i) Funcionarios que componen las distintas unidades administrativas que conforman la estructura 
organizacional de la Municipalidad; cargos que serán nombrados por el Alcalde Municipal tal y como lo 
establece la legislación vigente en la materia.  

 

Artículo 5º.- La Municipalidad de Limón mantendrá actualizado un Manual Descriptivo de Organización y Funcionamiento; 
así como la Escala Salarial y el Mapa Organizacional, cuya aplicación será responsabilidad del Alcalde Municipal y la Unidad 
de Talento Humano. 

 
 
Artículo 6º.- El Alcalde Municipal, es el enlace entre el Concejo Municipal y los servidores municipales. Es el funcionario 
de mayor jerarquía dentro de la Institución, por lo que toda información por parte de la administración que se dirigida al 
Concejo Municipal deberá ser remitida por su despacho. 
 
A él corresponde la prestación ante el Concejo de toda iniciativa y de los informes que presente la administración ante 
dicha instancia. 
 
 

 
TITULO IV 

DEL INGRESO A MUNICIPALIDAD 
CAPITULO I 

DE LA RELACIÓN DE SERVICIO 

Artículo 7º.- Las relaciones de servicio entre los servidores municipales y la Municipalidad se regirán por las condiciones 
establecidas en el contrato de trabajo escrito, cuando éste existiere, y en todo caso por las disposiciones del Código 
Municipal, Código de Trabajo, Ley General de la Administración Pública, Ley contra el Enriquecimiento Ilícito en la Función 
Pública,  y su reglamento; Ley de Control Interno y aquella normativa de carácter especial y de orden público que rija cada 
materia específica institucional; así como por los derechos adquiridos en la Convención Colectiva de Trabajo de la 
Municipalidad, para todos los servidores amparados por ella. El nombramiento se formalizará y será efectivo a través de 
la acción de personal emitida por la Unidad de Talento Humano y debidamente firmada por quien corresponde. 
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Artículo 8º.- Son servidores municipales los nombrados de acuerdo con el artículo 134 del Código Municipal12 y que 
satisfagan los requisitos que establece el Manual de Puestos de la Municipalidad, el artículo 111 de la Ley General de la 
Administración Pública13 y lo estipulado en el artículo 127 del Código Municipal14.  

 

Artículo 9º.- -Todo trabajador deberá estar amparado a contrato de trabajo o acción de personal que contenga el salario 
devengado, especificando el salario base y pluses salariales; así como los respectivos contratos de dedicación exclusiva 
conforme dispone la Ley Nº. 9635 de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas15.  

                                                      
12 El artículo 134 del Código Municipal dispone que: “El personal se seleccionará por medio de pruebas de 
idoneidad, que se administrarán únicamente a quienes satisfagan los requisitos prescritos en el artículo 116 de 
esta Ley. Las características de estas pruebas y los demás requisitos corresponderán a los criterios actualizados 
de los sistemas modernos de reclutamiento y selección, así como al principio de igualdad y equidad entre los 
géneros, y corresponderán a reglamentaciones específicas e internas de las municipalidades. Para cumplir la 
disposición de este artículo, las municipalidades podrán solicitarle colaboración técnica a la Dirección General 
del Servicio Civil.”    

13 El artículo 111 de la Ley General de la Administración Pública dispone: “Artículo 111.- 1. Es servidor público la 
persona que presta servicios a la Administración o a nombre y por cuenta de ésta, como parte de su 
organización, en virtud de un acto válido y eficaz de investidura, con entera independencia del carácter 
imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva. 2. A este efecto 
considéranse equivalentes los términos "funcionario público", "servidor público", "empleado público", 
"encargado de servicio público" y demás similares, y el régimen de sus relaciones será el mismo para todos, 
salvo que la naturaleza de la situación indique lo contrario. 3. No se consideran servidores públicos los 
empleados de empresas o servicios económicos del Estado encargados de gestiones sometidas al derecho 
común. “ 

14 Dice al artículo 127 del Código Municipal: “Los servidores municipales interinos y el personal de confianza no 
quedarán amparados por los derechos y beneficios de la Carrera administrativa municipal, aunque desempeñen 
puestos comprendidos en ella. Para los efectos de este artículo, son funcionarios interinos los nombrados para 
cubrir ausencias temporales de los funcionarios permanentes, contratados por la partida de suplencias o por 
contratos para cubrir necesidades temporales de plazo fijo u obra determinada y amparada a las partidas de 
sueldos por servicios especiales o jornales ocasionales. Por su parte, son funcionarios de confianza los 
contratados a plazo fijo por las partidas antes señaladas para brindar servicio director al Alcalde, Presidente y 
Vicepresidente municipales y a las fracciones políticas que conforman el Concejo Municipal.  
 
15 La Ley Nº. 9635 de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas dispone que el plazo del contrato de dedicación 
exclusiva no podrá ser ni menor de un año ni mayor de cinco. No constituirá un beneficio permanente ni un 
derecho adquirido, por lo que al finalizar la vigencia de éste, la Administración no tendrá la obligación de 
renovarlo. Contrato firmado. No exime al funcionario del deber de abstenerse de participar en actividades que 
comprometan su imparcialidad, posibiliten un conflicto de interés o favorezcan el interés privado en detrimento 
del interés público. El jerarca de la Administración deberá acreditar, mediante resolución administrativa 
razonada, la necesidad institucional y la relación de costo oportunidad de suscribir dichos contratos, en razón 
de las funciones que ejerzan el o los funcionarios y el beneficio para el interés público.Sesenta días naturales 
antes de su vencimiento, el funcionario deberá solicitar la prórroga a la jefatura inmediata para que la 
Administración revise la solicitud a fin de determinar la necesidad institucional de la extensión, mediante 
resolución debidamente razonada establecida en el artículo 29 anterior, prórroga que no podrá ser menor de 
un año, ni mayor de cinco. Artículo 31- Requisitos de los funcionarios. 1. Estar nombrado o designado mediante 
acto formal de nombramiento en propiedad, de forma interina, suplencia o puesto de confianza. 2. Poseer un 
título académico universitario, que le acredite como profesional en determinada área del conocimiento, para 
ejercer de forma liberal la profesión respectiva. 3. Estar incorporado en el colegio profesional respectivo, lo 
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anterior en caso de que dicha incorporación gremial exista y que la incorporación sea exigida como una 
condición necesaria para el ejercicio liberal. 4. En los supuestos de dedicación exclusiva, se deberá estar 
nombrado en un puesto que tenga como requisito mínimo el grado académico profesional de bachiller. Artículo 
32- Obligaciones de los funcionarios. El funcionario sujeto al contrato por dedicación exclusiva que ostente más 
de una profesión, no podrá ejercer de manera particular o ad honorem, la profesión o profesiones que tengan 
relación con el cargo que desempeña. La suscripción del contrato se hará en razón de la profesión requerida en 
el cargo. 
 
DECRETO EJECUTIVO N° 41564-MIDEPLAN-H  que es el Reglamento indica en su numeral 4.- Contratos de 
dedicación exclusiva. Los porcentajes señalados en el artículo 35 de la Ley N° 2166, adicionado mediante artículo 
3 de la Ley N° 9635, serán aplicables a:  a) Los servidores que sean nombrados por primera vez en la 
Administración Pública, con posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley N° 9635, en un puesto en el cual 
cumplen con los requisitos legales y académicos para optar por un contrato de dedicación exclusiva. b) Los 
servidores que previo a la publicación de la Ley N° 9635, no contaban con un contrato de dedicación exclusiva.c) 
Los servidores que finalizan su relación laboral y posteriormente se reincorporan a una institución del Estado, 
por interrupción de la continuidad laboral. d) Los servidores que cuentan con un contrato de dedicación exclusiva 
vigente con la condición de grado académico de Bachiller Universitario previo a la publicación de la Ley N° 9635, 
y proceden a modificar dicha condición con referencia al grado de Licenciatura o superior.  
 
Los funcionarios que devengan dedicación antes de la entrada en vigencia de la Ley Nº. 9635 de Fortalecimiento 
de las Finanzas Públicas, dice en su artículo  5.- Servidores con contratos de dedicación exclusiva previo a la 
entrada en vigencia de la Ley N° 9635. De conformidad con lo dispuesto en los transitorios XXV y XXVIII, los 
porcentajes regulados en el artículo 35 de la Ley N° 2166, adicionado mediante artículo 3 de la Ley N° 9635, no 
serán aplicables a: a)  Los servidores que previo la publicación de la Ley N° 9635, contaban con un contrato de 
dedicación exclusiva. b)  Aquellos movimientos de personal a través de las figuras de ascenso, descenso, 
traslado, permuta o reubicación, sea en una misma institución o entre instituciones del Estado, siempre y cuando 
el funcionario cuente con un contrato de dedicación exclusiva previo a la publicación de Ley N° 9635. Lo anterior, 
siempre que exista la continuidad laboral y no implique un cambio en razón del requisito académico. c)  Las 
prórrogas de los contratos de dedicación exclusiva de aquellos servidores que previo a la publicación de la Ley 
N° 9635 suscribieron un contrato de dedicación exclusiva, siempre y cuando la Administración acredite la 
necesidad de prorrogar el contrato, de conformidad con lo señalado en el artículo 29 de dicha ley. El plazo del 
contrato de dedicación exclusiva según el artículo 6.-  El plazo máximo del contrato de dedicación exclusiva no 
podrá ser menor de un año, ni mayor de cinco.  Una vez finalizado el plazo respectivo, el contrato podrá ser 
renovado cuando la Administración, una vez revisadas y analizadas las condiciones existentes, acredite 
mediante resolución administrativa razonada y debidamente justificada, la necesidad institucional para 
proceder con la prórroga, según lo señalado en el artículo 29 de la Ley N° 2166, adicionado mediante artículo 3 
de la Ley N° 9635. Las prórrogas no podrán ser menores de un año ni mayores de cinco.  En aquellos casos en 
que legalmente sea procedente realizar una contratación de personal por plazos determinados, sustituciones, 
reemplazos o alguna otra figura que no sea tiempo indeterminado, los contratos de dedicación exclusiva se 
suscribirán por el mismo plazo del nombramiento.  

La prórroga de los contratos, serán el artículo 7 que señala: Artículo 7.- Prórroga de contratos de dedicación 
exclusiva. No cabrá pago alguno por concepto de dedicación exclusiva en aquellos casos en que los contratos 
suscritos, sea o no con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley N° 9635, no sean prorrogados por la 
Administración.  

Y, el artículo 8.- Verificación de cumplimiento del contrato de dedicación exclusiva. Las Oficinas de Recursos 
Humanos serán los responsables de verificar el cumplimiento estricto de los requisitos para suscribir el contrato 
de dedicación exclusiva, así como garantizar la aplicación de las cláusulas del mismo.  
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Artículo 10.- Cuando un funcionario sea designado para sustituir a otro de mayor jerarquía en sus funciones, por 
encontrarse este incapacitado, en vacaciones u otro permiso, la Municipalidad le reconocerá al primero la diferencia de 
salario, que se calculará considerando el salario base del puesto que sustituye temporalmente, así como las anualidades 
a que tuviese derecho, según su antigüedad en la Institución.  

En el caso que por iguales circunstancias y en forma temporal, siempre que sea superior a un mes, al servidor se le 
recarguen las funciones de otro puesto superior al que ostenta, es decir, que además de las suyas propias asuma las del 
funcionario ausente, la Municipalidad le reconocerá recargo de funciones, que consistirá la diferencia del salario base y 
pluses del puesto sustituido. Esto aplicará siempre y cuando cumpla con los requisitos académicos y legales del puesto.  
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Artículo 11.- Las personas que ingresen al servicio de la Municipalidad, lo harán por idoneidad comprobada16, mediante 
concurso17 o nombramiento por tiempo indefinido, o por tiempo determinado, conforme a las siguientes disposiciones: 

                                                      
16 Los artículos 133 y 134 del Código Municipal señalan: “Artículo 133. - Con las salvedades establecidas por 

esta ley, el personal de las municipalidades será nombrado y removido por el alcalde municipal, previo informe 
técnico respecto a la idoneidad de los aspirantes al cargo. (Corrida su numeración por el artículo 1° de la ley N° 
9542 "Ley de Fortalecimiento de la Policía Municipal" del 23 de abril del 2018, que lo traspasó del antiguo 
artículo 124 al 133) Artículo 134- El personal se seleccionará por medio de pruebas de idoneidad, que se 
administrarán únicamente a quienes satisfagan los requisitos prescritos en el artículo 125 de esta ley. Las 
características de estas pruebas y los demás requisitos corresponderán a los criterios actualizados de los 
sistemas modernos de reclutamiento y selección, así como al principio de igualdad y equidad entre los géneros, 
y corresponderán a reglamentaciones específicas e internas de las municipalidades. Para cumplir la disposición 
de este artículo, las municipalidades podrán solicitarle colaboración técnica a la Dirección General de Servicio 
Civil. (Corrida su numeración por el artículo 1° de la ley N° 9542 "Ley de Fortalecimiento de la Policía Municipal" 
del 23 de abril del 2018, que lo traspasó del antiguo artículo 125 al 134) (Así reformado por el artículo 3° de la 
ley N° 9748 del 23 de octubre de 2019) 

Y, a Sala Constitucional señaló: “III.- Sobre el fondo.- El régimen de nombramiento de los servidores y 
funcionarios públicos, pretende garantizar el derecho que tiene toda persona de tener acceso, en condiciones 
generales y razonables de igualdad, a las funciones públicas (artículo 23 párrafo 1, inciso c) de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos) y de gozar de estabilidad en el empleo. Además, posibilita la escogencia 
con base en un concurso anterior de quien compruebe ser candidato idóneo para ocupar el cargo en aras de la 
prestación eficiente del servicio público (artículo 192 de la Constitución Política). Sin embargo dicha tutela 
constitucional se agota con el derecho de participación igualitaria que tienen los oferentes para integrar la 
nómina o terna respectiva, ya que, una vez confeccionada ésta, con lo que cuenta el interesado es con una 
simple expectativa a ocupar el cargo para el que opta:  “En lo tocante al tema de los concursos de antecedentes, 
la tutela constitucional se agota, según lo ha sostenido esta Sala, con el derecho de participación igualitaria que 
tienen los oferentes para integrar la nómina o terna respectiva -el que se reconoció al promovente en este caso-
, ya que, una vez confeccionada ésta, con lo que cuenta el interesado es una simple expectativa a ocupar el 
cargo para el que opta, de manera que, no corresponde revisar en esta sede la decisión que los órganos tomen 
sobre el particular, en ejercicio de las facultades discrecionales con que cuentan para ello, pues la inconformidad 
que se suscite en torno a la decisión comporta un conflicto de mera legalidad y no de raigambre constitucional; 
en todo caso, revisar tal determinación en esta jurisdicción implica revisar los criterios técnicos empleados por 
el órgano competente para tomarla, lo cual excede la naturaleza y los fines del amparo.” (Sentencia 6448-94 
de las diecisiete horas cincuenta y siete minutos del dos de noviembre de mil novecientos noventa y cuatro). (El 
subrayado y la negrita no son del original). Además de lo expuesto, conviene señalar que la Sala ha sostenido, 
reiteradamente, que la circunstancia que un servidor haya sido nombrado para desempeñar un determinado 
cargo, no tiene la virtud de crear derecho adquirido alguno a su favor que obligue a la Administración a 
nombrarlo en esa plaza. El derecho a ocupar un cargo público no se adquiere con el simple transcurso del tiempo 
o por haber ocupado otros similares por cierto período, sino por tener la idoneidad comprobada para 
desempeñarlo conforme a lo dispuesto por el artículo 192 constitucional. A lo más que tiene derecho el servidor 
–en esas condiciones– es a que se le tome en cuenta para participar, con arreglo a las disposiciones legales y 
reglamentarias aplicables, en los concursos convocados para llenar la plaza que le interesa, claro está, siempre 
y cuando reúna los requisitos exigidos para ello y cuente con la condición de ser elegible. IV.- En mérito de lo 
dicho, no encuentra esta Sala que las autoridades recurridas hayan incurrido en el caso concreto en alguna 
arbitrariedad que haya limitado o impedido la participación de los recurrentes en igualdad de condiciones 
dentro del procedimiento de selección que nos ocupa y en consecuencia, el recurso resulta improcedente y así 
debe declararse. Lo anterior sin perjuicio de lo que en vía administrativa se resuelva como resultado de los 
recursos presentados por los recurrentes y que se encuentran, actualmente, en trámite (copia a folio 28). “(Sala 
Constitucional, resolución número 2005-12269 de las nueve horas y treinta y tres minutos del nueve de 
setiembre del dos mil cinco, el resaltado no es del original)  
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a) Por tiempo indefinido: Son aquellos trabajadores indispensables para satisfacer las necesidades propias 

permanentes de la Municipalidad, que hayan cumplido con todos los requerimientos establecidos para el 
ingreso al Régimen Municipal; de acuerdo con lo establecido en el Manual Descriptivo de Funciones y según lo 
preceptuado en los numerales 126 y 128 del Código Municipal.18 

b) Por tiempo determinado: Se firmarán con los trabajadores que ejecuten temporalmente las labores de quien o 
quienes se encuentren disfrutando de vacaciones, licencias por incapacidad u otra situación análoga, así como 
aquellos casos excepcionales en que su contratación resulte procedente conforme a la naturaleza de los 
servicios que se van a prestar. 

c) Estas contrataciones se regirán por los mecanismos existentes el efecto: 
 

1- Suplencias: Forma de sustituir temporalmente al titular de un cargo sea por licencia sin goce de sueldo, 
vacaciones o incapacidad. La suplencia debe ser por período predefinido que deberá constar en el 
contrato de trabajo que se firme con el suplente. En los casos que se pretenda contratar a un 
funcionario de la misma municipalidad, en la partida de suplencias, éste de previo debe romper la 
relación laboral, por medio de renuncia o permiso sin goce de salario. 

2- Servicios especiales: Modalidad de contratar recursos humanos en el área técnico- profesional; para 
cubrir necesidades temporales de acuerdo con lo establecido en el artículo 127 del Código Municipal. 
 

d) Jornales ocasionales: Personal no profesional ni técnico ni administrativo, que eventualmente presta servicios a 
la entidad en trabajos de tipo manual. Los funcionarios contratados bajo esta modalidad, no tienen considerado 
en su pago el día de descanso obligatorio, dado que el cálculo se establece tomando como base las horas o días 
trabajados o la tarea realizada. La relación laboral de quienes se contratan en forma ocasional, no puede exceder 
de los plazos que determinan las leyes existentes. 

e) Por obra determinada: Se realiza para satisfacer necesidades que eventualmente se presentan en la institución 
y en la cual, sin previa fijación de tiempo, el objeto de la prestación personal de servicio subordinando será la 
obra producida. 

                                                      
 
Asimismo, mediante dictamen N° C-049-2002 de la Procuraduría se indicó: “De todo lo transcrito, es dable 
denotar que el concurso interno está dispuesto como uno de los procedimientos definidos para llenar las plazas 
vacantes. No obstante, y de acuerdo a lo analizado, debemos tener claro que dicho procedimiento no puede 
verse aislado del contexto que enmarca las relaciones de empleo público, fundamentadas en sus principios 
rectores de idoneidad comprobada y estabilidad en el cargo, pues se denota que la intención del constituyente 
y del legislador, es que la Administración cuente con los servidores más idóneos en el puesto y es a ellos a 
quienes previa comprobación de sus aptitudes, otorga estabilidad en el cargo. Ergo se infiere que, si por medio 
de un concurso interno un funcionario interino, que insistimos, no ha demostrado su idoneidad, accede a un 
puesto en propiedad, se estarían quebrantando todas las bases que rigen el sistema de empleo público, y se 
estaría perjudicando en forma abierta las aspiraciones de los funcionarios regulares de la Institución de 
ascender en propiedad a un puesto de clase superior, siendo que son éstos últimos quienes han demostrado su 
idoneidad en el cargo, y gozan de estabilidad en el mismo, lo que les abre la posibilidad de acceder a todos los 
beneficios y derechos de la carrera administrativa, en cuenta la participación en un concurso interno para llenar 
una plaza vacante. Aunado a lo anterior, y en el caso específico de las Municipalidades, examinamos que el 
legislador en forma expresa, excluyó de los beneficios de la carrera administrativa municipal a los servidores 
interinos y de confianza, e inferimos, así lo estableció precisamente para dar prevalencia a los principios 
enunciados y que dan fundamento al régimen de empleo público.”  
 
18 El artículo 128 del Código Municipal dispone los siguientes requisitos: a) Satisfacer los requisitos mínimos del 
Manual descriptivo de puestos para la clase de puesto de que se trata; b) Demostrar idoneidad sometiéndose a 
las pruebas, exámenes o concursos contemplados en esta ley y sus reglamentos; c) Ser escogido de la nómina 
enviada por la oficina encargada de seleccionar el personal; d) Prestar juramento ante el Alcalde Municipal, 
como lo estatuye el artículo 194 de la Constitución Política de la República; e) Firmar una declaración jurada 
garante de que sobre su persona no pesa impedimento legal para vincularse laboralmente con la administración 
pública municipal; f) Llenar cualesquiera otros requisitos que disponga los. Reglamentos y otras disposiciones 
legales aplicables. 
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f) Funcionarios de confianza: Son funcionarios de confianza los contratados a plazo fijo con cargo a las partidas de 
contratos, sueldos por servicios especiales o jornales ocasionales para brindar servicio al Alcalde, el Presidente 
y Vicepresidente Municipales y a las fracciones políticas que conforman el Concejo Municipal.19 

                                                      
19 La Procuraduría General de la República en su dictamen N°. C-278-2012 del 26 de noviembre del 2012 

sostiene en lo que interesa lo siguiente: “(…) III. Sobre los nombramientos en la corporación municipal. (…) los 
Concejos tienen la posibilidad de nombrar, tanto funcionarios de carrera como funcionarios de confianza, para 
desempeñar determinadas actividades. El régimen de empleo público se fundamenta en los principios básicos: 
el ingreso al régimen por idoneidad comprobada y estabilidad en el empleo, según lo establecido por el artículo 
192 de la Constitución Política. Las normas anteriores se encuentran recogidas en los artículos 115 y siguientes 
del Código Municipal, y que establecen el régimen de carrera administrativa municipal como la forma normal 
de acceder a los puestos de las respectivas municipalidades, régimen de empleo que se asienta en los principios 
señalados de idoneidad y estabilidad. No obstante, que este es el principio general, la propia Carta Política 
permite la creación de puestos dentro del Estado que no estén cubiertos por aquellos principios básicos. Sobre 
este particular, ha señalado el Tribunal Constitucional, lo siguiente: “Es obvio que en la mente del constituyente 
estaba la idea de que no todos los servidores públicos podían estar cubiertos por el régimen especial, pues la 
forma de escogencia, las especiales capacidades, las funciones de cada cargo, las relaciones de confianza y 
dependencia no son iguales en todos los casos, de ahí que los principios derivados del artículo 192 son aplicables 
a ciertos funcionarios –la mayoría- no a todos. La Constitución misma señaló varios casos de funcionarios de 
libre escogencia y remoción como son los ministros de gobierno, los miembros de la fuerza pública, los directores 
de instituciones autónomas, representantes diplomáticos, y en general, “los empleados y funcionarios que 
ocupen cargos de confianza” (art. 140 inciso 1), dejando a la ley (Ley de Servicio Civil dice el artículo 140) la 
determinación de otros funcionarios, que en casos muy calificados, pudieran ser excluidos del régimen general… 
También por ley especial se han excluido los presidentes ejecutivos de las instituciones autónomas, que son de 
nombramientos del ejecutivo, y en general, una serie de funcionarios nombrados casi siempre a plazo fijo, y cuyo 
denominador común es encontrarse en una relación de servicio no típicamente laboral, bajo un régimen de 
subordinación jerárquica, sino mas bien de dirección o colaboración, donde no median órdenes, sino más bien 
directrices, en unos casos; o bien, en una relación de confianza que obliga a  otorgar una mayor libertad para el 
nombramiento y la eventual remoción del funcionario; ello independientemente de la naturaleza permanente 
de la función. Esta relación de confianza puede fundarse, según los requerimientos del cargo, en aspectos 
puramente subjetivos, de orden personal, pero también puede derivar de elementos objetivos nacidos de una 
comunidad ideológica (política en el buen sentido del término) necesaria para el buen manejo de la cosa pública 
conforme a planes y programas. Los casos de excepción está claro han de ser muy calificados, con las especiales 
características señaladas que justifiquen un trato desigual” (Sala Constitucional, resolución número 1119-1990 
de las catorce horas del dieciocho de setiembre del mil novecientos noventa, reiterada en los pronunciamientos 
2859-1992 de las catorce horas cuarenta y cinco minutos del 8 de setiembre de 1992 y 1619-1992 de las catorce 
horas cuarenta y cinco minutos del 8 de setiembre de 1992 y 1619-1993 de las nueve horas treinta y nueve 
minutos del 2 de abril de 1993, entre otros). La referencia a este tipo de empleados como lo indica el Tribunal 
Constitucional se encuentra en la misma Constitución Política, tanto en el artículo 140 inciso 1, que permite al 
Poder Ejecutivo nombrar y remover libremente a los funcionarios de confianza, como en el artículo 192, que 
establece la posibilidad de que el legislador excluya ciertas categorías de trabajadores en atención a las 
características especiales de las funciones realizadas. Para el caso de las municipalidades, dichos funcionarios 
se encuentran definidos por el artículo 118 del Código Municipal, dentro de los cuales se incluyen a los 
funcionarios nombrados para brindar servicio directo a las fracciones políticas que conforman el Concejo 
Municipal. Dispone la norma, lo siguiente: “Artículo 118. Los servidores municipales interinos y el personal de 
confianza no quedarán amparados por los derechos y beneficios de la Carrera administrativa municipal, aunque 
desempeñen puestos comprendidos en ella. Para los efectos de este artículo, son funcionarios interinos los 
nombrados para cubrir las ausencias temporales de los funcionarios permanentes, contratados por la partida 
de suplencias o por contratos para  cubrir necesidades temporales de plazo fijo u obra determinada y amparada 
a las partidas de sueldos por servicios especiales o jornales ocasionales. Por su parte, son funcionarios de 
confianza los contratados a plazo fijo por las partidas antes señaladas para brindar servicios directo al alcalde, 
el Presidente y Vicepresidente Municipales y a las fracciones políticas que conforman el Concejo Municipal. La 
norma anterior debe ser analizada en relación con el artículo 152 también del Código Municipal y que señala 
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que: Artículo 152. Las disposiciones contenidas en este título sobre el procedimiento de nombramiento y 
remoción no serán aplicadas a los funcionarios que dependan directamente del Concejo ni a los empleados 
ocasionales contratados con cargo a las partidas presupuestarias de Servicios Especiales o Jornales. El Concejo 
acordará las acciones que afectan a los funcionarios directamente dependientes de él. “. Como se desprende de 
las normas citadas, los funcionarios que dependan del Concejo Municipal directamente, tendrán un 
procedimiento de nombramiento y remoción diferentes. En el caso de aquellos funcionarios que sean designados 
como funcionarios de confianza, debemos advertir que la nota característica reside en la diferencia en el proceso 
de escogencia y en la libertad que existe para que su remoción, es decir, en el grado de estabilidad que los cubre 
en relación con el resto del personal municipal. Sobre la posibilidad de establecer diferenciaciones en relación 
con el trato de los funcionarios de confianza y los funcionarios de carrera propiamente dichos, la Sala 
Constitucional ha señalado que: “IX.- Sobre l carrera administrativa municipal. El Código Municipal elabora el 
derecho a la carrera administrativa como el medio óptimo de desarrollo y promoción humanos, que nos motiva 
todo el empleo y las relaciones laborales entre los servidores y la administración municipal. Bajo esta línea de 
pensamiento, establece que todos los trabajadores de las municipalidades del país quedan protegidos por los 
principios, beneficios y demás que se estipulan en el Código de referencia, una vez que sean nombrados con 
base en el sistema de selección por méritos. En el mismo sentido, es claro en prescribir que los servidores 
interinos y el personal de confianza, no se encuentran protegidos, por los derechos y beneficios de la Carrera 
Administrativa Municipal, aunque desempeñen puestos comprendidos en ella. Así, el derecho a la carrera 
administrativa dentro del régimen de empleo municipal tal y como está configurado actualmente, lo es 
únicamente para el personal que haya adquirido la estabilidad en el cargo a través de la idoneidad demostrada 
bajo el procedimiento de selección que ese Código establece al respecto. Procede entonces, analizar si el acceso 
a los concursos constituye o no uno de esos derechos propios de la carrera administrativa municipal. X.- Sobre 
el concurso como mecanismo de nombramiento. El concurso es, en pocas palabras, la modalidad de 
nombramiento a que se acude cuando las normas vigentes sobre la materia no determinen algún otro sistema 
específico de nombramiento. Se realizará, entonces con el fin de determinar el cumplimiento de los requisitos y 
condiciones que fije la ley para evaluar los méritos y calidades de los aspirantes. Se trata, entonces, del 
mecanismo por excelencia para proveer cargos de carrera administrativa. Al señalarse por parte de la 
Administración las bases del concurso, éstas se convierten en reglas particulares obligatorias tanto para los 
participantes como para aquella. En otros términos, a través de dichas reglas la administración se autovincula 
y autocontrola, por lo que debe respetarlas; su actividad en cuanto a la selección de los aspirantes que califiquen 
para acceder al empleo o empleos correspondientes se encuentra previamente regulada, de modo que no puede 
actuar en forma discrecional al realizar dicha selección. Por consiguiente, cuando la administración se aparta o 
desconoce las reglas del concurso o rompe la imparcialidad con la cual debe actuar o manipula los resultados 
del concurso, falta a la buena fe, incurre en violación de los principios que rigen la actividad administrativa 
(igualdad, moralidad, eficacia e imparcialidad), y además puede violar los derechos fundamentales al debido 
proceso, al a igualdad y al trabajo de quienes participaron en el concurso y resultan lesionados en sus intereses 
por el proceder irregular de aquélla. Así, en relación con los empleos sujetos a concurso público, la Constitución 
no atribuye al nominador poder discrecional alguno para su nombramiento. Frente al concurso, la 
administración carece de libertad para adoptar una solución diferente o privilegiar otra alternativa que 
considere más apropiada para el interés público. Por el contrario, se parte de la premisa de que el interés público 
en este caso se sirve mejor acatando el resultado del concurso. La actuación administrativa en lo que respecta 
a estos empleos no es política y se desarrolla, por ende, de conformidad con estrictas reglas técnicas y objetivas. 
Si no fuera posible concebir este tipo de normas o expedidas éstas cumplirlas, la finalidad de conformar una 
administración eficiente y profesional  a través del indicado mecanismo estaría desprovista de sentido, y el 
sistema ordinario de nombramiento que ha debido escoger el Constituyente no habría podido ser otro que el de 
libre nombramiento y remoción. No escapa al juicio de esta Sala que las pruebas realizadas y el concurso mismo 
pueden adolecer de  imperfecciones y de fallas, pero eso no autoriza la sustitución del sistema de carrera para 
el libre nombramiento y remoción, ni la prevalencia de la voluntad del nominador. La falta de absoluta seguridad 
que puede tener el sistema se solucionar previendo el establecimiento de un período de prueba dentro del cual 
la persona escogida será el objeto de calificación y mejorando constantemente las pruebas y mecanismos de 
examen y calificación de los concursos. (…) XII.- Sobre los artículos 118 y 152 ambos del Código Municipal. Este 
Tribunal considera, con base en las citas jurisprudenciales expuestas en los considerandos anteriores, que no 
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resulta lesivo de los derechos fundamentales de los servidores municipales la distinción respecto a los derechos 
y beneficios de la carrera administrativa municipal existente entre servidores propietarios y los servidores 
interinos y el personal de confianza, entendiendo por estabilidad lo anteriormente explicado, que se hace en el 
artículo 118 del Código Municipal relativo a garantías para la remuneración, remoción y otros porque son 
aspectos que no regulan la participación en los concursos de los funcionarios interinos que aquí se discute, lo 
que lleva a descartar la inconstitucionalidad acusada. Ahora bien, en relación con el numeral 152 cuestionado 
éste regula aspectos de régimen sancionatorio de una categoría específica de empleados que dependen 
directamente del Concejo y de los empleados ocasionales contratados con cargo a las partidas presupuestarias 
de Servicios Especiales  o Jornales Ocasionales, numeral que se encuentra en el capítulo XIII “Procedimiento de 
Sanciones” del Título V “Del Personal Municipal” del Código Municipal y que no tiene relación alguna con el tema 
que se discute en esta acción cual es la participación de los funcionarios interinos en los concursos internos de 
la Municipalidad, lo que lleva a descartar la inconstitucionalidad cuestionada”. (Sala Constitucional, resolución 
número 2011-13799 de las catorce horas y cincuenta y nueve minutos del doce de octubre del dos mil once.). 
En sentido similar, este Órgano Asesor ha señalado: “Consideramos importante aclarar los alcances del 
concepto “carrera administrativa municipal” con el fin de dilucidar si la exclusión contenida en el artículo 118 
transcrito del Código Municipal para quienes hayan sido contratados por la partida de servicios especiales, 
repercute en el reconocimiento de los pluses salariales objeto de la consulta que se nos formula. Un elemento 
clave en la relación jurídica de los funcionarios públicos con la Administración es lo que se ha denominado 
“carrera administrativa” como un derecho del funcionario a ingresar a la Administración ocupando un puesto 
en propiedad. Para el tratadista Sánchez Morón (Derecho de la Función Pública. Madrid, Editorial Tecnos. 
Tercera Edición. 2001. P. 152), ese instituto se configura que se encuentran o derivan de una serie de normas 
regulatorias, beneficiando a los funcionarios públicos. Con esa regulación se facilita la autorrealización 
profesional y se estimula el perfeccionamiento del funcionario, con lo cual se hace más atractivo el ingreso y la 
permanencia en la función pública, mientras se recompensa al funcionario por su esfuerzo en la promoción. Ese 
derecho se rige por una serie de regulaciones y consiste en la posibilidad que tiene el funcionario de gozar de 
estabilidad en su puesto y de ascender gradualmente a puestos de mayor jerarquía dentro de la organización 
en la que labora, en la medida en que va cumpliendo con los requisitos y condiciones previamente definidos para 
ellos. Así las cosas, cuando una persona obtiene un puesto en propiedad en la Administración 
concomitantemente adquiere la expectativa de desempeñar en el futuro puesto de mayor jerarquía, lo que 
podría redundar en una mayor satisfacción profesional y una mejor situación económica. Ahora bien, tanto el 
artículo 118 como el 152 del Código Municipal excluyen la posibilidad de que los servidores interinos y de 
confianza puedan beneficiarse con la carrera administrativa municipal, lo cual encuentra justificación en el 
hecho de que su nombramiento es temporal y no requiere un procedimiento de reclutamiento y selección tan 
riguroso como el que se exige al funcionario regular; sin embargo, ello no impide que en aspectos ajenos a la 
estabilidad y a la promoción en le cargo se otorgue a los funcionarios interinos y de confianza un tratamiento 
similar al que se le otorga a los funcionarios regulares. En ese sentido el dictamen 291-2006 del 20 de julio del 
2006, esta Procuraduría indicó: “Bajo el contexto explicado, una correcta lectura de las normas transcritas debe 
llevarnos a la conclusión de que el régimen diferenciado de los empleados de confianza está referido únicamente 
a su exclusión de os beneficios y derechos derivados de la carrera administrativa cuyo pilar fundamental es la 
estabilidad en el cargo, de tal suerte que esa excepción no puede extenderse a otros aspectos involucrados en 
la función pública que desempeñan esos servidores. En efecto, nótese que, según lo hemos señalado a lo largo 
de esta exposición, el ordenamiento jurídico otorga la condición de funcionarios públicos a ambas categorías 
(de confianza y de carrera administrativa), de ahí que, dejando de lado los dos aspectos señalados concernientes 
al régimen de acceso al cargo y la estabilidad en el puesto, todos comparten la condición de empleados 
municipales, incluyendo desde luego a quienes ocupan un puesto de secretaria en el gobierno local”. En 
conclusión, podemos afirmar que la carrera administrativo, como derecho excluido a los funcionarios interinos 
y de confianza contratados bajo la partida de servicios especiales, hace referencia únicamente al ingreso en 
propiedad, estabilidad, posibilidad de movilidad y ascenso dentro de la Administración y no en  aspectos relativos 
a compensaciones económicas y pluses salariales (Dictamen C-331-2009 del 21 de noviembre del 2009. En 
sentido similar, es posible ver los dictámenes C-283-2011 del 21 de noviembre del 2011; C- 18-2010 del 25 de 
enero del 2010; C-261-2007 del 6 de agosto del 2007, entre otros). Como se desprende de lo expuesto, es claro 
que el Concejo Municipal puede nombrar personal de confianza para que asista a las diferentes fracciones de 



 22 

 
 
Artículo 12.- Corresponde al Alcalde Municipal realizar nombramientos y remoción de los empleados municipales, así 
mismo, los empleados ocasionales contratados con cargo a las partidas presupuestarias de Servicios Especiales o Jornales 
Ocasionales, con excepción de los empleados que dependan directamente del Concejo Municipal. 
 
Artículo 13.- La descripción de las actividades de los puestos que se hace en el Manual Descriptivo de Clases de Puestos 
de la Municipalidad, es tan solo la representación del puesto, pero debe de presentarse el mínimo de requisitos necesarios 
para cubrir las necesidades del puesto. 
 
Cualquier aplicación del mismo, es válida en la medida que guarde relación con la capacidad del funcionario(a) y naturaleza 
del puesto que ocupa. El servidor(a) tendrá la obligación de prestar servicios en diferentes tareas dentro de la misma clase, 
según determine la Municipalidad de conformidad con el Manual Descriptivo de Clases de Puestos, a fin de garantizar un 
conocimiento integral de las diferentes operaciones con base en la aplicación del concepto de polifuncionalidad. 
 
La Municipalidad, previo cumplimiento del debido proceso, con la debida justificación y con fundamento en los principios 
que inspiran este reglamento, podrá cambiar en forma temporal, el horario, el lugar de trabajo y otros aspectos de la 
prestación de servicio, siempre que no cause un perjuicio grave al trabajador(a) podrá también temporalmente trasladar 
al servidor(a) a otras dependencias de la Municipalidad, según criterios técnicos de rotación. Podrá reubicar a los 
funcionarios (as) dentro de sus diferentes dependencias, de acuerdo con las disposiciones del Código Municipal y de este 
reglamento. 
 

                                                      
los partidos políticos que los conformen, procedimiento que deberá sujetarse a las normas señaladas. IV.- De lo 
anterior se desprende que el Concejo Municipal tiene la potestad y competencia para escoger, elegir y nombrar 
los Asesores Legales en puestos de Confianza de conformidad con la normativa de los artículos 118 y 152 del 
Código Municipal, y por ende al Asesor Legal suyo.(…).” 

 
Por su parte, la Contraloría General de la República indica lo siguiente sobre el tema: “(…) No obstante lo 
anterior, se responden sus preguntas en términos generales y en el mismo orden en que las planteó, esto con el 
fin de que esa Auditoría Interna proceda como lo estime oportuno y bajo su exclusiva responsabilidad. 1. En 
primer término, la necesidad de asesoría legal del Concejo se puede satisfacer de diferentes maneras, según se 
indica a continuación:  a) En coordinación con la Alcaldía Municipal utilizando los servicios de la unidad de 
asesoría legal de la Municipalidad. b) Contratando el servicio mediante el procedimiento de contratación 
administrativa que corresponda, esto si se trata de un asunto concreto, temporal y del que se debe rendir un 
producto determinado. c) Utilizando los servicios del asesor legal destacado en el Concejo, contratado mediante 
relación de empleo público con cargo a la partida de sueldos fijos y que forma parte de la planilla ordinaria 
municipal. d) Utilizando el servicio directo que brinde el asesor que se contrate para esos efectos bajo los 
presupuestos jurídicos que dispone el numeral 118 del Código Municipal.  Por otra parte, en cuanto a la relación 
de jerarquía cabe citar que en las situaciones expuestas en los literales a) y c) el jerarca es el Alcalde. En el caso 
indicado en el inciso b) no existe esa relación de jerarquía y, en la situación descrita en el punto d) el jerarca es 
el Concejo si el asesor contratado brinda los servicios al Presidente y Vicepresidente Municipales o a las 
fracciones políticas del Concejo, no obstante que el trámite de la firma del contrato y otros propios de la función 
administrativa competen al Alcalde.  2. El nombramiento o destitución de un asesor legal que ocupa una plaza 
por sueldos fijos es competencia del Alcalde. Si el caso corresponde al de un asesor de los que se refiere el 
numeral 118 ibídem, situación descrita en el literal d) anterior, que no brinda servicio directo al Alcalde, la 
decisión corresponde al Concejo, aunque las acciones con las que se formaliza ese nombramiento o destitución 
las ejecuta el Alcalde. 3. Como se indicó en el punto 1 anterior, el Concejo puede obtener asesoría legal por 
medio del asesor que se le nombre por tiempo indefinido en una plaza fija, caso en el que  debe cumplirse con 
el trámite ordinario dispuesto en el Código Municipal, o bien, podría obtenerla haciendo uso de la particular 
habilitación prevista en el artículo 118 de cita con la característica de que el funcionario se mantiene en un 
régimen de confianza y su nombramiento es a plazo fijo con cargo a la subpartida de servicios especiales.(…)” 
Ver DFOE-SM-1578 del 16 de noviembre del 2009. 
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CAPÍTULO II 
DE LA UNIDAD DE TALENTO HUMANO 

Artículo 14.- La Unidad de Talento Humano (Recursos Humanos) funge como asesor del sistema de administración de 
recursos humanos de la Administración Municipal, y por tanto, cumplirá y ejecutará todas las funciones, tareas, y 
actividades propias de la administración de talento humano asignado por el ordenamiento jurídico.  

 

Artículo 15.- La Unidad de Talento Humano llevará a cabo las actividades de control sobre la aplicación de las sanciones 
disciplinarias que se establecen en este reglamento.  

 

Artículo 16.- La Unidad de Talento Humano de la Municipalidad será responsable de elaborar y custodiar el expediente 
personal de cada uno de los funcionarios (as), y de mantener al día los archivos de los documentos pertinentes que estos 
y estas aportan, así como de preservar su confidencialidad.  

 

Artículo 17.-Los expedientes del personal deberán contener todos aquellos documentos y datos que sirvan para 
determinar el historial de la relación de servicio y será responsabilidad del funcionario actualizar el suyo.  

Artículo 18.-La Unidad de Talento Humano confeccionará un prontuario en formato físico y digital con el propósito de 
llevar un registro expédito de todos aquellos datos y registros derivados de la relación de servicio en asuntos tales como: 
asistencia, evaluación del desempeño, aspectos disciplinarios, capacitación recibida, y calidades del funcionario o 
funcionaria. Deberá mantenerse foliado y en orden cronológico.  

 

Artículo 19.-Es deber de cada jefatura de las diferentes unidades administrativas de la Municipalidad, enviar copia al 
expediente personal de los funcionarios, de aquellas gestiones que dentro de su ámbito de competencia puedan generar 
actos jurídico-administrativos.  

 

Artículo 20.-La información contenida en el expediente y prontuario personal es de carácter confidencial y sólo tendrán 
acceso a ella los funcionarios que los requieran exclusivamente para labores propias del cargo, además del servidor o su 
representante legal, debidamente acreditado como apoderado.  

Para estos efectos, se atenderá lo dispuesto en la normativa sobre protección de datos.20 

                                                      

20 Ver Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales. Ley Nº.  8968. El artículo 9 
indica: “ ARTÍCULO 9.- Categorías particulares de los datos Además de las reglas generales establecidas en esta 
ley, para el tratamiento de los datos personales, las categorías particulares de los datos que se mencionarán, se 
regirán por las siguientes disposiciones: 1.- Datos sensibles Ninguna persona estará obligada a suministrar datos 
sensibles. Se prohíbe el tratamiento de datos de carácter personal que revelen el origen racial o étnico, opiniones 
políticas, convicciones religiosas, espirituales o filosóficas, así como los relativos a la salud, la vida y la 
orientación sexual, entre otros. Esta prohibición no se aplicará cuando: a) El tratamiento de los datos sea 
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CAPITULO II 

DEL EXPEDIENTE PERSONAL 

 

Artículo 21.- La Unidad de Talento Humano será responsable de la formación y custodia del expediente personal de cada 
uno de los funcionarios (as) y de mantener al día los archivos de los documentos pertinentes que éstos aporten, así como 
de preservar su confidencialidad. 
 
 
Artículo 22.- El expediente de personal deberá contener todos aquellos documentos y datos que sirvan para determinar 
el historial de la relación de servicios y será responsabilidad del funcionario(a) actualizar su expediente. 
 
 
Artículo 23.- La Unidad de Talento Humano confeccionará un prontuario a efecto de llevar un registro expedito de todos 
aquellos datos y registros derivados de la relación de servicios en asuntos tales como: asistencia, acreditaciones, 
curriculum, declaración jurada de incompatibilidades, títulos, evaluación del desempeño, aspectos disciplinarios, cédulas, 
copias y constancias de documentos pertinentes, licencias de conducir, declaración de padecimientos, acuerdo de 
nombramiento, acciones de personal, calidades del funcionario, montos y saldos de cuentas a cobrar al (los) funcionario(s), 
sean por embargos judiciales, deducciones autorizadas a organizaciones de libre afiliación, entre otros. 
 
 

                                                      
necesario para salvaguardar el interés vital del interesado o de otra persona, en el supuesto de que la persona 
interesada esté física o jurídicamente incapacitada para dar su consentimiento. b) El tratamiento de los datos 
sea efectuado en el curso de sus actividades legítimas y con las debidas garantías por una fundación, una 
asociación o cualquier otro organismo, cuya finalidad sea política, filosófica, religiosa o sindical, siempre que se 
refiera exclusivamente a sus miembros o a las personas que mantengan contactos regulares con la fundación, 
la asociación o el organismo, por razón de su finalidad y con tal de que los datos no se comuniquen a terceros 
sin el consentimiento de las personas interesadas. c) El tratamiento se refiera a datos que la persona interesada 
haya hecho públicos voluntariamente o sean necesarios para el reconocimiento, el ejercicio o la defensa de un 
derecho en un procedimiento judicial. d) El tratamiento de los datos resulte necesario para la prevención o para 
el diagnóstico médico, la prestación de asistencia sanitaria o tratamientos médicos, o la gestión de servicios 
sanitarios, siempre que dicho tratamiento de datos sea realizado por un funcionario o funcionaria del área de 
la salud, sujeto al secreto profesional o propio de su función, o por otra persona sujeta, asimismo, a una 
obligación equivalente de secreto. 2.- Datos personales de acceso restringido Datos personales de acceso 
restringido son los que, aun formando parte de registros de acceso al público, no son de acceso irrestricto por 
ser de interés solo para su titular o para la Administración Pública. Su tratamiento será permitido únicamente 
para fines públicos o si se cuenta con el consentimiento expreso del titular.  3. Datos personales de acceso 
irrestricto Datos personales de acceso irrestricto son los contenidos en bases de datos públicas de acceso 
general, según lo dispongan las leyes especiales y de conformidad con la finalidad para la cual estos datos fueron 
recabados. No se considerarán contemplados en esta categoría: la dirección exacta de la residencia, excepto si 
su uso es producto de un mandato, citación o notificación administrativa o judicial, o bien, de una operación 
bancaria o financiera, la fotografía, los números de teléfono privados y otros de igual naturaleza cuyo 
tratamiento pueda afectar los derechos y los intereses de la persona titular. 4.- Datos referentes al 
comportamiento crediticio Los datos referentes al comportamiento crediticio se regirán por las normas que 
regulan el Sistema Financiero Nacional, de modo que permitan garantizar un grado de riesgo aceptable por 
parte de las entidades financieras, sin impedir el pleno ejercicio del derecho a la autodeterminación informativa 
ni exceder los límites de esta ley.” 
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Artículo 24.- Es deber de las unidades administrativas de las dependencias de la Municipalidad, enviar copia al expediente 
personal de los funcionarios (as), de aquellas gestiones que dentro de su ámbito de competencia, pueden generar actas 
jurídico administrativo. 
 
La información contenida en el prontuario, así como en el expediente personal, es de carácter confidencial y solo tendrá 
acceso a ella el servidor, los funcionarios de la Auditoría Interna debidamente acreditado y con solicitud previa y su 
representante legal debidamente autorizado(a) del servidor municipal.  

 

CAPÍTULO III 

DE LA CARRERA ADMINISTRATIVA MUNICIPAL 

 

Artículo 25.- De acuerdo con establecido en el Código Municipal, la carrera administrativa se regirá por las normas 
establecidas en el Código Municipal, en los artículos 124 a 161. 
 
 
Artículo 26.- Se establece la Carrera Administrativa Municipal, como medio de desarrollo y promoción humanos. Se 
entenderá como un sistema integral, regulador del empleo y las relaciones laborales entre los servidores y la 
administración municipal.21 

 
 
Artículo 27.- La Municipalidad se regirá conforme a los parámetros establecidos para la Carrera Administrativa. Los 
alcances y las finalidades se fundamentarán en la dignificación del servicio público y el mejor aprovechamiento del recurso 
humano, para cumplir con las atribuciones y competencias de la municipalidad. 

 

Artículo 28.- Quedan protegidos por el Código Municipal y este Reglamento todos los trabajadores de la Municipalidad 
nombrados con base en el sistema de selección por mérito, garantes de las responsabilidades derivadas de tal acto y 
renumerados por el presupuesto de la Municipalidad.  

 

                                                      
21 El artículo 53 de la Ley para el Fortalecimiento de las Finanzas Públicas dice: El incentivo por carrera 

profesional no será reconocido para aquellos títulos o grados académicos que sean requisito para el puesto. Las 
actividades de capacitación se reconocerán a los servidores públicos siempre y cuando estas no hayan sido 
sufragadas por las instituciones públicas.Los nuevos puntos de carrera profesional sólo serán reconocidos 
salarialmente por un plazo máximo de 5 años. 

Y, el Reglamento de dicha Ley indica en su numeral Artículo 15.- Carrera profesional. El incentivo por carrera 
profesional será otorgado en las siguientes condiciones:  a)  Será reconocido por aquellos títulos o grados 
académicos que no sean requisitos para el puesto. b)  Procederá el reconocimiento de carrera profesional 
cuando las actividades de capacitación sean sufragadas por el servidor interesado, sean en horario laboral o 
fuera de éste, siempre y cuando sean atinentes al cargo que desempeña. En aquellas actividades de capacitación 
que no sean sufragadas por instituciones públicas, de manera motivada podrá otorgarse permiso con goce de 
salario para recibir la capacitación. c)  Los nuevos puntos de carrera profesional serán reconocidos salarialmente 
por el plazo de 5 años. d)  Podrán reconocerse los puntos de carrera profesional, según los parámetros previos 
a la entrada en vigencia a la Ley N° 9635, única y exclusivamente en los casos de aquellas solicitudes presentadas 
ante las Oficinas de Gestión Institucional de Recursos Humanos de previo a la publicación de dicha ley y que no 
hayan sido tramitadas por la Administración.  
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Artículo 29.- Los servidores interinos de la Municipalidad y el persona de confianza NO están amparados por los derechos 
y beneficios de la Carrera Administrativa Municipal. Aunque desempeñen puestos comprendidos en ella. 

 
 
 

CAPÍTULO IV 
DEL INGRESO A LA CARRERA ADMINISTRATIVA MUNICIPAL 

 

Artículo 30.- Para ingresar a la Municipalidad de Limón, se requiere: 

 

a) Satisfacer los requisitos mínimos que fije el Manual Descriptivo de Puestos para la clase de puesto de que se 
trata. 

b) Demostrar idoneidad sometiéndose a las pruebas, exámenes o concursos contemplados en este reglamento. 
c) Ser escogido de la nómina enviada por la Oficina de Talento Humano. 
d) Prestar juramento ante el Alcalde Municipal, como lo establece el artículo 194 de la Constitución Política de 

la República. 
e) Firmar una declaración jurada garante de que sobre su persona no pesa impedimento legal para vincularse 

laboralmente con la administración pública municipal. 
a) Llenar cualesquiera otros requisitos que disponga en lo sucesivo este reglamento u otras disposiciones 

legales. 
 
 
 

CAPÍTULO V 

DEL MANUAL DESCRIPTIVO DE PUESTOS Y DE LOS SALARIOS 

 

Artículo 31.- La Municipalidad de Limón, tendrá un Manual Descriptivo de Puestos de conformidad con lo preceptuado en 
los artículos 129 a 132 del Código Municipal, éste elaborará con base en procesos y subprocesos, utilizando la concepción 
de polifuncionalidad, con el propósito de impulsar una modernización en la Municipalidad. 
 
La Municipalidad no podrá crear plazas sin que estén incluidas en el Manual los perfiles ocupacionales correspondientes.22 
 
 
Artículo 32.- Los sueldos y salarios de los servidores (as) de la Municipalidad de Limón se regirán de la siguiente forma: 
 

a) Ningún servidor(a) devengará un sueldo inferior al mínimo o correspondiente al desempeño del cargo que 
ocupa.23 

                                                      

22 El artículo 109 del Código Municipal dispone lo siguiente de interés: “Artículo 109. – (…). El presupuesto 
ordinario no podrá ser modificado para aumentar sueldos ni crear nuevas plazas, salvo cuando se trate de 
reajustes por aplicación del decreto de salarios mínimos o por convenciones o convenios colectivos de trabajo, 
en el primer caso que se requieran nuevos empleados con motivo de la ampliación de servicios o la prestación 
de uno nuevo, en el segundo caso. (…)” 

23 El fundamento normativo para el pago del salario, encuentra su máxima, en el artículo 57 de la Constitución 
Política que obliga a: “57.-Todo trabajador tendrá derecho a un salario mínimo, de fijación periódica por jornada 
normal, que le procure bienestar y existencia digna. Todo lo relativo a la fijación de salarios mínimos estará a 
cargo del organismo técnico que la ley determine.”. 
 
Al respecto, la jurisprudencia administrativa ha señalado que: “(…) Un problema adicional a lo hasta aquí 
expuesto consiste en determinar qué es una retribución justa, adecuada y digna. A estos efectos, la fijación o 
determinación de las retribuciones salariales, es en definitiva distinta en la función pública y en el sector privado. 
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b) Los sueldos y salarios de los servidores (as) de la Municipalidad serán determinados por una escala de 
sueldos, que se fijará sumas mínimas y máximas correspondientes a cada categoría de puestos.24 

c) Para determinar los sueldos y salarios, se tomarán en cuenta las condiciones presupuestarias de la 
Municipalidad, el costo de vida en las distintas regiones, los salarios que prevalezcan en el mercado para 
puestos iguales y cualesquiera otras disposiciones legales en materia salarial.25 

                                                      
Según refiere la doctrina, en este último sector, prescindiendo de las intervenciones mínimas del Estado en la 
fijación de un “salario mínimo”, la determinación de las retribuciones obedece a las leyes del mercado y al 
ejercicio de la autonomía individual o colectiva. Mientras que en ámbito de la función pública ello no ocurre así, 
esto pese a la marcada intervención de las negociaciones colectivas que forzadamente pretenden introducirse 
en la materia, pues el sistema retributivo que prevalece en el sector público es impuesto anual y unilateralmente 
por el principio de legalidad presupuestaria, pues es en los presupuestos públicos en los que se fijan las 
retribuciones de los funcionarios, así como los incrementos anuales, casi siempre porcentuales, sobre las 
retribuciones básicas. (…)” Ver Procuraduría General de la República. C-211-2006. 
 
Y la jurisprudencia judicial ha establecido que: “En primer término, debe tomarse en cuenta que los salarios en 
dicho sector (refiriéndose al sector público) responden a una política pública. Política que debe ser establecida 
por el Poder Ejecutivo con fundamento en lo dispuesto en el artículo 140, inciso 7 de la Carta Política (“Disponer 
la recaudación e inversión de las rentas nacionales de acuerdo con las leyes”). En ese sentido, la determinación 
de los salarios es una típica función de gobierno. Luego, esa función no se circunscribe al sector centralizado, 
sino que comprende la Administración Descentralizada y empresas públicas, incluidas las entidades autónomas 
(…) Sala Constitucional (…) Ver Sala Constitucional. Ver Res 1822-01 de las 15:46 hrs del 7 de marzo del 2001  

 
 
24. En aplicación de este artículo la jurisprudencia administrativa ha respetado el principio de autonomía 
municipal de los Gobiernos Locales para definir su propia política salarial. En consecuencia se ha dispuesto 
que:  “(…)Como puede apreciarse, los salarios dentro del Régimen Municipal -al igual que en cualquier otra 
institución del Estado, incluyendo a las municipalidades- se encuentran predeterminados en función de cada 
categoría, clase o modalidad de empleo, según el Manual Descriptivo de Puestos correspondiente, tomándose 
en cuenta las condiciones presupuestarias de los entes estatales, el costo de vida en las distintas regiones, así 
como los salarios existentes en el mercado para puestos iguales y otros factores. De ese modo, ninguna 
institución del Estado podría aplicar salarios diferentes a los establecidos en el régimen salarial del Sector 
Público, y menos recurrir a disposiciones que regulan los salarios y aumentos para el ámbito privado de las 
relaciones de trabajo. Ello, por las razones enunciadas al inicio de este acápite.(…). A mayor abundamiento, es 
importante transcribir lo que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, en un caso similar al de análisis, 
señaló: "Ahora bien, es necesario entrar al análisis de los procedimientos específicos que conlleva una fijación 
salarial en el Sector Público, que debe ajustarse en un todo, al principio de legalidad administrativa y 
presupuestaria. La Administración tiene el poder-deber, de distribuir las cargas de trabajo, y de hacer las 
fijaciones salariales, de acuerdo con los Manuales Descriptivos de Puestos y las Escalas Salariales, todo en forma 
armoniosa; debe, asimismo, reconocerle a los titulares de los respectivos puestos, el sueldo y todos los pluses o 
componentes salariales, que resulten de la Ley, disposiciones administrativas válidamente adoptadas, o bien, 
cuando se trate de convenciones colectivas o de laudos arbitrales, en cuanto se incorporaron ya como atributos 
del puesto. Cuando se confeccionan los respectivos manuales, se fija la Escala Salarial; se hacen calificaciones 
generales, valoraciones y reestructuraciones; la Administración debe actuar de acuerdo con criterios de 
conveniencia o de oportunidad, en función de la eficiencia del Servicio Público; atendiendo a las condiciones 
fiscales, las modalidades de cada clase de trabajo, el costo de la vida, los salarios de los mismos puestos en la 
empresa privada, y al conjunto de la estructura, que deberá resultar armónica y consistente. Todo lo anterior, 
constituye una actividad de tipo técnico. El Manual, una vez aprobado, limita a la Administración, en tanto que, 
establece una descripción de las actividades del puesto, que debe ser tomada en cuenta, para determinar la 
clasificación, dentro de la estructura de la organización, y la correspondiente valoración, según la Escala de 
Salarios..." (Respecto de los temas analizados, ver los siguientes Votos: de la Sala Constitucional, el número 
0757-C-91, de las 15:45 horas, del 14 de febrero de 1995; de esta Sala, el número 226, de las 15:30 horas, del 
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11 de agosto de 19999).(Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Número 2002-00105 de las 14:55 horas 
del 13 de marzo del 2002)” Ver Sala Constitucional. Ver Res 1822-01 de las 15:46 hrs del 7 de marzo del 2001 

Y, “(…) El sistema de remuneración que cada municipalidad defina e implemente es responsabilidad de su 
administración, la cual debe atender los principios de legalidad y sana administración, cumpliendo los requisitos 
que para actos administrativos de esa envergadura (estudios, resoluciones, publicaciones, etc.). En ese sentido, 
el sistema de remuneración que se elija debe tener como antecedente, un estudio formalmente establecido y 
consignado en los documentos pertinentes (documentos de estudio, estatuto, reglamento, manuales, etc.): 
documentos a los que recurrirá para su aplicación y resolver las situaciones que sobre el particular surjan. (…)”. 
Ver Contraloría General de la República. Oficio 13376-FOE-SM del 12 de diciembre del 2008. 

Además de: “(…) Al respecto, la base de la cual tenemos que partir es que de conformidad con lo dispuesto en 
los numerales 168, 169 y 170 de nuestra Constitución Política, en concordancia, con el artículo 4 del Código 
Municipal que desarrolla el tema, las municipalidades son entes descentralizados territorialmente, con 
independencia política, administrativa y presupuestaria, garantizada constitucionalmente, es decir las 
municipalidades son entes autónomos. Por lo que, la segunda observación que podemos hacer,  es que las 
municipalidades- entes autónomos y  descentralizados territorialmente- si bien es cierto, no forman parte de la 
Administración –Poder Ejecutivo- por lo que la relación de las entidades municipales con el Poder Central, el 
Estado, es de coordinación y colaboración. Ese principio de autonomía municipal, le permite a las 
municipalidades, establecer su propia política salaria, y por ende, acordar un particular régimen remunerativo, 
a favor de su personal. Esa potestad se deduce de la lectura conjunta de las atribuciones señaladas en los incisos 
a), b) y f) del artículo 4 del Código Municipal: “Artículo 4.- La municipalidad posee la autonomía política, 
administrativa y financiera, que le confiere la Constitución Política. Dentro de sus atribuciones, se incluyen las 
siguientes: a) Dictar los reglamentos autónomos de organización y de servicio, así como cualquier otra 
disposición que autorice el ordenamiento jurídico; b) Aprobar los presupuestos y ejecutarlos (…) f) Concertar, 
con personas, entidades nacionales y extranjeras, pactos, convenios o contratos, necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones.”. Por su parte, esa potestad municipal de fijar su propia política salarial, 
encuentra también su fundamento, en lo establecido en los artículos 1) inciso d) y 21 de la Ley de Administración 
Financiera y Presupuestos Públicos (n°. 8131 de 18 de setiembre del 2001), el cual excluye a las municipalidades, 
del ámbito de acción de la Autoridad Presupuestaria en lo que respecta a materia salarial.(…)” Ver Contraloría 
General de la República. Oficio 5992 de 23 de junio del 2010. 

25 En las técnicas modernas de aplicación presupuestaria y fijación de incrementos salariales, se consideran los 
siguientes condicionantes: a) Capacidad económica del municipio, es decir ingreso; b) Incremento en el costo de 
la vida; c) Escala salarial; d) Que el porcentaje destinado a gasto administrativo (incluidas las remuneraciones) 
no supere el techo presupuestario del cuarenta por ciento, de acuerdo con el artículo 93 del Código Municipal. 

La jurisprudencia de la Honorable Sala Constitucional ha señala de importancia, los principios de 
proporcionalidad y racionalidad. Este último exige idoneidad de las consecuencias jurídicas de la norma a la luz 
del fenómeno de la realidad social que regula y de los valores que la norma pretende satisfacer o proteger. 
Excluye la arbitrariedad, elimina la desproporcionalidad y limita la discrecionalidad y los poderes públicos en 
general: “(…) ACERCA DE LA FIJACIÓN SALARIAL EN EL SECTOR PÚBLICO.   Aduce el recurrente, que los órganos 
encargados de definir los reajustes salariales para los servidores públicos, han violentado el principio de 
legalidad, al desatender, injustificadamente, los dictados establecidos por el numeral 178 del Código de Trabajo; 
el cual, les impone la obligación, de definir los salarios base de los empleados públicos, en idéntica forma que 
los salarios mínimos de ley, según se trate de las mismas labores que se realicen.  En los considerandos 
anteriores, ya se hizo mención, de las diferencias existentes, en lo que a materia salarial se refiere, entre el Sector 
Público y el privado.  Ahora bien, es necesario entrar al análisis de los procedimientos específicos que conlleva 
una fijación salarial en el Sector Público, que debe ajustarse en un todo, al principio de legalidad administrativa 
y presupuestaria.  La Administración tiene el poder-deber, de distribuir las cargas de trabajo, y de hacer las 
fijaciones salariales, de acuerdo con los Manuales Descriptivos de Puestos y las Escalas Salariales, todo en forma 
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armoniosa; debe, asimismo,  reconocerle a los titulares de los respectivos puestos, el sueldo y todos los pluses o 
componentes salariales, que resulten de la ley, disposiciones administrativas válidamente adoptadas, o bien, 
cuando se trate de convenciones colectivas o de laudos arbitrales, en cuanto se incorporaron ya como atributos 
del puesto.  Cuando se confeccionan los respectivos manuales, se fija la escala salarial; se hacen calificaciones 
generales, valoraciones y reestructuraciones; la administración debe actuar de acuerdo con criterios de 
conveniencia o de oportunidad, en función de la eficiencia del servicio público; atendiendo a las condiciones 
fiscales, las modalidades de cada clase de trabajo, el costo de la vida, los salarios de los mismos puestos en la 
empresa privada, y al conjunto de la estructura, que deberá resultar, armónica y consistente.  Todo lo anterior, 
constituye una actividad de tipo técnico.  El manual, una vez aprobado, limita a la administración, en tanto que, 
establece una descripción de las actividades del puesto, que debe ser tomada en cuenta, para determinar la 
clasificación, dentro de la estructura de la organización, y la correspondiente valoración, según la escala de 
salarios. Los manuales pueden ser modificados por la jerarquía, tanto en el contenido de la actividad, como en 
materia de requisitos; y, de la misma forma, puede modificarse la escala de salarios, siempre sin perjuicio de los 
derechos adquiridos.  Las estructuras salariales adquieren carácter normativo, pues forman parte de un 
presupuesto público, en el cual habrá un código para cada destino. Por ello, las modificaciones a las situaciones 
particulares –la condición o ² status ² de un determinado empleado- se hacen siempre sujetas a una real 
disponibilidad presupuestaria y hacia el futuro, a partir de un determinado momento, que ya está reglado, por 
el Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, y las directrices de la Autoridad Presupuestaria.  El conjunto de 
herramientas descrito, además de otras que impone la ley, u otra disposición general aplicable, funcionan como 
parte del denominado Bloque de Legalidad, para el caso sectorial y, del que la administración específica, no 
puede nunca apartarse. (Respecto de los temas analizados, ver los siguientes Votos:  de la Sala Constitucional, 
el número 0757-C-91, de las 15:45 horas, del 14 de febrero de 1995; de esta Sala, el número 226, de las 15:30 
horas, del 11 de agosto de 1999). Consecuentemente, no es posible acceder a las pretensiones de la actora, toda 
vez que, ello implicaría, por parte de los tribunales, incurrir en una ilegítima invasión de la competencia exclusiva 
- constitucional y legal - de los órganos involucrados en la fijación de los salarios”. Ver Sala Segunda Voto N°. 
105 de 13 de marzo de 2002,  

Por su parte, la Sala Constitucional ha señalado:  “(…) no existe, al menos como derecho fundamental, un 
derecho a un aumento de salario anual, en aquellos casos en que éste está por encima del salario mínimo. Al 
respecto indicó: “(…) conforme lo dispone el artículo 57 constitucional, todo trabajador tiene derecho a "...un 
salario mínimo, de fijación periódica, por jornada normal, que le procure bienestar y existencia digna.  (…) De 
tal garantía fundamental, no puede derivarse, como se pretende, un derecho fundamental a los aumentos por 
costo de vida. La norma garantiza un mínimo de retribución, derecho que se traduce en la garantía de ver 
remunerado el trabajo, mediante un salario mínimo, sujeto a una fijación periódica, lo cual no equivale, en modo 
alguno, a un derecho a un aumento de salario anual, en aquellos casos en que éste está por encima del salario 
mínimo”. Ver Resolución Nº 2003-05374 de las 14:36 horas del 20 de junio de 2003.  

La Contraloría General de la República ha puntualizado que: “(…)Sin embargo, en la Procuraduría, en la práctica 
ante situaciones especiales y excepcionales cuando la entidad municipal ha demostrado, que cuenta con un 
régimen de políticas salariales y ha razonado debidamente que se ha producido un incremento superior en el 
costo de la vida por encima del costo de la vida indicado en los índices del Banco Central y de la Dirección General 
de Estadística y Censos, este órgano contralor ha permitido excepcionalmente que por la vía de un convenio 
simple entre el (sic) los representantes de la parte patronal y los representantes de los trabajadores y finalmente 
aprobado por el Concejo Municipal,  se haya podido formalizar es incremento por encima del costo de la vida 
establecidos en los mencionados índices, amparados a la documentación técnica y demás que haya 
fundamentado y razonado ese incremento sustancial, en el costo de la vida de los funcionarios municipales. En 
ese orden de ideas, es importante señalar, que en la nota de remisión de los presupuestos 2010, que aprueba 
este órgano contralor, se le indicó a las municipalidades que aprueban incrementos salariales, lo siguiente: “(…) 
En cuanto a la provisión incluida con el fin de cubrir los posibles incrementos salariales, correspondientes al 
período 2010, su utilización será de exclusiva responsabilidad del Jerarca y de la Administración de esa 
Municipalidad. No obstante, se indica que dichos incrementos salariales deberán ser aprobados por el Concejo, 
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CAPITULO VI 

DE LA SELECCIÓN DE PERSONAL 

Artículo 33.- Con las salvedades expresas en el Código Municipal, el personal de la Municipalidad será nombrado y 
removido por el Alcalde Municipal,  previo informe técnico respecto a la idoneidad de los aspirantes al cargo, efectuado 
por la Unidad de Talento Humano.  

 

Artículo 34.- El personal de esta Municipalidad se seleccionará por medio de pruebas de idoneidad, a las cuales se admitirá 
únicamente a quienes satisfagan los requisitos mínimos prescritos en el Manual Descriptivo de Puestos. Las características 

                                                      
con base en justificaciones, que los fundamenten (costo de la vida, salarios mínimos, decreto del Poder Ejecutivo, 
resoluciones del Servicio Civil, estudios motivados  por reestructuraciones de la organización,  reasignaciones, 
estudios del mercado salarial, rotaciones de personal y otras similares) y la descripción de la metodología 
utilizada para determinar el monto o porcentaje que se propone, la cual deberá considerar al menos la viabilidad 
financiera de la municipalidad para hacerle frente al compromiso presente y futuro que se adquiere, todo de 
conformidad con el bloque de legalidad. Dichas justificaciones deberán documentarse en el expediente que al 
efecto debe abrir la Administración y que deberá estar disponible para las funciones de fiscalización que deberá 
realizar la Contraloría General en esa materia o la propia Auditoría. (…) De conformidad con lo expuesto,  de 
frente a lo consultado por esa municipalidad, concluye este órgano contralor que ciertamente, en el caso de 
existir una cláusula amparada en una convención colectiva, constitucionalmente acordada, según lo expuesto 
anteriormente, es posible el aumento de salarios por encima del costo de la vida, establecidos por el Banco 
Central de Costa Rica y la Dirección General de Estadística y Censos, al tenor de lo dispuesto en los numerales 
100 y 122 del Código Municipal, siempre y cuando esto resulte razonable y proporcionado jurídicamente, existan 
recursos suficientes en el presupuesto municipal,  y no se afecten actividades sensibles que tenga que ser 
atendidas con el presupuesto municipal. Sin embargo, ello es también posible, es nuestro criterio en casos 
excepcionales, que aun y no contando con una convención colectiva, pero se cuenta con una adecuada política 
salarial municipal, por la vía del convenio simple se formalice ese incremento por encima de lo costo de la vida 
mencionados índices, siempre y cuando,  se razona debidamente la necesidad y el procedimiento de política 
salarial con que se cuenta para determinar ese incremento, por encima del costo de la vida, y además,  prioritario 
no se afecten los servicios municipales y demás necesidades de los munícipes y se cuente con presupuesto 
municipal. Es decir, insistimos, el tener presupuesto suficiente para realizar el incremento salarial por encima 
del costo de la vida, no puede ser la única razón para proceder a ello, pues el superávit que tenga un presupuesto 
municipal, no solo debe enfocarse a pagar mejores salarios a los funcionarios municipales, sino a solventar las 
necesidades de los munícipes (obras comunales,, servicios etc) que siempre existirán dentro de la localidad. Por 
otra parte, debe razonarse y acreditarse la necesidad de ese incremento salarial por encima del costo de la vida 
y debe ser debidamente aprobado por el Concejo Municipal. En consecuencia, la prestación de los servicios en 
forma eficiente, así como la realización  de las obras municipales y el cumplimiento satisfactorio de las 
necesidades del os munícipes es innegable que se constituye en parámetros obligatorios de referencia a tomar 
en cuenta necesariamente, cuando se pretenda hacer el incremento salarial de los empleados municipales por 
encima del índice de costo de vida. (…)” Procuraduría General de la República C-397-2006 del 06 de octubre de 
2006  
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de estas pruebas y los demás requisitos corresponderán a los criterios actualizados de los sistemas modernos de 
reclutamiento y selección que aplicará la Unidad de Talento Humano.  

La Municipalidad para efectos de reclutamiento y selección de personal, mantendrá actualizado un Manual, que fijará las 
pautas para garantizar los procedimientos, la uniformidad y los criterios de equidad que exige la normativa legal.  

 

Artículo 35.- No podrán ser empleados de la Municipalidad quienes sean cónyuges o parientes, en línea directa o colateral 
hasta tercer grado inclusive, de alguno de los concejales y síndicos, el Alcalde, el Auditor, los Jefes de la Unidad de Talento 
Humano, ni en general de los encargados de escoger candidatos para los puestos de la Municipalidad.  

La designación de alguno de los funcionarios (as) enunciados en el párrafo anterior no afectará al empleado(a) de la 
Municipalidad cónyuge o pariente de alguno de ellos nombrados con anterioridad a la entrada en vigencia del presente 
reglamento.  

 

Artículo 36.- Si quedare una plaza vacante en la Municipalidad deberá llenarse de acuerdo con las siguientes normas:  

a) Mediante ascenso directo del funcionario(a) calificado para el efecto y si es del grado inmediato.  
b) Ante inopia en el procedimiento anterior, para lo cual se convocará a concurso interno entre todos los 

empleados de la Municipalidad.  
c) De mantenerse inopia en la instancia anterior, se convocará a concurso externo publicado por lo menos en 

un diario de circulación nacional y con las mismas condiciones del concurso interno.  

 

Artículo 37.--Con base en el resultado de los concursos aludidos en los incisos b) y c) del artículo anterior, la Unidad de 
Talento Humano presentará al Alcalde, una terna de elegibles de tres candidatos como mínimo26, o en su defecto una 
nómina, cuando exista más de una plaza vacante de una misma clase en estricto orden descendente de calificación. Sobre 
esta base el Alcalde escogerá al sustituto. Sin embargo, el Alcalde; mientras se realiza el concurso interno o externo puede 
autorizar el nombramiento o ascenso interino de un trabajador por un plazo máximo de dos meses.  

 

Artículo 38.- El servidor(a) que concurse por oposición y cumpla con lo estipulado en el Código Municipal, quedará elegible 
si obtiene una nota mayor o igual a 70 y mantendrá esta condición por el término de un año, contado a partir del momento 
en que se le comunique.  

 

Artículo 39.- Previo informe y consulta de permutas y traslados horizontales de los servidores con sus Jefes inmediatos;  
el Alcalde podrá autorizar estos movimientos, siempre que no les causen evidente perjuicio a los trabajadores y sus 
dependencias y cuando satisfaga una necesidad real de la Municipalidad.  

 

Artículo 40.- Todo funcionario(a) de la Municipalidad deberá pasar satisfactoriamente un periodo de prueba de hasta tres 
meses de servicio, contados a partir de la fecha de vigencia del acuerdo de su nombramiento.  

                                                      
26 Es un mínimo obligatorio, si no existe la posibilidad de conformar la terna debe procederse a promover de 
nuevo el concurso de conformidad con el numeral 139 del Código Municipal. 
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CAPITULO VII 

DE LOS DERECHOS, OBLIGACIONES Y PROHIBICIONES DE LOS SERVIDORES (AS) 
DE LA MUNICIPALIDAD 

 
SECCION I 

DE LOS DERECHOS  

 

Artículo 41.-  Los servidores (as) de la Municipalidad gozarán de los siguientes derechos además de los dispuestos en otras 
leyes: 

a) No podrán ser despedidos de sus puestos a menos que incurran en las causales de despido que prescribe la 
normativa relativa al ejercicio de la función pública y de conformidad con el principio del debido proceso, 
artículos 245 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública, en los casos que corresponda y al 
artículo 155 y siguientes del Código Municipal. 

b) La Municipalidad podrá finalizar los contratos de trabajo con responsabilidad patronal, fundamentada en 
estudios técnicos relacionados con el cierre de programas, la reducción forzosa de servicios por falta de fondos 
o la reorganización integral de sus dependencias que el buen servicio público exija. Ningún trabajador despedido 
por esta causa podrá regresar a la Municipalidad, si no hubiere transcurrido un período mínimo de un año, a 
partir de su separación. 

c) El respeto a sus derechos laborales y reconocimiento por el buen desempeño; mediante una evaluación del 
desempeño que se rige por los numerales 144 del Código Municipal y que se regirse por la Ley Nº. 963527 de 
Fortalecimiento de las Finanzas Públicas. 

                                                      
27  Señala la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas Nº. 9635. “V) RECTORÍA Y EVALUACIÓN DEL 

DESEMPEÑO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. Artículo 45- Evaluación del desempeño de los servidores públicos 
(…) Artículo 48- Criterios para la evaluación del desempeño. La evaluación del desempeño será un mecanismo 
para la mejora continua de la gestión pública y del desempeño y desarrollo integral de los funcionarios públicos. 
Cada jefatura de la Administración Pública, al inicio del año, deberá asignar y distribuir a todos los funcionarios 
entre los procesos, proyectos, productos y servicios de la dependencia, estableciendo plazos de entrega y tiempo 
estimado para su elaboración. Será responsabilidad de cada superior jerárquico dar seguimiento a este plan de 
trabajo anual, su incumplimiento será considerado falta grave de conformidad con la normativa aplicable. Para 
el seguimiento regular y frecuente de las actividades del plan de trabajo, cada administración deberá establecer 
un sistema informático al efecto, alimentado por cada funcionario con las actividades diarias vinculadas a dichos 
procesos, proyectos y productos, y el cumplimiento de plazos y tiempos. Será responsabilidad de cada 
funcionario, incluido todo el nivel gerencial, la actualización y mantenimiento al día, de la información necesaria 
para la evaluación de su desempeño de conformidad con los procesos, proyectos, productos y servicios 
asignados particularmente, sus plazos de entrega y tiempos estimados para su elaboración, en dicho sistema 
informático que la administración pondrá a su disposición. Su incumplimiento será considerado falta grave de 
conformidad con la normativa aplicable. El incentivo por anualidad se concederá únicamente mediante la 
evaluación del desempeño para aquellos servidores que hayan cumplido con una calificación mínima de “muy 
bueno” o su equivalente numérico, según la escala definida. El 80% de la calificación anual, se realizará sobre el 
cumplimiento de las metas anuales definidas para cada funcionario de conformidad con lo dispuesto en el 
presente capítulo y un 20% será responsabilidad de la jefatura o superior. El resultado de la evaluación anual 
será el único parámetro para el otorgamiento del incentivo por anualidad a cada funcionario. Las calificaciones 
anuales constituirán antecedente para la concesión de estímulos que establece la ley y sugerir recomendaciones 
relacionadas con el mejoramiento y desarrollo de los recursos humanos. Será considerado para los ascensos, 
promociones, reconocimientos, capacitaciones y adiestramientos, y estará determinado por el historial de 
evaluaciones del desempeño del funcionario. Igualmente el proceso de evaluación deberá ser considerado para 
implementar las acciones de mejora y fortalecimiento del potencial humano. Anualmente la Dirección General 
de Servicio Civil dictará los lineamientos técnicos y metodológicos para la aplicación de los instrumentos de 
evaluación del desempeño los cuales será de acatamiento obligatorio. A partir de la entrada en vigencia de esta 
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d) Contarán con una remuneración, decorosa, acorde con sus responsabilidades, tareas y exigencias tanto 
académicas como legales; cuyo percentil, se revisará cada cinco años, a los fines de mantenerlo actualizado 

e) Disfrutarán de vacaciones anuales según el tiempo consecutivo servido, en la forma que adelante se indica. 
f) Podrán disfrutar de licencia ocasional de excepción, según las disposiciones del Código Municipal. 
g) Podrán gozar de licencia para asistir a cursos, siempre que sus ausencias no perjudiquen evidentemente el 

servicio público, de acuerdo con el presente reglamento y el contrato que se deberá suscribir indefectiblemente, 
entre el servidor y el municipio. 

h) La Municipalidad definirá políticas y promoverá la asignación de recursos para fomentar el desarrollo y la 
formación de su personal, dando facilidades y otorgando licencias con goce de salario, orientadas a mejorar el 
recurso humano de sus áreas, técnicas, administrativas y operativas. 

i) Tendrán derecho a una evaluación anual del desempeño de sus labores. 
j) Tendrán derecho a sueldo adicional anual (aguinaldo) en el mes de diciembre, conforme la ley. 
k) Tendrán derecho al pago del salario escolar en el mes de enero y conforme a las reglas que al respecto se dicten. 
l) Toda servidora embarazada o que adopte a un menor de edad gozará de licencia, los derechos y las atribuciones 

prescritas en el artículo 95 del Código de Trabajo. Durante el plazo de la licencia, la Municipalidad la pagará el 
monto restante del subsidio que reciba de la Caja Costarricense de Seguro Social, hasta completar el ciento por 
ciento (100%) de su salario. 

 
 

SECCION II 
DE LOS DEBERES 

Artículo 42.- Todo servidor debe acatar los siguientes deberes, sin perjuicio de todos los demás establecidos por la ley, el 
Código Municipal y este Reglamento:  

a) DEBER DE LEALTAD: Todo servidor debe ser fiel a los principios éticos del servicio público, le debe lealtad a la 
institución.  

b) DEBER DE EFICIENCIA: Todo servidor debe cumplir personal y eficientemente la función que le corresponde en 
la institución en las condiciones de tiempo, forma, y lugar que determinen las normas correspondientes y de 
acuerdo con las siguientes reglas:  

i. Usar el tiempo laboral realizando siempre su mejor esfuerzo, en la forma más productiva posible y en el 
desarrollo de las tareas que corresponden al cargo con el esmero, la intensidad y el cuidado apropiado.  

                                                      
ley, el incentivo por anualidad de los funcionarios públicos cubiertos por este título, será un monto nominal fijo 
para cada escala salarial, monto que permanecerá invariable. 
 
Por su parte, el DECRETO EJECUTIVO N° 41564-MIDEPLAN-H que es el Reglamento a dicha Ley dispone lo 
siguiente: Artículo 14.- Anualidades. El incentivo de anualidad se reconocerá según los siguientes parámetros:  
a)  El incentivo se reconocerá únicamente mediante la evaluación del desempeño, a aquellos servidores que 
hayan cumplido con la calificación de “muy bueno” o “excelente”, o su equivalente numérico, según la escala 
definida.  b)  El incentivo será un monto nominal fijo para cada escala salarial, que permanecerá invariable, será 
reconocido en la primera quincena del mes de junio de cada año, y pagado de manera retroactiva según la fecha 
del cumplimiento de la anualidad que en cada caso corresponda. c)  El cálculo del monto nominal fijo 
corresponde a un 1,94% (uno coma noventa y cuatro por ciento) del salario base de las clases profesionales y 
de 2.54% (dos coma cincuenta y cuatro por ciento) para clases no profesionales, de manera inmediata a partir 
de la entrada en vigencia de la ley, sobre el salario base que corresponde para el mes de enero del año 2018, de 
conformidad con lo establecido en el transitorio XXXI de la Ley N° 9635. d)  Los cambios respecto al parámetro 
de cálculo de las anualidades serán aplicables a todos los servidores a partir de la entrada en vigencia de la Ley 
N° 9635, en las nuevas anualidades que estos adquieran. Las anualidades ya recibidas previo a la entrada en 
vigencia de dicha ley, de conformidad con lo establecido en el artículo 56 y el Transitorio XXV de la misma, 
mantendrán las condiciones en que se otorgaron.  
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ii. Esforzarse por encontrar y utilizar la forma más eficiente y económica de realizar sus tareas, así como para 
mejorar los sistemas administrativos y de atención al usuario en los cuales participa. Esto lo en forma 
obligatoria mediante sugerencias e iniciativas explícitas a sus superiores cuando detecte anomalías, 
omisiones u errores en procesos realizados directamente o por sus superiores.  

iii. Velar por la conservación de los útiles, objetos y demás bienes que integran el patrimonio de la 
Municipalidad y el de los terceros que se pongan bajo su custodia, y entregarlos cuando corresponda.  

iv. Hacer uso razonable de los útiles y materiales que se le proporcionen para realizar sus tareas, procurando 
dar a cada uno de ellos el máximo rendimiento y menor desperdicio posibles.  

c) DEBER DE PROBIDAD: Todo servidor debe de actuar con honradez, en especial cuando haga uso de recursos 
públicos que le son confiados para el cumplimiento de los fines municipales, o cuando participe en actividades 
o negocios de la administración que comprometan esos recursos. Deberá evitar excesos de pagos, cancelación 
de multas o sanciones por procesos incorrectos, o presentados en forma extemporánea, y cualquier otra 
situación que comprometa los recursos Municipales.  

d) DEBER DE RESPONSABILIDAD: Todo servidor actuará con claro sentido del deber que le corresponde para el 
cumplimiento del fin público que compete a la Municipalidad y de las consecuencias que le cumplimiento o 
incumplimiento de ese deber conlleva en relación con ese cometido institucional.  

e) DEBER DE CONFIDENCIALIDAD: El servidor debe guardar discreción con respecto a todos los hechos e 
informaciones de los cuales tenga conocimiento en el ejercicio o con motivo del ejercicio de sus funciones, 
independientemente de que el asunto haya sido calificado o no como confidencial por el superior, salvo en el 
caso de que sea autorizado para dar informaciones y sin perjuicio del derecho de información del administrado, 
conforme al ordenamiento jurídico vigente.  

f) DEBER DE IMPARCIALIDAD: El servidor debe ejercer el cargo sin discriminar en cuanto a las formas y condiciones 
del servicio a ninguna persona por razón de raza, género, religión, nacionalidad, situaciones económicas, 
ideología o afiliación política.  

g) DEBER DE CONDUCIRSE APROPIADAMENTE FRENTE AL PÚBLICO: Todo servidor debe observar frente al público, 
en el servicio y fuera de él, una conducta correcta, digna y decorosa, evitando actitudes que puedan socavar la 
confianza del público y la integridad del funcionario y la Municipalidad. Dentro de las conductas impropias que 
debe evitar se encuentran los pleitos y agresiones entre compañeros, gritos entre compañeros, a 
contribuyentes, proveedores o clientes del municipio, amenazas, deteriorar públicamente la imagen del 
municipio, entre otros.  

h) DEBER DE CONOCER PROHIBICIONES Y REGÍMENES ESPECIALES QUE PUEDAN SER APLICABLES: Todo servidor 
debe conocer las disposiciones legales y reglamentarias sobre incompatibilidad de acumulación de cargos, 
prohibiciones por razón de parentesco y cualquier otro régimen especial que le sea aplicable y asegurarse de 
cumplir con las acciones necesarias para determinar si está o no comprendido en algunas de las prohibiciones 
establecidas en ellos.  

i) DEBER DE OBJETIVIDAD: El servidor siempre debe emitir juicios objetivos sin influencia de criterios personales o 
de terceros no autorizados por la administración y se abstendrá de participar en cualquier decisión cuando exista 
violencia moral sobre él que se pueda hacerle incumplir su deber de objetividad. Queda a salvo su deber de 
obediencia al superior en los términos previstos en la Ley General de la Administración Pública.  

j) DEBER DE COMPORTARSE CON DECORO Y RESPETO: Todo servidor debe ser justo, cuidadoso, respetuoso y 
cortés en el trato con los usuarios del servicio, sus jefes, colaboradores y compañeros.  

k) DEBER DE DENUNCIA: Es obligación de todo servidor formular la denuncia correspondiente ante la autoridad 
competente, cuando en el ejercicio de su cargo tenga conocimiento de cualquier irregularidad en perjuicio de 
los funcionarios y de la Municipalidad.  

 
 

SECCION III 
DE LAS OBLIGACIONES 

 
Artículos 43.- Son obligaciones de los servidores de la Municipalidad del Cantón Central de Limón: 
 

a) Prestar los servicios personalmente, en forma regular y continua, de acuerdo con el respectivo contrato o 
relación laboral, dentro de la jornada de trabajo, bajo la dirección del patrono o de sus representantes, a cuya 
autoridad estan sujetos en todo lo concerniente al trabajo.  

b) Ejecutar las labores que se les encomienden, siempre que sean compatibles con sus aptitudes, estado y 
condición, con la intensidad, cuidado, dedicación y esmero apropiados, en forma, tiempo y lugar convenidos, 
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concentrando la atención en la labor que está realizando, a fin de que la misma resulte de la mejor calidad 
posible.  

c) Observar durante el trabajo buenas costumbres y disciplina, así como vestir en forma correcta y acorde con las 
labores que desempeña.  

d) Guardar al público, en las relaciones con él, motivadas por el trabajo, la consideración debida, de modo que no 
se origine queja justificada por mal servicio, maltrato o falta de atención.  

e) Seguir todos los sistemas que permitan el máximo de orden y aseo, en beneficio de la rápida atención al público.  
f) Responder económicamente de los daños que causen intencionalmente o que se deban a su negligencia o 

descuido manifiesto y absolutamente inexcusable, en los términos señalados en el artículo 36 del Código de 
Trabajo.  

g) Guardar discreción sobre asuntos relacionados con su trabajo o vinculados con otras dependencias municipales, 
cuya divulgación pueda usarse contra los intereses de la Municipalidad.  

h) Reportar al Alcalde y la jefatura los daños o imprudencias que otros compañeros causen en perjuicio de la 
Municipalidad.  

i) Rendir los informes que se les soliciten en los plazos establecidos por ley y sus respectivas jefaturas, a excepción 
que por fuerza mayor se imposible rendir dichos informes.  

j) Tomar pedidos o mensajes en forma clara y completa.  
k) Observar rigurosamente las medidas preventivas que acuerden las autoridades competentes y las que indique 

el patrono o la Comisión de Salud Ocupacional para la seguridad y protección personal de ellos, sus compañeros 
de trabajo y de los lugares donde laboran, así como acatar y hacer cumplir las medidas que tiendan a prevenir 
el acaecimiento de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.  

l) Cuidar, resguarda, preservar y emplear debidamente los recursos públicos municipales.  
m) Respetar estrictamente el orden jerárquico establecido y canalizar con riguroso apego a este, toda solicitud, 

reclamo o queja que estime pertinente presentar, salvo en caso de conflicto grave con su superior jerárquico 
inmediato, en cuya situación deberá acudir al superior inmediato de este.  

n) Obedecer las órdenes, instrucciones o circulares de sus superiores jerárquicos sin perjuicio de lo dispuesto en 
los artículos 107, numeral 2) 108, 109 y 110 de la Ley General de la Administración Pública.  

o) Conducirse en forma correcta, decorosa y disciplinada durante la jornada laboral, y aún fuera de ésta, mientras 
se encuentre dentro de las instalaciones de la Municipalidad o en giras de trabajo, igualmente cuando esté fuera 
de la institución y porte uniforme o emblemas que lo identifiquen con esta.  

p) Vestir correctamente durante la jornada de trabajo, en aquellos casos en que la Municipalidad proporcione 
uniformes, será absolutamente obligatorio su uso durante la jornada y/o ejecución del trabajo, con sujeción a 
las normas que al efecto se establezcan en el Reglamento respectivo.  

q) Portar su carné de identificación en un lugar visible de su vestimenta, tanto dentro de los centros de trabajo 
municipales como fuera de estos cuando este en el cumplimiento de sus funciones o en razón de estas.  

r) Atender con diligencia, espíritu de servicio, corrección y cortesía al público que acuda a las oficinas de la 
Municipalidad y guardar a éste, la consideración y respeto debidos de modo que no se origine queja justificada 
por el mal servicio, maltrato o falta de atención. Esta obligación se hace extensiva para los funcionarios que por 
su cargo laboren fuera de centros de trabajo de la Municipalidad para con el público con el que se relacionen.  

s) Debe aceptar y mantener actualizados los vales por equipos, herramientas, libros, y otros, así como liquidar en 
los plazos establecidos los respectivos, vales y adelantos de viáticos y caja chica.  

t) Restituir a la Municipalidad los materiales no usados y conservar en buen estado los instrumentos y útiles que 
se le faciliten para el trabajo. Asimismo, cuando así se le solicite o al finalizar la relación de empleo, devolver los 
uniformes, equipos e implementos que le hayan sido facilitados en razón de su cargo, incluyendo el gafete.  

u) Efectuar personalmente su marca de control de asistencia cuando así le corresponda o cumplir con cualquier 
otro sistema establecido al efecto.  

v) Rendir los informes que le sean solicitados para procesos disciplinarios que se lleven a cabo y que sean parte de 
las competencias del área donde desempeña funciones.  

w) Someterse a las pruebas que la Municipalidad así le exija, tanto médicos, psico-simétricos y psicológicos 
necesarios. 

x) No sobrepasar los límites de los descansos entre jornadas, destinados a tomar refrigerios, alimentos y otros e 
ingerir éstos únicamente en los sitios destinados para esos efectos. 

y) Además, de lo anteriormente dispuesto, lo señalado en los artículos sobre el fumado, uso de uniformes, de salud 
ocupacional y relaciones interpersonales entre funcionarios presentes en este reglamento.  

z) Observar dignidad, seriedad y justicia en su vida privada y social, así como cumplir fielmente las leyes y 
las reglamentaciones que como ciudadano está obligado a cumplir, de manera que sus actuaciones 
personales no incidan negativamente en sus funciones como servidor público. 
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SECCION IV 
DE LAS OBLIGACIONES DE LOS FUNCIONARIOS CON AUTORIDAD ADMINISTRATIVA,  

TÉCNICA O DE AMBOS TIPOS 

 

Artículo 44.- Además de lo contemplado en el artículo anterior y en el presente reglamento, los funcionarios que ocupen 
cargos con autoridad administrativa, técnica o de ambos tipos, están obligados a:  

a) Diagnosticar periódicamente, en forma objetiva y veraz las características del desempeño de todos sus 
colaboradores, tanto en el aspecto técnico como administrativo y brindarles o gestionar la capacitación que 
requieran.  

b) Preparar informes y reportes con la correspondiente periodicidad sobre la marcha de su respectiva unidad o 
proyecto; sobre el cumplimiento y avance del Plan Operativo Anual y la ejecución presupuestaria, o en forma 
inmediata, sobre cualquier hecho relevante que requiera pronta solución.  

c) Elaborar el proyecto de presupuesto de las Unidades a cargo y el plan anual operativo. 
d) Observar que se cumplan las normas de disciplina y asistencia de sus colaboradores.  
e) Planificar, orientar, y guiar a sus colaboradores para que las actividades y procesos asignados se desarrollen 

conforme a las normas de eficiencia y calidad deseadas.  
f) Dictar las disposiciones administrativas y disciplinarias necesarias para la buena marcha del equipo de 

colaboradores.  
g) Planear y programar, en los niveles que lo exijan, las condiciones del entorno y las acciones estratégicas y 

operativas pertinentes, además, de formular los anteproyectos de presupuesto correspondientes.  
h) Velar para que los funcionarios bajo su coordinación y supervisión cumplan con las obligaciones señaladas y no 

incurran en las conductas prohibidas de este reglamento.  
i) Efectuar la calificación y evaluación del desempeño de los colaboradores en forma objetiva, puntual y veraz, y 

enviar en el plazo estipulado los documentos y reportes que al efecto se establezcan.  
j) Atender las observaciones, ideas e inquietudes del equipo de colaboradores y buscar la pronta solución a las 

gestiones que le formulen, siempre y cuando procedan dentro del ámbito de su actividad y conforme al 
ordenamiento jurídico establecido.  

k) Velar para que las relaciones interpersonales sean cordiales y se desarrollen dentro de los cánones del respeto 
mutuo.  

l) Crear un equipo de colaboradores con capacidad de autodirección y autocontrol.  
m) Crear y mantener una cultura de trabajo orientada a estimular en sus colaboradores el trabajo en equipo, 

sustentado en un enfoque de procesos y productos y en una vocación de creatividad y anticipación a los cambios.  
n) Cumplir con todas las responsabilidades que se confieran y con aquellas contenidas en el artículo 104 de la Ley 

General de la Administración Pública.  
o) Velar para que sus subordinados disfruten de sus vacaciones de modo tal que no se produzcan acumulaciones 

indebidas de éstas.  
p) Brindar especial atención a los servidores en los aspectos propios de su desempeño durante el período de 

prueba.  
q) Cumplir con sus funciones en la jornada laboral respectiva; en caso de que el funcionario requiera laborar fuera 

de la jornada ordinaria, deberá de contar previamente y por escrito con la autorización del jerarca para el pago 
respectivo de horas extra, caso contrario no se reconocerán dichas horas de trabajo; tampoco se considerara 
como horas extraordinarias las que el trabajador ocupe en subsanar los errores imputables sólo a él, cometidos 
durante la jornada ordinaria.  

r) Elevar a decisión del Alcalde, al término improrrogable de tres días a partir del día en que éste tuvo 
conocimiento, de las faltas graves en que incurrieron los servidores a su cargo.  

s) Remitir a la Unidad de Talento Humano y a la Alcaldía Municipal, en el término improrrogable de cinco días 
hábiles a partir del que tuvo conocimiento, los informes y pruebas correspondientes a las faltas en que incurran 
los funcionarios a su cargo y que puedan merecer sanción de suspensión o despido; así como sancionar con 
amonestación aquellas leves. 28  

                                                      
28 El artículo 37 de la Convención Colectiva de Trabajadores en congruente con esta disposición. 
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t) Tramitar dentro de los tres días hábiles siguientes, las solicitudes de justificación, que le presenten sus 
colaboradores por omisiones de marca, llegadas tardías y/o ausencias en que incurran en ocasión de atender 
asuntos de índole laboral o personal.  

u) Suministrar oportunamente la información que otras dependencias en asuntos propios de su gestión le soliciten 
para atender procesos o procedimientos de ley, todo dentro de los plazos que al efecto se señalen.  

v) Devolver en el momento en que cese en sus funciones los uniformes, materiales, herramientas y enseres que se 
le hayan entregado para sus labores; así como entregar oportunamente el informe final de gestión cuando sea 
procedente.  

w) Promover y fiscalizar controles dirigidos a que los vehículos asignados a sus dependencias estén en condiciones 
mecánicas que permitan su uso sin exponer a peligro a algún funcionario, terceros o bienes; cuenten con los 
permisos correspondientes y no sean utilizados si les afecta con algún tipo de restricción para ello.  

x) Aplicar la autoevaluación anual en la o las depedencias a su cargo, según las especificaciones de plazos y 
metodología que la Unidad de Talento Humano señale. 

y) Presentar los informes de debilidades y riesgos de las dependencias a su cargo y asistir a las reuniones de 
coordinación a las que se les convoque con relación al Sistema Institucional de Control Interno.  

z) Cumplir con todas las demás obligaciones propias de su cargo.  

 

 
 
 
 

SECCION V 
DE LAS OBLIGACIONES DE QUIENES CONDUCEN VEHICULO Y MAQUINARIA PESADA 

 
 

Artículo 45.- Sin perjuicio de otras obligaciones señaladas en este Reglamento y en las leyes de tránsito, son obligaciones 
específicas de quienes manejan vehículos de la Municipalidad:  

a) Mantener al día la licencia de conducir en la categoría correspondiente.  
b) Tratar con absoluto esmero y cuidado los vehículos de la Municipalidad de modo que estos no sufran más 

daños y desperfectos que los debidos a la acción del tiempo y del trabajo normal;  
c) Responder por los daños que sufran los vehículos y maquinaria municipal, cuando éstos  sean ocasionados 

por culpa o dolo, sin perjuicio de las demás sanciones aplicables.  
d) Abstenerse de ingerir licor o drogas mientras se encuentren en servicio y no manejar bajo los efectos de 

éste, o a velocidades que dadas las circunstancias puedan motivar accidentes de tránsito. El incumplimiento 
de cualquiera de estas obligaciones dará base hasta para el despido inmediato.  

e) Impedir la conducción de los vehículos que les han sido encomendados a personas extrañas o no a la 
Municipalidad, o que no esten debidamente autorizadas.  

f) No transportar en los vehículos de la Municipalidad a personas ajenas al servicio, excepto cuando el 
desempeño de sus funciones así lo requiera o así le sea solicitado por el superior inmediato. 

g) Revisar diariamente, antes de iniciar su servicio el vehículo y reportar a quien corresponda en forma 
inmediata los desperfectos que note y los ruidos que escuche y que hagan presumir la existencia de un 
daño.  Esta revisión deberá ser consignada en la bitácora que al efecto deberá llevarse para la salida de 
vehículos por parte del Encargado de dicha Unidad. 

h) Verificar antes de iniciar el servicio, que el vehículo cuenta con las herramientas exigidas por la ley. 
i) Limitar el recorrido del vehículo al estrictamente necesario para proporcionar el servicio requerido por la 

Municipalidad y no ocupado en menesteres personales o ajenos en general a este.  
j) Asumir la responsabilidad del equipo, llantas de repuesto y demás accesorios de seguridad exigidos en la 

Ley de Tránsito y herramientas de vehículo, durante el tiempo que permanezca bajo su cuidado; en caso 
de pérdida responderán ante cualquier daño ocasionada por culpa o dolo.  

k) Reportar inmediatamente a su superior jerárquico cualquier reparación o accidente de tránsito que sufra, 
suministrando información lo más detallada y completa posible sobre la hora, lugar y circunstancias propias 
del accidente, el nombre o nombres de personas lesionadas o atrapadas, testigos, características del otro 
vehículo si fuere del caso, y en general todo tipo de detalles pertinentes. La omisión de esta disposición 
causará responsabilidad administrativa y se reputará como falta grave. 
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l) Llamar de inmediato a los superiores, para que se ejecuten las pólizas de seguros de los vehículos asignados 
a sus funciones 

m) Respetar en todos sus extremos la Ley de Tránsito. 
n) Llenar la boleta de salida del vehículo, en donde se consigne: destino, objetivo, hora de salida, hora de 

regreso, kilometraje a la salida, kilometraje al regreso, número de personas que viajan, nombre, cédula y 
cargo de las personas que viajan, estado del vehículo al salir. 

o) Los vehículos deberán devolverse en perfecto estado de limpieza; salvo aquellos que hayan sido destinados 
a labores operativas. 

p) Sujetarse estrictamente al destino descrito en la solicitud del servicio, salvo casos, en que por fuerza mayor 
ameriten algún cambio en el trayecto o ruta, el cual debe ser justificado al regreso debidamente. 

q) Velar porque en el vehiculo viaje la cantidad de personas permitidas y se respete el tonelaje establecido. 
r) Guardar total discreción sobre los asuntos que escuche en el trayecto de su ruta. 
s) Negarse a conducir, cuando considere que, el vehículo o maquinaria, se encuentra en mal estado o presente 

alguna avería, la cual deberá reportar de inmediato. 
t) Negarse a conducir, cuando alguno de los funcionarios (as) usuarios porten drogas o alcohol o se presente 

en estado de ebriedad. 
u) Negarse a conducir, cuando el vehículo se destine a un objetivo distinto al autorizado. 

 

Artículo 46.- En caso de accidente cuya causa sea imputable al chofer del vehículo y/o maquinaria deberá pagar al 
municipio el monto del deducible, de conformidad con lo establecido en la póliza del mismo, sin perjuicio de las sanciones 
disciplinarias, a que se haga acreedor. 

Para estos efectos deberá mediar la resolución de la autoridad judicial de tránsito que establezca la responsabilidad del 
servidor (a).  

 
El funcionario que, bajo los efectos del alcohol y/o drogas ocasione un accidente de tránsito, previo debido proceso será 
despedido sin responsabilidad patronal. 

 
El colaborador (a) que deba ingerir medicamentos que causen efectos secundarios o que impidan la conducción de 
vehículos y/o maquinaria, deberán presentar la receta médica al superior inmediato, a los fines de que se tomen las 
precauciones del caso, por parte de este último. 

 
El servidor (a) que, conozca de un daño ocasionado por otros funcionarios (as) a un vehículo y/o maquinaria, y lo oculte a 
su superior, será acreedor de falta grave y previo cumplimiento del debido proceso podrá ser despedido sin 
responsabilidad patronal. 

 
 
Artículo 47.- Ningún chofer o funcionario (a) podrá mover un vehículo y/o maquinaria pesada que haya sufrido un 
accidente, sin autorización de la Policía de Tránsito y/o Municipal respectiva. 
 
 
Artículo 48.- Ningún chofer o funcionario (a) podrá realizar arreglos de pago y/o extrajudiciales en casos de accidente de 
tránsito. 

 

 

SECCION VI 
DE LAS OBLIGACIONES DE LOS SERVIDORES DE POLICÍA MUNICIPAL Y GUARDIA MUNICIPAL  
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Artículo 49. Sin perjuicio de otras obligaciones de los miembros de la Policía Municipal29, Guardia Municipal30, Control 
Vial31,  son obligaciones de quienes integran estos cuerpos:  

a) Velar por la seguridad ciudadana, el mantenimiento del orden público y los bienes institucionales;  
b) Velar por la seguridad y el orden en los actos públicos que realice la Municipalidad.  
c) Velar por la conservación de los bienes que constituyen el patrimonio Municipal.  
d) No portar insignias y/o distintivos que no les hayan sido conferidos por la Municipalidad. 
e) Contar con permiso de portación de armas al día cuando así lo requiera el puesto. 
f) Atender reglamentos específicos vinculados con su función. 

 

Artículo 50.- Además conforme al numeral 62 y siguientes del Código Municipal, serán atribuciones de los funcionarios 
que se desempeñen como policías municipales las siguientes: 

a) Atender y cumplir los fines de vigilancia y control de los servicios y bienes comunales. 
b) Velar por el cumplimiento de las responsabilidades y obligaciones de quienes ejercen el comercio en 

diversas formas. 
c) Coadyuvar en el cumplimento de la legislación y disposiciones municipales, ejecutando las resoluciones y 

los acuerdos que correspondan. 
d) Realizar acciones de vigilancia y de seguridad en el cantón, en coordinación mutua con la Fuerza Pública. 
e) Coadyuvar, bajo el principio de coordinación o a solicitud de estos, con las demás autoridades públicas del 

país. 
f) Auxiliar, de ser posible, a la Fuerza Pública, cuando medie el requerimiento expreso de la autoridad 

competente. Este auxilio no deberá supeditarse al citado requerimiento cuando, por la naturaleza de la 
situación, se esté ante una emergencia o estado de necesidad. 

a)  Apoyar a los funcionarios municipales en el ejercicio de sus potestades. 

 

Artículo 51.- Para ingresar al servicio de la policía municipal se requiere, como mínimo: 

a) Cumplir con todo lo dispuesto para el ingreso a la carrera administrativa municipal establecido en este 
Código. 

b) Ser costarricense. 
c) Ser mayor de dieciocho años. 
d) No tener asientos inscritos en el Registro Judicial y Policial. 
e) Haber concluido el tercer ciclo de la Enseñanza General Básica. 
f) Recibir y aprobar la capacitación y el adiestramiento que disponga la municipalidad, para el ejercicio de sus 

funciones. 
g) Observar una conducta pública adecuada al ejercicio de la función que debe cumplir. 
h) Tener al día el permiso de portación de armas. 
i) Cumplir con cualquier otro requisito que establezca la ley. 

 
 
Artículo 52.- La policía municipal de cada cantón solamente podrá utilizar armas de fuego semiautomáticas. Para poder 
usar las armas propiedad de la municipalidad respectiva, los miembros de la policía municipal deben contar con el 

                                                      
29 En el caso de los Policías Municipales debe respetarse además la normativa policial, la Ley de Policía y el 
Código Penal y el REGLAMENTO DEL DEPARTAMENTO DE SEGURIDAD CIUDADANA Y POLICÍA MUNICIPAL DEL 
CANTÓN CENTRAL DE LIMÓN.  
30 En el caso de los guardias municipales deberán además respetarse los artículos 69 a 72 de la Convención 
Colectiva. 
31 Ver la Ley 3580 del 13 de noviembre de 1965, reformada por la Ley 6852 del 16 de febrero de 1983, que 
autoriza a las municipalidades a cobrar por el estacionamiento en las vías públicas,  
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respectivo permiso de portación de armas de fuego vigente, expedido por el Departamento de Armas y Explosivos del 
Ministerio de Seguridad Pública. Deben cumplir con la normativa que exige ese tipo de permisos, así como aprobar la 
capacitación, en la Academia Nacional de Policía, para el uso de armas de fuego. 
 
Los guardas municipales deberán cumplir con esta disposición. 
 
 
Artículo 53.- Las armerías de las diferentes policías municipales tendrán que someterse a las medidas de seguridad que la 
Dirección General de Armamento del Ministerio de Seguridad Pública establezca. 
 
 
Artículo 54.-  Los integrantes de las policías municipales serán capacitados en la Academia Nacional de Policía, que debe 
estructurar lo pertinente para complementar la instrucción con temas de interés municipal, sin demérito de otra 
capacitación adicional específica que cada municipalidad facilite a estos funcionarios. Dichas capacitaciones deben tener 
una orientación civilista, democrática y defensora de los derechos humanos. El costo de la capacitación policial en dicha 
Academia correrá a cargo de cada municipalidad, según sus diferentes posibilidades de financiamiento. 
 
 
Artículo 55.- Los guardias municipales que se encuentren resguardando instalaciones, en donde se encuentren vehículos 
y maquinaria municipal, son responsables además, por: 
 

a) Permitir la salida solo a aquellos vehículos que llevan autorización escrita del Jefe de la Unidad. 
b) Solicitar la licencia de conducir a toda persona que vaya a retirar un vehículo y/o maquinaria municipal; y 

en caso de no portarla, impedir la salida del mismo. 
c) Vigilar que el vehículo y/o maquinaria, salga con las herramientas necesarias para la circulación de los 

mismos. 
d) Vigilar, que el vehículo y/o maquinaria, sea a devuelto con las herramientas completas necesarias para su 

circulación. 
 
El incumplimiento de las disposiciones anteriores se reputará como falta grave y generará responsabilidad disciplinaria. 
 

 

SECCION VII 

DE LAS PROHIBICIONES DE LOS SERVIDORES (AS) 
DE LA MUNICIPALIDAD 

 

Artículo 56.- Está prohibido a los servidores (as) de la Municipalidad: 

 

a) Lo indicado en el artículo 7232 del Código de Trabajo. 

                                                      

32 El artículo 72 del Código de Trabajo dice: ARTÍCULO 72.- Queda absolutamente prohibido a los trabajadores: 
a) Abandonar el trabajo en horas de labor sin causa justificada o sin licencia del patrono; b) Hacer durante el 
trabajo propaganda político-electoral o contraria a las instituciones democráticas del país, o ejecutar cualquier 
acto que signifique coacción de la libertad religiosa que establece la Constitución en vigor;  c) Trabajar en estado 
de embriaguez o bajo cualquier otra condición análoga;  d) Usar los útiles y herramientas suministrados por el 
patrono, para objeto distinto de aquél a que están normalmente destinados, y  e) Portar armas de cualquier 
clase durante las horas de labor, excepto en los casos especiales autorizados debidamente por las leyes, o 
cuando se tratare de instrumentos punzantes, cortantes o punzo-cortantes que formaren parte de las 
herramientas o útiles propios del trabajo.  La infracción de estas prohibiciones se sancionará únicamente en la 
forma prevista por el inciso i) del artículo 81, salvo el último caso en que también se impondrá la pena a que se 

refiere el artículo 154 del Código de Policía (4 Reformado tácitamente por artículo 398, inciso 3) del Código 
Penal, Ley No. 4573 del 4 de mayo de 1970, en cuanto a la referencia al Código de Policía.).  
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b) Actuar en el desempeño de sus cargos, con fines distintos de los cuales ha sido nombrado o le han sido 
asignados. 

c) Tener obligaciones laborales en otras entidades, públicas o privadas, o adquirir compromisos con 
superposición horaria a su contrato laboral con la Municipalidad. 

d) Aquellos servidores que se desempeñen en el área técnica, realizar labores por sí mismos o empresas, 
adonde tengan capital accionario, cuyos planos, usos de suelo, aperturas de calles, visado de planos por 
catastrar, deban ser autorizados por ellos mismos, y respecto de propiedades, que se encuentran en la 
jurisdicción de la Municipalidad del Cantón Central de Limón33 

                                                      
33 Debe tenerse presente que el artículo 156  del Código Municipal que dicen: ·Artículo 156. - Son deberes de los 
servidores municipales: a) Respetar esta ley y sus reglamentos, así como cumplir las obligaciones vigentes en 
sus cargos. b) Prestar los servicios contratados con absoluta dedicación, intensidad y calidad, 
responsabilizándose de sus actos y ejecutando sus tareas y deberes con apego a los principios legales, morales 
y éticos.(…) d) Garantizar, a la administración municipal, su compromiso en cuanto a la integridad y fidelidad en 
su trabajo la naturaleza que sea, en aras de lograr el cumplimiento de los objetivos y la misión de la 
municipalidad.  (…) g) Responder por los daños o perjuicios que puedan causar sus errores o los actos 
manifiestamente negligentes propios de su responsabilidad. (…). (Corrida su numeración por el artículo 1° de la 
ley N° 9542 "Ley de Fortalecimiento de la Policía Municipal" del 23 de abril del 2018, que lo traspasó del antiguo 
artículo 147 al 156). 

Al respecto la Procuraduría de la Ética Pública en el Informe Nº. AEP-INF-027-2019 dijo: “(…) Tercero, que en el 
marco jurídico de la ética pública se encuentra prevista una prohibición de ejercicio de actividades privadas 
incompatibles con la función pública, de aplicación a todo funcionario público, con independencia del puesto o 
cargo público desempeñado. Sobre el particular, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha 
señalado que: “(…). Al funcionario público no se le permite desempeñar otra función o trabajo que pueda inducir 
al menoscabo del estricto cumplimiento de los deberes del cargo, con fundamento en los principios 
constitucionales de responsabilidad de los funcionarios, del principio-deber de legalidad y de la exigencia de 
eficiencia e idoneidad que se impone a la administración pública. En el fondo lo que existe es una exigencia 
moral de parte de la sociedad en relación a la prestacción del servicio público (…)” Sentencia Nº. 1996-2883 de 
las 17:00 horas del 13 de junio de 1996. Por su parte, la jlurisprudencia administrativa, tanto de la CGR como 
de la PGR, se ha pronunciado sobre la limitación del servidor público de realizar actividades privadas 
generadoras del conflicto de intereses, respecto a los asuntos de competencia del ente público en que labora. 
Los siguientes extractos de pronunciamientos de los órganos mencionados en su función consultiva, son una 
muestra: “Cabe señalar claro esta que la no aplicación en sentido estricto del citado numeral al caso al que se 
hace referencia en la gestión, no significa que en tanto funcionario público con interés de realizar actividades 
en el ámbito privado, se encuentre de alguna forma eximido de la observancia y aplicación rigurosa de la Ley 
Nº. 8422 y sus disposiciones, siéndole exigible velar porque sus actuaciones en el ámbito privado no afecten ni 
interfieran de alguna manera con el cargo público que ejerce, ni violen, se opongan o lesionen lo dispuesto en 
la norma antes relacionada, o cualquier otra que le resulte aplicable, sea en lo personal o dado su condición de 
servidor público” Contraloría General de la República Oficio Nº. 804-DAGJ-0164-2005 del 24 de enero del 2005. 
Véase que, se ha indicado de manera expresa que, la prohibición de realizar actividades privadas incompatibles 
es exigible a los funcionarios públicos, con independencia de que se encuentren sujetos o no al régimen de 
prohibición para el ejercicio privado de una profesión liberal o a un contrato de dedicación exclusiva. En este 
sentido, se observa: “Sobre esto último, valga señalar que esta Contraloría General ha señalado reiteradamente 
que el hecho de que el funcionario público no está sujeto al régimen de prohibición o que, aún estándolo, pueda 
ejercer su profesión en los supuestos de excepción, dicho ejercicio nunca debe entorpecer o afectar en modo 
alguno el desempeño normal y eficiente del puesto ocupado, ni tampoco debe produirse ninguna 
incompatibilidad contraria a los principios éticos de la función pública y al deber de probidad, de tal suerte que 
las actividades que asuma el profesional fuera de su jornada ordinaria no deben entrañar ningún conflicto de 
intereses respecto de los asuntos que se atienden en la institución para la que presta sus servicios”. Contraloría 
General de la República Oficio Nº. 8769-DAGJ-2087-2005, del 21 de julio del 2005. En el mismo sentido, ver el 
oficio Nº. 3026-DAGJ-0643-2005 del 4 de marzo del 2005.Lo anteriormente expuestos significa que un 
funcionario público no puede prevalecerse de algún modo de su puesto con el fin de obtener, en forma, irregular 
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o privilegiada en razón de su cargo e influencias, cualquier tipo de permiso, autorización, contrato o acuerdo 
favorable a los intereses privados que gestiona, como tampoco incursionar en actividades que le generen o 
puedan llegarle a generar un conflicto de intereses, so pena de exponerse a un régimen de sanciones penales y 
disciplinarias que le sean aplicables. (…)”. Contraloría General de la República. Oficio Nº. 959-DAGJ-0087-2007 
del 1º de febrero del 2007. Adicionalmente, resulta de especial relevancia para el análisis del presente asunto 
resaltar que, la jurisprudencia administrativa emanada de la CGR y la PGR ha sostenido que, conforme a la 
prohibición funcional de cita, los servidores públicos tienen proscrito desempeñar actividades privadas 
vinculadas con las competencias públicas que ostenta el órgano para el cual laborar o que coincidan con las 
funciones propias de su cargo como funcionario público. Las citas transcritas de seguido, lo explican: “Así, el 
actuar con rectitud y buena fe exige de todo servidor público una conducta privada ajena al desarrollo de 
actividades vinculadas con las competencias públicas que ostenta el órgano, ente o empresa pública para el cual 
tiene una relación de empleo (laboral) o de servicio (funcionario público. (sic) de elección popular, de confianza 
o ad-honoren), de modo que se evite todo conflicto real o potencial de intereses por relaciones ligadas o no con 
el cargo público que se debe salvaguardar en el ejercicio de las atribuciones públicas”. Contraloría General de la 
República Oficio Nº 959-DAGJ-0087-2007 DEL 1º de febrero del 2007. “(…) Así las cosas, si bien es cierto hay 
casos en los que no existe una prohibición expresa para que sus funcionarios realicen actividades propias de su 
profesión en forma privada y fuera de las horas laborales -lo cual evita la superposición horaria-, es claro que 
en tanto dichas actividades puedan significar un conflicto entre el interés público y su interés particular -en los 
términos definidos-, al coincidir la actividad privada con las funciones propias de su cargo como funcionarios 
público, o bien, propias del órgano para el cual labora -en cuyo caso el formar parte de la estructura orgánica le 
permitiría tener una ventaja de toda índole que no tendrían terceras personas y la cual le podría eventualmente 
significar un provecho- estamos en presencia de un claro conflicto de intereses. Consecuencia de lo anterior, 
debe entenderse que siempre que exista la posibilidad de un conflicto de intereses, como ocurre en el supuesto 
antes referido, existe una prohibición para que el funcionario realice de forma privada actividades cuya 
naturaleza pueda comprometer la transparencia y apego a la legalidad de la función pública, prohibición que 
como hemos dicho deriva de los principios éticos que rigen la función pública -contenidos en la Ley Nº 8422 y su 
Reglamento”. (El destacado es del original. Procuraduria General de la República, Dictamen N1. C-192-2008 del 
4 de junicio del 2008. Cuarto, que el artículo 38 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, a 
través de su inicio b) define la infracción a la prohibición de realizar actividades privadas que posibiliten un 
conflicto de intereses o comprometan la imparcialidad del servidor público, como una causa de responsabilidad 
administrativa, según se observa: “38. Causales de responsabilidad administrativa. Sin perjuicio de otras 
causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios, tendrá responsabilidad 
administrativa el funcionario público que: a) Incumpla el régimen de prohibiciones e incompatibilidades 
establecido en la presente ley; b) Independientemente del régimen de prohibición o dedicación exclusiva a que 
esté sometido, ofrezca o desempeñe actividades que comprometan su imparcialidad, posibiliten un conflicto de 
intereses o favorezcan el interés privado en detrimento del interés público.(…). ” Quinto, que las “Directrices 
generales sobre principios y enunciados éticos a observar por parte de los jerarcas, titulares subordinados, 
funcionarios de la Contraloría General de la República, auditorías internas y servidores públicos en general “, 
Directriz Nº. D-2-2004-CO, contiene disposiciones relativas a la prohibición de interés. En lo que interesa dispone: 
“1.4 Conflicto de intereses (…) 7. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos no deberán 
llevar a cabo trabajos o actividades, remuneradas o no, que estén en conflicto con sus deberes y 
responsabilidades, en la función pública, o cuyo ejercicio pueda dar motivo de duda razonable sobre la 
imparcialidad en l a toma de decisiones que competen a la persona o a la institución que representa. (…) 10. Los 
jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos no deberán efectuar o patrocinar para terceros, 
directa o indirectamente, trámites, nombramientos o gestiones administrativas que se encuentren, o no, 
relacionados con su cargo, salvo lo que está dentro de los cauces normales de la prestación de esos servicios o 
actividades. Sexto, que la responsabilidad administrativa por las infracciones a la Ley contra la Corrupción y el 
Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, de acuerdo con el artículo 44 de la Ley de cita, prescribe a los cinco 
años de ocurridos los hechos, de acuerdo a las reglas establecidas en el numeral 71 de la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República que dispone: “Artículo 71. Prescripción de la responsabilidad disciplinaria. 
La responsabilidad disciplinaria del funcionario público por las infracciones previstas en esta Ley y en el 
ordenamiento de control y fiscalización superiores, prescribirá de acuerdo con las siguientes reglas: a) En los 
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e) Participar en actividades vinculadas con empresas o intereses privados que puedan causar evidente 
perjuicio a las municipales o competir con ellos.34 

                                                      
casos en que el hecho irregular sea notorio, la responsabilidad prescribirá en cinco años, contados a partir del 
acaecimiento del hecho; b) En los casos en que el hecho irregular no sea notorio -entendido este como aquel 
hecho que requiere una indagación o un estudio de auditoría para informar de su posible irregularidad- la 
responsabilidad prescribirá en cinco años, contados a partir de la fecha en que el informe sobre la indagación o 
la auditoría respectiva se ponga en conocimiento del jerarca o el funcionario competente para dar inicio al 
procedimiento respectivo. (…)” Séptimo, que la responsabilidad administrativa por las faltas en que incurren los 
servidores públicos debe ser demandada, sin que importe si se cometió en un órgano distinto aquel en que, 
actualmente, se desempeña el funcionario, en razón del orden constitucional y administrativo de nuestro 
sistema y, el principio de responsabilidad que rige el ejercicio de la función pública. Así se ha sostenido, en la 
jurisprudencia emitida por la PGR, según se cita en extenso, por la importancia: “De acuerdo con nuestro sistema 
democrático, el funcionario público es responsabilidad disciplinariamente por sus acciones, por lo que es un 
deber del jerarca hacer efectivo ese régimen de responsabilidad. Esto con independencia del puesto de trabajo 
en que se cometió la falta administrativa. Tal afirmación encuentra su asiento positivo en el artículo 211 de la 
Ley General de la Administración Pública: “211.1 “El servidor público estará sujeto a responsabilidad disciplinaria 
por sus acciones, actos o contratos opuestos al ordenamiento, cuando haya actuado con dolo o culpa grave, sin 
perjuicio del régimen disciplinario más grave previsto por otras leyes. 2. El superior responderá también 
disciplinariamente por los actos de sus inmediatos inferiores, cuando él y estos últimos hayan actuado con dolo 
o culpa grave. 3. La sanción que corresponda no podrá imponerse sin formación previa del expediente, con 
amplia audiencia al servidor para que haga valer sus derechos y demuestre su inocencia.” No se desconoce que 
en respeto al valor de la seguridad jurídica, el Ordenamiento prevé distintas causas de extinción de la 
responsabilidad disciplinaria.” (El destacado es del original). Procuraduría general de la República. Dictamen Nº. 
C-082-2008 del 14 de marzo del 2008 

34 La jurisprudencia administrativa del Estado, en el dictamen C-429-2005 del 12 de diciembre de 2005 indicó: 

“Por otra parte, si promueve o propicia negociaciones profesionales o comerciales entre terceros relativas a 
trámites que se conocerán luego en la propia institución (por ejemplo, ofrecerle a los administrados los servicios 
de algún profesional en ingeniería para la obtención de permisos o visados a obtener en la propia institución en 
la que labora), prevaleciéndose indebidamente de la posición en que lo coloca su puesto, ello también roza con 
los deberes éticos de la función pública, en orden al conflicto de intereses y la imparcialidad que debe guardar 
en el ejercicio del cargo. Esa es justamente la hipótesis que la normativa arriba citada comprende, cuando, 
refiriéndose al contenido del deber de probidad, señala que éste obliga a rechazar cualquier clase de retribución 
económica por el cumplimiento de las labores del puesto o con ocasión de ellas, como lo es prevalecerse de la 
investidura de funcionario frente a terceros, aún cuando se trate de actividades privadas realizadas fuera de su 
jornada laboral. Por lo anterior, resulta de interés traer a colación nuestro dictamen N° C-245-2005 de fecha 4 
de julio de 2005, que señaló ciertas consideraciones generales sobre el tema, en los siguientes términos: “La 
Sala Constitucional se ha referido a la necesidad de establecer disposiciones que tiendan a evitar los conflictos 
de interés en la Administración, ya que ello afecta el funcionamiento administrativo y los principios éticos en 
que debe fundarse la gestión administrativa: “Al funcionario público no se le permite desempeñar otra función 
o trabajo que pueda inducir al menoscabo del estricto cumplimiento de los deberes del cargo, o de alguna forma 
comprometer su imparcialidad e independencia, con fundamento en los principios constitucionales de 
responsabilidad de los funcionarios, del principio-deber de legalidad y de la exigencia de eficiencia e idoneidad 
que se impone a la administración pública. En el fondo lo que existe es una exigencia moral de parte de la 
sociedad en relación a (sic) la prestación del servicio público…” Sala Constitucional, resolución N° 2883-96 de 
17:00 hrs. de 13 de junio de 1996. “… el artículo 11 de la Constitución Política estipula el principio de legalidad, 
así como sienta las bases constitucionales del deber de objetividad e imparcialidad de los funcionarios públicos, 
al señalar que estos están sometidos a la Constitución y a las leyes; aquí nace el fundamento de las 
incompatibilidades, el funcionario público no puede estar en una situación donde haya colisión entre interés 
público e interés privado…”. Sala Constitucional, resolución N° 3932-95 de las 15:33 horas del 18 de julio de 
1995. Asimismo en el dictamen C-102-2004 de 2 de abril de 2004, expresamos lo siguiente: “En primer lugar, el 
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f) Utilizar o distraer los bienes y recursos municipales en labores, actividades y asignaciones privadas distintas 
del interés público. 

g) Durante los procesos electorales, ejercer actividad política partidaria en el desempeño de sus funciones y 
durante la jornada laboral; así como violar las normas de neutralidad que estatuye el Código Electoral; 
incluyendo aquellas actividades comunales en las que se haya visto inmersa de una u otra forma la 
Municipalidad. 

                                                      
ejercicio de la función pública está regentada por un conjunto de valores, principios y normas de un alto 
contenido ético y moral, con el propósito de garantizar la imparcialidad, la objetividad (véanse, entre otros, los 
votos números 1749-2001 y 5549-99 del Tribunal Constitucional, los cuales, aunque referidos a las 
incompatibilidades, tienen un alcance general), la independencia y evitar el nepotismo en el ejercicio de la 
función pública. Desde esta perspectiva, se busca “(…) dotar de independencia a los servidores públicos, a fin de 
situarlos en una posición de imparcialidad para evitar el conflicto de intereses y la concurrencia desleal.” (Véase 
el voto n.° 3932-95). En esta materia, evidentemente, el interés público prevalece sobre el interés particular 
(véanse el voto n.° 5549-95).”  En abono a esta tesis valga reiterar que, por el hecho de que un funcionario no 
esté sujeto a limitaciones como las derivadas del régimen de prohibición, de dedicación exclusiva o cualquier 
otra incompatibilidad legalmente establecida, ello no significa que en sus actividades privadas -aún fuera de su 
horario de trabajo habitual- esté exento de cumplir con los deberes éticos y legales que entraña el ejercicio de 
la función pública, de ahí que no debe comprometer su imparcialidad, generando conflictos de intereses, o 
favoreciendo el interés privado en detrimento del interés público. Bajo este orden de ideas, es necesario indicar 
que la imparcialidad que debe regir la actuación de todo funcionario público, constituye un principio 
constitucional de la función pública, que es fundamental para lograr la satisfacción de las necesidades públicas 
a través de conductas objetivas que permitan la prestación del servicio de manera eficaz y continua para la 
colectividad. Sobre el particular, nuestro Tribunal Constitucional ha establecido: “(…) DE LOS PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES QUE RIGEN LA FUNCIÓN PÚBLICA. En un Estado democrático como el nuestro, es necesario 
someter a la función pública a una serie de normas que garanticen un comportamiento objetivo a través del 
cual se evite, en la medida de lo posible, la manipulación del aparato del Estado para satisfacer los intereses 
particulares de algunos funcionarios. Existen una serie de principios generales y preceptos fundamentales en 
torno a la organización de la función pública que conciben a la Administración como un instrumento puesto al 
servicio objetivo de los intereses generales: a) que la Administración debe actuar de acuerdo a una serie de 
principios organizativos (eficacia, jerarquía, concentración, desconcentración); b) que sus órganos deben ser 
creados, regidos y coordinados por la ley; y c) que la ley debe regular el sistema de acceso a la función pública, 
el sistema de incompatibilidades y las garantías para asegurar la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones. 
La mayoría de estos principios se han materializado en la Ley General de la Administración Pública, pero que 
derivan de varias normas constitucionales, los artículos 1°, 9, 11, 100, 109, 111, 112, 132, 191 y 192, de los que 
deriva todo lo concerniente al Estado de la República de Costa Rica en relación con los principios democrático, 
de responsabilidad del Estado, de legalidad en la actuación pública, el régimen de incompatibilidades de los 
miembros de los Supremos Poderes, y los principios que rigen el servicio público, tanto en lo que se refiere al 
acceso como la eficiencia en su prestación. No basta que la actividad administrativa sea eficaz e idónea para 
dar cumplida respuesta al interés público, así como tampoco que sean observadas las reglas de rapidez, 
sencillez, economicidad y rendimiento, sino que también es necesaria la aplicación de instrumentos de 
organización y control aptos para garantizar la composición y la óptima satisfacción global de los múltiples 
intereses expresados en el seno de una sociedad pluralista, de modo tal que los ciudadanos que se encuentren 
en igual situación deben percibir las mismas prestaciones y en igual medida. Es así como el principio de 
imparcialidad se constituye en un límite y -al mismo tiempo- en una garantía del funcionamiento o eficacia de 
la actuación administrativa, que se traduce en el obrar con una sustancial objetividad o indiferencia respecto a 
las interferencias de grupos de presión, fuerzas políticas o personas o grupos privados influyentes para el 
funcionario. Este es entonces el bien jurídico protegido o tutelado en los delitos contra la administración pública 
en general o la administración de justicia en lo particular: la protección del principio de imparcialidad o 
neutralidad de la actuación administrativa como medio de alcanzar una satisfacción igual y objetiva de los 
intereses generales (…)." (Resolución N ° 11524-2000 de las 14:48 horas del 21 de diciembre del 2000)  
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h) Aceptar dádivas, obsequios o recompensas que como retribución de actos inherentes a su empleo en la 
Municipalidad. 

i) Solicitar o percibir, sin la anuencia expresa de la Alcaldía, subvenciones de otras entidades públicas por el 
desempeño de sus funciones. 

j) Penar a sus subordinados o tomar contra ellos alguna represalia de orden político o violatoria de cualquier 
otro derecho concedido por las leyes. 

k) Usar el poder oficial o la influencia35 que surja de él, para conferir o procurar servicios especiales, 
nombramientos, o cualquier otro beneficio personal que implique un privilegio, a sus familiares, amigos o 
cualquier otra persona, medie o no remuneración. 

l) Emitir normas en su propio beneficio36. 
m) Usar a título oficial, los distintivos oficiales, vehículos, papelería, información, o el prestigio de la 

Municipalidad u dependencia pública para asuntos de carácter personal o privado. 
n) Usar los servicios del personal subalterno, así como los servicios que presta la institución a la que sirve, 

para beneficio propio, de familiares o amigos, salvo el derecho personal que pueda corresponderle y que 
este expresamente permitido por la ley. 

o) Participar en transacciones financieras utilizando información de la Municipalidad, o facilitarla a terceros.37 

                                                      
35 El artículo 52 de la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública indica: Artículo 

52.-Tráfico de influencias. Será sancionado con pena de prisión de dos a cinco años, quien directamente o por 
interpósita persona, influya en un servidor público, prevaliéndose de su cargo o de cualquiera otra situación 
derivada de su situación personal o jerárquica con este o con otro servidor público, ya sea real o simulada, para 
que haga, retarde u omita un nombramiento, adjudicación, concesión, contrato, acto o resolución propios de 
sus funciones, de modo que genere, directa o indirectamente, un beneficio económico o ventaja indebidos, para 
sí o para otro.  Con igual pena se sancionará a quien utilice u ofrezca la influencia descrita en el párrafo anterior. 
Los extremos de la pena señalada en el párrafo primero se elevarán en un tercio, cuando la influencia provenga 
del presidente o del vicepresidente de la República, de los miembros de los Supremos Poderes, o del Tribunal 
Supremo de Elecciones, del contralor o el subcontralor generales de la República; del procurador general o del 
procurador general adjunto de la República, del fiscal general de la República, del defensor o el defensor adjunto 
de los habitantes, del superior jerárquico de quien debe resolver o de miembros de los partidos políticos que 
ocupen cargos de dirección a nivel nacional.” 
 
36 El artículo 48 de la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública dispone: “Artículo 
48.-Legislación o administración en provecho propio. Será sancionado con prisión de uno a ocho años, el 
funcionario público que sancione, promulgue, autorice, suscriba o participe con su voto favorable, en las leyes, 
decretos, acuerdos, actos y contratos administrativos que otorguen, en forma directa, beneficios para sí mismo, 
para su cónyuge, compañero, compañera o conviviente, sus parientes incluso hasta el tercer grado de 
consanguinidad o afinidad o para las empresas en las que el funcionario público, su cónyuge, compañero, 
compañera o conviviente, sus parientes incluso hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad posean 
participación accionaria, ya sea directamente o por intermedio de otras personas jurídicas en cuyo capital social 
participen o sean apoderados o miembros de algún órgano social. Igual pena se aplicará a quien favorezca a su 
cónyuge, su compañero, compañera o conviviente o a sus parientes, incluso hasta el tercer grado de 
consanguinidad o afinidad, o se favorezca a sí mismo, con beneficios patrimoniales contenidos en convenciones 
colectivas, en cuya negociación haya participado como representante de la parte patronal.” 
 
37 Debe recordarse que los datos financieros, se encuentran protegidos por la Ley Nº. 8968 Protección de la 
Persona frente al tratamiento de sus datos personales. En el artículo 1º se señala “Esta ley es de orden público 
y tiene como objetivo garantizar a cualquier persona, independientemente de su nacionalidad, residencia o 
domicilio, el respeto a sus derechos fundamentales, concretamente, su derecho a la autodeterminación 
informativa en relación con su vida o actividad privada y demás derechos de la personalidad, así como la defensa 
de su libertad e igualdad con respecto al tratamiento automatizado o manual de los datos correspondientes a 
su persona o bienes.” Y en su numeral 2, entre otras cosas se señala: “ 
c) Datos personales de acceso irrestricto: los contenidos en bases de datos públicas de acceso general, según 
dispongan leyes especiales y de conformidad con la finalidad para la cual estos datos fueron recabados.d) Datos 
personales de acceso restringido: los que, aun formando parte de registros de acceso al público, no son de 
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p) Aceptar pago u honorarios por discurso, conferencia, capacitación, asesoría o actividad similar, a la que 
haya sido invitado a participar en su calidad de funcionario municipal. 

q) Llevar a cabo trabajos que estén en conflicto con sus deberes y responsabilidades municipales, que generen 
motivo de duda razonable sobre la imparcialidad en la toma de decisiones que competen al empleado(a) 
salvo excepciones admitidas por la ley.38 

r) Actuar como agente o abogado de una persona u empresa, salvo las excepciones de ley, o si el interesado 
es cónyuge, hermano ascendiente o descendiente, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad 
inclusive en reclamos administrativos o judiciales contra la Municipalidad39. 

s) Solicitar a gobiernos extranjeros o a empresas privadas, colaboradores especiales para viajes, becas, 
hospitalidades, aportes en dinero u otras liberalidades semejantes, para su propio beneficio o para otro 
funcionario(a), aún cuando sea en funciones del cargo. No opera esta disposición cuando se pida 
colaboración a varias entidades para la celebración de actividades de beneficencia organizadas por una 
entidad pública, o cuando se trate de programas de capacitación de personal que justifiquen esa 
colaboración a criterio del Alcalde(sa). 

t) Efectuar, influenciar o patrocinar para terceros, trámites o gestiones administrativas, que se encuentren o 
no directamente a su cargo, fuera de las normales propias de la prestación del servicio o actividad asignada 
para su cumplimiento.40 

u) Revelar las claves de acceso al sistema de una u otra forma a compañeros de trabajo y subalternos. Estas 
solo podrán ser entregadas a la Auditoría Interna o bien a la Alcaldía Municipal, cuando le sean solicitadas. 

v) Dirigir, administrar, patrocinar, representar o prestar servicios, remunerados o no, a personas de existencia 
física o jurídica, que gestionen o exploten concesiones o privilegios de la Administración, o que fueren 
proveedores o contratistas. 

w) Solicitar servicios o recursos especiales para la institución, cuando dicha aportación comprometa o 
condicione en alguna medida la toma de decisiones. 

                                                      
acceso irrestricto por ser de interés solo para su titular o para la Administración Pública. e) Datos sensibles: 
información relativa al fuero íntimo de la persona, como por ejemplo los que revelen origen racial, opiniones 
políticas, convicciones religiosas o espirituales, condición socioeconómica, información biomédica o genética, 
vida y orientación sexual, entre otros. f) Deber de confidencialidad: obligación de los responsables de bases de 
datos, personal a su cargo y del personal de la Agencia de Protección de Datos de los Habitantes (Prodhab), de 
guardar la confidencialidad con ocasión del ejercicio de las facultades dadas por esta ley, principalmente cuando 
se acceda a información sobre datos personales y sensibles. Esta obligación perdurará aun después de finalizada 
la relación con la base de datos. g) Interesado: persona física, titular de los datos que sean objeto del 
tratamiento automatizado o manual. h) Responsable de la base de datos: persona física o jurídica que 
administre, gerencie o se encargue de la base de datos, ya sea esta una entidad pública o privada, competente, 
con arreglo a la ley, para decidir cuál es la finalidad de la base de datos, cuáles categorías de datos de carácter 
personal deberán registrase y qué tipo de tratamiento se les aplicarán. i) Tratamiento de datos personales: 
cualquier operación o conjunto de operaciones, efectuadas mediante procedimientos automatizados o 
manuales y aplicadas a datos personales, tales como la recolección, el registro, la organización, la conservación, 
la modificación, la extracción, la consulta, la utilización, la comunicación por transmisión, difusión o cualquier 
otra forma que facilite el acceso a estos, el cotejo o la interconexión, así como su bloqueo, supresión o 
destrucción, entre otros.” 
 
38 Ver régimen de prohibiciones de funcionarios afectos al pago de prohibición y aquellos que se susciten como 
conflictos de intereses para la parte técnica y legal. 
 
39 Los funcionarios que laboran bajo la condición de abogados deben adscribirse al régimen de prohibición, lo 
que les impide ejercer funciones de asesoría, salvo las excepciones previstas en la ley, cuando se trate de su 
cónyuge (no unión libre) o bien hermano ascendiente o descendiente, hasta el segundo grado de consanguinidad 
o afinidad inclusive. 
 
40 Aquellas personas que manejan diferentes niveles de acceso a la información mediante claves de acceso, se 
encuentran en una posición de diligencia máxima. 
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x) Hacer abandono o dejar de hacer las labores encomendadas sin causa justificada, o sin permiso expreso 
del responsable de la actividad donde se encuentre ubicado. Sin perjuicio de otros supuestos constituye 
abandono41: 

i. Distraer tiempo de sus horas de trabajo para asuntos ajenos a las labores correspondientes del 
cargo que desempeña. 

                                                      
41 El artículo 72 inciso a) y 81 inciso g) del Código de Trabajo que dice: “Fuera de las contenidas en otros artículos 
de este Código, en sus Reglamentos y en sus leyes supletorias o conexas, son obligaciones de los trabajadores: 
a) Abandonar el trabajo en horas de labor sin causa justificada o sin licencia del patrono (…)81 Son causas justas 
que facultan al patrono para dar por terminado el contrato de trabajo: (…) g) Cuando el trabajador deje de 
asistir al trabajo sin causa justificada durante dos días consecutivos o durante más de dos días alternos dentro 
del mismo mes calendario. (…)” 
 
Y, la jurisprudencia ha indicado: “(…)La actora se muestra disconforme con el fallo del Tribunal, -porque en su 
caso dice- no pudo configurarse la causal de despido invocada por los demandados, debido a que su ausencia 
al trabajo durante dos días consecutivos fue justificada por la enfermedad padecida; (…) Aduce que esos 
elementos no fueron valorados acorde con las reglas de la sana crítica y reclama una indebida aplicación del 
numeral 603 del Código de Trabajo, así como la violación de los principios de justicia y equidad. II. El Tribunal de 
Trabajo declaró justificado el despido de la actora con base en la causal contenida en el artículo 81 inciso g) del 
Código de Trabajo que a la letra dice: “Son causas justas que facultan al patrono para dar por terminado el 
contrato de trabajo: (…) g) Cuando el trabajador deje de asistir al trabajo sin causa justificada durante dos días 
consecutivos o durante más de dos días alternos dentro del mismo mes calendario. (…)” En el sub-judice no 
existe controversia alguna sobre la ausencia de la  actora a sus labores (…). La actora considera que por haberse 
encontrado enferma durante esos días, no se opera la causal contenida en el inciso. III. En la forma que está 
concebido el contrato de trabajo dentro de nuestro sistema jurídico laboral, la principal obligación que existe 
del trabajador con respecto al patrono, es la prestación personal del servicio (artículo 4º del Código de Trabajo), 
la cual  surge como contraprestación a la remuneración percibida (artículo 18º ibídem). Por tratarse del 
incumplimiento de esta obligación, la ley autoriza al patrono a prescindir de los servicios del trabajador en  forma 
justificada se ausente durante dos o más días consecutivos dentro de un mismo mes calendario. Ante esta 
situación, a los fines de librarse de las consecuencias negativas, que trae para el trabajador el ausentarse del 
trabajo, surge para él el deber de justificar en forma oportuna la causa que motiva su ausencia. (…). El equívoco 
está en pretender demostrar en sede jurisdiccional, únicamente la existencia de la causal justificante, cuando lo 
cierto es que además de ello, debió acreditar el hecho de haber realizado en tiempo la comunicación a que se 
hizo referencia.(…)”. Ver Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia Resolución No. 756 de las 9:40 del 20 de 
diciembre del 2001.       
 
La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha sostenido que: “La jurisprudencia ha sido clara, en el 
sentido de que en el caso de ausencia al trabajo es indispensable que el empleado, por razones de buena fe y 
del deber de consideración mínima que subyace como elemento de todo contrato laboral, está obligado a 
avisarlo y a justificarlo, en forma oportuna y no se ha aceptado como correcta la práctica de hacerlo 
posteriormente (…). Se concreta que el aviso y la comprobación deben hacerse en forma oportuna, o sea durante 
los dos primeros días, con el fin de que el patrono pueda tomar las medidas del caso para la atención de sus 
intereses; y no es concebible una actitud de descuido y descortesía, como si no existiera de por medio una 
relación con obligaciones recíprocas. Se habla del término de dos días por lo menos, en vista que de acuerdo con 
el artículo 81 inciso g) del Código de la materia, la inasistencia al centro de trabajo sin permiso del patrono en 
forma injustificada, es causa de despido, de suerte que la ausencia en aquellos términos hace nacer de inmediato 
para el empleador el interés legítimo para proceder de conformidad. Si de acuerdo con la norma basta la 
ausencia conforme se ha señalado para que se de (sic) el motivo de despido, ahí está implícito el deber de 
acreditar las cuestiones de hecho que excluyen la falta antes de que ésta se pueda tener como configurada, y se 
produzcan los efectos que motiva al trabajador para actuar en defensa de sus derechos”. Ver Voto 158 de las 
15:00 horas del 4 de octubre de 1989, la Sala señaló que: (En igual sentido, se pronuncian las sentencias Nos. 
010-01 de las 9:50 horas del 5 de enero del 2001 y las 159-99 de las 10:00 horas del 11 de junio de 1999). 
 



 48 

ii. Atender, en horas de trabajo, visitas y hacer llamadas telefónicas de carácter personal para 
asuntos ajenos a sus labores, a menos que estas sean de gravedad o de urgencia, en cuyo caso 
deberán ser lo más breves posibles. 

iii. Atender negocios de carácter personal, o ejecutar algún trabajo de cualquier naturaleza, ajeno a 
los fines de su función o de la Municipalidad. 

i. Visitar otras oficinas que no sean aquellas donde prestan sus servicios, a no ser que lo exija la 
naturaleza del trabajo; así como mantener conversaciones innecesarias con compañeros (as) de 
labores o con extraños, en perjuicio o con demora del trabajo que se está ejecutando. 

ii. Distraer con cualquier clase de juegos o bromas a los compañeros (as) de trabajo o quebrantar la 
cordialidad y el mutuo respeto que deben ser normas en las relaciones del personal de la 
Municipalidad. 
 

y) Presentarse a laborar tardíamente a sus labores, la que se considerará de un día completo si es de jornada 
ininterrumpida, en contrario será de media jornada. 

z) No marcar diaria y oportunamente el control de asistencia pre-establecido, o permitir que otra persona sea 
quien marque, en cuyo caso se considerará falta grave. 

aa) En los casos de que la marca en la tarjeta de asistencia supere los quince minutos después de la hora de 
ingreso a labores, se considera ausencia de toda la jornada, cuando esta sea ininterrumpida y de media 
cuando sea fraccionada. 

bb) Incumplir las órdenes de los superiores jerárquicos, cuando sean propias de su competencia, salvo 
excepciones establecidas por ley. 

cc) Divulgar el contenido de informes o documentos confidenciales, así como hacer público cualquier asunto 
de orden interno o privado de la oficina, sin la autorización correspondiente. 

dd) Ingerir licor o presentarse en esta de embriaguez, drogadicción, o cualquier otra condición análoga, en las 
distintas dependencias de la Municipalidad. 

ee) Utilizar o ceder útiles, herramientas y equipo de cualquier tipo, suministrados por la Municipalidad, para 
objeto distinto de aquel al que están oficialmente destinados. 

ff) Portar armas de cualquier clase durante las horas de labor, salvo que ellas sean requisito derivado del 
desempeño de su cargo. 

gg) Recoger o solicitar, directa o indirectamente, contribuciones, suscripciones o cotizaciones de otros 
compañeros (as); o realizar colectas, rifas o ventas de objetos dentro de las oficinas, salvo las excepciones 
muy calificadas, autorizadas por los responsables de las dependencias u Alcalde( sa), según sea el caso. 

hh) Ampararse en la condición de funcionario(a) de la Municipalidad invocarla para obtener ventajas de 
cualquier índole, ajenas a las funciones que se le han encomendado. 

ii) Ejercer actividades profesionales cuando las mismas riñan con el ejercicio de las funciones que se estén 
desempeñando, o violen la prohibición que imponga la ley para el ejercicio liberal de la profesión, o violen 
los deberes del régimen de dedicación exclusiva, o servir de mediadores para facilitar a terceros sus 
actividades profesionales, valiéndose para ello del cargo o posición que ocupa. 

jj) Salvo lo previsto en la ley, hacer reclamos u otras gestiones similares a favor de los particulares, incluyendo 
funcionarios, en forma directa o indirecta, contra las diversas dependencias de la Municipalidad; llevar 
contabilidades o practicar auditorajes a contribuyentes de la Municipalidad, excepto en cuanto a los 
negocios propios, de su cónyuge, ascendientes, descendientes y colaterales, hasta el tercer grado por 
consagüinidad o afinidad, debiendo previamente comunicarlo a las autoridades respectivas y estas últimas 
fuera del horario laboral. 

kk) Ejercer presión, hostigar, acosar, tomar represalias contra compañeros (as), para obtener provecho 
personal en acciones relacionadas con credos políticos, religiosos, sexuales, económicos y de cualquier otra 
índole. 

ll) Fumar en el centro de trabajo.  
mm) Hacer propaganda religiosa o contraria a las instituciones democráticas. 
nn) Extraer de la Municipalidad documentos, expedientes, equipo, o en general cualquier bien de la 

Municipalidad documentos, expedientes, equipo, o en general cualquier bien de la Municipalidad, aunque 
sea para dar cumplimiento a labores de la Municipalidad, sin autorización expresa y previa del Alcalde(sa); 
salvo aquellos funcionarios que se encuentren en teletrabajo. 

oo) Tratar de resolver por medio de la violencia de hecho o de palabras las dificultades que surjan con jefes, 
servidores o usuarios. 

pp) Consumir café, refrigerio o comidas fuera del horario previsto para ese propósito, o en los lugares no 
designados para ello. 

qq) Incurrir en prácticas laborales desleales. 
rr) Debilitar el control interno en alguna forma. 
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ss) Aquellas otras que se estipulen por medios administrativos y jurídicos, y las demás incluidas en la legislación 
existente al respeto y que no se hayan considerado en este artículo. 

 

Artículo 57.-De conformidad con lo dispuesto en la Ley No 7501 del 25 de abril de 1995, llamada Ley sobre la Regulación 
del Fumado, se prohibirá y sancionará a todos servidores (as) sin excepción, el fumado dentro de las oficinas, pasillos, 
servicios sanitarios y otros sitios de las instalaciones municipales.  

 

Artículo 58.-Los jefes inmediatos serán responsables de advertir a los funcionarios sobre la prohibición del fumado. La 
Municipalidad deberá, asimismo, indicar dicha prohibición por medio de rótulos en lugares visibles.  

 

Artículo 59.-Por el incumplimiento de lo dispuesto en la Ley Reguladora del Fumado y en este reglamento se impondrá 
una multa equivalente a la cuarta parte del salario base menor pagado en la Municipalidad, en aplicación de lo regulado 
en la Ley No 7501.  

 
 

SECCION VIII 
DEL UNIFORME 

 
Artículo 60.- Todo funcionario o funcionaria municipal debe vestir de acuerdo con los lineamientos que a continuación se 
describen:  
 

a) Será de uso obligatorio el uniforme para cada área según corresponda, y bajo la jornada laboral correspondiente; 
el jerarca podrá autorizar el uso de vestimenta diferente al uniforme, por razones de conveniencia, oportunidad, 
caso fortuito o fuerza mayor y sólo en casos excepcionales.  

b) Las Jefaturas inmediatas y la Unidad de Talento Humano deben velar porque los lineamientos antes 
mencionados sean acatados por los servidores y servidoras municipales, de lo contrario, acarreará 
responsabilidad disciplinaria.  
 

Lo anterior tiene como propósito mantener debidamente identificados a los servidores de la Municipalidad de Limón.   
 
 
Artículo 61.- Los lineamientos mencionados en el artículo anterior podrán exceptuarse cuando se realicen inspecciones o 
diligencias que requieran trabajo en el campo.  
 
 
Artículo 62.- Para los efectos anteriores la Municipalidad proporcionará, en la medida de sus posibilidades 
presupuestarias, los uniformes según la naturaleza de las funciones que realizan los colaboradores.  
 
El diseño y color de los uniformes, la Administración lo podrá variar, ocasionalmente, con el fin de lograr mayor decoro, 
en los funcionarios y la imagen de la Municipalidad, así como seguridad, en el personal operativo. 
 
No obstante, lo anterior, la idea es que el funcionario municipal pueda ser plenamente reconocido por los usuarios de las 
institución, los contribuyentes y el público en general. 
 
Las funcionarias embarazadas, podrán realizar los ajustes necesarios, en las prendas y en el caso, en que no pueda usarlo, 
se le excusará de su obligación, por el tiempo que dure su estado de gravidez. 
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Artículo 63.- El uso del uniforme es de carácter obligatorio, en el caso de giras, salvo que por la naturaleza de las mismas, 
se recomiende el uso de otra vestimenta, para cuyo efecto deberá coordinar con su jefatura. En idéntico sentido, se 
dispensa a los abogados (as) de la institución, cuando deban acudir a juicios y diligencias judiciales. 
 
Los días viernes, se autoriza el uso de ropa particular, en el tanto y en el cuanto se ajuste a la probidad y decoro del servicio 
que se desempeña; y se prohíben las minifaldas, jeans rasgados, minicetas, blusas con descotes, ni pantalones cortos o 
chavos y todo aquel tipo de prendas que no resulten sobrias para los fines decoro y probidad que debe privar en el ejercicio 
del cargo. Las faldas no podrán ser superiores a dos centímetros arriba de las rodillas. En ningún caso el uniforme puede 
hacerse acompañar de zapotes tenis. 
 
 
Artículo 64.- El cuidado del uniforme, es responsabilidad absoluta del funcionario (a), siendo que su desgaste debe ser el 
normal producto del uso. 
 
La dependencia encargada de la adquisición y entrega de los uniformes es la Unidad de Bienes y Servicios en conjunto con 
la Unidad de Talento Humano. 
 
Para los efectos pertinentes, se entiende que los uniformes y prendas, constituyen herramientas de trabajo y no perderán 
la condición de propiedad de la Municipalidad, siendo que lo que se entrega es el derecho al uso y posesión, por lo que el 
funcionario es el responsable de su debido uso y conservación. 
 
En consecuencia, con lo anterior se prohíbe a los funcionarios (as), causar daño intencional, cambiar, vender o regalar los 
implementos que integren las prendas de indumentaria personal que les provee la Municipalidad. 
 
 
Artículo 65.- Las jefaturas de unidades y los directores serán los responsables de vigilar que los funcionarios acudan a 
trabajar con el uniforme. El no reportarlos a la Unidad de Talento Humano se tendrá como falta grave. 
 
Los servidores (as) a quienes se les haya entregado uniformes, no podrán presentarse a laborar sin éstos o con éstos en 
forma incompleta. 
 
 
Artículo 66.-  El incumplimiento de las disposiciones atinentes al uso de uniforme o vestimenta se reputará falta grave y 
se sancionará conforme estipula este reglamento. 
 
 
 

SECCION IX 
DE LA UTILIZACIÓN DEL SOFTWARE Y EQUIPO DE CÓMPUTO 

Artículo 67.- La Municipalidad contará con la Unidad de Gestión de  Tecnologías de Información como área de soporte 
informático y se encargará, como tarea esencial  de resguardar, velar por el uso y funcionamiento de la plataforma 
tecnológicas de la institución y asegurar permanente asistencias a los funcionarios de a institución, constituyéndose 
además en el  asistente de asesoría técnica permanente, para delimitar o definir los equipos y programas existente y los 
que estén por adquirirse que conforman los activos informáticos adecuados, para el funcionamiento institucional. 

El software por utilizar en cada equipo de cómputo, es propiedad de la Municipalidad y deberá contar con las respectivas 
licencias; en caso de que un funcionario incluya software ilegal o prohibido, éste será borrado de forma inmediata y el 
funcionario sancionado.  

 

Artículo  68.- Serán funciones de la Unidad de Gestión de Tecnologías de Información: 

a) Deberá vigilar y llevar un inventario detallado de la infraestructura de hardware de la institución, acorde con las 
necesidades existentes de la misma y que se encuentre debidamente licenciado. 
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b) Deberá confirmar que los equipos de información cumplan con las especificaciones indicadas en las solicitudes 
de compra, de no ser así se encargará de la devolución de los mismos. 

c) Deberá realizar el mantenimiento técnico preventivo de todos los equipos informáticos de la institución. 
d) Será responsable de instalar los equipos y programas informáticos y modificaciones utilizados en la institución 

y de conformidad con los requerimientos de la institución. 
e) Será responsable de evaluar el área física donde se instalará un nuevo equipo informático. 
f) Verificará que los equipos tecnológicos tengan disponibilidad de energía eléctrica, cableado estructurado y 

mantengan las condiciones físicas aceptables y adecuadas de temperatura, entre otros. 
g) Deberá solicitar a la Dirección Administrativa la infraestructura o servicios de disponibilidades eléctricas, 

previamente a la instalación de los equipos informáticos requeridos. 
h) Velará por el adecuado uso de las instalaciones eléctricas requerida para el funcionamiento de los equipos 

tecnológicos. 
i) Verificará el inventario de los equipos y programas informáticos que sean instalados, con la finalidad de llevar 

un control de los mismos. 
j) Instalará todas las aplicaciones de los equipos y programas informáticos utilizados por la Institución. 
k) Instruirá al funcionario sobre el uso y manejo adecuado de los equipos y programas informáticos instalados. 
l) Verificará que los suplidos de programas de computadoras suministren los manuales correspondientes al 

funcionamiento de los equipos o programas especializados. 
m) Tendrá la custodia y almacenamiento de todos los programas informáticos de la institución  
n) Restringirá el acceso a los equipos tecnológicos fuera de horario de trabajo, aquellos usuarios que no cuenten 

con una autorización previa de su superior inmediato para laborar fuera de horario o en teletrabajo. 
o) El uso indebido de los recursos informáticos puede afectar negativamente el funcionamiento de los equipos de 

oficina (PC), la red, los servidores por tanto GTI. 
p) Verificará que no le sea asignado un mismo activo informático a más de un usuario. 
q) Verificará que los usuarios sean empleados regulares de la municipalidad, así como contratistas externos, 

consultores debidamente autorizados. 
r) Llevará el control de los equipos informáticos portátiles (Laptop) asignados al personal gerencial que realice 

trabajos fuera de la institución y aquellos que se destaquen en teletrabajo. 

 

Artículo 69.-  Es responsabilidad de los funcionarios usuarios del software y hardware municipal: 

a) Solo podrán utilizar los equipos asignados para ejecutar las actividades o tareas institucionales. 
b) No podrán traer ni efectuar solicitudes a GTI de reparación de equipos tecnológicos personales. 
c) Solicitarán a GTI un levantamiento de los equipos que requieren el área. 
d) Los usuarios de los equipos no podrán mantener documentos de carácter personal o de cualquier otro tipo que 

no se relacionen estrictamente con la función municipal. Para éstos efectos, los funcionarios encargados de los 
sistemas de cómputo de la Municipalidad, podrán realizar revisiones rutinarias a los equipos sin previo aviso.  

 

Artículo 70.-  El software existente en los equipos asignados a los funcionarios estará regido por los siguientes 
lineamientos: 

a) Está prohibido instalar y/o descargar juegos, videos, música ni aplicaciones de ningún tipo de las páginas del 
internet, que no guarden relación con la municipalidad. 

b) Está prohibido tener en los discos de red, archivos que no tengan o guarden relación con la municipalidad, tales 
como:  

i. MP3 ( u otro formato de música) 
ii. EXE (archivos ejecutables) 

iii. MSI (archivos de instalación) 
iv. JPG, JPEG, GIF, BMP,  PNG, ETC (Imágenes) 
v. INI (archivos de configuración de instalación) 

vi. INF (archivos de configuración de instalación) 
vii. DLL (librerías de archivos) 



 52 

viii. ZIP (archivos comprimidos, por lo regular son archivos personales y aplicaciones) 
ix. RAR  (archivos comprimidos, por lo regular son archivos personales y aplicaciones) 

entre otros. 

c) Está prohibido tener en los discos de red archivos que no tengan o guarden relación con la municipalidad. 
d) Está prohibido desinstalar el antivirus de su equipo, pues violenta la seguridad informática institucional. 
e) Deberá informar a GTI, en caso de presentarse cualquier problema de virus en su equipo informático. 
f) Cuidar y preservar el equipo que le sea asignado haciéndose responsable de su custodia, así como de los 

aditamentos, teclados, impresoras, USB, y demás monitores; para cuyo efecto se levantará la información 
pertinentes en el formulario de “comprobante de inscripción, traslado o eliminación de activos fijos. 

g) Es obligación de los funcionarios notificar vía electrónica al correo de la Unidad los inconvenientes o anomalías 
presentados con los equipos, accesorios, impresoras, sistemas, entro otras. 

 

Artículo 71.- Los funcionarios o visitantes externos no podrán acceder al área destinada a GTI, sin la previa autorización 
de la Jefatura de la Unidad, o acompañados de un servidor de la misma. 

 

Artículo 72.- Para el traslado de equipos informáticos, la Unidad de Tecnologías de Información verificará el estado de los 
equipos tecnológicos a ser entregados a las áreas, a través del “Formulario de Comprobante de Inscripción, Traslado o 
Eliminación de Activos Fijos” aprobado por el Gestor y el Director correspondientes para comprobar su salida y recepción 
en buen estado. El Gestor o Director correspondiente debe comunicar a la Dirección Financiera del traslado de estos 
equipos, esto para mantener el orden del personal asignado y Unidad con el nuevo activo.  

Los funcionarios que deban trasladar equipo informático, por diversas razones, deberán completar el formulario hasta la 
casilla “Desinscripción del Bien “ en el Formulario Comprobantes de Inscripción, Traslado o Eliminación de los Activos Fijos 
(Equipos Informáticos), el cual debe ser aprobado por el Gestor y Director correspondiente, y se encuentran en la 
obligación de reportar cualquier daño y deterioro informáticos facilitados. 

El funcionario de un equipo asignado deberá reportar dentro de veinticuatro horas cualquier pérdida o sustracción del 
mismo, tanto al área Administrativa y Financiera como a la División de GTI y estos a la Alcaldía. 

La Dirección Administrativa se encargará de realizar los procesos pertinentes para que se establezca responsabilidad ante 
dicha pérdida. 

Ante el caso de que se determine responsabilidad por parte del funcionario de dicha pérdida se conformará y trasladará 
el expediente respectivo a la Unidad de Talento Humano, para que proceda a rebajar del salario del funcionario, el equipo 
asignado. 

 

Artículo 73.- La procedencia del software utilizado y adquirido por la Institución, deberá estar acorde a las especificaciones 
técnicas que requiera la disponibilidad de la tecnología que disponga la municipalidad. Para estos efectos, la Unidad de 
Gestión de Tecnologías de Información velará que el software incluya la información de instalación y mantenimiento, para 
facilitar la labor del personal de soporte técnico. 

Deberá requerirle a los proveedores, el entrenamiento en el uso de los software especializados. 

Para satisfacer las necesidades de la Institución en cuanto a las modificaciones o instalaciones de software, que cumplan 
con los atributos de calidad adecuados, se definen las siguientes responsabilidades. 
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Parra el cumplimiento de lo anterior, GTI deberá evaluar todas las modificaciones propuestas al software (programas) 
actuales, tomando en cuenta el buen funcionamiento y costo en beneficio de la Institución; así como modificará o instalará 
los sistemas de información, acorde a las necesidades de los usuarios, que busquen mejorar los procesos automatizados 
de la municipalidad. 

 

Artículo 74.- El soporte técnico al equipo informático serán brindadas a los funcionarios, en estricto acatamiento de lo 
aquí preceptuado y será responsabilidad de la GTI; para cuyo efecto dichas solicitudes deberán ser remitidas, vía correo 
electrónico a la Jefatura de la Unidad, quien le dará las instrucciones necesarias al personal técnico bajo su cargo. En un 
plazo no mayor a un día laborable, y si el equipo lo permite, se procederá a la reparación de inmediato, asegurando y 
demostrando al funcionario que el equipo funciona perfectamente. 

Artículo 75.- Existirá un “Plan de Contingencia” cuyo propósito es preparar los equipos, el hardware y el software de la 
municipalidad, para que en caso de desastre o de riesgo, pueda recuperarse y garantizarse la seguridad de la información 
municipal buscando mitigar los efectos e la institución. 

Para el cumplimiento del anterior objetivo, GTI deberá tener siempre en caso de fallas un “Plan de Contingencia” que 
permita recuperar en corto tiempo todas las informaciones contenidas en la Red. 

Se deberá programar, una vez al año un simulacro, con la finalidad de examinar la efectividad del “Plan de Contingencia” 
establecido, proceso en el que todos los funcionarios involucrados se encuentran en la obligación de participar. 

Los funcionarios municipales deberán respetar los lineamientos establecidos en el “Plan de Contingencia” y abocarse a 
colocar con el mismo; y ante la advertencia de un desastre apoyar a la Unidad en la protección de los equipos. 

 

Artículo 76.- El objetivo de la asignación de usuarios corresponde a establecer el acceso a los equipos informáticos de la 
Institución, a aquellos personas que forman parte de la misma, otorgándole el derecho y el privilegio de inicio de sesión 
en la red de la municipalidad y a los diferentes sistemas municipales. 

Para estos efectos, la Unidad de GTI recibirá las informaciones requeridas para evaluar las solicitudes de creación o 
modificación de usuarios en los sistemas de información por parte de las  Unidades usuarias. 

A los servidores nuevos deberá creárseles el usuario con la finalidad de otorgarle el acceso al dominio dela red y los 
diferentes sistemas de la Institución. La creación de nuevos usuarios en el dominio de la red debe ser informado a la 
Unidad de GTI y a la Dirección Administrativa. Todos los usuarios se identificarán con el primer nombre seguido del signo 
de punto y luego el primer apellido del funcionario. 

Toda anomalías en este sentido, será monitoreada por la Unidad. Los funcionarios en disfrute de vacaciones o licencias 
médicas, no serán deshabilitados de la data. Se deshabilitarán los usuarios de los funcionarios que hayan cesado en su 
relación laboral, según información remitida vía correo electrónico po parte de la Unidad de Talento Humano. 

Como medida cautelar disciplinaria temporal, así ordenada por la Alcaldía Municipal, se suspenderá el permiso a la red a 
todo servidor que se encuentre bajo investigación interna por haber presuntamente cometido una infracción. 

 

Artículo 77.-  Es obligación de los servidores municipales en tema de protección de sus “usuario” resguardar bajo absoluta 
confidencialidad, sus credenciales para acceder a los diferentes sistemas, de caso contrario, puede ser sancionado acorde 
a las disposiciones de la Unidad y/o Dirección a cargo. Ningún funcionario podrá solicitar directamente  a GTI, la creación 
de acceso a la Red de la Institución o a sistemas. 
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Todo funcionario municipal deberá asegurarse del cierre de manera correcta de la sesión de usuario al momento de 
finalizar sus labores. 

No se permitirá a persona ajena a la Institución el acceso al equipo informático asignado a los servidores municipales. 

 

Artículo 78.- Se prevén las siguientes medidas de seguridad de acatamiento obligatorios para todo servidor institucional, 
con el propósito de proteger la información y normar los niveles de acceso y confidencialidad, a ser observadas y cumplidas 
por los involucrados en el uso y mantenimiento de los activos de informática de la organización. 

La Unidad de Gestión de Tecnologías de Información deberá: 

a) Velará para que los equipos estén libres de vulnerabilidad a fin de reducir los riesgos a que puedan someterse. 
b) Velará por la seguridad de la información que se genere día a día. 
c) Deberá almacenar en un lugar seguro todos los back-ups o copia de seguridad ejecutados, preferiblemente fuera 

de la Institución. 
d) Se encargará de monitorear el uso indebido de todos los equipos tecnológicos por parte de los usuarios de la 

Institución. 
e) Velará por la instalación de programas que garanticen la seguridad de la información en los archivos 

compartidos. 

Por su parte, los funcionarios (as) municipales deberán: 

a) Solo utilizará el correo institucional, para recibir y/o enviar correspondencia relacionado con su trabajo. 
b) Los usuarios deberán revisar y responder día a día todos los correos electrónicos internos como externos 

relacionados con las actividades institucionales. 
c) Deberá manejar todas las informaciones institucionales exclusivamente a través de los correos internos que 

dispone la organización. 
d) Se asegurará de salvar y proteger la información que maneja. 
e) No podrá transferir a terceros informaciones consideradas como confidenciales sin autorización previa. 
f) Guardará la información de trabajo en los discos de red asignados por usuario, garantizando así la integridad de 

la información.  
g) Los usuarios deberá revisar y responder día a día todos los correos electrónicos internos como externos. 
h) Deberá borrar todos aquellos correos que no deban permanecer en los buzón ni en la papelera. 
i) Deberá crear una contraseña privada, con la finalidad de acceder a los datos, servicios y programas de su equipo, 

asegurándose que tenga las siguientes características: 

i. Ocho o más caracteres. 
ii. Combinar letras mayúsculas, minúsculas y números. 

iii. Fácil de recordar y difícil de adivinar. 
iv. No deberá compartir la contraseña creada para acceder al Equipo Informático 

asignado. 

j) No habrá uso indebido de la información institucional que maneja. 

 

Artículo 79.- Todos los servidores (as) municipales, están obligados a utilizar la impresora, solo cuando resulte 
absolutamente necesario, para cuyo fin se establecerá un control interno bajo los siguientes lineamientos: 

La Unidad de Tecnologías de Información: 

a) Se encargará de monitorear el uso de las impresoras de red. 
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b) Coordinará con los encargados de área, el personal que puede tener acceso a las impresoras de red como a las 
impresoras disponibles en las unidades. 

c) Las impresoras a color solo será utilizadas para imprimir documentos que exclusivamente así lo requieran, para 
cuyo efecto se prohíben las pruebas y borradores. 

d) Coordinará con los encargados de las unidades, la concientización del personal para su área sobre el uso 
indebido de las impresoras. 

e) No se imprimirán trabajos que no tengan relación con la Institución. 
f) Cada área solicitará el papel de impresión a utilizar y será responsable del uso del mismo. 
g) Solo se utilizarán para impresiones, tóneres y tintas originales. 
h) Reportará vía correo electrónico el uso indebido de las impresoras. 

Es responsabilidad de los servidores (as) municipales: 

a) No podrán imprimir documentos personales, ni a terceras personas en los equipos de la Institución. 
b) Los “borradores” de trabajos serán impresos bajo el mandato de economía de tinta. 
c) Podrá utilizar para borradores de trabajo, hojas recicladas que no contengan información considerada como 

confidencial. 
d) Hará buen uso del material de trabajo disponible en el área para sus impresiones. 

 

Artículo 80.- El internet es un medio importante y eficiente de comunicación, por lo cual es indispensable lograr un uso 
equitativo y eficiente del mismo, por lo que GTI velará porque se cumplan los siguientes lineamientos: 

a) Se asegurará de coordinar con los encargados de las unidades, las páginas de Intenet a las que pueda tener 
acceso el personal bajo su cargo, bloqueando aquellas páginas que no sean relevantes para el desempeño de 
las funciones. 

b) Deberá monitorear el acceso de las páginas de internet por parte del personal e informar cualquier violación de 
acceso, vía correo electrónico a los encargados de las áreas. 

c) Deberá informar vía correo electrónico al encargado de la unidad, los casos continuos de violación de acceso a 
internet a páginas no relacionados con el trabajo institucional como por ejemplo: de juegos, de música, 
descargas, videos, entre otras, con la finalidad de que se tomen las medidas de lugar. 

d) Dará seguimiento a la plataforma de internet, notificando a las unidades los inconvenientes presentados en la 
misma. 

Será responsabilidad de los funcionarios: 

a) Está prohibido la transmisión y/o descarga de material obscenos o pornografía, o aquel que contenga amenazas 
o cualquier tipo de información que atente contra la moral o buenas costumbres. 

b) No deberá acceder a las siguientes páginas: 

i. YouTube 
ii. Facebook 

iii. Twiter 
iv. TickTock 
v. Instagram 

vi. Hi5 
vii. Bonceh.com 

viii. Uepa.com 
ix. Megavideo.com 
x. Megaupload.com 

xi. Rapidshare.com 
xii. Gigasize.com 

xiii. Páginas de Warez 
xiv. Otras de igual finalidad. 
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c) Solo tendrá acceso a las siguientes páginas de internet: 

i. Servicios bancarios 
ii. Educativos 

iii. Periodísticas 
iv. Institucionales 

 

Artículo 81.- Los imprevistos y que estén vinculados al trabajo y no estén contemplados en este reglamento ni constituyan 
una “Política Institucional”, serán atendidos o resueltos por las Direcciones  

 

Artículo 82.- Se autoriza a la Unidad de Gestión de Tecnologías de Información a practicar revisiones periódicas revisiones 
rutinarias a los equipos sin previo aviso.  

Artículo 83.- Para efectos de protectores y refrescadores de pantalla, podrán utilizarse únicamente los definidos por la 
Municipalidad, en concordancia con la normativa interna o gubernamental que exista para ello.  

 

CAPÍTULO VIII 

DE LOS FUNCIONARIOS (AS)CON CAPACIDADES DIFERENTES 

 

Artículo 84.- La Municipalidad garantizará la posibilidad de ingreso a las personas con capacidades diferentes y el derecho 
a un empleo adecuado a sus condiciones y necesidades personales. 
 
 
Artículo 85.- Se considerará un acto de discriminación cuando los mecanismos empleados para este proceso no estén 
adaptados a las condiciones del (la) aspirante, cuando se exijan requisitos adicionales a los establecidos para todos los 
(las) solicitantes o cuando no se emplee a un trabajador (a) idóneo en razón de su discapacidad. 
 
 
Artículo 86.- La Municipalidad debe propiciar las facilidades necesarias con el fin de que todos los servidores (as), sin 
discriminación alguna, puedan capacitarse y superarse en el desempeño de sus puestos. 
 
 
Artículo 87.- La Municipalidad facilitará la participación de los funcionarios (as) en programas de capacitación cuando 
sufran disparidad en razón del trabajo que realizaban. 
 
 
Artículo 88.- La Municipalidad en el marco de sus competencias emitirá Politicas Públicas Locales de inserción de las 
personas con capacidades diferentes, en el mercado laboral, de conformidad con lo preceptuado en la Ley Nº. 7600. 

 
 

TITULO III 
DE LA PRESTACION DEL SERVICIO 

CAPITULO I 
DE LA EVALUACIÓN Y CALIFICACIÓN DE SERVICIOS 

 

 

Artículo 89.- Los servidores (as) de la Municipalidad, tendrá de acuerdo con el Código Municipal, una evaluación y 
calificación de sus servicios. Para tales efectos la Unidad de Talento Humano confeccionará los formularos y los modificará 
si fuera el caso, previa consulta al Alcalde (sa). 
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Artículo 90.- La evaluación o calificará anual de servicios determinará el pago de la anualidad respectiva y servirá como 
reconocimiento a los servidores (as) para estimular y lograr una mayor eficiencia así como factor a considerar en el proceso 
de reclutamiento y la selección, la capacitación, los ascensos, aumentos de sueldo, la concesión de permisos y las 
reducciones forzosas de personal.42 

                                                      
42 El artículo 45 y siguientes de la Ley nº. 9635 de Fortalecimiento de la Finanzas Públicas dispone La evaluación 

del desempeño será un mecanismo para la mejora continua de la gestión pública y del desempeño y desarrollo 
integral de los funcionarios públicos; y el 49 define los criterios para la evaluación del desempeño. Cada jefatura 
de la Administración Pública, al inicio del año, deberá asignar y distribuir a todos los funcionarios entre los 
procesos, proyectos, productos y servicios de la dependencia, estableciendo plazos de entrega y tiempo 
estimado para su elaboración. Será responsabilidad de cada superior jerárquico dar seguimiento a este plan de 
trabajo anual, su incumplimiento será considerado falta grave de conformidad con la normativa aplicable. Para 
el seguimiento regular y frecuente de las actividades del plan de trabajo, cada administración deberá establecer 
un sistema informático al efecto, alimentado por cada funcionario con las actividades diarias vinculadas a dichos 
procesos, proyectos y productos, y el cumplimiento de plazos y tiempos. Será responsabilidad de cada 
funcionario, incluido todo el nivel gerencial, la actualización y mantenimiento al día, de la información necesaria 
para la evaluación de su desempeño de conformidad con los procesos, proyectos, productos y servicios 
asignados particularmente, sus plazos de entrega y tiempos estimados para su elaboración, en dicho sistema 
informático que la administración pondrá a su disposición. Su incumplimiento será considerado falta grave de 
conformidad con la normativa aplicable. El incentivo por anualidad se concederá únicamente mediante la 
evaluación del desempeño para aquellos servidores que hayan cumplido con una calificación mínima de “muy 
bueno” o su equivalente numérico, según la escala definida. El 80% de la calificación anual, se realizará sobre el 
cumplimiento de las metas anuales definidas para cada funcionario de conformidad con lo dispuesto en el 
presente capítulo y un 20% será responsabilidad de la jefatura o superior .El resultado de la evaluación anual 
será el único parámetro para el otorgamiento del incentivo por anualidad a cada funcionario. Las calificaciones 
anuales constituirán antecedente para la concesión de estímulos que establece la ley y sugerir recomendaciones 
relacionadas con el mejoramiento y desarrollo de los recursos humanos. Será considerado para los ascensos, 
promociones, reconocimientos, capacitaciones y adiestramientos, y estará determinado por el historial de 
evaluaciones del desempeño del funcionario.  Artículo 50. Igualmente el proceso de evaluación deberá ser 
considerado para implementar las acciones de mejora y fortalecimiento del potencial humano.  

Por su parte, el Reglamento tantas veces señalado dispone que : Artículo 14.- Anualidades. El incentivo de 
anualidad se reconocerá según los siguientes parámetros:  a)  El incentivo se reconocerá únicamente mediante 
la evaluación del desempeño, a aquellos servidores que hayan cumplido con la calificación de “muy bueno” o 
“excelente”, o su equivalente numérico, según la escala definida. b)  El incentivo será un monto nominal fijo para 
cada escala salarial, que permanecerá invariable, será reconocido en la primera quincena del mes de junio de 
cada año, y pagado de manera retroactiva según la fecha del cumplimiento de la anualidad que en cada caso 
corresponda. c)  El cálculo del monto nominal fijo corresponde a un 1,94% (uno coma noventa y cuatro por 
ciento) del salario base de las clases profesionales y de 2.54% (dos coma cincuenta y cuatro por ciento) para 
clases no profesionales, de manera inmediata a partir de la entrada en vigencia de la ley, sobre el salario base 
que corresponde para el mes de enero del año 2018, de conformidad con lo establecido en el transitorio XXXI de 
la Ley N° 9635. d)  Los cambios respecto al parámetro de cálculo de las anualidades serán aplicables a todos los 
servidores a partir de la entrada en vigencia de la Ley N° 9635, en las nuevas anualidades que estos adquieran. 
Las anualidades ya recibidas previo a la entrada en vigencia de dicha ley, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 56 y el Transitorio XXV de la misma, mantendrán las condiciones en que se otorgaron.  

Además el Código Municipal dispone en su numeral 137: La evaluación y calificación de servicios será una 
apreciación del rendimiento del servidor en cada uno de los factores que influyen en su desempeño general. Las 
categorías que se utilizarán para la evaluación anual serán: Regular, Bueno, Muy Bueno y Excelente. La 



 58 

 
Artículo 91.- Para evaluar y calificar al servidor(a) en su desempeño general, se utilizarán las categorías de Regular, Bueno, 
Muy Bueno y Excelente. La evaluación y calificación de servicios se hará efectiva en la primera quincena del mes de junio 
de cada año43 y será responsabilidad de la Unidad de Talento Humano velar porque cada Encargado de las Unidades, los 
Gestores y Directores; así como la Vice-Alcaldía y Alcaldía y Concejo Municipal, cumplan esta disposición reglamentaria. 
 
 
Artículo 92.- La evaluación y calificación de servicios en la Municipalidad de Limón deberá darse a los servidores (as) 
nombrados (as) en propiedad, que durante el año hayan trabajado continuamente. 
 
 
Artículo 93.- Cuando el servidor(a) no haya completado un año de prestar servicios en el momento de la evaluación, se 
observarán las siguientes reglas: 
 

a)  El servidor(a) que durante el respectivo período de evaluación y calificación de servicios anual haya cumplido el 
período de prueba, pero no haya completado un semestre de prestación de servicios, será calificado 
provisionalmente, deberá calificársele en forma definitiva durante la primera quincena del mes de enero siguiente. 
De no reformarse la calificación provisional en este período, será considerada definitiva. 

b)  Si el servidor(a) ha estado menos de un año, pero más de seis meses a las órdenes de un mismo coordinador, a él 
corresponderá evaluarlo. 

c)  Si el servidor(a) ha estado a las órdenes de varios coordinadores durante el año, pero con ninguno por más de seis 
meses, lo evaluará y calificará el último coordinador con quien trabajó tres meses o más. 

 

 

Artículo 94.- El desacuerdo entre la jefatura de unidad, gestor y/o director inmediato y el colaborador(a) en relación con 
el resultado de la evaluación y calificación de servicios, será resuelto por el Alcalde de la Municipalidad, previa audiencia 
a todas las partes interesadas,44 en un plazo de quince días naturales. 

                                                      
evaluación y calificación de servicios se hará efectiva en la primera quincena del mes de junio de cada año. La 
Oficina de Recursos Humanos velará por que cada jefe cumpla esta disposición. 

43 La anualidad deberá pagarse retroactiva, en la primera quincena del mes de junio, y únicamente en aquellos 
casos que corresponda. 
44 El Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de Alajuela emitió la sentencia de primera instancia Nº. 
1419-2018 de las 8:36 horas del 29 de octubre del 2018; que en lo que interesa dispuso: “(…) Ahora bien, de 
dicha normativa, expuesta e insertada, se desprende que la revisión de la evaluación, le corresponde al Alcalde, 
pero no se indica que dicho acto administrativo tenga revisión por medio de la jerarquía impropia. En cuanto a 
la apelación, la misma resulta improcedente para dicho supuesto. En cuanto a la recusación en esta sede, la 
misma no es una vía previsible para ser conocida por el Juez que revisa la materia administrativa, pues el Código 
Municipal así no lo indica, por lo tanto, dicha gestión también resulta improcedente. En cuanto a la nulidad 
aparejada a la apelación, no es procedente como parte del recurso de apelación, pues esta vía no está prevista 
para la impugnación de una calificación, pues en realidad, el recurrente alegó nulidad por la parcialidad que 
dice que existe. Se recuerda que las únicas sanciones que permiten esta revisión o apelación ante el JUEZ como 
ya se dijo, es el despido y la suspensión de los funcionarios municipales,  toda vez que les concede una mayor 
garantía o protección, cuando son objeto de este tipo de sanciones. La ley, no se le concede esta jerarquía o esta 
verticalidad a la calificación anual pues insertada la normativa que la rige se desprende que la misma tiene otra 
vía para ser resuelta. La recusación tampoco puede ser conocida mediante este remedio vertical que se concede 
a las sanciones propiamente. En resumen, la calificación no es una sanción y tampoco equivale a un despido. 
Resta por decir que la Alcaldía es quien debe conocer sobre la remisión a otras oficinas, tales como salud 
ocupacional o Defensoría de los Habitantes, sí así lo tiene a bien. En razón de todo lo expuesto, lo procedente 
es, declarar mal admitido el traslado que hizo la Alcaldía de Poás mediante documento que resuelve apelación 
y que concede traslado a esta instancia. POR TANTO  De conformidad con lo expuesto, lo procedente es, declarar 
mal admitido el recurso de apelación y la nulidad del acto mediante dicho recurso, así como la recusación 
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La resolución de la Alcaldía Municipal emitida mediante acto motivado, respecto del resultado de la evaluación del 
desempeño, agotará la vía administrativa. 
 
 
Artículo 95.-Cuando el resultado de la evaluación y calificación de servicios anual del servidor(a) sea de Regular dos veces 
consecutivas el hecho, se considerará falta grave y se actuará conforme a lo establecido; por parte del Alcalde; previa 
audiencia a todas las partes. 
 
Artículo 96.- Cuando se haya producido una evaluación del desempeño, en un período de transición, en donde la plaza del 
funcionario a calificar, haya desaparecido, por reducción forzosa de servicios o por un proceso de reingeniería 
organizacional, la persona a calificar será el Alcalde.45 

                                                      
planteada, dentro del proceso administrativo de XXXXX, contra el acto de calificación o evaluación de 
desempeño, que realizó la Municipalidad de Poás de Alajuela.- (…)”. 

 
Y, los numerales 136 y 140 del Código Municipal indican que los trabajadores comprendidos en la presente ley 
tendrán anualmente una evaluación y calificación de sus servicios. Para tal fin, la Oficina de Recursos Humanos 
confeccionará los formularios y los modificará si fuere necesario, previa consulta a alcalde municipal, a quien 
corresponderá elaborarlos donde no exista esta Oficina y  el artículo 140 del Código Municipal indica: El 
desacuerdo entre el jefe inmediato y el subalterno respecto al resultado de la evaluación y calificación de 
servicios, será resuelto por el alcalde municipal, previa audiencia a todas las partes interesadas. 
 
44. Lo anterior en el ejercicio de sus competencias, como administrador general institucional y jefe de las 
dependencias municipales. Dice el artículo 17 inciso a) y k) del Código Municipal “Corresponderá al alcalde 
municipal las siguientes atribuciones y obligaciones: a) Ejercer las funciones inherentes a la condición de 
administrador y jefe de las dependencias municipales, vigilando la organización, el funcionamiento, la 
coordinación y fiel cumplimiento de los acuerdos municipales, las leyes y los reglamentos en general. (…) k) 
Nombrar, promover, remover al personal de la municipalidad, así como conceder licencias a imponerle 
sanciones, todo de acuerdo con este código y los reglamentos respectivos. Las mismas atribuciones tendrá sobre 
el personal de confianza a su cargo. Esto quiere decir que la competencia funcional de parte del Alcalde 
Municipal, la cual ha sido definida por la Procuraduría General de la República, en el dictamen C-308-2011 del 
día 08 de diciembre del 2011, como “ A.-EN ORDEN A LA COMPETENCIA ADMINISTRATIVA. Cada organismos 
público posee capacidad para actuar jurídicamente la competencia de que es titular. La competencia 
administrativa es un corolario del principio de legalidad, cuyo objeto es señalar los poderes y deberes con que 
cuenta la Administración Pública para actuar conforme el ordenamiento. La competencia es la aptitud de obras 
de las personas públicas o de sus órganos y se resume en los poderes y deberes que han sido atribuidos por el 
ordenamiento de un órgano o ente público, lo que delimita los actos que puede emitir válidamente. En esa 
medida la competencia constituye un elemento de validez del acto administrativo. La atribución de una 
competencia en favor de un ente u órgano presenta varias características. En primer término, la atribución debe 
ser expresa: los órganos y entes públicos sólo son competentes para ejercitar los poderes que expresamente 
hayan sido otorgados por el ordenamiento. En ese sentido, se afirma que la atribución de competencias no 
puede presumirse, sino que debe derivar de un acto normativo expreso. Por otra parte, si bien se afirma como 
un principio general de Derecho Administrativo que la competencia es expresa, el ordenamiento acepta la 
titularidad de potestades implícitas, consecuencia de la definición de los fines que corresponde concretizar al 
ente y de la propia competencia expresamente atribuida a éste. Se ha dicho que:  "En los supuestos en los que 
el ordenamiento atribuye a un ente u órgano la competencia sobre una materia o sector de la realidad de forma 
indeterminada, sin precisar las concretas potestades conferidas, debe entenderse, en principio -y salvo lo que 
pueda resultar de las atribuciones normativas en favor de otros entes u órganos-, que aquél asume la titularidad 
de todas las potestades públicas de actuación normativamente previstas en relación con tal 
materia." (ENCICLOPEDIA JURIDICA BASICA, II, Madrid: Editorial Civitas, 1ra. ed., 1995, p. 1210)".   
 
La resolución N° 6362-94 de 1º de noviembre de 1994 de la Sala Constitucional señala al respecto:  "... la teoría 
de la ejecutoriedad de los actos administrativos, aún cuando no expresamente formulada en el texto de la 
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CAPÍTULO II 

DE LA CAPACITACIÓN Y EL DESARROLLO PERSONAL 

SECCION I 

DE LOS OBJETIVOS DE LA CAPACITACION 
 

Artículo 97.- La Municipalidad, mantendrá un programa de capacitación, acorde con las necesidades y previa detección 
de las mismas, las cuales ejecutará por diversos medios de acuerdo con el artículo 151 del Código Municipal, según las 
posibilidades presupuestarias o instituciones nacionales e internaciones que las concedan sin costo adicional para tales 
efectos. 

 

Le corresponde a la Unidad de Talento Humano, en coordinación con la Dirección Administrativa, identificar mediante un 
diagnóstico, las necesidades de adiestramiento, capacitación y formación que sean de interés institucional, en apego del 
Plan Estratégico Municipal, el Plan de Desarrollo Humano Cantonal y el Plan Anua Operativo, a los fines de establecer un 
“Plan Anual de Capacitación y Formación”. 

 

Las solicitudes de capacitación que emanen de las dependencias de la municipalidad, no incluidas en dicho “Plan” serán 
atendidas por la Unidad de Talento Humano, de acuerdo con el interés institucional sobre el tema, la afectación al servicio 
público, la disposición presupuestaria existente, la urgencia institucional de la solicitud y la fecha de presentación de ésta. 

 

Todas las solicitudes sin excepción deben ser aprobadas por la Dirección Administrativa; quien determinará si debe hacerlo 
de conocimiento del Alcalde (sa) o no. 

 
 
Artículo 98.- Los objetivos del sistema de capacitación y desarrollo personal son los siguientes: 
 

a) Incentivar el mejoramiento de la condición profesional y técnica de los funcionarios y su identificación con la 
misión y visión de la municipalidad. 

b) Ofrecer a los funcionarios oportunidades de adiestramiento, capacitación y formación con el fin de que la 
municipalidad pueda contar con personal altamente profesionalizado tanto técnica como académicamente. 

c) Adaptar las actividades de los funcionarios (as) a las condiciones que modifican el quehacer institucional, 
fortaleciendo sus habilidades y capacidades para enfrentar cambios. 

d) Fortalecer la motivación y la creatividad de los funcionarios municipales, mediante el estímulo del sentido de 
responsabilidad, la dedicación y la eficiencia en el desempeño de sus labores. 

 

 

SECCION II 

DE LA COMISION DE ASUNTOS ACADEMICOS 
 
Artículo 99.- En la medida de sus posibilidades, la municipalidad otorgará becas para la obtención de grados académicos 
a aquellos funcionarios (as) nombrados en propiedad, que califiquen, de conformidad con sus méritos, para cuyo efecto 
se creará una Comisión de Asuntos Académicos, integrada de la siguiente forma: 
 

                                                      
Constitución, obedece a la teoría de las facultades implícitas de los órganos públicos, por lo que, ante el vacío 
legislativo, debe considerarse el órgano investido de aquéllas facultades suficientes y necesarias para cumplir 
los fines impuestos por el legislador -y no más-. De otra manera la Administración se enfrentaría a la disyuntiva 
de tener que producir determinados resultados impuestos por la ley, pero carecer de las atribuciones y 
potestades para ello...".  
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a) el funcionario (a) que se desempeñe como Encargado (a) de la Unidad de Talento Humano; quién presidirá la 
Comisión. 

b) el funcionario (a) que se desempeñe como Encargado (a) de la Unidad de Planificación; 
c) un representante de los niveles ocupacionales de la municipalidad, designados por la Alcaldía Municipal. 

 
Los servidores que deseen obtener una beca, para completar sus estudios primarios y secundarios y que no se encuentran 
nombrados en propiedad o que se encuentren nombrados por servicios especiales o jornales ocasionales, serán valorados 
por el Alcalde (sa) Municipal, quien podrá emitir una recomendación razonada diferente, a los casos de aquellos 
servidores, nombrados en propiedad. 
 
 
Artículo 100.- La Comisión de Asuntos Académicos tendrá las siguientes funciones: 
 

a) Recomendarle a la Alcaldía Municipal las políticas y directrices que deben adoptarse en materia de capacitación, 
para que éste, una vez aprobadas, las presente al Concejo Municipal. 

b) Analizar y aprobar el “Plan Anual de Capacitación y Formación”. 
c) Analizar y recomendar mediante resolución razonada, la aprobación de los informes que rinda la Unidad de 

Talento Humano referentes a las solicitudes que presenten los servidores para programas de capacitación. 
d) Procurará la obtención de becas en instituciones de educación superior para funcionarios (as); en el Instituto 

Nacional de Aprendizaje, en las Universidades, en los Colegios y Escuelas del Ministerio de Educación y en 
aquellos centros de educación privados, así como en la Oficina de Becas del Ministerio de Relaciones Exteriores. 

e) Recomendará a la Dirección Administrativa, si la beca puede ser financiada por la municipalidad en forma parcial 
o total; y que tipo de gastos cubre, así como el monto total de la inversión realizada por el municipio e 
indefectiblemente incluirá, la suscripción del “Contrato de Beca” que dispone, entre otras cosas el triple del 
plazo de servicio invertido por el municipio, en el funcionario (a) a disposición de la Municipalidad. 

 
 

 
SECCION III 

DEL PROCEDIMIENTO PARA LA OBTENCION DE UNA BECA 

 

Artículo 101.- Las solicitudes de becas deberán acompañarse de los siguientes documentos: 

 
a) Anuencia escrita del jefe inmediato del servidor, en que se valore el impacto que podría tener sobre el servicio, 

la ausencia del servidor (a). 
b) justificación de la jefatura, en la que se refiera a la necesidad y conveniencia en virtud de las cuales el funcionario 

(a) debe recibir la beca, cómo contribuirá la preparación del servidor (a) a aumentar la productividad y eficiencia 
de la unidad, a la que pertenece, así como las ventajas que obtendrá. 

c) La solicitud debe presentarse con una antelación de un mes natural. 
d) El programa de estudios que debe cumplir y el horario del mismo. 
e) Cuando se trate de becas, que sean producto de cooperación internacional, el servidor (a) deberá cumplir con 

los requisitos que estipule el organismo auspiciador, incluyendo el idioma. 
 

 

SECCION IV 

DE LAS OBLIGACIONES INSTITUCIONALES 

 

Artículo 102.- Los permisos para estudiar se concederán únicamente a aquellos funcionarios (as) que vayan a cursar el 
curriculum o programa de carreras relacionadas con el quehacer institucional, o en aquellas que, a criterio de la Comisión 
de Asuntos Académicos, pueden de una u otra forma resultar en beneficio institucional. 

 

Los permisos de estudio podrán otorgarse hasta por un máximo de ocho horas por semana, salvo que a juicio de la 
Comisión de Asuntos Académicos existan situaciones especiales que ameriten autorizar un tiempo mayor y sólo para los 
siguientes efectos: 
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a) Asistir a lecciones o desarrollar Trabajo Comunal Universitario. 
b) Cuando no exista disponibilidad de horarios que permitan llevar carreras o cursos en horas no hábiles, para lo 

cual deberán presentar el respectivo comprobante del centro de estudios. 

 

Las horas concedidas comprenderán el tiempo que el beneficiario requiera para trasladarse al centro de estudios. 

 

Artículo 103.- En cualquier caso, los permisos deberán concederse sin que se afecte el buen servicio público y siempre que 
las condiciones, tanto de la dependencia a la que pertenece el servidor como las de la Municipalidad, lo permitan. 

 

Artículo 104.- La Unidad de Talento Humano es la dependencia técnica, coordinadora y ejecutora de las decisiones en la 
materia de capacitación y adiestramiento, para cuyo efecto tendrá las siguientes responsabilidades: 

 
a) Proponer al Alcalde y a la Comisión de Asuntos Académicos, las políticas, normas y procedimientos que rigen en 

la materia de adiestramiento, capacitación y formación. 
b) Elaborar, en coordinación con la Dirección Administrativa, y las jefaturas de las distintas unidades y 

dependencias, a través de los planes operativos, el diagnóstico de necesidades de capacitación. 
c) Elaborar el “Plan Anual de Capacitación y Formación”, en los términos en que lo prescribe este reglamento. 
d) Suministrar al Alcalde la estimación presupuestaria anual para capacitación y formación. 
e) Tramitar las acciones de capacitación que le solicite la Comisión de Asuntos Académicos. 
f) Elaborar para la Alcaldía, el estudio técnico necesario para organizar y programar las acciones de adiestramiento, 

capacitación y formación, incluyendo en éste, aspectos financieros como la razonabilidad del costo y la 
recomendación técnica fundamentada, quien lo pondrá en conocimiento de la Comisión de Asuntos 
Académicos. 

g) Emitir constancias de participación en actividades de adiestramiento y capacitación, en el tanto y en el cuanto 
consten en el expediente del funcionario (a). 

h) Presentar a la Dirección Administrativa, con copia a la Alcaldía, un informe de las actividades de capacitación, 
antes de la elaboración del presupuesto ordinario de cada ejercicio fiscal, con fecha máxima el 1º de agosto de 
cada año, a los fines de que la Alcaldía determine el impacto institucional y el beneficio recibido, de cara a la 
elaboración del siguiente presupuesto. 

i) Programar las actividades de capacitación de los funcionarios (as) que han participado en éstas y hacia aquellos 
que no han recibido dichas capacitaciones, de forma tal que se retroalimenten del conocimiento y habilidad 
adquirido. 

j) Coordinar con las instituciones gubernamentales y especialmente con el Instituto Nacional de Aprendizaje la 
oferta en materia de capacitación. 

k) Comunicar para efectos de cobro, a la Dirección Administrativa y al Alcalde Municipal, los incumplimientos 
contractuales de becarios. 

l) Administrar los convenios de capacitación y formación suscritos por la municipalidad. 
m) Organizar programas integrales de adiestramiento y capacitación que ofrezcan mayores oportunidades de 

crecimiento intelectual, académico y técnico para los servidores (as), evitando acciones parciales de 
capacitación. 

n) Solicitar a la Alcaldía Municipal la cancelación de las becas concedidas, así como sugerir demandar del becario 
el reintegro de las sumas giradas y de los intereses, así como eventuales daños y perjuicios ocasionados, en los 
siguientes casos. 
 

i. Si el becario deja de laborar para la Municipalidad. 
ii. Si los informes que se recibieren, en relación con el aprovechamiento de la 

capacitación, no fueren satisfactorios. 
iii. Si el becario perdiere un curso, salvo si existiere una justificación satisfactoria para la 

Comisión de Asuntos Académicos. 
iv. Si el becario fue expulsado o suspendido del centro de estudios. 
v. Si el becario no entregare los informes de avance a la Unidad de Talento Humano. 

vi. Por incumplimiento de las obligaciones contractuales. 
 

o) Una vez, que la Oficina de Talento Humano haya ordenado incoar el procedimiento administrativo de rigor, 
observando las garantías del caso, a efecto de determinar la responsabilidad del becario en caso de 
incumplimiento de las obligaciones, contraídas y fijado el monto a cubrir, se intimará administrativamente en 
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dos ocasiones a restituir la suma adeudado. En caso de que el becario se negare al pago, la Comisión de Asuntos 
Académicos solicitará a la Unidad de Contabilidad que certifique la deuda con carácter de título ejecutivo, y 
remitirá el expediente respectivo a la Unidad de Servicios Jurídicos para que proceda con el cobro en la vía 
judicial. 

 

 

 

SECCION V 

DE LAS OBLIGACIONES DEL BECARIO 

 

Artículo 105.- Son obligaciones de los becarios: 

 

a) Dedicar toda su capacidad intelectual y física para el logro de los objetivos de la actividad de capacitación o 
programa de estudios en que participe. El deficiente y aún regular rendimiento del beneficiario podrá constituir 
causal para la revocación del beneficio, con las consecuencias que, por responsabilidad de aquél, se generen en 
cuanto al resarcimiento de los costos a favor de la municipalidad, así como las de orden disciplinario. 

b) Participar en todas las actividades, tanto de capacitación como extracurriculares, para las que haya sido becado. 

c) Aprobar todas las materias y actividades curriculares y obtener el título en el plazo estipulado por lo programas, 
salvo impedimento habido por justa causa. 

d) En los casos de fuerza mayor o caso fortuito, justificar ante la Unidad de Talento Humano, la inasistencia a una 
actividad de capacitación o su desistimiento definitivo. 

e) No interrumpir el programa de estudios e informar periódicamente a la Unidad de Talento Humano, en la forma 
en que ésta lo requiera, acerca de horarios, asistencia, calificaciones, evaluaciones y demás detalles de la beca 
que se estimen de interés y relevancia. 

f) Presentar a la Unidad de Talento Humano, fotocopia y original del título o certificado de aprovechamiento, 
cuando finalice el curso, en un lapso de ocho días hábiles posteriores a la finalización de la actividad de 
capacitación. 

g) Suscribir el “Contrato” correspondiente. 

 

 

Artículo 106.- La suscripción del contrato será requisito para todos los programas de formación, así como para las acciones 
de capacitación, cuando el monto de la beca sea igual o superior a quinientos mil colones. 

 

 

CAPÍTULO III 

DE LA JORNADA DE TRABAJO 

Artículo 107.- La jornada de trabajo46 para todo el personal municipal será de lunes a viernes, bajo el siguiente horario:  

                                                      
46 La jurisprudencia administrativo ha señalado en su Dictamen C-250-2015 de fecha 9 de setiembre del 2015 
ha indicado: “(…) Sobre estas normas la jurisprudencia judicial ha señalado, lo siguiente: “SOBRE LOS TIPOS DE 
JORNADA: En el Capítulo Único, del Título V, de la Constitución Política, referido a los Derechos y Garantías 
Sociales, se encuentran consagrados algunos derechos laborales, que el constituyente consideró debían tener 
rango constitucional; como por ejemplo el derecho al trabajo (artículo 56); al salario mínimo (artículo 57); a 
límites a la jornada de trabajo (artículo 58); al descanso y a vacaciones anuales pagadas (artículo 59); a la 
libertad sindical (artículo 60); al paro y a la huelga (artículo 61); al auxilio de cesantía (artículo 63) y; a la higiene 
y seguridad en el trabajo (artículo 66). El artículo 58 referido a la jornada laboral, dispone: “La jornada ordinaria 
de trabajo diurno no podrá exceder de ocho horas diarias y cuarenta y ocho a la semana. La jornada ordinaria 
de trabajo nocturno no podrá exceder de seis horas diarias y treinta y seis a la semana. El trabajo en horas 
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a) Personal administrativo, Técnico y Profesional: de las 7:30 a.m. a 4:00 p.m. jornada continua con 45 minutos de 
almuerzo.  

b) Personal Operativo de las 6:00 a.m. a 3:00 p.m., jornada continua con derecho a 1 hora de almuerzo. El personal 
operativo que sea asignado a labores insalubres se regirá en un horario de 6 horas laborales diarias a saber: 6:00 
a.m. a 12:00 m.d. con derecho a 15 minutos para tomar café. Siempre y cuando la necesidad no obligue a 
modificar dicho horario a otro tipo de jornada.  

c) Personal del Mercado Municipal: De lunes a sábado de las 6:00 horas a las 17:30 y los domingos de 7:00 a.m. a 
12:00 m.d. 

d) Personal de mantenimiento de edificios: De lunes a viernes de las 6:00 a.m. a 15:30 p.m. 
e) Personal de Taller Municipaal: De lunes a viernes de 6:00 a.m. a 14:00 p.m. El sábado de 6:00 a.m. a 12:00 m.d. 

                                                      
extraordinarias deberá ser remunerado con un cincuenta por ciento más de los sueldos o salarios estipulados. 
Sin embargo, estas disposiciones no se aplicarán en los casos de excepción muy calificados, que determine la 
ley”. Por su parte, en el Capítulo I, del Título III, del Código de Trabajo, encontramos el tratamiento legal de la 
jornada de trabajo y los rangos horarios que comprenden las jornadas diurna y nocturna (artículo 136), 
reiterándose los límites fijados en la aludida norma constitucional, más allá de los cuales no es posible obligar 
al trabajador a laborar, salvo los casos de excepción que ahí se indican y que, como tales, en tanto vienen a 
ampliar la jornada de trabajo, deben ser interpretados en forma restrictiva, en atención a los intereses del 
trabajador. Además, el numeral 138 siguiente, en armonía con aquella norma de la Carta Fundamental, dispone 
que la jornada mixta en ningún caso excederá de siete horas, pero se calificará de nocturna cuando se trabajen 
tres horas y media o más entre las diecinueve y las cinco horas. Los servicios efectivos prestados por el trabajador 
al patrono fuera de dichos límites o fuera de la jornada inferior a éstos que contractualmente se pacte, 
constituyen jornada extraordinaria, la cual deberá ser remunerada con un cincuenta por ciento más de los 
salarios mínimos o de los salarios superiores a éstos que se hubieren estipulado (artículo 139 del mismo cuerpo 
normativo). Ahora bien, el referido artículo 58 constitucional posibilita establecer por vía legal, para casos muy 
calificados, jornadas especiales que superan aquellos límites. De esa forma el numeral 136 del Código de Trabajo 
dispone que en los trabajos que por su propia condición no sean insalubres o peligrosos, puede estipularse una 
jornada ordinaria diurna hasta de diez horas y una jornada mixta hasta de ocho horas, siempre que el trabajo 
semanal no exceda de cuarenta y ocho horas. Y el 143 del mismo código, expresamente establece: “Quedarán 
excluidos de la limitación de la jornada de trabajo los gerentes, administradores, apoderados y todos aquellos 
empleados que trabajan sin fiscalización superior inmediata; los trabajadores que ocupan puestos de confianza; 
los agentes comisionistas y empleados similares que no cumplen su cometido en el local del establecimiento; los 
que desempeñen funciones discontinuas o que requieran su sola presencia; y las personas que realizan labores 
que por su indudable naturaleza no están sometidas a jornadas de trabajo. Sin embargo, estas personas no 
estarán obligadas a permanecer más de doce horas diarias en su trabajo y tendrán derecho, dentro de esa 
jornada, a un descanso mínimo de una hora y media” (énfasis suplido). De lo antes expuesto, se extrae que 
aquellas personas cuyas labores sean las que refiere el artículo el 143 antes transcrito están excluidas de los 
límites de la jornada antes mencionados y pueden laborar diariamente hasta doce horas de forma 
ordinaria. (Resolución N° 2009-000772 SALA SEGUNDA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las 
nueve horas cuarenta minutos del catorce de agosto de dos mil nueve) De lo expuesto hasta ahora, es claro que 
en nuestro ordenamiento jurídico se encuentran reguladas en forma expresa las diferentes clases de jornadas 
laborales, siendo que la jornada ordinaria diurna es de 8 horas y la nocturna de 6 horas, sin embargo, el numeral 
136 del Código de Trabajo en su párrafo segundo establece que en aquellos trabajos que no sean insalubres ni 
peligrosos se puede establecer una jornada ordinaria diurna extendida de “hasta de diez horas y una jornada 
mixta hasta de ocho horas, siempre que el trabajo semanal no exceda de las cuarenta y ocho horas”, por lo que 
las labores realizadas fuera de dichos límites, en la misma entidad y cumpliendo con las mismas funciones para 
las que fue contratado el servidor, es considerado como jornada extraordinaria, la cual tiene carácter 
excepcional, ocasional o discontinuo y deben ser remuneradas de conformidad con la legislación laboral con un 
cincuenta por ciento (tiempo y medio) del salario mínimo o del salario superior que se le estuviere pagando al 
trabajador.” 
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f) Personal Administrativo, Técnico, Profesional, Operativo nombrado en forma ocasional y servicios especiales se 
regirá según lo establecido en el artículo 136 del Código de Trabajo47.  

 

Artículo 108.- Se considera tiempo efectivo de trabajo aquel en el que los trabajadores permanezcan bajo las órdenes o 
dirección inmediata o delegada del patrono.  

 

                                                      
47 El artículo 136 del Código de Trabajo dice: “ARTÍCULO 136.- La jornada ordinaria de trabajo efectivo no podrá 
ser mayor de ocho horas en el día, de seis en la noche y de cuarenta y ocho horas por semana. Sin embargo, en 
los trabajos que por su propia condición no sean insalubres o peligrosos, podrá estipularse una jornada ordinaria 
diurna hasta de diez horas y una jornada mixta hasta de ocho horas, siempre que el trabajo semanal no exceda 
de las cuarenta y ocho horas. Las partes podrán contratar libremente las horas destinadas a descanso y 
comidas, atendiendo a la naturaleza del trabajo y a las disposiciones legales.  
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Artículo 109.- La Municipalidad podrá modificar transitoria o permanentemente los horarios establecidos en este 
reglamento48, siempre que, circunstancias especiales así lo exijan y no se cause grave perjuicio a los trabajadores. El 
cambio será comunicado a los trabajadores afectados con un mínimo de 3 días de anticipación. 49 

                                                      
48 Y, II. Sobre el Ius Variandi El  ius variandi de conformidad con la jurisprudencia judicial es: “…la potestad que 
normalmente ostenta el empleador para modificar, en forma unilateral, las condiciones de la relación 
contractual, en el ejercicio de las potestades de mando, dirección, organización, fiscalización y disciplina que le 
confiere el poder directivo del que goza dentro de la contratación. Esta facultad puede ejercerse en el tanto en 
que las medidas tomadas no atenten contra las cláusulas esenciales del contrato, ni menoscaben los beneficios 
del trabajador. En efecto, si el empleador ejerce su derecho de manera abusiva o en forma arbitraria en perjuicio 
de los intereses del colaborador, ello autoriza a este último a colocarse en una clara situación de despido injusto 
(en este sentido, consúltense también las sentencias de esta Sala, números 567, de las 9:15 horas del 8 de 
noviembre de 2002; 80, de las 9:50 horas del 22 de febrero de 2006; 227, de las 10:00 horas del 13 de abril y 
294, de las 9:35 horas del 11 de mayo, estas dos últimas de 2007). Es decir, ese derecho potestativo del 
empleador de modificar las condiciones de trabajo debe ejercerse dentro de ciertos límites. Además, cabe 
acotar que determinadas variaciones de la prestación de trabajo, tanto en su contenido como en sus 
condiciones, no son sustanciales y, en consecuencia, pertenecen a la esfera del poder de dirección del empleador, 
quien, en uso de su potestad de ius variandi, puede concretar o especificar el contenido necesariamente genérico 
de la prestación laboral en el marco de un contrato que, como el de trabajo, es de tracto sucesivo o ejecución 
continuada en el tiempo. Según expone Rodríguez Pastor: “El empresario tiene reconocido por el ordenamiento 
jurídico un poder de especificación o concreción de la prestación laboral (ius variandi) que implica la 
modificación no sustancial de las condiciones de trabajo”. (Rodríguez Pastor, Guillermo. La Modificación del 
horario del trabajo. Valencia, Tirant Lo Blanch, 1997, p. 48). Es importante, entonces, determinar, en cada caso, 
si el empleador ha ejercido sus potestades de dirección, fiscalización y organización en forma razonable o si, por 
el contrario, ha existido una extralimitación capaz de modificar las condiciones esenciales del contrato de 
trabajo en perjuicio del trabajador, dado que, en este segundo supuesto, se estaría ante un evidente abuso 
del ius variandi” (Resolución N° 052-2015 de las nueve horas cuarenta y cinco minutos del dieciséis de enero del 
dos mil quince. Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia) Sobre el ius variandi, este Órgano Asesor en su 
jurisprudencia administrativa, ha señalado lo siguiente: “De esta forma, procede indicar que “… La 
locución latina ius variandi – que significa derecho de variar o facultad de modificar – se refiere a la potestad 
que una u otra de las partes posee para alterar las condiciones convencionales o iniciales del contrato. Más 
restrictivamente y por antonomasia, ius variandi es la facultad patronal de modificar, por necesidades o 
conveniencias de la empresa, las prestaciones del trabajador… El ius variandi, íntimamente relacionado con el 
poder directivo…le permite al patrono, a fin de dirigir, coordinar y fiscalizar la empresa, ciertas alteraciones en 
el régimen de prestación de los servicios; pero siempre que no atenten contra las cláusulas esenciales del 
contrato no mermen los beneficios del trabajador. Para determinar esto último hay que proceder a un balance 
de la modificación, para apreciar si ciertas restricciones o perjuicios no han tenido adecuada compensación...” 
En este sentido, la jurisprudencia patria ha sido conteste con lo dicho hasta ahora y sobre la figura en estudio 
ha estimado que se constituye en: “… la posibilidad de cambiar las modalidades del contrato de trabajo por 
decisión del empleador. Consiste además, en la facultad que tiene el empleador de poder cambiar las 
condiciones del trabajo dentro de ciertas limitaciones, sin ocasionar al trabajador una disminución de su salario 
o su jerarquía, sin producirle una situación humillante o injuriosa, sin imponerle tareas que no sean las de su 
especialización ni labores que entrañe peligro para la salud o incomodidades reales que no fueron previstas 
cuando se formalizó el contrato de trabajo, así como otras desventajas similares. Este concepto general no 
excluye, en modo alguno las limitaciones que contra esa forma de actuar nacen al amparo de la ley, de los 
convenios colectivos, de los contratos individuales, y de la costumbre misma, de allí que nuestra jurisprudencia 
ha establecido como precepto genérico limitativo que el mismo no debe lesionar los derechos fundamentales 
del trabajador, debiéndose entender por tales, no solo aquellos que se informan dentro del orden patrimonial, 
sino también del moral y del social. Sobre el particular, el conocido autor uruguayo Américo Plá Rodríguez 
expresa: "Como se sabe, éste consiste en la posibilidad de cambiar las modalidades del contrato de trabajo por 
decisión del empleador. Si a éste le pertenece la responsabilidad de la conducción económica de la empresa, a 
él le corresponde la facultad correlativa de organizar el trabajo y ajustar las diversas modalidades de 
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funcionamiento de la empresa y, por tanto, de la prestación de las tareas de cada uno de los trabajadores. Pero 
cada acto en que se ejerce este derecho debe poder justificarse desde el punto de vista de la razón, en el caso 
de ser controvertido o resistido. Es que esa potestad patronal debe ser razonablemente ejercida. Y ello significa 
que el empleador debe poder invocar razones objetivamente válidas para justificar su ejercicio. Y, por tanto, 
debe contrapesarlas, llegado el caso, con eventuales razones invocadas por el trabajador para oponerse en la 
situación concreta. Si el trabajador puede justificar que la medida dispuesta le causa un perjuicio 
desproporcionado con la ventaja que ella representa para la empresa, se justifica la oposición o la resistencia 
del trabajador. Con mayor razón aún si se demuestra que está inspirada por móviles persecutorios de represalia, 
sin responder al legítimo interés de la empresa. En definitiva, un derecho de la parte empleadora, tan amplio en 
su formulación, tiene la limitación intrínseca, derivada de que debe sustentarse no en bases arbitrarias, sino en 
bases razonables." (Plá Rodríguez, Américo, Los Principios del Derecho de Trabajo, Buenos Aires, Ediciones 
Depalma, 2° Edición, 1978, pp. 297-298)…”  Ver mismo dictamen. 

 
Así como, “Ahora bien, en relación a la modificación de la jornada laboral por parte del empleador, este Órgano 
Asesor ha señalado que los jerarcas de la Administración Pública tienen la potestad de organizar la prestación 
del servicio  cuya dirección se le ha encomendado (aspecto dentro del que se encuentra la jornada de trabajo), 
lo cual lo pueden hacer por medio de la potestad reglamentaria. Señala el dictamen C-226-2015 del 26 de 
agosto del 2015, lo siguiente: “Dentro de las potestades con que cuentan los jerarcas de la Administración 
Pública se encuentra la de organizar la prestación del servicio cuya dirección se les ha encomendado, lo que les 
permite regular algunos aspectos de la relación de empleo, aspectos dentro de los cuales está el relacionado 
con la jornada de trabajo. La Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, en su sentencia n.° 749-F-04 de las 
9:30 horas del 10 de setiembre de 2004, realizó un desarrollo importante con respecto a la potestad 
reglamentaria administrativa.  En esa sentencia, la Sala se refirió a los distintos tipos de reglamentos y a las 
características de cada uno de ellos: “La doctrina ius publicista señala varias clasificaciones de los 
reglamentos. Una de ellas, los agrupa en: 1) reglamentos autónomos, subdivididos, a su vez en: a) d e 
organización y b) de servicio; 2) ejecutivos y 3) delegados. Los primeros, revisten la característica de no 
necesitar una ley previa para ser dictados y promulgados (praeten legem).   De ahí, su denominación de 
autónomos o independientes. Tienen dos ámbitos de regulación: la organización interna y servicios. Los 
primeros –de organización− son aquellos referidos a la organización interna de los despachos, oficinas y la 
distribución de las competencias entre los diversos órganos que conforman el ente.   Específicamente, se 
ocupan de la creación de órganos internos, sin potestades de imperio.   Por regla, su destinatario es un 
órgano interno sin relación directa con los administrados en general o, en particular, con los usuarios de los 
servicios, pues en caso contrario existe reserva legal.  En suma, se trata de normas de carácter interno sin 
incidencia fuera del ámbito en que fueron dictadas. Por su parte, los segundos –de servicio− se refieren a 
dos aspectos: i) el servicio público prestado por la administración pública respectiva (competencia del 
jerarca para regular la organización en la prestación del servicio público a su cargo, aún sin necesidad de 
ley previa) y ii) la relación de servicio o estatutaria entre la administración pública respectiva y sus 
funcionarios o servidores (puede regular diversos aspectos, v.gr., régimen disciplinario, permisos, 
vacaciones, licencias, becas, capacitación, entre otros).  Por su parte, los reglamentos ejecutivos (secundum 
legem –de acuerdo con la ley−), desarrollan (aclaran o precisan), complementan y ejecutan la ley dentro de 
los parámetros y límites fijados por ésta. La ley puede dejar muchos o algunos aspectos de su aplicación en 
blanco, lo cual puede ser complementado mediante reglamento ejecutivo. Este tipo de reglamentación 
norma las relaciones entre los administrados y la Administración Pública para posibilitar la ejecución de la 
ley dentro de los presupuestos y condiciones que ella fija.  Por último, los reglamentos delegados son 
aquellos que, por autorización expresa de ley, se refieren a la materia reservada a la ley formal, o la derogan 
o modifican, como si fueran leyes emitidas por el Poder Legislativo.  Pueden ser de dos clases: 1) los que 
cubren o tratan materias reservadas a ley; 2) los que dejan sin efecto y sustituyen una ley. En ambos casos, 
se requiere siempre de la autorización legal concreta, expresa y manifiesta, pero en el ordenamiento jurídico 
costarricense no están permitidos”.  (El subrayado es nuestro). El fundamento legal para la emisión de un 
reglamento autónomo de servicio se encuentra en el artículo 103.1 de la Ley General de la Administración 
Pública, según el cual, “El jerarca, o superior jerárquico supremo tendrá, además, la representación 
extrajudicial de la Administración Pública en su ramo y el poder de organizar ésta mediante reglamentos 
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autónomos de organización y servicio…”. (El subrayado es nuestro). A juicio de este órgano asesor –como ya 
adelantamos− la duración de la jornada de trabajo es uno de los elementos de la relación de empleo que pueden 
ser regulados por medio de un reglamento autónomo de servicio, siempre que no se sobrepasen las jornadas 
máximas establecidas en la Constitución Política (artículo 58) y en el Código de Trabajo (artículo 136) y se 
respete el interés público superior que exige ejecutar eficientemente las competencias asignadas a cada uno de 
los órganos e instituciones que componen la Administración Pública.  A manera de ejemplo, entre los muchos 
casos en que se ha regulado la jornada de trabajo por vía reglamentaria, se puede mencionar al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, que estableció su jornada laboral en 40 horas semanales (artículo 7 del Reglamento 
Autónomo de Servicio del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, emitido mediante el decreto n.° 27969-TSS 
del 23 de junio de 1999); al Tribunal Supremo de Elecciones, que estableció su jornada laboral en 40 horas 
semanales (artículo 3 del Reglamento Autónomo de Servicio del Tribunal Supremo de Elecciones, aprobado en 
el artículo segundo de la sesión n.° 10979, celebrada el 9 de setiembre de 1996); y al Instituto Nacional de 
Aprendizaje, que estableció su jornada laboral en 42 horas semanales (artículo 8 del Reglamento Autónomo de 
Servicio del Instituto Nacional de Aprendizaje, emitido el 28 de enero de 1982). (…) Nótese que si bien la 
normativa recién transcrita no hace referencia expresa a la situación de los choferes del MOPT, sí contempla 
algunos lineamientos útiles para definir la jornada de trabajo de ese tipo de servidores.  En ese sentido, 
establece una jornada ordinaria de trabajo de cuarenta horas semanales para la generalidad de los empleados 
del MOPT, e indica que a aquellas personas que se encuentren en los supuestos contenidos en el artículo 143 
del Código de Trabajo, no se les aplica esa jornada.  Además, dispone que corresponderá a quien ejerza los 
cargos de director, subdirector, jefe o subjefe, determinar, en cada caso, cuáles funcionarios trabajan sin 
fiscalización superior inmediata, para efectos de adecuar su jornada a lo dispuesto en el artículo 143 del Código 
de Trabajo.  Asimismo, establece las pautas para identificar el trabajo que se realiza sin fiscalización superior 
inmediata, pues indica que esta última radica en el control directo y permanente que realiza el superior 
inmediato sobre el servidor, el cual se refleja en la supervisión diaria de las labores que ejecuta, el control de 
asistencia y el control sobre el cumplimiento de las obligaciones y deberes que le impone la relación de empleo. 
Finalmente, a efecto de ajustar los precedentes de esta Procuraduría a lo hasta aquí expuesto, se reconsidera 
de oficio el dictamen C-248-2014 del 13 de agosto de 2014, en tanto negó que el jerarca tuviese la posibilidad 
de modificar la jornada de trabajo establecida en la institución a su cargo.   Se aclara, en todo caso, que el 
ejercicio de esa potestad, atribuida al “superior jerárquico supremo”, no puede ir en contra del fin público que 
persigue el órgano o el ente respectivo, sobre todo en los casos en los cuales los recursos humanos sean 
insuficientes para el ejercicio de las competencias que le han sido asignadas.” En razón de lo expuesto, es criterio 
de este Órgano Asesor que el Alcalde Municipal tiene facultades de jefe y administrador del ente municipal de 
manera que debe vigilar  que se dé una correcta organización, funcionamiento y coordinación del ente 
municipal, de manera que puede proponer un cambio en la jornada laboral siempre y cuando no vaya en contra 
del fin público que persigue la municipalidad,  no se sobrepasen las jornadas máximas establecidas en la 
Constitución Política y y el Código de Trabajo. IV. Conclusión De conformidad con lo expuesto, esta Procuraduría 
General de la República es del criterio que: El Alcalde Municipal en ejercicio de sus facultades de jefe y 
administrador del ente municipal puede proponer un cambio en la jornada laboral siempre y cuando no vaya 
en contra del fin público que persigue la municipalidad,  no se sobrepasen las jornadas máximas establecidas 
en la Constitución Política y y el Código de Trabajo.” Ver su Dictamen C-250-2015 de fecha 9 de setiembre del 
2015 
 
49 Por su parte, la jurisprudencia judicial ha señalado: “(…) II.-El cuadro fáctico expuesto y las pretensiones de 
los reclamantes, obliga a analizar la naturaleza jurídica y fundamentos del Ius Variandi. Una de las 
características del contrato de trabajo es que, durante su existencia sufre innumerables modificaciones 
causadas por necesidades de la empresa o del propio empleado.Algunas de ellas inciden sobre el trabajador, 
como el caso del salario que tiende a incrementarse con el transcurso del tiempo o la movilidad en el empleo 
que suponen los ascensos o cambios de puestos.Sin embargo también pueden darse en relación con el 
empleador, por ejemplo en los casos de sustitución patronal. Algunas de las transformaciones en la relación 
laboral, se producen por una voluntad clara del patrono, sea persona física o jurídica, pues los estima necesarios 
para el buen funcionamiento de la empresa, lo cual se conoce con el nombre de Ius Variandi.Tanto la doctrina 
como la jurisprudencia laboral (Ver sentencia de la S. Segunda Nº 23 de las nueve horas treinta minutos del 
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Artículo 110.- Cuando necesidades imperiosas de la Municipalidad lo requieran, los trabajadores tienen la ineludible 
obligación de laborar en horas extraordinarias, salvo impedimento grave, hasta por el máximo de horas permitido por la 
Ley; sea que la jornada ordinaria sumada a la extraordinaria no podrá exceder de doce horas diarias. En cada caso concreto 
el patrono comunicará a los trabajadores, con la debida anticipación, la jornada extraordinaria que deben laborar.  

Las jefaturas no devengarán horas extra conforme a lo dispuesto en el Código de Trabajo.50 

Las jornadas extraordinarias que requieren el pago de horas extra deben encontrarse previamente autorizada, mediante 
resolución motivada de la jefatura de la Unidad y/o la Gestor o Dirección a cargo; quien tendrá la obligación de verificar 
en primera instancia la disponibilidad presupuestaria. 

                                                      
veintisiete de marzo de mil novecientos ochenta y siete) han definido el Ius Variandi como la potestad del 
empleador para modificar las condiciones del contrato de trabajo.Esta facultad de disposición, encuentra su 
límite fundamental en quienes dan la prestación personal de servicios, porque es permitida siempre y cuando 
no cause perjuicios graves.Dicho concepto, no regulado por ley alguna, requiere de una labor interpretativa de 
parte del Juzgador, en la cual se determina si la modificación del contrato de trabajo, provoca una simple 
incomodidad o un daño serio al trabajador. IV.- Nuestra jurisprudencia, al pronunciarse en relación con las 
alteraciones relativas al tiempo de la prestación, ha diferenciado los casos en que hay modificación horaria, es 
decir, la distribución de las horas de servicio, a aquellos en que se varía la jornada de trabajo, incidiéndose 
directamente sobre el número de horas trabajadas, o cambiándola. En relación con los cambios de horario la S. 
Segunda de la Corte Suprema de Justicia ha sostenido que por sí solos no involucran una modificación sustancial 
del contrato de trabajo y por ende son permitidos. Así se pronunció dicho Tribunal en su sentencia Nº 23 de las 
nueve horas treinta minutos del veintisiete de marzo de mil novecientos ochenta y siete al decir:" II.-En cuanto 
al primer aspecto alegado, tanto la doctrina como la jurisprudencia laboral estiman, en principio, facultativas 
para el empleador y correlativamente obligatorias para el trabajador las alteraciones del horario, siempre que 
ello no sea arbitrario ni lesione intereses económicos o morales del empleado, de manera que el cambio de aquél 
no implica, por sí sólo, una modificación esencial del contrato de trabajo, ni se puede reputar como un ejercicio 
abusivo del ius variandi." Situación contraria se da en relación a la alteración de la jornada de trabajo, pues la 
S. Segunda de la Corte Suprema de Justicia, ha considerado que sí causa perjuicios serios al trabajador. A 
continuación transcribimos parcialmente una resolución, donde se asemejan los términos de horario y jornada. 
El fallo de las 9:10 horas del seis de junio de mil novecientos ochenta y tres dijo: "Tampoco puede ser obligado 
el trabajador a aceptar un cambio de horario en que además de aumentársele el número de horas a laborar, se 
le cambie el mismo, pues pasó de ser una sola jornada a otra totalmente fraccionada:l aboraba de las seis de la 
tarde a las diez y treinta de la noche, sean cuatro horas y treinta minutos, y pasó a laborar de cinco a ocho de 
la mañana, de las once de la mañana a las dos de la tarde y de siete a ocho de la noche, sean siete horas diarias 
y los sábados de las cinco de la mañana a la una de la tarde.No es aceptable la tesis de la parte patronal cuando 
alega que tenía derecho a variar la jornada de trabajo, porque se trataba de un trabajador a tiempo completo, 
porque tal variación en el contrato de trabajo perjudica evidentemente al trabajador, y le trae una serie de 
consecuencias que varían la situación con que contaba cuando laboraba con el horario anterior." Ver SALA 
SEGUNDA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.San J., a las nueve horas cincuenta minutos del diecisiete de 
agosto de milnovecientos noventa y cuatro.- 

50 El artículo 143 del Código de Trabajo dispone: ARTÍCULO 143.- Quedarán excluidos de la limitación de la 
jornada de trabajo los gerentes, administra- dores, apoderados y todos aquellos empleados que trabajan sin 
fiscalización superior inmediata; los trabajadores que ocupan puestos de confianza; los agentes comisionistas y 
empleados similares que no cumplan su cometido en el local del establecimiento; los que desempeñan funciones 
discontinuas o que requieran su sola presencia; y las personas que realizan labores que por su indudable 
naturaleza no están sometidas a jornada de trabajo. Sin embargo, estas personas no estarán obligadas a 
permanecer más de doce horas diarias en su trabajo y tendrán derecho, dentro de esa jornada, a un descanso 
mínimo de una hora y media.  (Así reformado por el artículo 1, de la Ley No. 2378 del 29 de setiembre de 1960.)  
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Se exceptúa de la anterior disposición los casos de emergencia cantonal o nacional comprobada. 

 

Artículo 111.-Cuando necesidades imperiosas de la Municipalidad lo exijan, todo trabajador podrá ser requerido por sus 
superiores para realizar temporalmente cualquier otra labor adicional o diferente, compatible con sus fuerzas, aptitudes, 
estado o condición, que sea del mismo género de las que forman el objeto de la relación laboral y para la que fue 
contratado, siempre que la misma no exceda de un mes.  

 

Artículo 112.-Excepto que los trabajadores permanezcan en el centro de labores, bajo las órdenes del patrono, no se 
considerará tiempo efectivo de trabajo aquel que, suspenda las labores por motivos de fuerza mayor o caso fortuito, 
siempre que dicha suspensión no exceda de un día. La Municipalidad, podrá convenir con los trabajadores en reponer las 
horas perdidas, con el propósito de completar la jornada ordinaria semanal, siempre y cuando tal prestación de servicios 
se lleve a cabo dentro de la misma semana en que ocurrió el hecho.  

 

Artículo 113.- La Municipalidad, podrá establecer jornadas ordinarias inferiores a estas por razones de salud, ocupación, 
u horarios de trabajo distintos a los allí señalados.  

 

Artículo 114.- En cuanto a la jornada y horario de trabajo de los conserjes, Guardias, Policías, Inspectores de Control Vial, 
choferes y cualquier otro puesto que lo justifique, será regulado por la dependencia respectiva en coordinación con la 
Unidad de Talento Humano. En todo caso tales jornadas deberán respetar los límites y lineamientos que la legislación 
establezca.  

En lo que se refiere a la Policía Municipal, esta se regirá por la jornada laboral, de la normativa vigente vinculante a los 
cuerpos policiales51.  

                                                      
51 La jornada para los cuerpos policiales es de carácter extraordinario y puede ser modificada dadas las 
condiciones especiales de su trabajo. 
 
Y, la jurisprudencia del Estado ha indicado: “(…) Nuestra opinión jurídica N° OJ-070-2003 del 5 de mayo del 2003, 
ilustra lo siguiente: “II.- DEL RÉGIMEN DE JORNADAS DE TRABAJO DE LOS AGENTES DE SEGURIDAD Y VIGILANCIA 
DE ADAPTACIÓN SOCIAL: Con fundamento en los artículos 58 constitucional y 143 del Código de Trabajo, así 
como la doctrina que los informa, este Despacho se ha referido, en varias ocasiones, sobre la procedencia de las 
jornadas excepcionales de trabajo que tienen ciertos grupos funcionariales, (dentro de los cuales se encuentran 
los agentes de seguridad y vigilancia) en tanto laboran a través de roles especiales, por días de descanso. Ello, 

en razón de la naturaleza del servicio que se presta en diversas instituciones del Estado. (…) En similar sentido, 

la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, ha señalado: “Como se desprende del propio libelo y de 
las disposiciones legales aplicables - artículos 8 y 12 de la Ley Orgánica del Ministerio de Seguridad Pública y 
143 del Código de Trabajo- los servidores policiales califican dentro del régimen de excepción que contempla el 
artículo 58 transcrito, dadas las funciones que deben cumplir, por lo que no resulta aplicable a ellos la limitación 
de cuarenta y ocho horas semanales de trabajo específico -máxime que su función no se limita al tiempo de su 
servicio-. Igual régimen de excepción resulta aplicable en lo que al día de descanso y a las vacaciones se refiere, 
pues el propio artículo 59 de la Carta Magna dispone la posibilidad de que el legislador en casos muy calificados, 
como lo es el de los servidores de la fuerza pública, establezca "excepciones" a lo allí estipulado." (No. 6846-93 
de las 9:34 horas del 24 de diciembre de 1993, Recurso de Amparo interpuesto por R.R.C. contra el Director 

General de la Policía Supervisora) (…) Asimismo, mediante el Voto 01710 de las 16:31 horas del 27 de febrero 
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del 2001, ese Tribunal al resolver un recurso planteado, precisamente, por uno de los agentes de seguridad y 
vigilancia del Centro de Atención Institucional la Reforma y contra el Ministerio de Justicia, atinadamente, 
determinó: II.- En ese sentido y para la correcta resolución de este asunto, en primera instancia cabe señalar 
que, en lo que interesa, el artículo 6 de la Ley Número 7410, "Ley General de Policía", publicada en el 
Alcance N° 16 a la Gaceta N° 103 del 30 de mayo de 1994, dispone: "(…)" Por otra parte, el inciso k) del artículo 
10 de ese mismo cuerpo normativo señala que: "(…)" Por último señala el numeral 31 del citado cuerpo 
normativo, en lo que interesa, que: "(…)" Así las cosas, conforme se desprende de las normas transcritas 
parcialmente, se tiene que los Agentes de Seguridad que realicen sus labores en los diferentes centros de 
atención institucional del país, primero, se encuentran incluidos dentro de los cuerpos de policía que se 
establecen en la normativa referida. De ahí que, segundo, se encuentran regidos por la normativa atinente a las 
labores policiales y no por la correspondiente a funcionarios administrativos. Finalmente, en razón de su función 
policial, deben observar el deber de subordinación a las órdenes emanadas de sus superiores, acatándolas 

debidamente en el momento en que les sean comunicadas. III.- Por otra parte, se tiene que esta Sala al conocer 

y resolver el expediente número 96-001545-007-CO, dictó la sentencia número 1591-96 de las quince horas con 
seis minutos del nueve de abril de mil novecientos noventa y seis, en la cual dictaminó sobre el horario de los 
miembros de la Fuerza Pública de la siguiente forma: " Io.- El artículo 58 de la Constitución Política, en lo que 
interesa, establece: "La jornada ordinaria de trabajo diurno no podrá exceder de ocho horas diarias y cuarenta 
y ocho a la semana. La jornada ordinaria de trabajo nocturno no podrá exceder de seis horas diarias y treinta y 
seis a la semana...Sin embargo, estas disposiciones no se aplicarán en los casos de excepción muy calificados 

que determine la ley". (…) Por su parte, de las disposiciones legales aplicables -artículos 8 y 12 de la Ley Orgánica 

del Ministerio de Seguridad Pública, en lo tocante a los servidores de la Policía que no hubiesen ingresado todavía 
al Estatuto Policial, e inciso c) del artículo 69, inciso c) del artículo 60 de la Ley General de Policía y 143 del 
Código de Trabajo- se concluye, que los servidores policiales califican dentro del régimen de excepción que 
contempla el artículo 58 transcrito, dadas las funciones que deben cumplir, por lo que no resulta aplicable a 
ellos, la limitación de cuarenta y ocho horas semanales de trabajo específico -máxime que su función no se limita 
al tiempo de su servicio-. Igual régimen de excepción resulta aplicable en lo que al día de descanso y a las 
vacaciones se refiere, pues el propio artículo 59 de la Carta Magna dispone la posibilidad de que el legislador en 
casos muy calificados, como lo es el de los servidores de la fuerza pública, establezca "excepciones" a lo allí 
estipulado. Por lo expuesto y al no haberse producido la violación acusada tanto al artículo 58 como 59 
Constitucionales y en consecuencia tampoco al 33 -ya que esos servidores conforman, por la circunstancias 
apuntadas, una categoría distinta de trabajadores-, el recurso resulta improcedente y así debe declararse, con 
el voto salvado del Magistrado Piza, quien ordena darle trámite..." IV.- Por último es menester señalar al 
recurrente que con el horario dispuesto para los Agentes de Seguridad que laboran en los diferentes centro 
penales del país, no se está dando una discriminación respecto del personal administrativo, ya que su situación 
no es la misma con respecto al parámetro de comparación con aquellos. La determinación de la jornada de 
trabajo obedece a la naturaleza de la función que desempeña como agente de seguridad, por ello no podría 
afirmarse que se encuentra en la misma condición que aquellos servidores que cita, ya que las labores que cada 
uno de esos grupos desarrollan son diferentes. Conforme a lo expuesto anteriormente, concluye la Sala que con 
los hechos impugnados, no se lesiona de forma alguna derecho fundamental en perjuicio del amparado, por lo 

que procede rechazar por el fondo el recurso." (Lo resaltado no es del texto original) (…) Otra de las hipótesis 

referidas a las excepciones que la ley contempla la encontramos en el caso de las labores discontinuas o 
intermitentes, o bien en aquellas que se requiere de la sola presencia del trabajador. Sobre esta hipótesis, señala 
nuestro dictamen N° C-198-2008 lo siguiente: “Como se advierte, ciertamente dentro de la regulación legal 
sobre las diferentes jornadas de trabajo se establece que la jornada nocturna no puede ser mayor de seis 
horas.  No obstante, igualmente se establece que se trata de normas de observancia general, por lo cual no se 
excluyen las soluciones especiales que puedan darse para ciertas modalidades de trabajo que ahí mismo se 

regulan. A nuestro modo de ver, reviste suma importancia para una hipótesis como la aquí consultada, tomar 

en cuenta las excepciones a la jornada que establece el artículo 143, dentro de las cuales se contempla el caso 
de los trabajadores que efectúen labores discontinuas, categoría en la que, a nuestro juicio, pueden incluirse los 
operadores y supervisores que laboran para el servicio de emergencia 9-1-1.  Para sustentar este criterio, nos 
remitimos a las consideraciones vertidas en el dictamen de esta Procuraduría N° C-074-2005 del 18 de febrero 
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del 2005, en el cual, luego de señalar que siempre existirán supuestos que deban ser estudiados concretamente, 
habida cuenta de que existen peculiaridades que obligan a hacerlo con detenimiento, señala: “Para ello, debe 
señalarse de manera general, que la autorizada doctrina en concordancia con el ordenamiento jurídico nacional 
e internacional, ha analizado ampliamente, respecto de las excepciones  a los límites existentes en materia de 
jornadas ordinarias de trabajo de los empleados o trabajadores que prestan sus servicios a la administración 
pública o privada, bajo una relación de servicio o de trabajo común; indicando, por ejemplo y en lo que interesa 
“ …En cambio , se encuentran exceptuados de la norma general establecida por la ley que implanta la jornada 
de 8 horas los trabajadores que desempeñan funciones de dirección y vigilancia, las profesiones liberales, el 
trabajo por equipos y los trabajos de espera o presencia…” En el mismo sentido expuesto, Diego Younes Moreno 
al examinar el carácter genérico que ostentan las jornadas ordinarias de labores, “Determina, sin embargo, tres 
casos de excepción, a ella derivados de las características mismas de ciertas funciones que permiten que la 
jornada diaria pueda extenderse hasta doce horas, sin exceder de 36 en la semana. Tales casos son los atinentes 
a actividades discontinuas, intermitentes, o bien de simple vigilancia, a las cuales puede señalárseles una jornada 
de trabajo de doce horas diarias. ” (Lo resaltado no es del texto original) (En la misma línea ver, Deveali, Mario 
L., “Tratado de Derecho del Trabajo, la Ley S.A. Editora e Impresora, Buenos Aires, 1964, p. 43 ) En igual línea 
de pensamiento, es concordante Rafael Caldera cuando en lo que interesa, ha señalado: “Las labores 
discontinuas o - como se dice hoy con mayor propiedad- esencialmente intermitentes, están excluidas de la 
jornada de 8 horas y sujetas al régimen de excepción que considera un límite máximo de doce horas, 
interrumpidas por un descanso mínimo de una hora que se computa dentro de aquél límite. La conferencia de 
Ministros de Trabajo (de Alemania, Bélgica, Francia, Gran Bretaña, e Italia) , reunida en Londres en 1926, dijo 
que esta excepción sólo se aplica a “ocupaciones tales como las de portero, guarda, encargado de servicio 
incendios y otros agentes que no conciernen a la producción propiamente dicha, y que, dada su naturaleza, se 
hallan entrecortadas por largos períodos de inactividad durante los cuales estos agentes no realizan ninguna 
actividad material ni tienen que prestar una atención sostenida, permaneciendo únicamente en su puesto para 
responder a llamadas eventuales”…” “…La O.I.T. ha observado que la intermitencia se refiere a dos factores 
principales: “1) el factor atención, que es continuo; y 2) el factor actividad, que no es continuo: la combinación de 
estos dos factores da al trabajo su carácter intermitente…” (Caldera (RAFAEL), “Derecho del Trabajo”, segunda 
edición, 7 impresión Librería “El Ateneo” Editorial, Buenos Aires, Argentina, 1981, p.p. 437 y 439)    (Lo resaltado 
en negrilla no es del texto original) Se extrae de toda la doctrina citada hasta aquí, un común denominador, cual 
es que, en tratándose de la índole de las funciones o tareas de trabajadores o funcionarios que tienen a cargo 
la vigilancia o custodia de bienes, y/o personas, la jornada a que se encontrarían sujetos a cumplir, es la 
del  régimen de excepción, en cuanto se estima un límite máximo de doce horas para ejercer su labor calificada 
como intermitente. (…) ” De toda la normativa internacional precitada, se puede colegir que no obstante la 
existencia imperante de los límites de las jornadas ordinarias de trabajo, siempre se tiende a exceptuar de la 
regla general, a ciertos trabajadores o empleados que por el carácter de sus labores se les requieren día con día, 
en jornadas más amplias,  -hasta un máximo determinado de horas- que cada país miembro establecerá en su 
ordenamiento.  Labores que podrían ser, las de los vigilantes o guardas, que aunque deben permanecer dentro 
del centro de trabajo, basta su sola presencia para la efectividad del servicio, caracterizado, generalmente, por 
ser “intermitente”, en tanto se mantienen vigilando los objetos materiales e inmateriales constantemente; y 
otras veces en actividad, cuando se presentan situaciones que requieren su fuerza física, por decirlo de algún 
modo.” Haciendo referencia a algunos fallos de los tribunales en relación con esta materia, más adelante señala 
el dictamen de referencia: "Los artículos 133 y 139 del Código de Trabajo facultan el establecimiento de horarios 
de trabajo en condiciones más favorables a los límites establecidos por ley, pero resulta que en una institución 
no es posible la existencia de un solo horario o de una jornada única de trabajo, por lo que respecto al caso en 
estudio es evidente que las labores asignadas a los reclamantes, choferes de la institución, resultan discontinuas 
y por ello deben enmarcarse dentro de lo dispuesto por el artículo 143 del Código de Trabajo que faculta una 
jornada hasta de doce horas diarias con un descanso de una hora y media; lo anterior conlleva a establecer que 
no es posible equiparar a los reclamantes con el resto del personal, que labora en forma continua". (TRIBUNAL 
SUPERIOR DE TRABAJO, Nº 755 de las 14:15 hrs. del 19 de mayo de 1986. Ordinario laboral de J.E.A.R. y otros 
contra el "INVU"). La anterior transcripción ofrece, en lo que interesa a los efectos de esta articulación, tres 
aspectos que es preciso rescatar. Por un lado, el fundamento legal que faculta el establecimiento de los horarios 
de trabajo por parte del patrono. Por otro, la posibilidad jurídica de que en una institución existan horarios distintos 
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Artículo 115. Según lo dispuesto en el artículo anterior, cuando así se les señale, estarán obligados a prestar sus servicios 
hasta por 12 horas diarias, con hora y media de descanso conforme lo dispone el artículo 143 del Código de Trabajo los 
funcionarios a cargo de las dependencias de mayor rango jerárquico de la Municipalidad; así como los que tienen bajo su 
ámbito de acción la responsabilidad de unidades o equipos de servicio o de procesos sustantivos, los que cumplan jornadas 
discontinuas, o cuyo trabajo requiera de su sola presencia.  

 

Artículo 116.- En casos excepcionales las labores que estén relacionadas procesos sustantivos que incidan en la salud 
pública, como el caso de la recolección y disposición final de residuos pueden ser organizados en turnos de jornada diaria, 
mixta y nocturna, con las restricciones que prevee la ley para cada jornada.52  

                                                      
según su organización; y, en un tercer lugar, se determina que las labores que por su naturaleza son discontinuas 
se enmarcan dentro del numeral 143 del Código de Trabajo, y por lo tanto, quedan excluidas de la limitación de la 
jornada de trabajo.” (énfasis agregado) A mayor abundamiento, valga traer a colación también la 
sentencia N° 2006-177 de las 9:55 horas del 24 de marzo del 2006 dictada por la Sala Segunda de la Corte 
Suprema de Justicia, que en lo que aquí interesa dispuso con toda claridad lo siguiente: “El artículo 143 del 
Código de Trabajo que establece la jornada discontinua, al excluir de la jornada ordinaria de ocho horas a ciertos 
trabajadores hace referencia a varios supuestos en los que la labor que desempeña el trabajador ha de tenerse 
como jornada discontinua, entre ellas se refiere a: a) los gerentes, administradores, apoderados, y todos los que 
trabajan sin fiscalización superior; b) los trabajadores que ocupan puestos de confianza; c) los agentes, 
comisionistas y empleados similares que no cumplen sus funciones en el local del empleador; y d) “(…) los que 
desempeñen funciones discontinuas o que requieran su sola presencia; y las personas que realizan labores que 
por su indudable naturaleza no están sometidas a jornadas de trabajo”. Es en este último supuesto donde se 

ubica la labor que desempeñaba el recurrente.  De la letra de este numeral se desprende que lo que define la 

jornada discontinua no es únicamente la ausencia de supervisión, como dice el inciso a) del numeral 143, sino 
también la naturaleza misma de las funciones, que no son permanentes, sino que surgen repentinamente, o sea, 
que son discontinuas.   Por la naturaleza del servicio que presta la accionada y el puesto que desempeñaba el 
recurrente (chofer de ambulancia), al no ser constantes las emergencias sino eventuales, él disponía de tiempo 
libre para descansar, ver televisión y consumir sus alimentos por lo que estamos en presencia de una típica labor 
que enmarca dentro del supuesto de hecho previsto por el legislador en el inciso d) del artículo 143 del Código 
de Trabajo, que permite jornada ordinaria hasta de doce horas.   Sobre la jornada discontinua esta Sala, al 
resolver un caso igual al de autos, dijo: “(…) lo que caracteriza a las funciones realmente discontinuas es la 
frecuencia y la duración de éstos, que justifican la no aplicación de las normas comunes que limitan la 
jornada.   Al respecto, la doctrina explica: “ La jornada de trabajo discontinua, intermitente o alternada, es 
aquella que es realizada a intervalos durante el día, pues en su decurso diario sufre una serie de suspensiones 
derivadas de la peculiar naturaleza de la prestación de servicios.   Los trabajadores que prestan labor discontinua 
o intermitente no gozan del beneficio de la jornada de 8 horas debido a que resulta recortado el trabajo efectivo 
o la prestación de servicios propiamente dicha por las suspensiones o descansos o períodos de inactividad que 
dimanan o son impuestas por la propia naturaleza de la prestación ” (JOSÉ MONTENEGRO BACA, Jornada de 
trabajo y descansos remunerados , Tomo I, Librería y Editorial Bolivariana, Trujillo-Perú, p. 243).   Dicho autor 
cita como ejemplos la labor que realizan los porteros, los ascensoristas, trabajos de presencia o de espera, así 
como el caso de trabajadores a bordo que laboran en forma discontinua o deban permanecer en su puesto para 
la seguridad de la nave y de los pasajeros, tales como ingenieros jefes, telegrafistas, médicos, etc.   Asimismo, 
se han descrito las funciones discontinuas como aquéllas donde “ la naturaleza del trabajo no exige un esfuerzo, 
atención o dedicación constante ” (MARIO ACKERMAN, “Jornada de trabajo y descansos remunerados en 
Argentina, en: “NÉSTOR DE BUEN (Coordinador), Jornada de trabajo y descansos remunerados (perspectiva 

iberoamericana ), Editorial Porrúa, México, 1993, p.12).(…)” Ver C-279-2010 de 23 de diciembre del 2010  

 
52 La jornada no podrá exceder de las doce horas, pero además deberá contemplarse lo previsto en el horario.  
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Artículo 117.- El tiempo laborado que exceda las jornadas ordinarias constituye tiempo extraordinario53, y será 
remunerado con salario atendiendo los siguientes aspectos:  

                                                      
 
53 Al respecto ha señalado la jurisprudencia administrativa: “(…) c) Sobre el pago de jornada extraordinaria. 

Sobre la naturaleza y régimen de la jornada extraordinaria, usualmente denominada como el pago de horas 
extra, nuestra opinión jurídica N° OJ-110-2003 del 8 de julio del 2003 explica con claridad lo siguiente: En cuanto 
a lo que debe entenderse por jornada extraordinaria en nuestra legislación laboral, el artículo 139 del Código de 
la materia dice: "El trabajo efectivo que se ejecute fuera de los límites anteriormente fijados, o que exceda de la 
jornada inferior a éstos que contractualmente se pacte, constituye jornada extraordinaria y deberá ser 
remunerado con un cincuenta por ciento más de los salarios mínimos, o de los salarios superiores a éstos que 
se hubieren estipulado. ( ... )". En cuanto a la limitación de la jornada, la legislación patria establece sus 
excepciones a la misma. Quedan así excluidos de la protección de la limitación de la jornada de trabajo, de 
acuerdo con lo preceptuado por el artículo 143 del Código de Trabajo, cierta clase de trabajadores tales como 
(gerentes, administradores, apoderados, todos aquellos empleados que trabajan sin fiscalización superior 
inmediata; los que ocupan puestos de confianza; los agentes comisionistas y empleados similares que no 
cumplen su cometido en el local del establecimiento; los que desempeñen funciones discontinuas o que 
requieran su sola presencia; y las personas que realizan labores que por su indudable naturaleza no están 
sometidas a jornadas de trabajo). Esta clase de trabajadores pueden cumplir jornadas hasta de doce horas sin 
que proceda por ello pago de horas extras. La doctrina sobre este tema afirma que la limitación de la jornada 
reposa en razones de orden público, de interés social y de defensa de la salud de los trabajadores, motivo por el 
cual no cabe convertirlas en habituales. En estos términos lo expone el tratadista Guillermo Cabanellas cuando 
expresa: "Como las horas extraordinarias vienen a quebrantar la limitación de la jornada, establecida por 
razones de orden público, interés social y defensa de la salud de trabajador, no cabe convertirlas en habituales, 
con la burla consiguiente de la jornada legal de trabajo y los efectos nocivos de prolongar en exceso el esfuerzo 
laboral. ( CABANELLAS (Guillermo), Compendio de Derecho Laboral, Buenos Aires, Bibliográfica Omeba, T. I, 
1968, p. 533).Nuestros Tribunales especializados en la materia, por su parte, consideran que "la jornada 
extraordinaria se produce en situaciones especiales, no como labor diaria". (Ver al respecto: Tribunal Superior 
de Trabajo, Nº 4930 de las 8:00 hrs. del 12 de diciembre de 1975).Recientemente, ante un asunto análogo al 
presente, en el cual el objetivo de la pretensión era que se dejara sin efecto la disposición patronal de reducir la 
jornada de doce a ocho horas, y a que se mantuviera el pago de horas extras, la Sala Segunda de la Corte 
Suprema de Justicia estableció en forma inequívoca lo siguiente:"El hecho de que el actor haya laborado durante 
más de dos años una jornada de doce horas, no le permite argumentar que tiene derecho adquirido "contra-
legem", pues la jornada es totalmente ilegal, contraria a las disposiciones transcritas. Debe tenerse presente 
que la jornada extraordinaria, tal y como se expresa es para ocasiones excepcionales en las que por algún motivo 
de urgencia o necesidad, se requiera del trabajador, pero no se puede dar de manera permanente, pues dejaría 
de ser extraordinaria. Por otra parte, no debe perderse de vista que estamos ante una institución que brinda un 
servicio público y por lo tanto existe un evidente interés social que tutelar, cual es brindar un mejor servicio a los 
usuarios y ello priva sobre los intereses particulares. El INCOP, como entidad patronal, puede modificar las 
condiciones de trabajo, en aras de satisfacer los requerimientos de la sociedad; y actuando con racionalidad". 
(Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Nº 412 de las 9:20 hrs. del 7 de diciembre de 1995). De todo lo 
que se ha expuesto, cabe entender que limitación de la jornada de trabajo tiene su razón de ser en la protección 
de los trabajadores. (…) En lo que atañe a nuestro ordenamiento jurídico, la jornada de trabajo contiene 
regulaciones no sólo a nivel constitucional y legal, sino también en tratados internacionales de la Organización 
Internacional del Trabajo aprobados por nuestra país. Se ha establecido en dichos cuerpos legales de manera 
concordante, que la jornada extraordinaria tiene un carácter claramente temporal o eventual, por lo que no 
cabe convertirla en habitual y, por esas mismas razones, sólo procede en situaciones excepcionales.En armonía 
con lo dicho, es que no podría jamás interpretarse en el caso de esa Institución consultante, que la jornada que 
allí se labora se haya desnaturalizado, por cuanto ello equivaldría a aceptar una situación de ilegalidad al 
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permitirse una jornada permanente superior a la que dispone la Constitución Política en su artículo 58 así como 
la establecida en el artículo 136 del Código de Trabajo. (…). Finalmente, es de rigor mencionar que institutos 
jurídicos tales como el de la costumbre como fuente de derecho, el espinoso tema de los derechos adquiridos y 
principios generales del derecho del trabajo como lo es el de indubio pro operario, no encuentran aplicación en 
el caso que se examina. La costumbre como fuente de derecho resulta inadmisible por cuanto para que la misma 
tenga aplicación tendría que prescindirse totalmente de la ley, toda vez que se requiere que la situación no esté 
prevista. Empero, es claro que la cuestión referente a la jornada de trabajo goza en nuestro medio de suficiente 
regulación en el ordenamiento constitucional y legal. Además, la costumbre contra ley, es decir, en contra de 
normas legales expresas, no puede ser fuente de derecho, y menos consolidar derechos adquiridos. Como 
tampoco se trata en la especie de elegir de entre varios sentidos posibles de una norma aquél más favorable al 
trabajador, o bien, sobre cuál es la norma que más le favorece, o de determinar la regla que contenga la 
condición más beneficiosa, dichos principios resultan inaplicables. CONCLUSION:Con fundamento en lo 
expuesto, en criterio de este Despacho resulta improcedente el pago parcial de prestaciones legales por 
concepto de tiempo extraordinario servido, en caso de eliminarse las horas extras en la forma que se ha venido 
operando en esa Institución." (Procuraduría General de la República. Nº C-2002-96 de 10 de enero de 1996).Tal 
fue el criterio vertido en esa ocasión, sobre la intención de indemnizar la jornada extraordinaria que, en carácter, 
permanente se trabaja en esa institución. Ahora bien, con el fin de actualizar lo que en aquella ocasión se expuso, 
es oportuno hacer mención de un reciente fallo que, sobre el punto en estudio, emitió la Sala Segunda de la 
Corte Suprema de Justicia, que en lo que interesa dice así: "V.- Esta Sala ha señalado, reiteradamente, que la 
jornada extraordinaria es para ocasiones excepcionales, pues convertirla en habitual es violar el establecimiento 
de la jornada ordinaria, regulada para responder a necesidades tanto de orden público, como de interés social 
y defensa del trabajador. Al respecto, esta Sala, en su Voto número 184-95, de las nueve horas cuarenta minutos, 
del 14 de julio de 1995, ha dicho: "Considerando IV. el artículo 58 de la Constitución Política dice: ²La jornada de 
trabajo diurno no podrá exceder de ocho horas diarias y cuarenta y ocho a la semana. La jornada ordinaria de 
trabajo nocturno no podrá exceder de seis horas diarias y treinta y seis a la semana. El trabajo en horas 
extraordinarias deberá ser remunerado con un cincuenta por ciento más de los sueldos o salarios estipulados. 
Sin embargo, estas disposiciones no se aplicarán en los casos de excepción muy calificados, que determine 
la ley². Esta disposición fue desarrollada en el Capítulo Segundo del Título Tercero del Código de Trabajo, 
artículos 135 a 146 inclusive. Allí se define la diferencia entre jornada diurna y nocturna, el número de horas que 
componen cada jornada, la jornada acumulativa semanal, la jornada total, el trabajo efectivo, la jornada 
extraordinaria y algunos tipos de jornadas especiales. En lo que a nosotros interesa, el artículo 136 párrafos 
primero y segundo, disponen: "La jornada ordinaria de trabajo efectivo no podrá ser mayor de ocho horas en el 
día, de seis en la noche y de cuarenta y ocho horas por semana. Sin embargo, en los trabajos que por su propia 
condición no sean insalubres o peligrosos, podrá estipularse una jornada ordinaria diurna hasta de diez horas y 
una jornada mixta hasta de ocho horas, siempre que el trabajo semanal no exceda de las cuarenta y ocho 
horas.². El numeral 139, párrafo primero, define la jornada extraordinaria de la siguiente forma: ²El trabajo 
efectivo que se ejecute fuera de los límites anteriormente fijados, o que exceda de la jornada inferior a éstos que 
contractualmente se pacte, constituye jornada extraordinaria y deberá ser remunerada con un cincuenta por 
ciento más de los salarios mínimos, o de los salarios superiores a éstos que se hubieren estipulado.². Por último, 
el artículo 140 establece la jornada total, esto es, la suma de la jornada ordinaria con la extraordinaria, en un 
máximo de doce horas: "La jornada extraordinaria sumada a la ordinaria, no podrá exceder de doce horas, salvo 
que por siniestro ocurrido o riesgo inminente peligren las personas, los establecimientos, las máquinas o 
instalaciones, los plantíos, los productos o cosechas y que, sin evidente perjuicio, no puedan sustituirse los 
trabajadores o suspenderse las labores de los que están trabajando.". ¼V.- Las disposiciones transcritas imponen 
los siguientes límites máximos a las jornadas según si son diurnas, ocho horas diarias o cuarenta y ocho 
semanales; nocturnas, seis diarias o treinta y seis semanales; y mixtas, siete u ocho horas diarias, dependiendo 
de la actividad y, de esa forma, será también la semanal. Es importante hacer notar que, la existencia de la 
jornada acumulativa semanal, permite una mejor distribución horaria según los intereses de la empresa y del 
trabajador, por lo que las horas extra se computan únicamente al haber excedido la jornada acumulativa 
semanal, sin importar si un día laboró diez horas y otro cuatro, sino más bien si excedió el tope semanal. En 
el sub-júdice, ambos actores laboraron durante seis años, dos días a la semana quince horas, contraviniendo el 
ordenamiento jurídico. En nuestro criterio, si bien es cierto la jornada se mantuvo tantos años que ellos adaptaron 



 76 

                                                      
su vida personal y profesional a ella, también lo es que no pueden argumentar que tienen un derecho adquirido 
"contra-legem", pues la jornada es totalmente ilegal, contraria a las disposiciones transcritas. Debe tenerse 
presente que la jornada extraordinaria, tal y como se expresa en el voto salvado, es para ocasiones excepcionales 
en las que por algún motivo de urgencia o necesidad, se requiera del trabajador, pero no se puede dar de manera 
permanente, pues dejaría de ser extraordinaria". Se desprende claramente de la resolución antes transcrita que, 
el reclamo de horas extra, frente a una jornada considerada ilegítima por el ordenamiento jurídico, no puede de 
ninguna manera ser acogido en estrados. La permanencia y continuidad de la jornada extraordinaria, no tiene 
asidero legal; al contrario, conforme lo establece el artículo 31 de la Ley para el Equilibrio Financiero del Sector 
Público número 6955, del 24 de febrero de 1984, reformada por Ley número 6962, del 26 de julio de 
1984 ²Cuando en los poderes del Estado, en las instituciones descentralizadas y en las empresas públicas se hayan 
consolidado situaciones laborales, en que un solo individuo trabajo en forma permanente la jornada ordinaria y 
una jornada extraordinaria, su superior jerárquico inmediato, deberá tomar inmediatamente las medidas 
correspondientes para que cese tal situación, son pena de ser responsable directo ante el Estado del monto de las 
jornadas extraordinarias que así se pagaren². Como se desprende de lo anterior, mal haría la institución 
demandada en reconocer el pago de horas extra a los actores, ya que se estaría ilegítimamente consolidando 
una irregularidad, y se estaría obligando a efectuar erogaciones salariales en contravención de la normativa 
vigente, al no contar con los requisitos y aprobaciones exigidos por la ley". (Sala Segunda de la Corte Suprema 
de Justicia. Nº 2000-00742 de 10:05 hrs del 4 de agosto de 2000). Como puede verse, es reiterado el criterio del 
máximo tribunal laboral, en cuanto considera que la jornada extraordinaria permanente es ilegal, por lo que no 
resulta posible alegar derechos adquiridos "contra-legem". En esa misma dirección resolvió la Sala 
Constitucional una acción de Inconstitucionalidad, en la que el promovente alegó restricciones al ejercicio de la 
denominada jornada extraordinaria. Expresó el Tribunal Constitucional, en lo que nos concierne, lo siguiente: 
"a) La regulación de la jornada máxima de trabajo constituye, como se sabe, una de las más preciadas 
conquistas del derecho laboral universal. Nuestro ordenamiento recoge y realza ese principio al punto de 
elevarlo a norma de rango constitucional (artículo 58), cuya aplicación es absolutamente irrenunciable (artículo 
74). Pero es claro que el buen sentido de estas disposiciones -así como de las que, con carácter complementario, 
recoge la restante legislación laboral- es el de impedir que los trabajadores puedan ser compelidos a trabajar 
más allá de la jornada prevista, excepto por circunstancias extraordinarias, las cuales -por definición- son 
siempre variables e irregulares. No puede haber tal cosa como una jornada extra permanente, porque no puede 
ser ordinario lo extraordinario. No puede el patrono exigirla, ni pueden los trabajadores reclamarla. No puede 
haber tampoco un "derecho adquirido a la jornada extraordinaria". b) La realidad es que en diversos centros de 
trabajo existe la mala práctica de abusar de la jornada extraordinaria como simple medio para procurar un 
complemento salarial. Es claro que esta actitud desnaturaliza los propósitos del instituto, y -lo que es más 
delicado- constituye una seria amenaza para la salud de los trabajadores y su integración familiar. Pero no 
obstante encontrarnos ya ante transgresiones suficientemente graves por sí mismas, es incuestionable que el 
problema se ve magnificado cuando -además- se involucra el uso (más bien, abuso) de los fondos públicos. 
Desde esta óptica, no estima la Sala que medie vicio alguno de inconstitucionalidad en los esfuerzos que, dentro 
del marco constitucional y legal, realicen las autoridades para racionalizar -que no eliminar- el pago de horas 
extras en la Administración Pública. De lo que se trata es de procurar la más correcta gestión de un recurso 
escaso, donde "correcta" necesariamente implica autorizar el ejercicio y pago de las jornadas extra justificables, 
y denegar las injustificables. Se estaría entendiendo mal el alcance de la autonomía administrativa si se creyese 
que ella equivale a la ausencia de toda posibilidad de control externo, como si las entidades descentralizadas 
fuesen islas regidas por un autogobierno soberano; un Estado dentro de otro." Sala Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia. Nº 835-98 de las 17:33 hrs. del 10 de febrero de 1998). Establece de manera determinante 
la Sala en citado fallo, la imposibilidad de que exista una jornada extra permanente, porque no puede ser 
ordinario lo extraordinario, ni puede haber un derecho adquirido a la jornada extraordinaria. Todo ello apunta 
a una carencia absoluta de fundamento para disponer que en caso de eliminarse dicha jornada, surjan razones 
para indemnizar, sea, para reparar un daño o perjuicio, cuando más bien se está ante transgresiones 
suficientemente graves, o ante prácticas contrarias no sólo a la ley, sino también a la Constitución misma, con 
abuso de fondos públicos. Promulgar una ley con la finalidad de indemnizar por supresión de la citada jornada, 
sería consolidar dicha irregularidad en contravención de normas legales de orden público, como es el caso del 
artículo136 del Código de Trabajo; y eventualmente contra lo dispuesto en el artículo 58 de la Constitución 
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a) Que se encuentre debidamente autorizado por la jefatura inmediata, siguiendo el procedimiento establecido al 
efecto.  

b) Que el tiempo extraordinario no sea utilizado para subsanar errores laborales del funcionario.  
c) Que el tiempo laborado en ningún caso sea inferior a treinta minutos por día  

 

 
CAPÍTULO IV 

DE LAS VACACIONES 

 

Artículo 118.- Los servidores (as) de la Municipalidad disfrutarán de vacaciones anuales renumeradas54 de acuerdo con las 
siguientes normas: 

                                                      
Política; así como lo acordado en el Tratado Internacional Nº 1 de la Organización Internacional del Trabajo, 
ratificado por nuestro país mediante Ley Nº 6711 de 20 de enero de 1982, sobre la limitación de la jornada de 
trabajo a ocho horas diarias y cuarenta y ocho semanales, en empresas industriales, y que para efectos de dicho 
convenio, (…) Como se desprende con toda claridad de las consideraciones recién transcritas, tenemos que el 
pago de jornada extraordinaria de ningún modo puede estar contemplado como parte de las labores 
permanentes, es decir, no podría ser parte de los normales “roles” de organización que establece la 
institución.  Lo anterior, por cuanto el desempeño y correspondiente remuneración de la jornada extraordinaria 
debe corresponder única y exclusivamente a labores realizadas con carácter excepcional y temporal, toda vez 
que concierne a la atención de tareas imprevistas o especiales, y por ello se deben autorizar con carácter 
ocasional. Por ende, como se advierte, no podrían formar parte de una planificación ordinaria del trabajo. En 
efecto, el diseño de roles de trabajo apareja la organización.” Ver Procuraduría General de la República C-279-
2010 de 23 de diciembre del 2010 

 
54 Respecto de este tema, la Procuraduría General de la República ha señalado en el Dictamen C-444 2007 de 
fecha 14 de diciembre del 2007; lo siguiente de interés: “I.  SOBRE LAS VACACIONES. Las vacaciones anuales 
pagadas “pueden ser definidas como el derecho al descanso ininterrumpido –variable desde unos días hasta 
más de un mes- que el trabajador tiene, con goce de su remuneración, al cumplir determinado lapso de 
prestación de servicios.”    (Cabanellas de Torres, Guillermo, Compendio de Derecho Laboral, Tomo I, Editorial 
Heliasta, 2001, pág. 590). El derecho a las vacaciones anuales pagadas está contemplado como un derecho 
humano en la mayoría de los instrumentos de derechos humanos suscritos por Costa Rica.  Así, por ejemplo, el 
artículo 7 del Protocolo Adicional a la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, Protocolo de San 
Salvador, señala que los Estados Partes se comprometen a asegurar a los trabajadores “h. el descanso, el 
disfrute del tiempo libre, las vacaciones pagadas, así como la remuneración de los días feriados nacionales.” (…) 
De conformidad con la doctrina y jurisprudencias que informan este instituto, las vacaciones anuales pagadas 
tienen una doble finalidad.  “…en tanto no sólo viene a recuperar la energía física y síquica de la persona, si no 
que al reintegrarse a sus labores, cuenta con mayor disposición y rendimiento para continuar prestando sus 
servicios, y en ese sentido, también se beneficia el patrono, sea éste privado o público. Por ello, es reiterado el 
criterio de los Altos Tribunales de señalar que este tipo de derecho no solo es un derecho sino también un deber 
del trabajador de disfrutarlo. Así, en la resonada sentencia constitucional, No. 5969-93, de las quince horas con 
veintiún minutos del dieciséis de noviembre de mil novecientos noventa y tres, la Sala del Derecho de la 
Constitución, explicó, en lo que interesa: ",…pues el beneficio de las vacaciones responde a una doble necesidad, 
tanto del trabajador como de su empleador: a) por una parte, es evidente el derecho del cual debe disfrutar 
toda persona, de tener un descanso que a nivel constitucional puede inclusive entenderse como derivado del 
derecho a la salud (artículo 21 de la Constitución), b) por la otra, las vacaciones del primero benefician también 
al segundo, ya que el descanso de aquél por un período, favorece su mayor eficiencia, al encontrarse, luego de 
ese lapso razonable de reposo, en mejores condiciones físicas y psíquicas para el desempeño de sus labores. Con 
base en ello, se concluye que las vacaciones tienen la ambivalencia de ser derecho y deber del trabajador, 
pudiendo incluso su empleador obligarlo a disfrutarlas en tiempo.”   (Pronunciamiento C-493-2006 del 14 de 
diciembre del 2006.  En sentido similar, es posible ver los dictámenes C-503-2006 del 21 de diciembre del 2006, 
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a) Si hubieren trabajado de cincuenta semanas a cuatro años y cincuenta semanas, gozarán de dieciséis días hábiles 

de vacaciones.  
b) Si hubieren trabajado de cinco años y cincuenta semanas a siete años y cincuenta semanas, gozarán de veinte 

días hábiles de vacaciones.  
c) De ocho años de trabajar con la institución, gozarán de veinticinco días hábiles de vacaciones. 
d) Si hubieren trabajado, diez años o más, gozarán de treinta días hábiles de vacaciones.  

 

El derecho a vacaciones se tiene cualquiera que sea la modalidad de la relación laboral del servidor(a) con la Municipalidad 
y aunque no preste servicios todos los días de la semana laboral, ni la totalidad de la jornada ordinaria, salvo las reguladas 
mediante un contrato de asesoría o similar. 

 

Artículo 119.-Para obtener derecho a la vacación anual, es necesario que el funcionario(a) haya prestado sus servicios 
durante cincuenta semanas continuas.  

Sin embargo, si por cualquier causa no completara ese plazo por terminación de su relación de servicio,  que deba dar la 
Municipalidad, únicamente para efectos de pago:  

a) Uno punto veinticinco (1.25) días por cada mes trabajado, en los casos en que correspondiera disfrutar de 
dieciséis días hábiles de vacaciones.  

b) Uno punto sesenta y seis (1.66) días por cada mes trabajado, en los casos en que correspondiera disfrutar de 
veinte días hábiles de vacaciones.  

c) Xxxx (xx) días por cada mes trabajado, en los casos en que correspondiera disfrutar veinticinco días hábiles de 
vacaciones. 

d) Dos puntos cincuenta (2.50) días por cada mes trabajado, en los casos en que correspondiera disfrutar de treinta 
días hábiles de vacaciones.  

                                                      
C-466-2006, C-433-2005 del 16 de diciembre del 2005, OJ-109-2004 del 06 de setiembre del 2004, OJ-107-2004 
del 31 de agosto del 2004, entre otros)Por otra parte, las vacaciones constituyen un derecho irrenunciable del 
trabajador, es decir, existe una “imposibilidad jurídica  de privarse voluntariamente de una o más ventajas 
concedidas por el derecho laboral en beneficio propio./ Renuncia equivale a un acto voluntario por el cual una 
persona se desprende y hace abandono de un derecho reconocido a su favor.”  (Pla Rodríguez, Américo, Los 
Principios del Derecho del Trabajo, Editorial Depalma, Buenos Aires, 1978, Pág. 67)En efecto, la Sala 
Constitucional ha señalado sobre el punto lo siguiente: “Sobre la imprescriptibilidad o no de los derechos que 
surgen de la relación de trabajo en relación con la irrenunciabilidad de los mencionados derechos que enuncia 
la Constitución Política en su artículo 74, la Sala se ha pronunciado en los siguientes términos: "La reforma 
constitucional que introdujo el capítulo, fue promulgada con la idea unívoca de ejercer una tutela reforzada 
constitucionalmente, de los derechos de los trabajadores, parte evidentemente más débil de la relación laboral. 
La idea de introducir la irrenunciabilidad de esos derechos, nace de la posibilidad de que, por presiones del 
patrono, el trabajador no haga efectivo el reclamo de sus derechos, consecuentemente renunciando a 
ellos.”   (Sala Constitucional, resolución número 4260-2000 de las dieciséis horas con treinta y seis minutos el 
diecisiete de mayo del dos mil). A partir de la irrenunciabilidad establecida por la Constitución Política para los 
derechos laborales, la Sala Constitucional ha establecido la imprescriptibilidad de las vacaciones mientras 
subsista la relación laboral, imprescriptibilidad que incluiría a las vacaciones acumuladas objeto de nuestro 
estudio. Recordemos que la Sala Constitucional había señalado ya desde la resolución número 5969-1993 de las 
quince horas con veintiún minutos del dieciséis de noviembre de 1993, la imprescriptibilidad de los derechos 
laborales durante la vigencia de la relación laboral.    
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Para la determinación de los días hábiles, se excluirán los días de descanso semanal y los fijados establecidos por el artículo 
147 del Código de Trabajo55 y los días de asueto que conceda el Poder Ejecutivo, siempre que el asueto comprenda a la 
dependencia y el funcionario(a) que se trate.  

 

Artículo 120.- Cada Director, Gestor y Encargado (a) de Unidad, en el mes de diciembre del año anterior al disfrute 
vacacional, confeccionará y remitirá a la Unidad de Talento Humano, la propuesta del rol de vacaciones del período  del 
primero de enero al treinta y uno de diciembre de cada año, del personal a su cargo, dicho rol atenderá en primera 
instancia las fechas en que los funcionarios adquieran el derecho para el disfrute de las vacaciones.  

El incumplimiento de esta disposición se considerará falta grave y el funcionario que incurra en ella, se hará acreedor a las 
sanciones correspondientes..56 

El rol de vacaciones a que se refiere el párrafo anterior, podrá ser variado por la jefatura en coordinación con el 
Departamento de Recursos Humanos atendiendo justificaciones debidamente sustentadas  

 
Artículo 121.- Si transcurridas las dos semanas a la fecha en que se adquirió el derecho al disfrute vacacional, y no se 
hubieren disfrutado las vacaciones, ni justificado las razones, por las cuales el servidor (a) debe permanecer en su puesto, 
la Unidad de Talento Humano, en coordinación con la Alcaldía Municipal, tramitará de oficio, al funcionario(a), el disfrute 
de vacaciones, en forma inmediata. 
 
En este caso, la Unidad  de Talento Humano, pondrá en conocimiento inmediato al Alcalde(sa), de las irregularidades 
cometidas por la Dirección, Gestor y/o Encargado (a) de Unidad, a los fines de que se proceda a iniciar el proceso 
correspondiente para determinar las eventuales responsabilidades del funcionario incumpliente. 
 
Es prohibido acumular vacaciones.57 
 

                                                      

55 El artículo 147 del Código de Trabajo indica: “ARTÍCULO 147.- Son hábiles para el trabajo, todos los días del 
año, excepto los feriados y los días de descanso semanal existentes por disposición legal o convenio entre las 
partes. (Así modificado por el artículo 1, de la Ley No.7619 del 24 de julio de 1996.)  

 
 
57 En sentido similar, el artículo 159 del Código de Trabajo dispone: ARTICULO 159.- Queda prohibido acumular 
las vacaciones, pero podrán serlo por una sola vez cuando el trabajador desempeñare labores técnicas, de 
dirección, de confianza u otras análogas, que dificulten especialmente su reemplazo, o cuando la residencia de 
su familia quedare situada en provincia distinta del lugar donde presta sus servicios. En este último caso, si el 
patrono fuere el interesado de la acumulación, deberá sufragar al trabajador que desee pasar al lado de su 
familia las vacaciones, los gastos de traslado, en la ida y regreso respectivos. En el mismo sentido, el Tribunal 
Constitucional ha señalado que: “La prohibición de acumular vacaciones, que también se encuentra dispuesta 
expresamente en el artículo 159 del Código de Trabajo, a pesar de consistir en una especie de limitación para el 
trabajador en el ejercicio de ese derecho, no considera la Sala que sea inconstitucional, puesto que deben 
entenderse en armonía con los artículos 59 de la Constitución Política y 153 y 71 del Código de Trabajo, y estos 
entre sí, que establecen: …. Obviamente, en el caso del artículo 30 impugnado, la acumulación de vacaciones 
presupone la sucesión de varios períodos en los cuales el trabajador no ejerció ese derecho, en detrimento de su 
descanso y, de paso, de su capacidad de trabajo, y, consecuentemente también de la empresa. La prohibición 
de acumularlas más de una vez, pues, guarda armonía con los preceptos y principios enunciados del Derecho de 
la Constitución. “(Sala Constitucional, resolución número 5963-1993 de las quince horas con veintiún minutos 
del dieciséis de noviembre de mil novecientos noventa y tres, lo resaltado no es del original)  
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Artículo 122.- Las vacaciones se deberán gozar sin interrupciones, salvo cuando así lo convengan las partes, y siempre que 
se tratare de labores de índole especial, que no permitan la ausencia prolongada del funcionario(a) y su presencia se 
considere necesaria para la buena marcha del servicio. 
 
 
Artículo 123.- Cuando la Municipalidad lo requiera, por razones ampliamente razonadas de conveniencia institucional, 
exista disponibilidad presupuestaria y el funcionario(a) lo acepte, se podrá compensar económicamente hasta la mitad de 
las vacaciones a que tiene derecho el servidor(a).58  

                                                      
58 Respecto de este tema, la Procuraduría General de la República ha señalado en el Dictamen C-444 2007 de 
fecha 14 de diciembre del 2007: “II.  SOBRE LA COMPENSACIÓN DE VACACIONES (…) La compensación 
económica de las vacaciones no disfrutadas por el empleado es una excepción al disfrute de las vacaciones por 
parte del servidor, por lo que está considerada para aquellos casos en que existan razones excepcionales que 
justifiquen la adopción de dicha medida.  (…) Por su parte, el artículo 156 del Código de Trabajo señala: Artículo 
156.- Las vacaciones serán absolutamente incompensables, salvo las siguientes excepciones: a. Cuando el 
trabajador cese en su trabajo por cualquier causa, tendrá derecho a recibir en dinero el importe correspondiente 
por las vacaciones no disfrutadas. B. Cuando el trabajo sea ocasional o a destajo. c. Cuando por alguna 
circunstancia justificada el trabajador no haya disfrutado de sus vacaciones, podrá convenir con el patrono el 
pago del exceso del mínimo de dos semanas de vacaciones por cada cincuenta semanas, siempre que no supere 
el equivalente a tres períodos acumulados. Esta compensación no podrá otorgarse, si el trabajador ha recibido 
este beneficio en los dos años anteriores. Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, el patrono 
velará porque sus empleados gocen de las vacaciones a las cuales tengan derecho anualmente. En todo caso, 
se respetarán los derechos adquiridos en materia de vacaciones. “ La doctrina que informa la prohibición de la 
compensación económica de vacaciones como regla de principio, explica dicha prohibición en la naturaleza 
misma del derecho de vacaciones.  “El beneficio personal, tanto físico como espiritual, que las vacaciones 
presentan para el trabajador conduce a que no solo constituyan un derecho, sino casi una obligación.  Por ello 
existe una fuerte tendencia doctrinal y legislativa que se opone a que se paguen las vacaciones no disfrutadas, 
con el objeto de restarle al trabajador la tentación de lucrarse en contra de su salud.”  (Cabanellas de Torres, 
Guillermo, Op. Cit, Pág.  598) Bajo esta misma inteligencia, la Sala Constitucional, al analizar la 
constitucionalidad de la reforma operada al artículo 156 del Código de Trabajo, señaló: “Dentro de las 
excepciones a las que se refiere la Constitución Política debe admitirse la posibilidad de compensación de las 
vacaciones con el reconocimiento de una suma dineraria, sin embargo, para no hacer nugatorio este derecho 
fundamental, éstas deben responder a "excepciones muy calificadas". Desde esta perspectiva, es claro que el 
disfrute efectivo de las vacaciones es la regla y no la excepción, de ahí que pueda hablarse de un derecho 
fundamental a las vacaciones pero no de un derecho fundamental a su compensación. Esta conclusión no se 
deriva únicamente de la literalidad del artículo 59 constitucional, sino de una realidad social en la que los 
trabajadores podrían preferir, aún en contra de la finalidad básica del derecho a las vacaciones, su 
compensación a cambio de una suma dineraria que pudiera mejorar momentáneamente su condición 
económica. La posibilidad de enfocar un derecho fundamental a la compensación de las vacaciones implicaría 
negar "la situación económica de los trabajadores, en ocasiones especialmente deteriorada, (que) hace que 
aquéllos cuenten con la compensación de sus vacaciones, para hacerse con unos ingresos adicionales" 
(resolución número 3835-96 de las once horas treinta y seis minutos del día veintiséis de julio de mil novecientos 
noventa y seis). (Sala Constitucional, resolución número 2001-05418 de las quince horas con catorce minutos 
del veinte de junio del dos mil uno) De conformidad con lo expuesto, la regla es la prohibición de compensar 
las vacaciones, en atención a la finalidad que tiene el instituto.   Esta prohibición se aplica también a las 
vacaciones acumuladas, pues la norma no hace ninguna diferencia de trato en torno al periodo de vacaciones 
por disfrutar.  No obstante, y como lo apuntábamos líneas atrás, el Código de Trabajo dispone tres excepciones 
que permiten la compensación económica de vacaciones. (…) Sobre el particular, la Sala Segunda ha señalado: 
“Distinta es la naturaleza jurídica de la indemnización que se percibe por vacaciones, al término de la relación 
laboral.   …. Sin embargo, con base en esos mismos numerales también se ha interpretado que la naturaleza de 
la liquidación que de ese derecho se realiza con ocasión de la terminación de la relación laboral, es distinta, 
pues en este supuesto se trata más bien, de una indemnización del derecho que, el trabajador o el servidor no 
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De total que le corresponde, el servidor(a) deberá disfrutar al menos de quince días hábiles cada año, período que es 
incompensable. 
 
 
Artículo 124.- El pago de las vacaciones se hará con base en el salario que está percibiendo al momento de disfrute de las 
vacaciones, incluyendo los salarios ordinarios y extraordinarios devengados por el servidor(a). 
 
 
Artículo 125.- Si durante el disfrute de sus vacaciones el servidor(a) se enferma o accidenta y es incapacitado(a) para 
trabajar por la Caja Costarricense del Seguro Social o el Instituto Nacional de Seguros, el período se interrumpe. Los días 
que falten de disfrutar se concederán al término de la incapacidad. 
 
 
Artículo 126.- Cuando concurra una emergencia o urgencia en el trabajo; y se considere que la solución del problema 
podría estar en el regreso inmediato del servidor(a) en vacaciones, podrá pedirse a éste(a) su regreso, sin que ello 
represente obligación para el servidor(a) o represalias en su contra.59 
 
Si está anuente, se interrumpirá el disfrute por todo el tiempo que sea necesario, y al término de la situación que la originó, 
continuará el servidor(a) el disfrute de su derecho. 
 
 
Artículo 127.- Cuando el servidor(a) desempeñe labores técnicas o profesionales que dificulten su reemplazo, podrá la 
Municipalidad acumularle las vacaciones por un período. Es obligación de todo (a) responsable de dependencias de la 
Municipalidad, el no permitir que se acumulen más de dos períodos de vacaciones. 
 

                                                      
logró disfrutar precisamente por la terminación de la relación laboral. En este sentido, en el voto N° 98, de las 
10:10 horas, del 21 de junio de 1.991, esta Sala, resolvió:  “VII. En relación con lo anterior, la Sala considera 
que el extremo impugnado, y que concierne al pago que se le hace al servidor, por concepto de liquidación 
final de vacaciones, con ocasión de la terminación del respectivo contrato de trabajo, no puede tener la 
condición de salario pues, más bien, de lo que se trata es de una indemnización a l no poder disfrutar, el 
trabajador, de sus vacaciones; por lo que no existe la alternativa legal y sólo pueden ser pagadas, de ahí su 
carácter indemnizatorio . El apoyo jurídico, para sostener esa tesis, lo encontramos en el artículo 153, párrafo 
2° y en el numeral 156, párrafo 1°, del Código de Trabajo. Efectivamente, en ambas normas, se establece el 
mandato legislativo expreso, de que cuando la vacación no se puede disfrutar materialmente, físicamente, 
por la cesación de la relación laboral, debe ser pagada en dinero -el trabajador tiene que ser indemnizado-, 
y a ello corresponde el rubro de mérito, denominado liquidación final de vacaciones, que se hace después de 
concluido el contrato de trabajo. Consecuentemente, por su carácter claramente indemnizatorio, al no ser 
salario, no está sujeto al pago de las cargas establecidas por la citada Ley Orgánica.”  (Criterio reiterado en 
el voto N°173-99 de las 9:40 horas del 25 de junio de 1999 y más recientemente en el N° 406-02 de las 11:00 
horas del 16 de agosto del 2002).”  (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, resolución número 2006-
1126 de las once horas treinta y cinco minutos del treinta de noviembre del dos mil seis, el subrayado es del 
original) Debe advertirse que el reclamo de la indemnización por vacaciones debe presentarse dentro del plazo 
de prescripción del derecho, tal y como lo señalamos en el apartado anterior. 
 
59 La Unidad de Talento Humano deberá mediante resolución razonada revocar las vacaciones del servidor (a)  
y de conformidad con el numeral 152 de la Ley General de la Administración Pública que indica: 2Artículo 152.1 
El acto administrativo podrá revocarse por razones de oportunidad, conveniencia, mérito, con las excepciones 
que contempla la ley. 2 La revocación deberá tener lugar únicamente cuando haya divergencia grave entre los 
efectos del acto y el interés público, pese al tiempo transcurrido, a los derechos creados o a la naturaleza y 
demas circunstancias de la relación jurídica a que se intenta poner fin. 153.1 La revocación podrá fundarse en 
la aparición de nuevas circunstancias de hecho ,no existentes o no conocida al momento de dictarse el acto 
originario. 2. También podrá fundarse en una distinta valoración de las mismas circunstancias de hecho que 
dieron origen al acto, o del interés público afectado.” 
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Artículo 128.- A efecto de terminar las cincuenta semanas de servicios continuos para tener derecho a vacaciones, no se 
computará los períodos de suspensión de la relación de servicio, salvo las siguientes excepciones. 
 

a)  Incapacidad por maternidad. 
b)  Incapacidad por enfermedad y por riesgos de trabajo. 
c)  Licencia por adopción de hijos (as) menores de tres años en los términos de la Ley de Protección Social de la Mujer. 
d)  Permisos con goce de salario. 

 

Artículo 129.- Con el visto bueno de su jefe inmediato, el servidor podrá solicitar a la Jefatura de su Unidad un adelanto 
de sus vacaciones que, en ningún caso, podrá superar el número de días que proporcionalmente corresponda a los meses 
laborados. 

En estos casos, necesariamente se consultará a la Unidad de Talento Humano. 

 

Artículo 130.-  Los días hábiles son los días regulares de trabajo que no corresponden al descanso semanal obligatorio, a 
los días feriados establecidos en el artículo 147 del Código de Trabajo60. 

 

Artículo 131.-  Para el cómputo de la antigüedad en el servicio en el Sector Público y únicamente para efectos de 
determinar la ubicación dentro de la escala a que se refiere el artículo 107 de este reglamento, se tomará en cuenta el 
tiempo servido en otras instituciones del Estado. Para que se otorgue ese reconocimiento, se debe de presentar 
documento certificado, extendido por personas autorizadas de la institución que se trate, ante la Unidad de Talento 
Humano, la cuál hará el estudio correspondiente para fundamentar su resolución. 

 

Artículo 132.- La remuneración durante las vacaciones será de acuerdo con el salario ordinario vigente a la fecha en que 
el servidor disfrute del descanso anual. No obstante, se efectuarán los ajustes proporcionales correspondientes cuando 
haya existido, durante el período que se dió el derecho a las vacaciones, licencia sin goce de sueldo, remuneraciones 
mayores al salario ordinario, cambios de jornada, incapacidades o cualquier otra situación que amerite un ajuste. 

 
Artículo 133.- Los funcionarios administrativos disfrutarán sin interrupciones del período de vacaciones a que tienen 
derecho, las que podrán ser fraccionadas con tal propósito mediante acuerdo expreso con el Encargado (a) de la Unidad 
respectivo, de lo cual se informará a la Unidad de Talento Humano. Cuando el fraccionamiento sume cinco días, así se 
comunicará mediante los procedimientos correspondientes a dicha Unidad y se copiará de dicho oficio a la Alcaldía 
Municipal.  
 
Procede también fraccionamiento en los recesos acordados oficialmente hasta tres oportunidades (Semana Santa, 
vacaciones de medio período y fin y principio de año), y solo podrá acumularse un período cuando, por la naturaleza de 

                                                      

60 El artículo 147 del Código de Trabajo indica: “ARTÍCULO 147.- Son hábiles para el trabajo, todos los días del 
año, excepto los feriados y los días de descanso semanal existentes por disposición legal o convenio entre las 
partes. (Así modificado por el artículo 1, de la Ley No.7619 del 24 de julio de 1996.) “ 
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las funciones se dificulte el reemplazo del servidor debe realizar  una solicitud expresa de acumulación, con el visto bueno 
del jefe inmediato, ante la Unidad de Talento Humano. 
 

Artículo 134.- El responsable de la autorización, control del disfrute de vacaciones, de la remisión del informe anual y de 
velar por que no haya una acumulación indebida, es el Director, Gestor o Jefe de la Unidad Administrativa.  

El Encargado (a) de la Unidad de Talento Humano designará un responsable de tramitar las vacaciones, quien debe 
mantener actualizado el registro interno  de las vacaciones correspondientes; en el sistema informático correspondiente. 

 

CAPÍTULO V 

DE LAS LICENCIAS 

 

Artículo 135.- El funcionario municipal, podrá solicitar licencia ocasional o de excepción en los siguientes casos: 
 

a)  Situaciones familiares del servidor(a): Licencia por cincos días hábiles en caso de matrimonio del funcionario(a) 
fallecimiento de cualquiera de sus padres, hijos (as), hermanos (as), cónyuge o compañero(a), legalmente 
reconocido seis días hábiles. 

      
i. Al padre en caso del nacimiento de su hijo(a): tres días hábiles  

ii. Por la adopción de un (una) menor: tres días hábiles.  
iii. Por la enfermedad grave del cónyuge o hijo del trabajador podrá concederse licencia hasta por 

diez días hábiles, previa justificación comprobada. 
iv. Por muerte del cónyuge, el compañero, los hijos, los hijastros, los padres (biológicos o adoptivos), 

los hermanos consanguíneos: cinco días hábiles, contados a partir del fallecimiento, previa 
constancia extendida por autoridad competente. 

v. A la madre trabajadora a partir de la finalización del período indicado de maternidad, medio día 
hábil adicional por mes para que lleve a su hijo a consulta médica, hasta que cumpla un año, 
debiendo solicitar de previo el permiso con el jefe de departamento. Deberá presentar constancia 
de asistencia a la CCSS.  

vi. A las madres se les concederá una hora diaria durante seis meses en el período de lactancia de 
sus hijos y podrán seguir disfrutando de esa hora, siempre que se presente a su jefe inmediato, la 
respectiva certificación del centro médico, que la trabajadora continúa lactando a su hijo, lo 
anterior conforme a las leyes de protección al niño. 

vii. Por citas judiciales, el tiempo que sea necesario, justificando posteriormente mediante 
comprobante de la autoridad judicial correspondiente.  

viii. La Municipalidad otorgará permiso hasta por 1 día a todos aquellos chooferes que tengan que 
renovar su licencia; esto con la justificación respectiva. En cuanto a los demás trabajadores que 
deseen tener su licencia, se pondrán de acuerdo con el Alcalde para el disfrute de los días 
necesarios.  

Las licencias por regla general, serán sin goce de sueldo, salvo los siguientes casos de conformidad con lo dispuesto en el 
numeral 153 del Código Municipal. 

 
En estos casos, el funcionario(a) deberá presentar la boleta de la concesión de la licencia y el día de su regreso deberá 
presentar los documentos probatorios pertinentes, remitiéndose para documentar la justificación, en el expediente 
personal a la Unidad de Talento Humano. Sí los documentos, (constancia de matrimonio, defunción o acta de nacimiento 
o adopción) no fueran presentados, se le rebajarán los días del salario correspondiente. 
 
 
Artículo 136.- En los siguientes casos, procede la licencia de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 de la 
Convención Colectiva de Trabajo vigente: 

     
a) Actividades sindicales: La Municipalidad podrá otorgar licencias, que no podrán exceder de los términos, ni 

violentar las formas, previstos en la Convención Colectiva de Trabajo vigente, a los (las) afiliados (as) y dirigentes 
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del sindicato Para estos efectos, deberá presentarse a la Unidad de Talento Humano los documentos justificantes 
correspondientes. En el caso de los dirigentes sindicales, deberá presentarse la correspondiente documentación. 

b) Para reuniones ordinarias de la junta directiva del sindicato, la Municipalidad concederá a todos los miembros 
directivos, permiso de 2 horas hábiles por quincena.  

c) La Municipalidad velará por el otorgamiento de las respectivas licencias sindicales al tenor de lo establecido en 
el Código de Trabajo. 

d) Para reuniones de la Junta de Relaciones Laborales, medio día a la semana por jornada. 

 

 

Artículo 137.- Procede además, la licencia al servidor(a) cuando:  

a) El Alcalde (sa) podrá otorgar licencias que no excedan de tres meses, para que los funcionarios (as) acojan las 
invitaciones de gobiernos o de organismos internacionales, para viajes de representación o participación en 
seminarios, congresos o actividades similares. 

b) Hasta por quince días al servidor(a) que haya sido designado para representar al país, tanto en el interior con en 
el extranjero, en actividades culturales, académicas o deportivas; siempre y cuando se adopte certificación del 
Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes de la oficialidad del evento y de la escogencia del funcionario para 
dicho evento. 

 
Estas licencias serán tramitados, por él (la) Encargada de la Unidad, quien procederá a trasladar la petición a la Unidad de 
Talento Humano, para que determine si corresponde otorgarla sin goce de sueldo, con goce de sueldo o se deducirá de 
su período de vacaciones. En este último caso el número de días de la licencia no podrá exceder del número de días de 
vacaciones con que cuenta el funcionario(a) en el momento de otorgarse el permiso. 
 
El servidor(a) deberá presentar los documentos probatorios pertinentes, los cuales el Encargado (a) de la Unidad de la 
dependencia enviará junto con la boleta de solicitud de la licencia a la Unidad de Talento Humano para trámite y archivo 
en el expediente personal. 

 

 

Artículo 138.- No obstante, lo establecido en el artículo anterior, el Alcalde(sa) podrá conceder licencias sin goce de sueldo 
y prorrogar las mismas, mediante resolución interna y con apego estricto a las siguientes disposiciones: 

a)  Hasta seis meses para asuntos personales, la cual podrá ser prorrogada por seis meses más en casos muy especiales. 
b)  Hasta un año para: 

i. Asuntos graves de familia, tales como enfermedad, convalecencia o tratamiento médico, cuando 
así lo requiera la salud del funcionario(a). 

ii. Realización de estudios académicos en materias, especialidades o campos de indudable interés 
para la municipalidad, a nivel superior de pregrado, grado o postgrado, o a nivel técnico que 
requiera de la dedicación exclusiva del funcionario(a) durante la jornada de trabajo y siempre y 
cuando suscriba el contrato correspondiente con las prohibiciones de renunciar al municipio 
durante diez años. 

iii. Para la ejecución de proyectos experimentales dentro de un traspaso de actividades del sector 
municipal hacia el privado, que haya sido aprobado por el Alcalde(sa) y que implique el 
desligamiento del funcionario(a) de la municipalidad. 

 

Toda solicitud de licencia sin goce de salario o prórroga de la misma, requerirá la presentación de los documentos en que 
se fundamenta, la cual, para su trámite debe de hacerse con un mes de antelación ante las instancias indicadas.  
 
 
Artículo 139.-Las licencias para impartir lecciones a nivel superior, se tramitarán conforme a lo establecido en el artículo 
14 de la Ley contra el Enriquecimiento Ilícito e la Función Pública.61 

                                                      
61 El artículo 14 de la Ley contra el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública y la Corrupción dispone: Artículo 
14.-Prohibición para ejercer profesiones liberales.  No podrán ejercer profesiones liberales, el presidente de la 
República, los vicepresidentes, los magistrados del Poder Judicial y del Tribunal Supremo de Elecciones, los 
ministros, el contralor y el subcontralor generales de la República, el defensor y el defensor adjunto de los 
habitantes, el procurador general y el procurador general adjunto de la República, el regulador general de la 
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CAPÍTULO VI 

DE LAS INCAPACIDADES PARA TRABAJAR 

 

Artículo 140.- La Municipalidad reconocerá las ausencias al trabajo del servidor(a) motivadas por incapacidad para 
trabajar, ya sea por enfermedad, maternidad o riesgo profesional, y se sujetara a las siguientes disposiciones: 

a) Por visitas al médico tanto de INS, como CCSS, la Municipalidad pagará el tiempo necesario, siempre que sea 
justificado.  

b) La incapacidad para trabajar por motivos de enfermedad será reconocida durante todo su período, y pagará la 
diferencia que exista entre lo que cancelen las instituciones aseguradoras y el 100% de su salario; cuando la 
incapacidad sea menor a 4 días 

c) Por incapacidades de la CCSS, después de 4 días la Municipalidad pagará al trabajador el porcentaje necesario 
hasta completar el 100% del salario y por el tiempo que dure la incapacidad.  

d)  La incapacidad para trabajar por motivos de maternidad se pagará durante los cuatro meses que señala el 
artículo 95 del Código de Trabajo62, reconociendo la diferencia que exista entre el total de su salario y lo que 
pague la Caja Costarricense del Seguro Social. 

                                                      
República, el fiscal general de la República, los viceministros, los oficiales mayores, los presidentes ejecutivos, 
los gerentes y los directores administrativos de entidades descentralizadas, instituciones autónomas, 
semiautónomas y empresas públicas, los superintendentes de entidades financieras, de valores y de pensiones, 
sus respectivos intendentes, así como los alcaldes municipales y los subgerentes y los subdirectores 
administrativos, los contralores y los subcontralores internos, los auditores y los subauditores internos de la 
Administración Pública, así como los directores y subdirectores de departamento y los titulares de proveeduría 
del Sector Público. Dentro del presente Artículo quedan comprendidas las otras profesiones que el funcionario 
posea, aunque no constituyan requisito para ocupar el respectivo cargo público. De la prohibición anterior se 
exceptúan la docencia en centros de enseñanza superior fuera de la jornada ordinaria y la atención de los 
asuntos en los que sean parte el funcionario afectado, su cónyuge, compañero o compañera, o alguno de sus 
parientes por consanguinidad o afinidad hasta el tercer grado inclusive. En tales casos, no deberá afectarse el 
desempeño normal e imparcial del cargo; tampoco deberá producirse en asuntos que se atiendan en la misma 
entidad pública o Poder del Estado en que se labora. 
 

62 El artículo 95 del Código de Trabajo indica: “ARTÍCULO 95.- La trabajadora embarazada gozará 
obligatoriamente de una licencia remunerada por maternidad, durante el mes anterior al parto y los tres 
posteriores a él. Estos tres meses también se considerarán como período mínimo de lactancia, el cual, por 
prescripción médica, podrá ser prorrogado para los efectos del artículo anterior. Durante la licencia, el sistema 
de remuneración se regirá según lo dispuesto por la Caja Costarricense de Seguro Social para el “Riesgo de 
Maternidad”. Esta remuneración deberá computarse para los derechos laborales que se deriven del contrato de 
trabajo. El monto que corresponda al pago de esta licencia deberá ser equivalente al salario de la trabajadora 
y lo cubrirán, por partes iguales, la Caja Costarricense de Seguro Social y el patrono. Asimismo, para no 
interrumpir la cotización durante ese período, el patrono y la trabajadora deberán aportar a esta Caja sus 
contribuciones sociales sobre la totalidad del salario devengado durante la licencia. Los derechos laborales 
derivados del salario y establecidos en esta ley a cargo del patrono, deberán ser cancelados por él en su 
totalidad. La trabajadora que adopte un menor de edad disfrutará de los mismos derechos y la misma licencia 
de tres meses, para que ambos tengan un período de adaptación. En casos de adopción, la licencia se iniciará el 
día inmediato siguiente a la fecha en que sea entregada la persona menor de edad. Para gozar de la licencia, la 
adoptante deberá presentar una certificación, extendida por el Patronato Nacional de la Infancia o el juzgado 
de familia correspondiente, en la que consten los trámites de adopción. La trabajadora embarazada adquirirá 
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e) Tratándose de incapacidad para trabajar por riesgo profesional se tomará lo dispuesto en el artículo 235 de la 
Ley Sobre Riesgo del Trabajo63, Nº 6727 de 4 de marzo de 1982 y sus reformas, garantizándose en todo caso el 
pago del 100% del salario. 

 

En todo lo que no se encuentre aquí expresamente regulado respecto de las incapacidades, se consideraran disposiciones 
supletorias del presente Reglamento, el Reglamento para la extensión de incapacidades a los Trabajadores (as) 
Beneficiarios (as) del Régimen de Enfermedad y Maternidad y el Reglamento General de Riesgo de Trabajo y las 
interpretaciones que de los mismos expida la Caja Costarricense de Seguro Social; así como toda normativa relacionada. 

                                                      
el derecho de disfrutar de la licencia remunerada sólo si presenta a su patrono un certificado médico, donde 
conste que el parto sobrevendrá probablemente dentro de las cinco semanas posteriores a la fecha de 
expedición de este documento. Para efectos del artículo 96 de este Código, el patrono acusará recibo del 
certificado. Los médicos que desempeñen cargo remunerado por el Estado o sus instituciones deberán expedir 
ese certificado. (Así reformado por el artículo 1, de la Ley No.7621 del 5 de setiembre de 1996.)” 

63 El artículo 235 de la Ley sobre Riesgos del Trabajo dice: “Artículo 235.- Para los efectos de este Código, el 
cálculo de salario de los trabajadores se determinará de la siguiente manera: a) Salario diario es la 
remuneración, en dinero y en especie, cualquiera que sea su forma o denominación, que el trabajador perciba 
por jornada diaria de trabajo. Si el salario del trabajador fuere mensual, quincenal, semanal en comercio, o 
salario base de cotización establecido por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, para efectos de este 
seguro, el salario diario se determinará dividiendo la remuneración declarada en las planillas presentadas por 
el patrono en los tres meses anteriores al acaecimiento del riesgo, o durante un tiempo inferior a ese plazo que 
el trabajador haya laborado para el patrono, entre el número de días naturales existentes en ese período. Para 
otras formas de remuneración no incluidas en el párrafo anterior, el salario diario se calculará dividiendo la 
remuneración declarada en las planillas presentadas por el patrono durante los tres meses anteriores al 
acaecimiento del riesgo, o durante un tiempo inferior a ese plazo que el trabajo haya laborado para el patrono, 
entre el número de días efectivamente trabajados en ese período. b) Los salarios de los trabajadores que tengan 
carácter eminentemente transitorio, ocasional, o de temporada, o con jornadas de trabajo intermitentes, serán 
determinados por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a solicitud expresa del Instituto Nacional de 
Seguros. Este Ministerio determinará el salario mensual base de cotización para el seguro contra riesgos del 
trabajo, en los casos señalados en este inciso. c) El salario anual será el resultado de multiplicar el salario diario 
por los factores que de inmediato se señalan: c.1) Para los salarios mensuales, quincenales, semanales en 
comercio, o fijados por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, salario diario multiplicado por trescientos 
sesenta. c.2) Para los demás salarios diarios, el mismo, multiplicando por el factor de proporcionalidad que 
resulte de comparar los días efectivamente trabajados en el período de los tres meses anteriores al infortunio o 
durante un tiempo inferior a ese plazo que el trabajador haya laborado para el patrono, y los días hábiles 
transcurridos, multiplicados por trescientos doce; sea salario diario por días efectivamente trabajados, por 
trescientos doce, entre los días hábiles laborables existentes en el período computado. ch) En ningún caso el 
salario que se use para el cálculo de las prestaciones en dinero derivadas de este Título, será menor al salario 
mínimo de la ocupación que desempeñaba el trabajador al ocurrir el riesgo. El Instituto Nacional de Seguros 
determinará las prestaciones en dinero que deba hacer efectivas, con base en los reportes de planillas que el 
patrono haya presentado antes de la ocurrencia del riesgo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 206. d) 
Salvo estipulación contractual más beneficiosa para los intereses del trabajador, el salario anual de los 
aprendices o similares se fijará tomando como base el producto de multiplicar por trescientos doce el salario 
diario menor que establezca el Decreto de Salarios Mínimos para los trabajadores de la actividad de que se 
trate; y e) Para los efectos de este artículo, servirán de prueba preferente para la fijación del verdadero monto 
del salario las planillas, y demás constancias de pago de salario, así como las respectivas declaraciones del 
Impuesto sobre la Renta que haya presentado el trabajador.  
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En ningún caso de incapacidad para trabajar por enfermedad, maternidad o riesgo profesional, el monto del subsidio que 
pague la respectiva institución aseguradora sumado al que pague la Municipalidad, podrá exceder el monto del salario del 
servidor(a).  

 

Artículo 141.- En caso de que un funcionario sea incapacitado para trabajar tendrá un plazo improrrogable de dos días 
hábiles para entregar a la jefatura inmediata y a la Unidad de Talento Humano el documento correspondiente de 
incapacidad. 

Quedan a salvo aquellos casos en que por la gravedad o imposibilidad comprobada del funcionario, no le sea posible 
cumplir con lo anterior en el plazo indicado, en cuyo caso deberá cumplir con lo expuesto el primer día hábil en que reinicie 
sus actividades laborales; sin embargo el servidor o cualquiera de sus familiares deberá dar por cualquier medio idóneo el 
aviso correspondiente a su jefe inmediato de la incapacidad que le impide presentarse a laborar.  

Cada jefatura está en la obligación de entregar al funcionario o a quien presente la incapacidad un comprobante de haberla 
recibido, constancia que contendrá necesariamente tanto la fecha y hora de presentación, los días de incapacidad, firma 
y nombre del funcionario que la recibe. El incumplimiento de lo expuesto en los artículos anteriores dará lugar a 
responsabilidad disciplinaria  

El otorgamiento de la incapacidad del trabajador, conforme al artículo 79 del Código de Trabajo, produce la suspensión 
de la relación laboral, sin responsabilidad patronal ni tampoco para el funcionario. 

 

 

 

 
CAPÍTULO VII 

DE LOS SUELDOS Y SALARIOS, INCENTIVOS Y OTRAS COMPENSACIONES ECONÓMICAS 
SECCION I 

DE LA UNIDAD DE TALENTO HUMANO 

Artículo 142.- La Unidad de Talento Humano es la dependencia técnica especializada, encargada de la ejecución de las 
labores de operación del sistema conforme con los trámites establecidos en el presente reglamento.  

Serán funciones en materia de salarios y clasificación de puestos, las siguientes: 

a) Atender todo lo relativo al sistema de clasificación y valoración de puestos, según las técnicas esenciales en todo 
programa científico y moderno de la administración de personal. 

b) Revisar permanentemente las técnicas de clasificación y valoración de puestos, con la finalidad de que se 
mantengan actualizadas, considerando las reformas y cambios propios del adelanto en dichas disciplinas e 
instrumentos. 

c) Confeccionar manuales internos para facilitar la aplicación de las diferentes técnicas de clasificación y valoración 
de puestos. 

d) Llevar a cabo estudios  integrales de clasificación de puestos, a través de los cuales se establezcan sus 
denominaciones, se preparen las especificaciones de los cargos, los requisitos de ingreso y demás características. 

e) Hacer estudios técnicos de clasificación de puestos, a solicitud de la Alcaldía Municipal y/o la Dirección 
Administrativa. 

f) Elaborar y mantener debidamente actualizado el Manual de Clasificación y Valoración de Clases t el Manual 
Descriptivo de Puestos, así como el Mapa Organizacional. 

g) Gestionar estudios integrales de salarios y sueldos, así como hacer recomendaciones sobre la escala salarial 
municipal, por lo menos cada cinco años. 

h) Asesorar en materia de políticas y aumentos salariales. 
i) Revisar los decretos de salarios mínimos y determinar su incidencia en la estructura de salarios de la 

Municipalidad. 
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SECCION II 
DE LOS SALARIOS  

 
Artículo 143.- Los sueldos y salarios64 de los servidores (as) de la Municipalidad se regirán de la siguiente forma:  

                                                      
64 El artículo 57 de la Constitución Política obliga a: “57.-Todo trabajador tendrá derecho a un salario mínimo, 
de fijación periódica por jornada normal, que le procure bienestar y existencia digna. Todo lo relativo a la fijación 
de salarios mínimos estará a cargo del organismo técnico que la ley determine.”. 
 
Por su parte, el numeral 122 del Código Municipal ordena: “(…) ARTÍCULO 122.- Los sueldos y salarios de los 
servidores protegidos por esta ley, se regirán de conformidad con las siguientes disposiciones:  a) Ningún 
empleado devengará un sueldo inferior al mínimo correspondiente al desempeño del cargo que ocupa. b) Los 
sueldos y salarios de los servidores municipales serán determinados por una escala de sueldos, que fijará las 
sumas mínimas y máximas correspondientes a cada categoría de puestos. c) Para determinar los sueldos y 
salarios, se tomarán en cuenta las condiciones presupuestarias de las municipalidades, el costo de vida en las 
distintas regiones, los salarios que prevalezcan en el mercado para puestos iguales y cualesquiera otras 
disposiciones legales en materia salarial. Para elaborar y actualizar la escala de sueldos las instancias 
competentes podrán solicitar colaboración a la Dirección General de Servicio Civil.(…)”.  
 
Y; “(…)Como puede apreciarse, los salarios dentro del Régimen Municipal -al igual que en cualquier otra 
institución del Estado, incluyendo a las municipalidades- se encuentran predeterminados en función de cada 
categoría, clase o modalidad de empleo, según el Manual Descriptivo de Puestos correspondiente, tomándose 
en cuenta las condiciones presupuestarias de los entes estatales, el costo de vida en las distintas regiones, así 
como los salarios existentes en el mercado para puestos iguales y otros factores. De ese modo, ninguna 
institución del Estado podría aplicar salarios diferentes a los establecidos en el régimen salarial del Sector 
Público, y menos recurrir a disposiciones que regulan los salarios y aumentos para el ámbito privado de las 
relaciones de trabajo. Ello, por las razones enunciadas al inicio de este acápite.(…). A mayor abundamiento, es 
importante transcribir lo que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, en un caso similar al de análisis, 
señaló: "Ahora bien, es necesario entrar al análisis de los procedimientos específicos que conlleva una fijación 
salarial en el Sector Público, que debe ajustarse en un todo, al principio de legalidad administrativa y 
presupuestaria. La Administración tiene el poder-deber, de distribuir las cargas de trabajo, y de hacer las 
fijaciones salariales, de acuerdo con los Manuales Descriptivos de Puestos y las Escalas Salariales, todo en forma 
armoniosa; debe, asimismo, reconocerle a los titulares de los respectivos puestos, el sueldo y todos los pluses o 
componentes salariales, que resulten de la Ley, disposiciones administrativas válidamente adoptadas, o bien, 
cuando se trate de convenciones colectivas o de laudos arbitrales, en cuanto se incorporaron ya como atributos 
del puesto. Cuando se confeccionan los respectivos manuales, se fija la Escala Salarial; se hacen calificaciones 
generales, valoraciones y reestructuraciones; la Administración debe actuar de acuerdo con criterios de 
conveniencia o de oportunidad, en función de la eficiencia del Servicio Público; atendiendo a las condiciones 
fiscales, las modalidades de cada clase de trabajo, el costo de la vida, los salarios de los mismos puestos en la 
empresa privada, y al conjunto de la estructura, que deberá resultar armónica y consistente. Todo lo anterior, 
constituye una actividad de tipo técnico. El Manual, una vez aprobado, limita a la Administración, en tanto que, 
establece una descripción de las actividades del puesto, que debe ser tomada en cuenta, para determinar la 
clasificación, dentro de la estructura de la organización, y la correspondiente valoración, según la Escala de 
Salarios..." (Respecto de los temas analizados, ver los siguientes Votos: de la Sala Constitucional, el número 
0757-C-91, de las 15:45 horas, del 14 de febrero de 1995; de esta Sala, el número 226, de las 15:30 horas, del 
11 de agosto de 19999).(Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Número 2002-00105 de las 14:55 horas 
del 13 de marzo del 2002)”  

Y, la Contraloría ha indicado: “(…) El sistema de remuneración que cada municipalidad defina e implemente es 
responsabilidad de su administración, la cual debe atender los principios de legalidad y sana administración, 
cumpliendo los requisitos que para actos administrativos de esa envergadura (estudios, resoluciones, 
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a) Ningún servidor(a) devengará un sueldo inferior al mínimo o correspondiente al desempeño del cargo que 
ocupa.   

b) Los sueldos y salarios de los servidores (as) de la Municipalidad, serán determinados por una escala de 
sueldos, que formará parte integral de la documentación que rige la estructura organizacional. 65 

c) Para determinar los sueldos y salarios, se tomarán en cuenta las condiciones presupuestarias de la 
Municipalidad, el costo de vida en las distintas regiones, los salarios que prevalezcan en el mercado para 
puestos iguales y cualesquiera otras disposiciones legales en materia salarial. 66 

Artículo 144.- Los salarios para los diferentes puestos incluidos en el sistema, estarán indicados en la Escala Salarial que 
forma parte integral del Manual Descriptivo de Puestos y serán la consecuencia de la valoración de las actividades, 

                                                      
publicaciones, etc.). En ese sentido, el sistema de remuneración que se elija debe tener como antecedente, un 
estudio formalmente establecido y consignado en los documentos pertinentes (documentos de estudio, 
estatuto, reglamento, manuales, etc.): documentos a los que recurrirá para su aplicación y resolver las 
situaciones que sobre el particular surjan.(…)”. Contraloría General de la República. Oficio 13376-FOE-SM del 12 
de diciembre del 2008. 

65 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia ha dimensionado la diferencia entre los conceptos de salario 
base y salario mínimo, con el propósito de validar certeramente los mismos, en la fijación de políticas 
salariales.“(…)La diferencia entre “salario mínimo” y “salario base”, señalando que el primero “es el legalmente 
establecido para una actividad en el Sector Privado, el salario base es el establecido en razón de la categoría 
salarial prevista en las leyes de salarios, entre otras escalas de sueldos como parámetro base para una 
contratación en el Sector Público, al cual se le suman otros complementos salariales, (que en el caso del citado 
sector lo constituyen otros pluses como el pago por anualidades, disponibilidad, carrera profesional, etc.) para 
configurar la obligación del empleador público con respecto a sus servidores”. Salario que se fija conforme lo 
dispuesto en el artículo 48 del Estatuto del Servicio Civil, a diferencia del salario mínimo, que se fija por el Consejo 
Nacional de Salarios por medio de Decreto de Salarios Mínimos. Estima la Sala que el artículo 48 es desarrollo 
del artículo 57 constitucional. Se estima que la escala salarial establecida en la Ley de Salarios de la 
Administración Pública es un mínimo para las clases que trabaja la Dirección de Servicio Civil; mínimo que debe 
ser respetado por las otras escalas salariales que rijan en el Sector Público. (…)” Corte Suprema de Justicia. Sala 
Segunda. RES N°. 537- 2004 de 14:30 hrs. del 24 de junio de 2004  

66 Y, “(…) Al respecto, la base de la cual tenemos que partir es que de conformidad con lo dispuesto en los 
numerales 168, 169 y 170 de nuestra Constitución Política, en concordancia, con el artículo 4 del Código 
Municipal que desarrolla el tema, las municipalidades son entes descentralizados territorialmente, con 
independencia política, administrativa y presupuestaria, garantizada constitucionalmente, es decir las 
municipalidades son entes autónomos. Por lo que, la segunda observación que podemos hacer,  es que las 
municipalidades- entes autónomos y  descentralizados territorialmente- si bien es cierto, no forman parte de la 
Administración –Poder Ejecutivo- por lo que la relación de las entidades municipales con el Poder Central, el 
Estado, es de coordinación y colaboración. Ese principio de autonomía municipal, le permite a las 
municipalidades, establecer su propia política salaria, y por ende, acordar un particular régimen remunerativo, 
a favor de su personal. Esa potestad se deduce de la lectura conjunta de las atribuciones señaladas en los incisos 
a), b) y f) del artículo 4 del Código Municipal: “Artículo 4.- La municipalidad posee la autonomía política, 
administrativa y financiera, que le confiere la Constitución Política. Dentro de sus atribuciones, se incluyen las 
siguientes: a) Dictar los reglamentos autónomos de organización y de servicio, así como cualquier otra 
disposición que autorice el ordenamiento jurídico; b) Aprobar los presupuestos y ejecutarlos (…) f) Concertar, 
con personas, entidades nacionales y extranjeras, pactos, convenios o contratos, necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones.”. Por su parte, esa potestad municipal de fijar su propia política salarial, 
encuentra también su fundamento, en lo establecido en los artículos 1) inciso d) y 21 de la Ley de Administración 
Financiera y Presupuestos Públicos (n°. 8131 de 18 de setiembre del 2001), el cual excluye a las municipalidades, 
del ámbito de acción de la Autoridad Presupuestaria en lo que respecta a materia salarial.(…)” Contraloría 
General de la República. Oficio 5992 de 23 de junio del 2010. 
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complejidad y responsabilidad que conforman cada uno de los puestos de la Municipalidad, de acuerdo con los sistemas 
utilizados y aceptados para la determinación de su monto. 

 

Artículo 145.- Las diferencias salariales originadas en reclasificaciones, reasignaciones y revaloraciones de puestos, 
producto de revisiones parciales o integrales, se reconocerán conforme a las consideraciones siguientes y de acuerdo con 
las normas y disponibilidades prespuestarias de la municipalidad. 

a) Las revaloraciones aprobadas por el Alcalde Municipal, cuya resolución administrativa se produzca en el período 
comprendido entre el 01 de abril y el 30 de setiembre, se reconocerán a partir del primero de enero del año 
siguiente. Las resoluciones dictadas en el período comprendido entre el 01 de octubre y el 30 de marzo del año 
siguiente, se reconocerán a partir del 01 de julio de este último año. 

b) Las reasignaciones o reclasificaciones se reconocerán a partir de la fecha de la respectiva resolución 
administrativa emitida por el Alcalde Municipal. Para el reconocimiento se extienda en forma retroactiva más 
allá de la fecha señalada, deberá procederse según lo dispuesto en el artículo 14267 de la Ley General de la 
Administración Pública. En ambos casos, si no existiere contenido económico a efectos de la ejecución de pago, 
deberá previamente aprobarse la modificación de presupuesto. 

 

Artículo 146.- Los salarios básicos establecidos en la escala de salarios comprenderán el pago de la prestación de los 
servicios al ingresar al desempeño de un cargo, y se entiende por jornada ordinaria de trabajo para un mes calendario. 
Cuando en un contrato de trabajo, se estipule una jornada inferior a la ordinaria, se pagará un salario proporcional en 
relación con la valoración acordada en la clase a la cual el puesto esté asignado. 

 

Artículo 147.- Si un puesto fuere reasignado a una categoría superior, el servidor que lo ocupe en propiedad devengará, a 
partir de las fechas dispuestas en el presente reglamento, el salario básico a la nueva categoría. 

 

Artículo 148.- Si un puesto fuere reasignado a un categoría inferior, el salario del funcionario (a) administrativo propietario 
de la plaza se considerará con la condición de derechos adquiridos. Hasta que la plaza se encuentre con la condición de 
vacante se procederá con la reasignación con la categoría inferior de la categoría de la clase. 

 

Artículo 149.- Si un puesto fuere reclasificado a un categoría superior, el funcionario (a) administrativo que lo ocupa en 
propiedad devengarán, a partir de las fechas dispuestas en el presente reglamento, el salario base de la nueva categoría 
y con el mismo número de anualidades que tenía, ahora valorados sobre la nueva categoría. 

 

                                                      
67 El artículo 142 de la Ley General de la Administración Pública señala: “Artículo 142.1 El acto administrativo 
producirá efecto en contra del administrado únicamente para el futuro, con las excepciones que se dirán. 2. Para 
que produzca efecto hacia el pasado a favor del administrado se requerirá que desde la fecha señalada para el 
inicio de su efecto existan los motivos para su adopción, y que la retroacción no lesione derechos o intereses de 
terceros de buena fe. 
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Artículo 150.- Si un puesto fuere reclasificado a un categoría inferior, el salario del funcionario (a) administrativo 
propietario de la plaza se considerará con la condición de derechos adquiridos hasta que la plaza se encuentre con la 
condición de vacante se procederá con la reclasificación con la categoría inferior de la categoría de la clase. 

 

Artículo 151.- En el caso de ascensos o descenso voluntario, cualquiera que sea el salario base que corresponda al nuevo 
puesto, el servidor que pase a desempeñarlo en propiedad, tendrá derecho a continuar devengando las sumas que por 
anualidad haya acumulado a su favor en el o los puestos anteriores. Las nuevas anualidades a que adquiere derecho, se 
le calcularán con el monto que corresponde a la categoría del cargo que se encuentre desempeñando. 

En el caso de que un funcionario (a) administrativo se acoja a la pensión y regrese posteriormente a trabajar en la 
municipalidad, para efectos laborales, excepto el derecho de antigüedad, se considerará que es u nuevo contrato. 

 

Artículo 152.-En adelante la Municipalidad seguirá aplicando las sumas y porcentajes de aumento de salarios a todos sus 
empleados en las mismas condiciones y cantidades como mínimo, que rijan para los empleados públicos del Poder 
Ejecutivo. El aumento procederá vía acuerdo municipal, según el incremento decretado por el Estado para los funcionarios 
públicos. 

Artículo 153.- La Municipalidad reconocerá el monto de las anualidades conforme a lo dispuesto en la Ley de 
Fortalecimiento de las Finanzas Públicas Nº. 9635, salvo lo dispuesto en el artículo 56 y el Transitorio XXV de la misma 
ley.68 

                                                      
68 El DECRETO EJECUTIVO N° 41564-MIDEPLAN-H que es el Reglamento a la Ley Nº. 9635 de Fortalecimiento 
de las Finanzas Públicas dispone en su artículo 14: Artículo 14.- Anualidades. El incentivo de anualidad se 
reconocerá según los siguientes parámetros:  a)  El incentivo se reconocerá únicamente mediante la evaluación 
del desempeño, a aquellos servidores que hayan cumplido con la calificación de “muy bueno” o “excelente”, o 
su equivalente numérico, según la escala definida. b)  El incentivo será un monto nominal fijo para cada escala 
salarial, que permanecerá invariable, será reconocido en la primera quincena del mes de junio de cada año, y 
pagado de manera retroactiva según la fecha del cumplimiento de la anualidad que en cada caso corresponda. 
c)  El cálculo del monto nominal fijo corresponde a un 1,94% (uno coma noventa y cuatro por ciento) del salario 
base de las clases profesionales y de 2.54% (dos coma cincuenta y cuatro por ciento) para clases no 
profesionales, de manera inmediata a partir de la entrada en vigencia de la ley, sobre el salario base que 
corresponde para el mes de enero del año 2018, de conformidad con lo establecido en el transitorio XXXI de la 
Ley N° 9635. d)  Los cambios respecto al parámetro de cálculo de las anualidades serán aplicables a todos los 
servidores a partir de la entrada en vigencia de la Ley N° 9635, en las nuevas anualidades que estos adquieran. 
Las anualidades ya recibidas previo a la entrada en vigencia de dicha ley, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 56 y el Transitorio XXV de la misma, mantendrán las condiciones en que se otorgaron.  
 
Por su parte, el Artículo 56 de dicha ley dispone: Aplicación de los incentivos, topes y compensaciones Los 
incentivos, compensaciones, topes o anualidades remuneradas a la fecha de entrada en vigencia a la ley, serán 
aplicados a futuro y no podrán ser aplicados en forma retroactiva en perjuicio del funcionario o sus derechos 
patrimoniales. 
 
Y, el TRANSITORIO XXV indica: El salario total de los servidores que se encuentren activos en las instituciones 
contempladas en el artículo 26 a la entrada en vigencia de esta ley no podrá ser disminuido y se les respetarán 
los derechos adquiridos que ostenten. Las remuneraciones de los funcionarios que a la entrada en vigencia de 
la presente ley superen los límites a las remuneraciones establecidos en los artículos 41, 42, 43 y 44, contenidos 
en el nuevo capítulo V de la Ley N.° 2166, Ley de Salarios de la Administración Pública, de 9 de octubre de 1957, 
no podrán ajustarse por ningún concepto, incluido el costo de vida, mientras superen dicho límite. 
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Artículo 154.-El pago de salario de todo el personal municipal se hará en forma quincenal, depositándose en la cuenta 
respectiva del funcionario(a) en alguno de los Bancos del Estado; según lo dispuesto en el numeral 52 de la Ley de 
Fortalecimiento de las Finanzas Públicas Nº. 9635.69.  

 

Artículo 155.- Todos los funcionarios (as), cualquiera que sea la función que desempeñen, tendrán derecho a un sueldo 
adicional anual, equivalente a la doceava parte del total de los salarios ordinarios y extraordinarios percibidos durante el 
período respectivo, en el décimo tercer mes-. Dicho beneficio será entregado en los primeros quince días naturales del 
mes de diciembre del año, de que se trate, salvo terminación de la relación de servicio antes de vencerse el período 
respectivo, caso en el cual se pagará proporcionalmente al finalizar la relación de empleo.  

 

Artículo 156.- La Municipalidad pagará, dentro de los quince primeros días del mes de enero de cada año, a los servidores 
y servidoras municipales el monto correspondiente al salario escolar70, de acuerdo con lo establecido en la legislación 
nacional.  

                                                      
 
69 El artículo 52 de la Ley para el Fortalecimiento de las Finanzas Públicas indica: artículo 52- Modalidad de pago 
para los servidores públicos. Las prohibiciones y exclusiones establecidas en los Artículos 691 y 694 del Código 
de Trabajo, Ley 2 del 27 de agosto de 1943 y sus reformas, serán aplicables a los jerarcas y funcionarios que 
negocien reglamentos, contratos, estatutos o actos que otorguen ventajas de cualquier naturaleza. Las 
instituciones contempladas en el artículo 26 de la presente ley ajustarán la periodicidad de pago de los salarios 
de sus funcionarios, con la modalidad de pago mensual con adelanto quincenal. 
 
70 L a sentencia N°2020-009188 del 21 de mayo del 2020, de la Honorable Sala Constitucional, indicó que: El 
salario escolar tiene su origen en el acuerdo de la Comisión Nacional de Salarios para la fijación de los salarios 
mínimos para el segundo semestre del año 1994, y no en los actos que señala el accionante. De conformidad 
con el artículo 57 de la Constitución Política y el numeral 2 de la Ley 832, es competencia de dicho Consejo la 
fijación de los salarios mínimos. Por tanto, el salario escolar tiene su origen en un acuerdo emitido por un órgano 
en ejercicio de sus potestades constitucionales y legales. El salario escolar no constituye un pago adicional que 
la Administración realiza a sus funcionarios, como se alega en la acción, en realidad es un pago por concepto de 
aumento salarial que constituye –según lo señala el voto número 1998-0722 de este Tribunal–  “una suma que 
ya se encontraba dentro del patrimonio del trabajador por cuanto ya había sido reconocida por éste e incluida 
dentro del salario a percibir, sólo que se le paga en forma diferida”. La intención del Poder Ejecutivo era que el 
salario escolar fuera reconocido a todos los trabajadores, tanto del sector público, como privado. Dicha 
situación, se ve reflejada en el Decreto Ejecutivo número 25250-MTSS publicado a la Gaceta del 25 de junio de 
1996. Incluso llegó a ser aplicado en el sector privado; no obstante, con el paso del tiempo y por decisión de 
dicho sector, el pago de dicho rubro dejó de pagarse. 

Y, ¿Cómo se calcula el salario escolar? Para calcular el monto final se toma como base los salarios brutos 
devengados del 1° de enero hasta el 31 de diciembre del año anterior y semultiplica por 8.33%, lo cual equivale 
aproximadamente a un salario mensual recibido durante el periodo 
 
La jurisprudencia judicial de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, varió el criterio que venía 
sosteniendo y estableció que este no constituye retención salarial, pagada en forma diferida, sino que refiere a 
un componente salarial acumulado.  Así ha sostuvo: “… ya la Sala ha tenido la oportunidad de referirse a su 
naturaleza. Así, en la sentencia número 952, de las 9:30 horas del 12 de octubre de 2012, se resolvió: “El reparo 
relacionado con el salario escolar carece de sustento jurídico. Desde hace algún tiempo, la sala rectificó el 
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Artículo 160.- Solo se retribuirá el recargo de funciones cuando sea por períodos mayores de un mes y se pagará con 
fundamento en la diferencia existente entre el salario base del puesto que ocupa el funcionario(a) y el salario base del 
puesto con recargo.  

 

Artículo 161.- Los funcionarios (as) que deban viajar dentro o fuera del país en el ejercicio de sus funciones tendrá derecho 
a gastos de transporte y viáticos consistentes en pasajes, alimentación y hospedaje, los cuales regirán de acuerdo a la 
tabla emitida por la Contraloría General De La República. Los viáticos no se considerarán salario para ningún efecto legal.  

 

Artículo 162.- El pago de cualquier otro estipendio salarial, no contemplado en el presente reglamento se encuentra 
prohibido de conformidad con lo establecido en el artículo 40 de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas.71 

 

Artículo 163.- Los servidores (as) públicos que reciban auxilio de cesantía no podrán ocupar cargos remunerados en 
ninguna dependencia del Estado, durante un tiempo igual al representado por la suma recibida por dicho concepto o bajo 
otro título, por indemnización, reconocimiento de antigüedad o cualquier otra prestación similar pagada por la parte 
empleadora que se origine en la terminación de la relación de servicio, a excepción de los fondos de capitalización laboral. 
Si dentro de ese lapso llegaran a aceptar algún cargo quedarán obligados a reintegrar al Tesoro Público las sumas recibidas 
y deducirán aquellas que representen los salarios que hubieran devengado durante el tiempo en que permanecieron 
cesantes.  

La Procuraduría General de la República, cuando se trate del Estado, o el representante legal de los demás entes públicos, 
con personalidad jurídica y capacidad de derecho público y privado que pagó, procederá al cobro de las sumas que deban 
reintegrarse, por contravención a la prohibición establecida en el párrafo anterior, con fundamento en certificaciones 
extendidas por las oficinas correspondientes. Tales certificaciones tendrán el carácter de título ejecutivo por el monto 
resultante de la liquidación que haga la administración.  

                                                      
criterio esbozado en esta materia y ha venido sosteniendo que, en el Sector Público, ese rubro no constituye una 
retención salarial que se paga en forma diferida en cada mes de enero sino de un componente salarial más. En 
tal sentido, en la sentencia número 833, de las 9:40 horas del 12 de octubre de 2011, se indicó: ‘Con base en lo 
anterior, se desprende claramente que el Salario Escolar en el sector público fue promovido como un 
componente salarial calculado sobre el salario total que perciben las personas trabajadoras y cuyo pago se 
realiza en forma acumulada en el mes de enero del año siguiente. Es decir, que a diferencia del sector [privado], 
en el que el salario escolar está conceptuado como una deducción del aumento salarial autorizado, en el sector 
público es un componente salarial acumulado, que se calcula con base en el salario mensual percibido en un 
año’. (El subrayado no consta en el original y lo indicado entre paréntesis cuadrado fue agregado, por la clara 
omisión en que se incurrió). Lo mismo se dijo en un fallo posterior: ‘En consecuencia, con base en este otro 
criterio según el cual, el salario escolar es un componente salarial acumulado, que se calcula con base en el 
salario mensual percibido en un año; y no, una retención acumulada de parte del salario, lo resuelto deberá ser 
revocado para disponer que a los actores y actora les asiste también el derecho para que las diferencias 
acordadas se vean también reflejadas en los salarios escolares correspondientes’. (Sala Segunda de la Corte 
Suprema de Justicia, voto 2017-000437 de diez horas cincuenta y cinco minutos del diecisiete de marzo de dos 
mil diecisiete)  
 
71 El artículo 40 de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas indica: No procede la creación, incremento, 
ni el pago de remuneración por concepto de “discrecionalidad y confidencialidad”, ni el pago o reconocimiento 
por concepto de bienios, quinquenios o ninguna otra remuneración por acumulación de años de servicio distintos 
a las anualidades, en ninguna de las instituciones contempladas en el artículo 26 de esta ley. 
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SECCION III 
DEL PAGO DE PROHIBICION 

Artículo 164.- La compensación económica por concepto de Prohibición72 del Ejercicio Particular de la Profesión, se 
regulará conforme con las disposiciones de la Ley N° 5867 del 15 de diciembre de 1975 y sus reformas y la Ley Nº. 9635 

                                                      
72 Se entiende por prohibición según la jurisprudencia judicial la: “(…) necesidad de dotar de independencia a los 
servidores públicos, a fin de situarlos en una posición de imparcialidad, para evitar el conflicto de intereses y la 
concurrencia desleal. Las incompatibilidades se basan en razones de moralidad y tienden a evitar la acumulación 
de facultades en una sola persona, así como que los funcionarios aparezcan en oposición con el organismo 
público del cual dependen, en contiendas judiciales o reclamos administrativos, a causa de la designación 
profesional por parte de particulares; es decir tiende a evitar la colisión de intereses- interés público e interés 
privado-.(…) Ver Sala Constitucional. Ibídem. Res N°. 3292-95 de las 15:33 hrs del 18 de julio de 1995.    

 
Así podemos inferir que la prohibición es inherente al puesto, es decir, no está sujeta a la voluntad de la 
Administración o del funcionario público, por ende, la misma resulta ineludible e irrenunciable.  En este concepto 
se requiere de una norma legal que así lo establezca en forma expresa. En ese sentido ver C-299-2005 del 19 de 
agosto del 2005 de la Procuraduría General de la República. 
 
En ese sentido, existe un conglomerado de leyes que tipifican la restricción del ejercicio liberal de la profesión, a 
diferentes profesionales, a saber:  a) el artículo 34 de la Ley de Control Interno establece una restricción para el 
ejercicio de profesiones liberales fuera del cargo para los funcionarios de las auditorias, restricción que se ha 
interpretado que incluye todas las profesiones que el servidor ostente; b) el artículo 118 del Código de Normas 
y Procedimientos Tributarios establece una prohibición para el desempeño de cualquier otra profesión u 
actividad para aquellos empleados que ocupen los cargos allí señalados y que ejerzan funciones en la 
administración tributaria; c) el artículo 14 de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en el Ejercicio 
de la Función Pública, establece un listado de funcionarios que se consideran cubiertos por el régimen de 
prohibición; d) el artículo 144 de la Ley Orgánica del Poder Judicial también establece una restricción del ejercicio 
de la profesión para los abogados que laboran en el sector público incluidas las municipalidades. 
 
El artículo 14 de la Ley contra el enriquecimiento ilícito en la función pública y corrupción dispone: Artículo 14.-
Prohibición para ejercer profesiones liberales.  No podrán ejercer profesiones liberales, (…) los gerentes y los 
directores administrativos de entidades descentralizadas, ( …) y empresas públicas,  (…)así como los alcaldes 
municipales y los subgerentes y los subdirectores administrativos, los contralores y los subcontralores internos, 
los auditores y los subauditores internos de la Administración Pública, así como los directores y subdirectores de 
departamento y los titulares de proveeduría del Sector Público. Dentro del presente Artículo quedan 
comprendidas las otras profesiones que el funcionario posea, aunque no constituyan requisito para ocupar el 
respectivo cargo público. De la prohibición anterior se exceptúan la docencia en centros de enseñanza superior 
fuera de la jornada ordinaria y la atención de los asuntos en los que sean parte el funcionario afectado, su 
cónyuge, compañero o compañera, o alguno de sus parientes por consanguinidad o afinidad hasta el tercer 
grado inclusive. En tales casos, no deberá afectarse el desempeño normal e imparcial del cargo; tampoco deberá 
producirse en asuntos que se atiendan en la misma entidad pública o Poder del Estado en que se labora. 
 
El  artículo 148 inciso j) del Código Municipal prohíbe a los abogados ejercer la profesión liberal, para cuyo efecto 
se les faculta a devengar por dicha prohibición un 65% sobre su salario  base. 
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Y, Artículo 15 de la Ley contra el enriquecimiento ilícito en la función pública indica: “ Retribución económica por 
la prohibición de ejercer profesiones liberales. La compensación económica por la aplicación del artículo anterior 
será equivalente a un pago de un quince por ciento (15%) bachilleres y un treinta por ciento (30%) licenciados o 
posgrados sobre el salario base fijado para la categoría del puesto respectivo. (Así reformado por el artículo 3° 
del  título III de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, N° 9635 del 3 de diciembre de 2018, que 
adicionó el numeral 57 aparte g) a la Ley de Salarios de la Administración Publica, N° 2166 del 9 de octubre de 
1957). Y, el artículo 36 indica: “Los funcionarios sujetos por ley al régimen de prohibición no podrán ejercer su 
profesión o profesiones, independientemente de que cumplan o no con los requisitos para hacerse acreedores a 
la compensación por este concepto. En el caso que de que el funcionario que ostente más de una profesión y 
que haya firmado un contrato de dedicación exclusiva con la administración, puede ejercer la profesión o 
profesiones que no hayan sido cubiertas por el contrato suscrito; siempre y cuando las que se encuentren 
relacionadas con el cargo que el servidor ostenta, no contravengan el horario de la institución, ni los intereses 
del Estado. Para los funcionarios señalados en la ley como posibles beneficiarios de compensación económica 
por prohibición, no podrán ejercer de manera privada, en forma remunerada o ad-honorem, la profesión o 
profesiones que ostenten.  
 
Por su parte, el artículo 36 de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas indica: Artículo 36- Prohibición 
y porcentajes de compensación. Los funcionarios públicos a los que por vía legal se les ha impuesto la restricción 
para el ejercicio liberal de su profesión, denominada prohibición, y que cumplan con los requisitos establecidos 
en el artículo 31 de la presente ley, recibirán una compensación económica calculada sobre el salario base del 
puesto que desempeñan, de conformidad con las siguientes reglas:  1. Un treinta por ciento (30%) para los 
servidores en el nivel de licenciatura u otro grado académico superior.  2. Un quince por ciento (15%) para los 
profesionales en el nivel de bachiller universitario.” 
 
Y, los artículos 9º y 19 del DECRETO EJECUTIVO N° 41564-MIDEPLAN-H que es el Reglamento de la Ley Nº. 9635 
indica: “Artículo 9.- Prohibición. Los porcentajes señalados en el artículo 36 de la Ley N° 2166, adicionado 
mediante artículo 3 de la Ley N° 9635, así como aquellos señalados en las reformas legales a los regímenes de 
prohibición del artículo 57 de esa misma ley, resultan aplicables a: a)  Los servidores que sean nombrados por 
primera vez en la Administración Pública en un puesto en el cual cumplen los requisitos legales para recibir la 
compensación por prohibición. b)  Los servidores que previo a la publicación de la Ley N° 9635, no se 
encontraban sujetos al régimen de prohibición y que de manera posterior a la publicación cumplen los requisitos 
legales respectivos. c)  Los servidores que finalizan su relación laboral y posteriormente se reincorporan a una 
institución del Estado, por interrupción de la continuidad laboral. d)  Los servidores sujetos al régimen de 
prohibición con la condición de grado académico de Bachiller Universitario previo a la publicación de la Ley N° 
9635, y proceden a modificar dicha condición con referencia al grado de Licenciatura o superior.  Artículo 10.- 
Servidores sujetos al régimen de prohibición previo a la entrada en vigencia de la Ley N° 9635. Los porcentajes 
señalados en el artículo 36 de la Ley N° 2166, adicionado mediante artículo 3 de la Ley N° 9635, así como 
aquellos señalados en las reformas legales a los regímenes de prohibición del artículo 57 de esa misma ley, no 
resultan aplicables a: a)  Los servidores que previo a la publicación de la Ley N° 9635 se encontraban sujetos a 
algún régimen de prohibición y mantengan la misma condición académica. b)  Aquellos movimientos de 
personal a través de las figuras de ascenso, descenso, traslado, permuta o reubicación, sea en una misma 
institución o entre instituciones del Estado, siempre que el funcionario se hubiese encontrado sujeto a algún 
régimen de prohibición, previo a la publicación de la Ley N° 9635. Lo anterior, siempre que exista la continuidad 
laboral y no implique un cambio en razón del requisito académico.  
 
El artículo 11 de la Ley contra el enriquecimiento ilícito en la función pública indica: Artículo 11.- Verificación de 
cumplimiento del régimen de incompatibilidades y prohibiciones. De conformidad con lo establecido en el 
artículo 37 de la Ley N° 2166, la violación de las incompatibilidades y las prohibiciones constituirán una falta 
grave del servidor, y previo otorgamiento del debido proceso dará lugar a su destitución por justa causa y a las 
respectivas acciones penales y civiles, para la recuperación de las sumas percibidas por el funcionario en 
contravención de las disposiciones de dicha ley y el presente reglamento. 
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para el Fortalecimiento de las Finanzas Públicas y la normativa existente sobre la materia, según corresponda y el presente 
Reglamento.  

Artículo  165.- Previo al pago del plus de prohibición, la Unidad de Talento Humano, deberá verificar el cumplimiento del 
régimen de incompatibilidades de conformidad con lo establecido en el artículo 37 de la Ley Nº. 2166; así como solicitar 
del funcionario, todos los documentos necesarios, para ser sujeto a adscribirse al régimen de prohibición. 

La Unidad de Talento Humano emitirá un criterio técnico, que se adjuntará al expediente del servidor (a) municipal, en 
donde se haga constar, que el funcionario es sujeto a adscribirse al régimen de prohibición y el monto económico, que 
por ley le corresponde; el cual dirigirá a la Alcaldía, quién será en definitiva, mediante resolución razonada, quien emitirá 
el acto definitivo. 

La Unidad de Talento Humano responderá por la emisión de criterios erróneos sobre este tema, salvo cuando los 
servidores, mediante documentos falsos hayan acreditado, que les corresponde la adscripción a este régimen. La falta se 
reputará como falta grave. 

La Unidad de Talento Humano deberá confrontar las copias de los títulos académicos de los servidores (as) municipales 
con sus originales y comprobar toda la información pertinente,  por los medios legales de que disponga. 

 

Artículo 166.- El funcionario (a) público  que violente el régimen de incompatibilidades incurrirá en falta grave y previo al 
otorgamiento del debido proceso, dará lugar a su destitución sin responsabilidad patronal alguna; así como a la 
recuperación de las sumas percibidas en contravención de lo dispuesto en la ley y en el presente reglamento, lo cual será 
competencia de la Unidad de Servicios Jurídicos. 

 

Artículo 167.- No será posible el pago del régimen de prohibición con el pago de la remuneración por concepto de 
dedicación exclusiva y su cálculo se realizará únicamente sobre el salario base al puesto que ocupe el funcionario (a). 

 

SECCION IV 
DEL PAGO DE DEDICACION EXCLUSIVA 

Artículo 168.-  La Alcaldía Municipal podrá resolver que determinado funcionarios (as) deberán adscribirse al régimen 
Dedicación Exclusiva73; de acuerdo  con el interés que en ello se tenga de conformidad con la normativa vigente.  

                                                      
 
73 “(…) Dedicación exclusiva. Concepto. La dedicación exclusiva es la obligación que adquiere el profesional con 
la Institución con la que labora, de no ejercer de manera particular en forma remunerada o ad honorem ninguna 
profesión que ostente, ni actividades relacionadas con ésta, adquiriendo la entidad el compromiso de retribuirle 
un porcentaje adicional sobre el salario base, previa suscripción de un contrato. Al ser un acuerdo entre partes, 
en forma reiterada esta Contraloría General ha manifestado que si bien dicho beneficio puede ser solicitado por 
el trabajador su simple demanda no obliga a la Administración a acceder a tal requerimiento. (Ver oficios Nos. 
09336-95, 10939-95 Y 11284-98). Ahora bien, en el caso de la Municipalidad de San José, la posibilidad de 
reconocer el beneficio de dedicación exclusiva se encuentra incorporado en la norma de ejecución 
presupuestaria 51 de la Ley No. 7089 del 04 de diciembre de 1987 (Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario 
de la República), el cual señala: "Se autoriza el Régimen de Dedicación Exclusiva que se fija en el cuarenta y cinco 
por ciento ( 45%) sobre el salario base y el de disponibilidad, que será del treinta por ciento (30%) sobre el salario 
base para el sector profesional de la Municipalidad de San José. Podrán acogerse en forma voluntaria a este 
régimen todos los trabajadores que tengan el grado académico de licenciatura, como requisito mínimo exigido 
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para el cargo que ostentan. Los demás aspectos de este régimen los regulará la Municipalidad de San José, en 
el reglamento que para tal efecto emitirá". El hecho de que la norma antes transcrita autorice a la Municipalidad 
de San José a reconocer el beneficio en comentario, no da pie para entender que se trata de una obligación para 
dicho Municipio, ya que a pesar de que se encuentra incorporada en una Ley de Presupuesto no genera una 
imposición de carácter vinculante, que venga a desconocer las características propias de la dedicación exclusiva 
como acuerdo entre partes, ya que lo que otorga la leyes una facultad, o una autorización y nunca una 
obligación. Lo anterior se corrobora con la misma redacción de la norma que señala que "Podrán acogerse en 
forma voluntaria los trabajadores que tengan el grado académico de licenciatura...", donde se resalta el carácter 
contractual del beneficio. De igual manera parece entenderlo la Sala Segunda ya que en el Voto No. 138 cuya 
copia consta en el expediente, señaló: "Así, mientras que la dedicación exclusiva es "voluntaria" X surge de un 
contrato inter-partes, que sólo pueden celebrar los profesionales que ocupen cargos requirentes del grado de 
Licenciatura; la disponibilidad es consustancial a todo puesto de jefatura -sin distinción-.. .". (El subrayado no es 
del original). Además, debe tenerse presente que para proceder al reconocimiento de la dedicación exclusiva no 
se requiere una autorización legal expresa como la comentada, ya que para ello es suficiente una regulación 
interna de la Administración que reconozca tal beneficio, previo estudio técnico que demuestre la necesidad y 
conveniencia para su implementación (…).” Ver Contraloría General de la República. Dirección General de 
Asuntos Jurídicos. Oficio 08035 14 de julio, 1999, (DAJ-1472). 
 
La Honorable Sala Constitucional ha señalado que: “(…) A partir de lo expuesto, las principales notas 
diferenciadoras entre cada régimen están dadas por la naturaleza contractual de la dedicación exclusiva, que 
permite al servidor decidir si se acoge o no al régimen en cuestión y a la Administración si es de interés público 
el que el servidor se someta al régimen de dedicación exclusiva, así como la posibilidad de que el servidor 
renuncie a la dedicación exclusiva en determinado momento.   Estas características, como vimos, están ausentes 
en el régimen de prohibición.  (…)” Ver Sala Constitucional Ibídem. Res N°.2312-95 de las 10:15 horas del 9 de 
mayo de 1995 
 
Y, Y la jurisprudencia administrativa ha resuelto que: ”(…) La dedicación exclusiva se define como un convenio 
bilateral en el que una parte (el servidor público) se compromete a no ejercer su profesión, a cambio de una 
retribución adicional consistente en un porcentaje sobre salario base. (…)” Ver además el dictamen C-193-86 del 
21 de julio de 1986 del ente procurador. 

 
Así como, Y la Contraloría General de la República que: “(…)  En términos generales, la dedicación exclusiva es 
un plus salarial que se otorga por la vía del contrato a quien ocupe determinada plaza en una institución y que 
tiene como fin compensar el ejercicio exclusivo de la profesión a favor de la administración; de previo a su 
otorgamiento debe existir el reglamento y el estudio técnico, por los que se regule y justifique qué plazas quedan 
en esa condición.  Es en  aplicación de la normativa jurídica y técnica señalada que cabe el reconocimiento de la 
dedicación exclusiva (…).” Oficio N.° 00087, (FOE-SM-023) del 10 de enero de 2007, emitido en relación con una 
consulta hecha por la  misma Municipalidad de Puntarenas 
 
En el caso de los servidores nombrados con cargo a la partida presupuestaria de servicios especiales, la 
Contraloría ha sostenido que: “(…)  “En relación con el plus de ‘dedicación exclusiva’ la anterior Dirección General 
de Asuntos Jurídicos de esta Contraloría General ha señalado entre otros aspectos, que:  -... resulta conveniente 
indicar que el acogerse a la dedicación exclusiva es una decisión voluntaria del servidor, pero la solicitud que 
éste presente no obliga a la entidad a su otorgamiento, pues para que ello proceda debe verificarse la necesidad 
institucional de contar con los servicios del funcionario en forma exclusiva (Oficio Nro.923-2000). -(...) la 
dedicación exclusiva, la cual si bien puede ser solicitada por el trabajador, su simple demanda no constriñe a esa 
Administración Municipal a acceder con tal requerimiento.  Antes bien, (...) debe mediar un estudio serio de la 
Corporación Municipal, en el cual se analicen las necesidades del Gobierno Local y la propia conveniencia interna 
en cuanto a conceder a un determinado funcionario el o los beneficios que aquí hemos comentado (...) (Oficio 
Nro.5421-95) (…) 2. De lo expuesto en el punto anterior, es claro que la administración no está obligada a 
reconocer el plus de dedicación exclusiva y que en caso de que se decida el reconocimiento, este debe hacerse 
observando el marco regulatorio que informa sobre la materia, en el que se define lo que procede reconocer, 
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Artículo 169.- La Unidad de Talento Humano deberá verificar que el servidor (a) debe cumplir con los requisitos legales 
necesarias, para adscribirle al pago por concepto de Dedicación Exclusiva. 

Para estos efectos dicha Unidad deberá:  

a) Realizar un estudio técnico presupuestario que establezca la necesidad de la Administración de contar con dicho 
recurso humano a tiempo completo en forma exclusiva; 

b) La disponibilidad presupuestaria; 
c) La disposición y sometimiento voluntario del funcionario; y 
d) La suscripción de un contrato. 
e) El grado académico que ostenta el funcionario; 
f) La incorporación al Colegio profesional respectivo; y 
g) Que el puesto cuente con el perfil correspondiente en el Manual Descriptivo de Puestos de la Municipalidad. 

 
La veracidad de los datos aportados, será debidamente acreditada por la Unidad de Talento Humano, por todos los medios 
legales que tenga a su haber. 
 
 
Artículo  170.- La Unidad de Talento Humano, remitirá dicho “Estudio Técnico” a la Alcaldía Municipal, para que ésta 
mediante resolución razonada74, emita el acto que adscribe a determinado funcionario al régimen de dedicación exclusiva, 
cuyo plazo, no podrá ser menor a un año y superior a cinco años.75 
 
El pago de dedicación exclusiva, conforme dispone el Capítulo IV de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, no 
constituirá un beneficio permanente ni un derecho adquirido, por lo que al finalizar la vigencia del contrato suscrito, la 
Administración no tendrá la obligación de renovarlo. 
 
Para prorrogar el respectivo contrato, es necesario que el funcionario solicite la prórroga76 a la jefatura inmediata para 
que la Administración revise la solicitud a fin de determinar la necesidad institucional de la extensión, con un plazo de 

                                                      
(…) 3. La dedicación exclusiva debe fundamentarse en una regulación interna (reglamento) de la Administración, 
sin embargo, previamente debe haberse realizado el estudio técnico que demuestre la necesidad y conveniencia 
de su implementación.  Los actos administrativos que se dicten sobre el plus en cuestión, deben responder como 
un todo a la doctrina, jurisprudencia y a la normativa que resulte aplicable, además de observarse los principios 
de proporcionalidad y razonabilidad. (…)” Oficio 17066 (FOE-SM-2914) ya mencionado, al contestar una 
consulta planteada por la Municipalidad de Heredia en cuanto a la posibilidad de cancelar los rubros de 
anualidades y dedicación exclusiva al personal nombrado por servicios especiales. 
 
74 El artículo 29 de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas dispone: El jerarca de la Administración 
deberá acreditar, mediante resolución administrativa razonada, la necesidad institucional y la relación de costo 
oportunidad de suscribir dichos contratos, en razón de las funciones que ejerzan el o los funcionarios y el 
beneficio para el interés público. 

75 El artículo 6 del Reglamento a la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Púbicas señala: Artículo 6.- Plazos del 
contrato de dedicación exclusiva. El plazo máximo del contrato de dedicación exclusiva no podrá ser menor de 
un año, ni mayor de cinco.  Una vez finalizado el plazo respectivo, el contrato podrá ser renovado cuando la 
Administración, una vez revisadas y analizadas las condiciones existentes, acredite mediante resolución 
administrativa razonada y debidamente justificada, la necesidad institucional para proceder con la prórroga, 
según lo señalado en el artículo 29 de la Ley N° 2166, adicionado mediante artículo 3 de la Ley N° 9635. Las 
prórrogas no podrán ser menores de un año ni mayores de cinco 

76 El artículo 7 del Reglamento de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas indica: Artículo 7.- Prórroga de 
contratos de dedicación exclusiva. No cabrá pago alguno por concepto de dedicación exclusiva en aquellos casos 
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sesenta días naturales antes de su vencimiento, 77 lo cuál atenderá la Alcaldía, mediante resolución debidamente 
razonada. 
 
 
Artículo  171.-- Los requisitos que deberán cumplir los funcionarios, que sean adscritos al régimen de dedicación exclusiva 
son:  
 

a) Estar nombrado o designado mediante acto formal de nombramiento en propiedad, de forma interina, suplencia 
o puesto de confianza. 

b) Poseer un título académico universitario, que le acredite como profesional en determinada área del 
conocimiento, para ejercer de forma liberal la profesión respectiva. 

c) Estar incorporado en el colegio profesional respectivo, lo anterior en caso de que dicha incorporación gremial 
exista y que la incorporación sea exigida como una condición necesaria para el ejercicio liberal.78 

d) En los supuestos de dedicación exclusiva, se deberá estar nombrado en un puesto que tenga como requisito 
mínimo el grado académico profesional de bachiller. 

 
 
Artículo 172.- El funcionario sujeto al contrato por dedicación exclusiva que ostente más de una profesión, no podrá 
ejercer de manera particular o ad honorem, la profesión o profesiones que tengan relación con el cargo que desempeña. 
La suscripción del contrato se hará en razón de la profesión requerida en el cargo.79 
 
 
Artículo 173.- El no pago del régimen de dedicación exclusiva no exime al funcionario del deber de abstenerse de participar 
en actividades que comprometan su imparcialidad, posibiliten un conflicto de interés o favorezcan el interés privado en 
detrimento del interés público de conformidad con lo preceptuado en el numeral 28 de la Ley para el Fortalecimiento de 
las Finanzas Públicas y los deberes éticos enunciados en el presente reglamento. 
 
 
Artículo 174.- El monto80 a remunerar por concepto de dedicación exclusiva conforme dispone el numeral 4 del Decreto 
Ejecutivo Nº. 41564- MIDEPLAN-H que es el Reglamento a la Ley para el Fortalecimiento de las Financias Públicas, atenderá 
las siguientes disposiciones: 
 

a) Un veinticinco por ciento (25%) para los servidores con el nivel de licenciatura u otro grado académico superior. 
b) Un diez por ciento (10%) para los profesionales con el nivel de bachiller universitario. 

 
 
Artículo 175.- Conforme a lo dispuesto en el numeral 5 del Decreto Ejecutivo Nº. 41564-MIDEPLAN-H los servidores 
públicos, adscritos, al régimen de dedicación exclusiva, antes de la entra de vigencia de la Ley Nº. 9635 de Fortalecimiento 
de las Finanazas Públicas;81 atenderán las siguiente disposiciones; de conformidad con lo dispuesto en los transitorios XXV 

                                                      
en que los contratos suscritos, sea o no con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley N° 9635, no sean 
prorrogados por la Administración. 

77 Ver artículo 30 de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas. 
  
78 Ver artículo 31 párrafo final de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, sobre la exención de 
aquellas profesionales que no cuenta con colegio profesional. 
 
79 Ver artículo 32 de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas 
80 Ver artículo 35 de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Pública. 
 
81 El ámbito de aplicación de la Ley Nº. 9635 de las Finanzas Públicas es: Artículo 3.- Ámbito de aplicación. (…) 
Por Administración descentralizada, se entenderá a todas las instituciones autónomas y semiautónomas, 
empresas públicas del Estado, universidades públicas, municipalidades y la Caja Costarricense del Seguro Social.  
Las disposiciones del presente reglamento no tendrán efecto retroactivo y por lo tanto respetarán los derechos 

adquiridos y situaciones jurídicas consolidadas previo a la entrada en vigencia de la Ley N 9635, de conformidad 
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y XXVIII, los porcentajes regulados en el artículo 35 de la Ley N° 2166, adicionado mediante artículo 3 de la Ley N° 9635, 
no serán aplicables a:  

a) Los servidores que previo la publicación de la Ley N° 9635, contaban con un contrato de dedicación exclusiva.  
b) Aquellos movimientos de personal a través de las figuras de ascenso, descenso, traslado, permuta o reubicación, 

sea en una misma institución o entre instituciones del Estado, siempre y cuando el funcionario cuente con un 
contrato de dedicación exclusiva previo a la publicación de Ley N° 9635. Lo anterior, siempre que exista la 
continuidad laboral y no implique un cambio en razón del requisito académico.  

c) Las prórrogas de los contratos de dedicación exclusiva de aquellos servidores que previo a la publicación de la 
Ley N° 9635 suscribieron un contrato de dedicación exclusiva, siempre y cuando la Administración acredite la 
necesidad de prorrogar el contrato, de conformidad con lo señalado en el artículo 29 de dicha ley. 

 
 

 
 
 

SECCION V 
DE  LA DISPONIBILIDAD 

 
Artículo 176.- La Alcaldía Municipal podrá adscribir determinados funcionarios al régimen de disponibilidad 82 a fin de que 
atiendan la prestación de servicios públicos y atiendan emergencias cantonales.  

                                                      
con las disposiciones transitorias al Título III de dicha ley.  Corresponden a derechos adquiridos, los incentivos, 
sobresueldos, pluses, remuneraciones adicionales o cualquier otro de naturaleza equivalente, que previo a la 

entrada en vigencia de la Ley N 9635, integraban el salario total del servidor público, en propiedad o interino.  
Ver Decreto Nº. 41564 MIDEPLAN-H- 
 
82 El dictamen C-278-2012 del 23 de noviembre del 2012, lo siguiente: “La disponibilidad es una figura jurídica 
que se ha creado en nuestro país para asegurar la continuidad de ciertos servicios públicos que, por sus 
características, deben brindarse permanentemente.  Bajo esta línea de pensamiento, la Procuraduría ha 
definido la disponibilidad como una “situación jurídica particular que crea una condición especial en el sujeto 
que es incluido en él, y es que debe permanecer expectante, durante toda la relación de servicio, a fin de atender, 
obviamente, en jornadas fuera de la ordinaria, un evento o emergencia que requiere de su 
participación.”  (Dictamen OJ-071-1999 del 10 de junio de 1999.) En nuestro país se han desarrollado diversos 
sistemas de disponibilidad, en atención a las características propias de cada servicio público, razón por la cual 
podemos afirmar que las líneas básicas del diseño de la disponibilidad varían en cada sistema 
implementado.  Por ello, al analizar los alcances de la disponibilidad, resulta fundamental atender a las 
necesidades y a la finalidad con la que ha sido creada la figura, en aras de determinar cuál será el alcance de 
sus disposiciones. En lo que a nuestra consulta interesa, debe señalarse que la disponibilidad establecida en un 
reglamento como el que nos ocupa, parte de la aceptación del servidor y el patrono a efectos de que dicho 
régimen se configure: “Por su parte, la Sala Constitucional reiteradamente ha indicado que, “la disponibilidad 
es un plus salarial, mediante el cual el patrono puede disponer de los servicios del funcionario o servidor en el 
momento en que se necesite y que éste se encuentre en las condiciones y la disponibilidad para la prestación 
adecuada del servicio.” (Sentencia No. 2063, de 13:52 horas de 08 de febrero del 2008) De ahí que, por el 
carácter de servicio que se presta en una institución o entidad pública, o bien por determinados conocimientos 
o particularidades (profesionales, técnicos, etcétera ) que poseen determinados servidores o funcionarios 
públicos, éstos, generalmente, pueden acogerse a esa clase de sistema de disponibilidad, tal y como este 
Despacho, mediante el Dictamen C-058-2009, de 23 de febrero del 2009, puntualizó, que en “ los demás 
regímenes de disponibilidad no vienen establecidos por normas legales, por lo que la imposición de obligaciones 
fuera de la jornada ordinaria a otros grupos de trabajadores, necesariamente debe contar con la aprobación de 
los trabajadores, …” En similar sentido, el Tribunal Constitucional, ha subrayado, en lo que interesa: “(…) Así las 
cosas, se ha estimado que la disponibilidad es renunciable en determinadas condiciones, por ejemplo, cuando 
sea incompatible con el horario de trabajo normal, o discriminatorias, por contraponerse a la dignidad, la salud, 
la subsistencia, la seguridad y la vida; también cuando la remuneración no sea acorde con el sacrificio que la 
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Artículo 177.- La disponibilidad no puede ser entendida como un derecho adquirido en ningún momento. 83 

                                                      
disponibilidad apareja. Lo anterior, sin involucrar la resolución del contrato de trabajo suscrito entre las 
partes.” (Sentencia No. 2063-2008, de 13:52 horas de 8 de febrero del 2008)  

 
83 La jurisprudencia judicial ha señalado que la disponibilidad no puede ser considerado como un derecho 
adquirido ya que el mismo está sujeto a una serie de requisitos para poder ser reconocido al servidor, de manera 
tal que, si el funcionario ya no cuenta con las condiciones objetivas para su reconocimiento, el mismo puede  ser 
suprimido. “El plus por disponibilidad no puede generar derechos permanentes para ningún servidor; 
consecuentemente no se pueden alegar derechos adquiridos, cuando desaparecen las condiciones objetivas que 
motivaron su reconocimiento; dado que su percepción queda sujeta al desempeño de un cargo y a la necesidad 
institucional de conceder ese incentivo. Es decir, que al no existir motivo para que la persona que ocupa 
determinado puesto, deba desempeñar el cargo dentro de los supuestos de la disponibilidad, no puede 
legalmente justificarse una determinada retribución económica; la cual, de darse en tales condiciones anómalas, 
conllevaría a un pago obviamente ilegítimo, independientemente, de que se haya percibido, por largo tiempo o 
no, el incentivo; aún ejerciendo iguales funciones y en el mismo puesto; menos aún en casos, como el presente, 
en el cual varios actores han disfrutado del mismo, sin desempeñar funciones que ameritaran esa retribución 
adicional -servidores que de conformidad con la índole propia de sus funciones, no tenían por qué estar 
disponibles-, razón por la cual, fue correctamente suprimido tal beneficio, con base en su no aprobación, al 
denegarse la partida presupuestaria, que servía para hacerle frente al pago de esa compensación, y en que, la 
Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria , determinó que, los puestos que tienen a su cargo los actores, 
a quienes no se le otorgó la concesión del incentivo, no cumplen con los requerimientos establecidas por esa 
Autoridad, para poder devengar legalmente ese pago por disponibilidad”, voto 247 de las quince horas del 23 
de setiembre de 1998.” (Resolución N° 2014-000356 SALA SEGUNDA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA . San 
José, a las nueve horas cincuenta minutos del cuatro de abril de dos mil catorce.) 
 
Y, la resolución N° 00247-98 SALA SEGUNDA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA de las quince horas del 
veintitrés de setiembre de mil novecientos noventa y ocho, ha señalado lo siguiente: “El incentivo de 
"disponibilidad" tiende a retribuir, económicamente, esa restricción de la libre disposición del tiempo no 
laborable, que implica para los servidores, el hecho de que por una necesidad institucional impostergable, deban 
permanecer siempre disponibles y proceder a prestar sus servicios, en horas y días inhábiles; ya que, 
necesariamente, están obligados a acudir al llamado que se les haga, en caso de cualquier percance o problema, 
en el servicio que se presta. El incentivo de "disponibilidad" está destinado a dar continuidad al servicio público, 
motivo por el cual, el reconocimiento de éste, sólo puede surgir, en aquellos casos donde, por la índole del 
servicio o el cargo que desempeña el servidor, efectiva y realmente se requiera de que esté disponible, en todo 
momento. Sea que, su otorgamiento, surge con ocasión del puesto, naturaleza del servicio que se presta y de 
las necesidades para prestar ese servicio, en forma permanente, continua y eficiente. Por su naturaleza y por el 
fin que cumple, no puede generar derechos permanentes para ningún servidor; consecuentemente, no se 
pueden alegar derechos adquiridos, cuando desaparecen las condiciones objetivas que motivaron su 
reconocimiento; dado que su percepción queda sujeta al desempeño de un cargo y a la necesidad institucional 
de conceder ese incentivo, para garantizar la eficiencia y continuidad indispensables, respecto del servicio 
público que presta. Es decir, que al no existir motivo para que la persona que ocupa determinado puesto, deba 
desempeñar el cargo dentro de los supuestos de la disponibilidad, no puede legalmente justificarse una 
determinada retribución económica; la cual, de darse en tales condiciones anómalas, conllevaría a un pago 
obviamente ilegítimo, independientemente, de que se haya percibido, por largo tiempo o no, el 
incentivo; aún ejerciendo iguales funciones y en el mismo puesto; menos aún en casos, como el que ahora 
analizamos, en el cual varios actores han disfrutado del mismo, sin desempeñar funciones que ameritaran esa 
retribución adicional -servidores que de conformidad con la índole propia de sus funciones, no tenían por qué 
estar disponibles-, razón por la cual, fue correctamente suprimido tal beneficio, con base en su no aprobación, 
al denegarse la partida presupuestaria, que servía para hacerle frente al pago de la compensación por 
disponibilidad; y en que, la Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria, determinó que, los puestos que 
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Artículo 178.- El pago de disponibilidad podrá ser suspendido por el Alcalde (sa) Municipal, en el momento que el 
funcionario no se encuentre afecte a la condición que requirió tal adscripción, o bien en cualquier momento, sin necesidad 
de debido proceso.84 

                                                      
tienen a su cargo los actores, a quienes no se les otorgó la concesión del incentivo, no cumplen con los 
requerimientos establecidos por esa Autoridad en la Sesión Ordinaria N° 37-83, para poder devengar legalmente 
ese pago por disponibilidad. De ahí que, el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, como Entidad 
del Sector Publico, sometida al principio o bloque de legalidad, debió siempre actuar dentro de los límites por él 
establecidos, en lo que al otorgamiento del incentivo de disponibilidad concierne; toda vez que, por tratarse de 
erogaciones relacionados con la materia salarial, debió cumplir con los lineamientos emitidos por la Autoridad 
Presupuestaria -como órgano rector de la política salarial del Sector Público-, dado que ningún ente público 
puede decidir libremente sobre ese aspecto, basándose en su autonomía administrativa -que no es soberanía-, 
la cual tienen para su esfera de la toma de decisiones, siempre que no involucren erogaciones de fondos públicos, 
relacionados con la materia salarial, ya que la política salarial está sujeta a la Ley, por ser materia de gobierno.”  
 
84 Al respecto, ha señalado la Sala Constitucional:“I.- Esta Sala, en múltiples oportunidades, ha establecido que 
los sobresueldos que dependan de alguna condición para ser otorgados no constituyen un derecho adquirido 
que se incorpore como tal al salario propiamente dicho, toda vez que su otorgamiento depende de las 
condiciones objetivas por las cuales fue reconocido. En otras palabras, si las condiciones bajo las cuales fue 
otorgado un sobresueldo varían, y la persona ya no se encuentra en las mismas circunstancias, no resulta 
arbitrario que la Administración revoque en forma unilateral tal beneficio, toda vez que no se cumple la 
condición bajo la cual se originó (sentencia número 2006-010959 de las diecisiete horas cincuenta y un minutos 
del veintiséis de julio de dos mil seis).” (Sala Constitucional, resolución número 10010-2007 de las nueve horas 
y catorce minutos del veinte de julio del dos mil siete.  En el mismo sentido, es posible ver las resoluciones 9531-
2007 de las quince horas y treinta y un minutos del tres de julio del dos mil siete, 8940-2007 de las diecisiete 
horas del veintiuno de junio del dos mil siete,  6588-2007 de las quince horas y cuarenta y seis minutos del quince 
de mayo del dos mil siete, 3306-2007 de las doce horas cuarenta y ocho minutos del nueve de marzo del dos mil 
siete, 3343-2007 de las trece horas y veinticinco minutos del nueve de marzo del dos mil siete, 10959-2006 de 
las diecisiete horas y cincuenta y un minutos del veintiséis de julio del dos mil seis, 9399-2006 de las dieciocho 
horas y diecisiete minutos del cuatro de julio del dos mil seis, entre otros)   En el mismo sentido, ese Tribunal 
Constitucional ha señalado que: “… La discusión se centra sobre si desde el traslado de la funcionaria de 2002 
sus circunstancias particulares justificaban que continuara recibiendo los sobresueldos en cuestión. De la propia 
resolución interlocutoria citada y la jurisprudencia en que ella se fundamentó se infiere que los sobresueldos que 
corresponden a condiciones de hecho especiales no generan un derecho adquirido a mantenerlos cuando, 
precisamente, hay una modificación del cuadro fáctico que los justifica. De manera que, al invocar la 
Administración el cambio de las condiciones del funcionario, en un campo donde tal permuta es posible, se 
descarta enfocar el problema como uno vinculado a los derechos adquiridos.”  (Sala Constitucional, resolución 
número 5024-2007 de las quince horas del trece de abril del dos mil siete) La posición anterior se ha sostenido, 
aún en aquellos casos en que el sobresueldo ha sido recibido durante un tiempo prolongado, pues lo que interesa 
en estos casos no es el tiempo transcurrido desde que se disfruta el beneficio, sino la existencia de los 
presupuestos fácticos que fundamentan el otorgamiento del sobresueldo.  Así,  se ha señalado que:  “...IIo.- De 
igual forma cabe pronunciarse en lo que toca a la diferencia salarial que dice el recurrente que deja de percibir 
con ocasión del acto cuestionado, toda vez que la retribución por el recargo citado constituye un "plus" o 
beneficio salarial, el cual depende del hecho de que las funciones se ejerzan o no, sin que la circunstancia de 
haberlas realizado por un plazo determinado, tenga el efecto de constituir un derecho subjetivo a favor del 
interesado, para que se le siga pagando tal extremo, o para que se le mantenga el recargo señalado, de manera 
que el recurso, en cuanto a este último reparo es también improcedente..."(RSC N.° 03106-99, 16:15 horas, 28 
de abril, 1999).Esta doctrina, fue ratificada recientemente (RSC N.° 2002-04758, 14:48 horas, 21 de mayo, 
2002). Así, pues, a pesar de que los hechos han sido admitidos por la Sala para su estudio por una posible lesión 
a los derechos al debido proceso y trabajo, la cuestión merece ser reconsiderada. En efecto, la doctrina de esta 
Sala ha establecido que el recargo no constituye un derecho adquirido que se incorpore, como tal, al salario 
propiamente dicho y, mucho menos, de que éste se perpetúe, precisamente, por depender de las necesidades 
objetivas del servicio educacional (RSC N.º 2000-03881, 11:06 horas, 9 de mayo, 2000; RSC N.º 04886, 15:36 
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La disponibilidad no es excluyente del pago de horas extra.85 

                                                      
horas, 23 de junio 1999 y RSC N.º 02388, 14:36 horas, 29 de abril, 1996), por lo que por plantear este recurso 
una situación respecto de la cual la Sala ya se pronunció de forma negativa, en tratándose de que los 
precedentes de la jurisdicción constitucional son vinculantes erga omnes, salvo para sí misma (art. 13 LJC), el 
reparo que se formula es improcedente y por no encontrar motivos para variar el criterio o razones de interés 
público que justifiquen reconsiderar la cuestión, procede declarar sin lugar el recurso...”  (Sala Constitucional, 
resolución número 5523-2005 de las quince horas diecisiete minutos del diez de mayo del dos mil cinco.  El 
subrayado y resaltado son del original)Como se desprende de las citas anteriores, ante el cambio en las 
condiciones fácticas que motivaron el otorgamiento del sobresueldo, la Administración puede suprimir el 
sobresueldo, sin que pueda considerarse que en estos casos estamos ante un problema de derechos adquiridos, 
como lo ha señalado reiteradamente la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. Ahora bien, a pesar de que 
no resulta necesario realizar un procedimiento administrativo ordinario con las formalidades establecidas para 
el caso de la nulidad de actos administrativos, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional si ha admitido la 
necesidad de informar en forma previa a los interesados sobre el rebajo del sobresueldo, de forma que se les 
permita oponerse al mismo.  Así, por ejemplo, en cuanto al rebajo de lecciones interinas, la Sala Constitucional 
señaló: “Asimismo, tampoco lo acontecido tiene relación con el principio de intangibilidad de actos propios 
porque la recurrente no tiene un derecho subjetivo al pago de esas lecciones, ni ésta tiene un derecho a que el 
acuerdo establecido para el pago de los gastos de viaje en que incurran los funcionarios itinerantes no pueda 
ser cambiado. Por lo tanto, en este caso concreto no se está produciendo ni una violación al derecho al trabajo, 
ni tampoco una violación al principio de intangibilidad de los actos propios, razones por las cuales, el recurso 
debe declararse sin lugar en cuanto a estos argumentos. Ahora bien, ese rebajo sólo puede hacer a futuro, nunca 
de forma retroactiva, y eso sí constituye una violación al Derecho de la Constitución, tal como se analiza a 
continuación. … Si bien es cierto, tal como se viene de decir, esas 8 lecciones interinas asignadas como recargo 
de funciones pueden ser suprimidas sin violentar derecho constitucional alguno, se debe seguir un procedimiento 
para proceder a ello. Respecto de este procedimiento, además del respeto de los principios del debido proceso, 
debía respetarse el principio de irretroactividad. Del análisis de lo acontecido en este caso, por un lado, no se 
observa una violación a los principios del debido proceso por cuanto la recurrente fue comunicada previamente 
y se le dio la oportunidad de presentar, dentro del plazo de tres días, los reclamos que considerara 
correspondientes. Sin embargo, por otro lado, sí se comprueba una violación de derechos fundamentales en 
cuanto a la entrada en vigencia de esa supresión, que sólo podría operar hacia delante y nunca hacia atrás, es 
decir, sí se observa una violación al principio de irretroactividad”  (Sala Constitucional, resolución número 
12239-2006 de las quince horas diecisiete minutos del veintidós de agosto del dos mil seis, el subrayado no es 
del original.  En el mismo sentido, es posible ver las resoluciones 12240-2006 de las quince horas dieciocho 
minutos del veintidós de agosto del dos mil seis y la 12241-2006 de las quince horas diecinueve minutos del 
veintidós de agosto de dos mil seis)  
De otra parte, como se extrae de la cita anterior, la supresión del pago del sobresueldo debe ser efectuado hacia 
el futuro y no en forma retroactiva. Ahora bien, insistimos en que este presupuesto resulta de aplicación a 
aquellos casos en donde las circunstancias fácticas variaron y no de un vicio de nulidad del acto administrativo, 
ya que en este segundo supuesto necesariamente deberá anularse el acto administrativo, tal y como se 
estableció en el apartado anterior.” 
 
85 La Sala Segunda mediante VOTO N° 2017-000526 DE LAS 11:15 HRS DEL 31 DE MARZO DE 2017 dispuso: “[...] 
“VI.- CASO CONCRETO: La representación estatal se muestra inconforme con lo dispuesto por la sentencia 
recurrida respecto del reconocimiento del pago de las horas extra laboradas en disponibilidad. Sin embargo, los 
argumentos esgrimidos ante esta tercera instancia no pueden ser totalmente admitidos por las razones que a 
continuación se exponen. Si bien el artículo 58 de la Constitución Política, así como el ordinal 136 del Código de 
Trabajo establecen que la jornada ordinaria de trabajo efectivo no podrá ser mayor de ocho horas al día, de seis 
en la noche y de cuarenta y ocho semanales, lo cierto es que esta regla admite excepciones, tales como las 
contenidas en el numeral 143 del Código de Trabajo que advierte: “Quedan excluidos de la limitación de la 
jornada de trabajo los gerentes, administradores, apoderados y todos aquellos empleados que trabajan sin 
fiscalización superior inmediata; los trabajadores que ocupan puestos de confianza; los agentes comisionistas y 
empleados similares que no cumplen su cometido en el local del establecimiento; los que desempeñen funciones 



 104 

                                                      
discontinuas o que requieran su sola presencia; y las personas que realizan labores que por su indudable 
naturaleza no están sometidas a jornadas de trabajo. Sin embargo, estas personas no estarán obligadas a 
permanecer más de doce horas diarias en su trabajo y tendrán derecho, dentro de esa jornada, a un descanso 
mínimo de una hora y media”. El caso específico de los policías está contemplado dentro de estas excepciones, 
según el artículo 70 de la Ley General de Policía no 7410 del 26 de mayo de 1994, que impone como un deber 
de los miembros de las fuerzas de policía: “Ajustarse a los horarios definidos por reglamento, sin perjuicio de las 
obligaciones derivadas de la disponibilidad para el servicio y de las movilizaciones”. En consonancia con el citado 
artículo, el ordinal 27 del Reglamento General de la Policía Penitenciaria dispone en cuanto a la jornada laboral: 
“Los miembros de la Policía Penitenciara, por la índole de las labores que ejecutan y por la programación de su 
trabajo, no estarán sometidos a las limitaciones de la jornada ordinaria y prestarán sus servicios de acuerdo con 
las necesidades del Centro Penitenciario respectivo. Tendrán derecho a un descanso proporcional a los días 
efectivamente laborados”. Resulta entonces evidente que el actor no estaba sometido a una jornada ordinaria 
de 8 horas diarias, sino que por la naturaleza de su cargo está dentro de las excepciones en las que puede 
trabajar hasta 12 horas al día; no obstante, si sobrepasa las 12 horas, las horas extra deben ser canceladas. En 
el caso que nos ocupa se debate el derecho al pago de las horas extra derivadas de la labor desempeñada 
durante la disponibilidad. Al respecto, es importante valorar lo dispuesto en el artículo 90 inciso d) de la Ley 
General de Policía, el cual contempla: “Los servidores protegidos por el presente Estatuto tendrán derecho a los 
siguientes incentivos salariales, que deberán especificarse en el Reglamento de esta Ley: (...) d) Un sobresueldo 
fijo y permanente de un veinticinco por ciento del salario base, por concepto de disponibilidad de servicio sin 
sujeción a horario, según las necesidades y la libre disposición por el superior jerárquico”. Del texto de dicha 
norma, no se desprende, como lo expresa el recurrente, que la disponibilidad policial comprenda tanto el pago 
de la actitud expectante como de la prestación efectiva. Si bien, no se ignora la naturaleza calificada de los 
servicios que presta este tipo de personal, esto no significa desconocer los derechos que les asiste. Es cierto, 
como lo señala el impugnante, que éstos se encuentran excluidos tanto del régimen general de empleo público 
como del Estatuto de Servicio Civil (artículos 140 y 192 de la Constitución Política), pero ello no supone que lo 
estén también de los derechos y garantías consagrados en nuestra Constitución Política. Nótese que la referida 
excepción que se contiene en el numeral 58 de la Constitución Política y que fue desarrollada por el legislador 
en el artículo 143 del Código de Trabajo, no fue irrestricta y planteó un límite, a saber: que “estas personas no 
estarán obligadas a permanecer más de doce horas diarias en su trabajo”, tal y como se apuntó. Así, no se 
advierte ninguna disposición normativa (principio de legalidad) que establezca que cuando el trabajo supere tal 
margen o se trabaje en disponibilidad, resulte inaplicable lo previsto en el numeral 139 del Código de Trabajo, 
aunado a que no es posible distinguir donde la ley no lo hace. Por otra parte, no puede sustentarse la tesis del 
demandado, sobre la interpretación que debe darse del artículo 90 inciso d) citado, en la explicación que diera 
el señor Rodolfo Quirós en la Comisión Legislativa que tramitó el expediente de dicha ley, pues ésta no 
necesariamente recoge el espíritu de la norma o la finalidad del legislador al dictarla y, aunque no pueden 
desatenderse esas circunstancias especiales y excepcionales que rodean el trabajo de la policía, no existe 
justificación alguna, como se manifestó, para menoscabar sus derechos humanos fundamentales. Bajo esta 
coyuntura, procede mencionar que el criterio que ha mantenido esta Sala en torno al tema en cuestión es en el 
sentido de que el plus por disponibilidad y el pago de horas extra remuneran prestaciones distintas y que, por 
esa situación, no son excluyentes. En efecto, en distintas resoluciones se ha dejado claro que el rubro pagado 
bajo el concepto de disponibilidad no puede considerarse como la retribución de la jornada extraordinaria. La 
disponibilidad cubre la disposición del trabajador de ejecutar su trabajo en el momento en que se requiera. Se 
trata de una situación en la que debe estar expectante por si el empleador necesita de la prestación de sus 
servicios durante un período que no coincide con su horario normal de trabajo. En consecuencia, como se 
apuntó, ese plus y la remuneración por horas extra no son excluyentes, ya que con esta última se paga el tiempo 
efectivo de trabajo realizado fuera de la jornada ordinaria. En este sentido también se ha pronunciado la Sala 
Constitucional. Así, en el voto n.° 14163, de las 10:55 horas del 10 de diciembre de 2004, se indicó: “Como se 
puede apreciar, en este último caso lo que se remunera es esa actitud expectante y permanente en la que debe 
permanecer el servidor judicial que, según determina ese Reglamento, es inherente al cargo que se ocupa en 
razón del interés superior del servicio público. Se trata obviamente de una actitud que se debe mantener fuera 
de la jornada laboral, es decir, en el tiempo libre del funcionario, que sin lugar a dudas se constituye en una 
limitante de las actividades propias de la vida privada de quien está sometido al régimen. Es por ese motivo que 
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SECCION VI 

DEL RIESGO POLICIAL 

 
Artículo  180.- Para los funcionarios que ocupan los puestos de Policía Municipal y Guarda Municipal se establece el 
incentivo de Riesgo Policial 86con el pago de un 6% (seis por ciento) sobre el salario base.  Para el pago de dicho incentivo 

                                                      
se le remunera. Por el contrario, cuando de esa actitud expectante y permanente debe pasar el trabajador a 
cumplir efectivamente una labor propia de su cargo en tiempo extraordinario, debe serle reconocido como pago 
de horas extra...”.No se advierte, como se dijo, ningún elemento que pueda servir de base para no aplicar en el 
caso de los o las policías penitenciarias la tesis jurisprudencial que ha imperado, sea, que el pago de la 
disponibilidad no es excluyente del pago de horas extra, cuando efectivamente la persona trabajadora es 
llamada a servir durante la disponibilidad, como sucedió en el caso en análisis. Ahora bien, en lo que sí lleva 
razón la parte recurrente es en cuanto a la valoración hecha por las instancias anteriores de la certificación el 7 
de mayo de 2014, emitida por el Director de la Policía Penitenciaria del Ministerio de Justicia y Paz Lic. Ugalde 
Víquez, documento según el cual se establece que el accionante laboró encontrándose en disponibilidad, a razón 
de 6 horas por día en las siguientes fechas: en el 2009, el día 10 de diciembre; en el 2010, los días 7 de marzo, 4 
de abril, 1° y 30 de mayo, 27 de junio, 25 de julio, 15 de setiembre, 3 de octubre, 13 de noviembre y 12 de 
diciembre; en el 2011, los días 3 de abril, 1° y 29 de mayo, 26 de junio, 24 de julio, 17 de setiembre, y 11 de 
diciembre; y en el 2012, los días 4 de enero, 4 de marzo, 29 de abril, 27 de mayo, 24 de junio, 22 de julio, 19 de 
agosto, 12 de setiembre, 9 de noviembre y 9 de diciembre (imagen 78 del expediente virtual en formato PDF). 
De este documento, se extrae de manera indubitable que el trabajador realizó labores efectivas mientras se 
encontraba en disponibilidad. Así, se tiene que el actor realizó trabajo efectivo 28 días diferentes entre el año 
2009 y 2012, 6 horas cada día, lo cual da un total de 168 horas extra a cancelar por ese período. La condenatoria 
al Estado debe limitarse al pago de las horas extra consignadas en dicha certificación, pues correspondía al 
trabajador acreditar la existencia de las horas extra reclamadas, ya que la jornada extraordinaria se daba 
dependiendo de las circunstancias y vicisitudes del momento (solamente en los casos donde se invoque que la 
jornada de trabajo extraordinaria era parte de la jornada normal y ordinaria, corresponderá al empleador 
acreditar el verdadero horario de trabajo, en virtud de su obligación de demostrar las condiciones normales en 
quesepactólarelacióndetrabajo).Consecuentemente, las horas extra indicadas deberán ser canceladas a tiempo 
y medio, como establece el artículo 139 del Código de Trabajo, lo cual deberá ser calculado en ejecución de 
sentencia según el salario que recibió el actor en cada uno de los períodos en los que debió de habérsele 
cancelado el salario extraordinario que ahora se ordena, pues no se cuenta en esta instancia con los datos para 
ello. Tampoco se aprecia que en la sentencia impugnada se haya dejado a la parte demandada en estado de 
indefensión. A excepción de la cuantificación del tiempo extraordinario, esta Sala comparte los argumentos 
esgrimidos por el Tribunal para conceder al actor el pago de las horas extra laboradas en disponibilidad y se 
considera que ha actuado conforme a derecho. Por estas razones, se deniega la solicitud de nulidad expuesta 
en el recurso que se conoce. Y, II. CONCLUSIÓN: Con fundamento en todo lo expuesto, se concluye que: 1.- El 
trabajo efectuado en jornada extraordinaria se remunera con un cincuenta por ciento más del salario que se le 
estuviere pagando al trabajador. 2.- Si nos encontramos ante un servidor municipal que percibe dentro de su 
remuneración el rubro de “disponibilidad”, dicho monto forma parte de su salario y por ende debe incluirse 
dentro de la base de cálculo del valor que se asigne a la hora extra. En la forma expuesta, dejo rendido el 
pronunciamiento de la Procuraduría General de la República, respecto a la consulta sometida a nuestro estudio.” 
Ver Procuraduría General de la República C-18 de setiembre del 2019 
 
86 El artículo 91 de la Ley General de Policía establece. Créase un incentivo denominado riesgo policial, el cual 
consiste en un plus salarial equivalente a un dieciocho por ciento (18%) de salario base; corresponderá a todos 
los funcionarios que desarrollen funciones policiales que impliquen riesgo a su integridad física, 
independientemente de la ubicación en la estructura administrativa. El otorgamiento de este incentivo salarial 
deberá fundamentarse, en cada caso concreto; definiendo las razones por las cuales las funciones del empleado 
correspondiente encuadran dentro del supuesto de peligrosidad definido.  
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Y, la Procuraduría General de la República, en su dictamen C-003-2007 indicó: Para complementar lo expuesto, 
se hace necesario tener en consideración la sentencia que enuncia la Sala Constitucional en el fallo en mención, 
es decir la emitida bajo el Número 10134-99, de las 11:00 horas del 23 de diciembre de 1999 3, que viene a 
caracterizar, en alguna medida, la  función que tiene la policía municipal en el actual ordenamiento jurídico. En 
efecto, de una lectura integral de ese fallo, se deduce claramente,  y en lo que interesa a este estudio, que los 
funcionarios que tienen a cargo la función de mantener el orden, seguridad y tranquilidad de la ciudadanía 
costarricense los son, por antonomasia constitucional y legal – incisos 1, 6 y 16 del artículo 140 constitucional y 
Ley General de Policía- los nombrados por el Presidente de la República y el respectivo Ministro de Gobierno. Por 
ende, la policía municipal, amén de que se circunscriben a la función derivada, propiamente del Régimen 
Municipal 4, no tiene una norma habilitante que les otorgue el carácter de una función policial, como si la tenían 
en el anterior Código Municipal. Pero si la tuvieran, sus funciones no podrían ser similares a las que tiene la 
fuerza pública, pues  indudablemente, reñirían contra nuestro ordenamiento constitucional, en virtud de las 
razones ampliamente explicadas por la Sala en la sentencia de comentario. (En sentido igual, véase Sentencia 
Constitucional No. 3493-02, de las 14:41 horas del 17 de abril del 2002) Al propio tiempo explica ese 
Tribunal,  que la existencia de la policía municipal no es, per se, inconstitucional, en tanto se constriñe al 
resguardo de los intereses y servicios locales, tales como el cuidado de los parques, la protección de los 
edificios municipales, el control sobre las ventas estacionarias y ambulantes, la fiscalización sobre los 
patentados de licores y centros de juegos permitidos, así como las acciones que deriven como consecuencia 
de la fiscalización, a que están llamados jurídicamente a cumplir. Aunque podría colaborar o actuar en los 
casos permitidos por el artículo 37 de la Constitución Política. Tampoco puede inferirse de lo anteriormente 
analizado, que la policía municipal no tenga en sus tareas algún riesgo que ponga en peligro su vida, 
circunstancia técnica que en todo caso compete delimitar a la Municipalidad consultante, con base en el manual 
descriptivo de puestos correspondiente. Sino que, para que pueda tener derecho a percibir el plus denominado 
“Riesgo Policial”, se hace necesario que una norma jurídica así lo autorice, ya que nuestro legislador es el que 
se ha encargado de predeterminarlo, desde sus orígenes, en el ámbito de las relaciones de empleo entre el 
funcionario y el Poder Ejecutivo, según hemos expuesto en líneas atrás. Razón por la cual, se debe determinar 
dentro del Régimen Municipal, el fundamento jurídico que permitiría el otorgamiento del rubro salarial en 
análisis, conforme el principio de legalidad que rige en todo su actuar, al tenor de lo que establecen los artículos 
11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública.  Como es bien sabido, para la 
administración de los intereses y servicios locales en cada cantón, el respectivo gobierno municipal, ostenta su 
propia autonomía, política, normativa, administrativa y financiera, según puede inferirse de los artículos 168, 
169 y 170 de la Constitución Política 5, así como la doctrina que les informa. Acepciones que en su conjunto, 
permiten el cumplimiento de sus fines y la consecución de sus objetivos, derivándose de allí, la potestad de 
autogobierno y autoorganización corporativa. Por ende, dentro de esa conceptualización  competencial, los 
artículos 4, incisos a) y b),  13, incisos b), c) y d), y 122, inciso c) del vigente Código Municipal6, posibilitan a la 
Municipalidad para emitir su propio reglamento autónomo de organización y de servicio, así como cualquier 
otra disposición que autorice el ordenamiento jurídico, y acordar sus presupuestos y ejecutarlos; amén de que 
al momento de determinar los salarios de sus servidores, “se tomarán en cuenta las condiciones presupuestarias 
de la municipalidad, el costo de vida en las distintas regiones, los salarios que prevalezcan en el mercado para 
puestos iguales y cualquiera otras disposiciones legales en materia salarial”. Cúmulo de parámetros que a no 
dudarlo, autorizan regular normativamente el plus salarial en referencia, mediante los mecanismos y 
aprobación correspondientes, previstos en el mencionado Código a lo interno de la institución corporativa, 
previo estudio de las factibilidades económicas y jurídicas sobre el particular, aunado al proyecto reglamentario 
que contemple debidamente la regulación respectiva.  Para los efectos correspondientes, no está demás recalcar 
lo indicado por la Sala Constitucional en el fallo de referencia, en tanto  el espíritu que ha privado en el legislador 
para crear dicho incentivo salarial en la norma cuestionada, ha sido la peligrosidad permanente y constante a la 
que se exponen los funcionarios que ejercen tareas de policía; situación que deberá analizarse caso por caso, de 
forma tal que se puedan establecer si los presupuestos se cumplen para el pago respectivo. En síntesis, a partir 
de los lineamientos constitucionales expuestos en la mencionada Sentencia No. 12017- 2006, y los principios 
supremos de  razonabilidad y proporcionalidad7,  no ve este Despacho que en el presente caso deba darse a la 
policía municipal un tratamiento distinto en cuanto al pago en mención, cuando es claro que se encuentra ante 
una hipótesis similar a la dilucidada en dicho fallo. Por tanto, en virtud de la autonomía constitucional que 
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deberá de estar nombrado en una plaza de Policia o Guarda Municipal, en propiedad o interino, a partir del xxx mes de 
nombramiento. 
 
 
Artículo 181.- Para acceder al pago de riesgo policial se deberá estar nombrado en una plaza de Policía Municipal y/o 
Guardia Municipal. El funcionario deberá acreditar además los siguientes requisitos: 
 

a) Declaración jurada de régimen de incompatibilidades; 
b) Licencia de conducir al día; 
c) Permiso de portación de armas; 
d) Aprobar el examen psico-simétrico que practica la Unidad de Talento Humano. 

 
 
Artículo.182.- La Unidad de Talento Humano deberá corroborar la información brindada por el servidor en los organismos 
competentes. 
 
 
 

SECCION VII 
DE LA CARRERA PROFESIONAL 

 
Artículo 183.- La Carrera Profesional tendrá como objetivos básicos: 
 

a) Reconocer por medio de su estímulo económico la superación académica de los funcionarios de nivel 
profesional, a fin de que puedan ofrecer un mejor servicio a la Municipalidad de Limón. 

b) Coadyuvar en el reclutamiento y retención en el desempeño de la función municipal de los funcionarios de nivel 
profesional mejor calificados en cada área de actividad. 

 
 
Artículo 184.- Para ingresar a la Carrera Profesional se requiere: 
 

a) Ocupar un cargo en propiedad o interino con una jornada laboral de tiempo completo. 
b) Desempeñar un cargo que exija como mínimo el grado académico de bachiller universitario que faculte para el 

desempeño del puesto. 
c) Estar incorporado al Colegio Profesional o presentar constancia que indique que se puede incorporar a partir de 

la Licenciatura. 
 
 

                                                      
ostenta la Corporación Municipal, se puede perfectamente regular y otorgar el rubro denominado “riesgo 
policial” a esos funcionarios, ya que podrían poner en riesgo su vida, por la naturaleza de sus funciones.  Criterio 
que cobra fuerza si dentro del Manual de Puestos de la Municipalidad, se encuentran bien delimitadas las tareas 
y responsabilidades de cada uno de los policías, y el salario correspondiente, en tenor de lo que establece, 
verbigracia, el inciso c) del artículo 122 del vigente Código Municipal (No. 7794, de 30 de abril de 1998).  IV.- 
CONCLUSIÓN: De conformidad con la propia autonomía constitucional que ostenta la Municipalidad de San José, 
a tenor de los artículos 168, 169 y 170 de la Constitución Política y doctrina que les informa, este Despacho es 
del criterio que dentro del concepto potestativo y competencial administrativo, -desarrollado en los artículos 4, 
incisos a) y b),  13, incisos b), c) y d), y 122, inciso c) del vigente Código Municipal- es viable jurídicamente que 
esa entidad corporativa pueda regular debidamente el otorgamiento del rubro denominado “riesgo policial”, 
para aquellos funcionarios cuyas funciones de policía impliquen la exposición constante y permanente al peligro 
de su integridad física; circunstancia que compete a la Administración delimitar, de acuerdo con el Manual 
Descriptivo de Puestos correspondiente.”  
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Artículo 185.- La Unidad de Talento Humano será la encargada de calificar y aplicar los puntos por carrera profesional de 
conformidad con lo previsto en la normativa.87 Los estudios que realice dicha Unidad no serán de oficio y solo se realizarán 
a solicitud de la Dirección Administrativa y/o de la Alcaldía. 
 
 
Artículo 186.- Los factores precitados para efecto de reconocimiento de la Carrera Profesional se valorarán de 
conformidad con la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas y en puntos de la siguiente forma: 
 

a) Grados académicos: 
i. Bachillerato    10 puntos 
ii. Licenciatura    26 puntos 
iii. Especialidad    26 puntos 
iv. Maestría     32 puntos 
v. Doctorados     40 puntos 

b) Cursos de aprovechamiento: 
I. Un punto por cada cuarenta horas naturales efectivas de instrucción, hasta un máximo de diez puntos. 

 
 
Artículo 187.- Solo se reconocerán aquellos cursos y especialidades que sean atinentes al cargo.  
 
 
Artículo 188.- Para efectos de aplicación de la carrera profesional se tomará en consideración la evaluación del desempeño 
del profesional. 
 
 
Artículo 189.- Los funcionarios (as) que deseen acogerse a los beneficios de carrera profesional, deberán solicitarlo a la 
Dirección Administrativa y/o Alcaldía Municipal, y aportar conjuntamente los documentos originales y copia o bien copia 
certificada para probar y fundamentar sus atestados. 
 
La Unidad de Talento Humano estudiará la solicitud y si se aprueba, determinará el monto de acuerdo con el puntaje 
obtenido, y lo comunicará al servidor (a), mediante resolución razonada. Para resolver la solicitud dicha Unidad dispondrá 
de diez días hábiles. 
 
Sí la solicitud es denegada, el interesado (a) podrá presentar recurso de revocatoria ante el (a) Alcalde (sa) Municipal, en 
un plazo de cinco días; quién resolverá en definitiva y agotará la vía administrativa. 

 
 

 

 

 

CAPÍTULO VIII 

                                                      
87 El Reglamento del Título III de la Ley Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, Ley N° 9635 referente al Empleo 
Público, en su Artículo 15 indica: Artículo 15.- Carrera profesional. El incentivo por carrera profesional será 
otorgado en las siguientes condiciones: a)Será reconocido por aquellos títulos o grados académicos que no sean 
requisitos para el puesto. b)Procederá el reconocimiento de carrera profesional cuando las actividades de 
capacitación sean sufragadas por el servidor interesado, sean en horario laboral o fuera de éste, siempre y 
cuando sean atinentes al cargo que desempeña. En aquellas actividades de capacitación que no sean sufragadas 
por instituciones públicas, de manera motivada podrá otorgarse permiso con goce de salario para recibir la 
capacitación. c)Los nuevos puntos de carrera profesional serán reconocidos salarialmente por el plazo de 5 años 
.d)Podrán reconocerse los puntos de carrera profesional, según los parámetros previos a la entrada en vigencia 
a la Ley N° 9635, única y exclusivamente en los casos de aquellas solicitudes presentadas ante las Oficinas de 
Gestión Institucional de Recursos Humanos de previo a la publicación de dicha ley y que no hayan sido 
tramitadas por la Administración. 
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DE LA SALUD OCUPACIONAL 

 

Artículo 190.- Es deber de la Municipalidad, procurar el bienestar físico, mental y social de los funcionarios (as), para lo 
cual deberá mostrar especial atención e interés en todo lo relacionado con la salud ocupacional.88 
 
 
Artículo 191.- La Unidad de Talento Humano, elaborará e implementará el programa de salud ocupacional que cubra a 
todas las dependencias de la Municipalidad, de conformidad con el artículo 288 de la Ley sobre Riesgo de Trabajo, Nº 6727 
de 24 de marzo de 1982 y sus reformas. 
 
 
Artículo 192.- La Municipalidad a través de la Unidad de Talento Humano, dentro de sus posibilidades materiales y 
profesionales reales, brindará los servicios médicos requeridos a todos los funcionarios (as) de la Municipalidad. 
 
 
Artículo 193.- La Municipalidad tomará las medidas necesarias, tendientes a proteger eficazmente la vida, salud y la 
integridad física y moral de los funcionarios (as), manteniendo en adecuado estado lo relativo a: 
 

a)  Edificaciones, instalaciones, equipo y materiales para la protección personal. 
b)  Suministros, uso y mantenimiento de equipos y materiales para la protección personal. 

 

Todos los servidores (as) deberán ser informados de los riesgos que para su salud conlleva su trabajo. Se deberá además 
informar de todo factor de riesgo conocido o sospechoso en el ambiente de trabajo que puede afectar su salud o la del 
resto de compañeros (as) de trabajo. 

 

Los servidores municipales, están en la obligación de informar a la Unidad de Talento Humano de las enfermedades y 
padecimientos que tengan, así como de los medicamentos que deban ingerir. 
 
 
Artículo 194.-La Municipalidad promoverá y fortalecerá la creación y funcionamiento oficial de Comisiones de Salud 
Ocupacional del Trabajo, para que se capaciten en salud ocupacional, emergencias y riesgos del trabajo; que sirvan de 
retroalimentación al resto de los funcionarios (as) respecto a la difusión y práctica de métodos y sistemas técnicos de 
prevención en esta materia, en forma permanente. 
 
 
Artículo 195.- La Municipalidad de Limón deberá adoptar las medidas necesarias para los servidores (as) cuya permanencia 
no sea aconsejable, por razones médicas, en un puesto que entrañe exposiciones a los riesgos de su trabajo debiendo, en 
este caso, proceder al traslado del funcionario(a) a un puesto más adecuado. 
 
 
Artículo 196.- Las Comisiones de Salud Ocupacional, en coordinación con las Direcciones, Gestores y Encargados (a) de 
Unidad de cada dependencia de la Municipalidad, podrán realizar acciones de formación humanística, intelectual, estética, 
deportiva y recreativa que permiten el desarrollo de los servidores municipales. 
 
 
Artículo 197.- Todo funcionario(a) grupo u organización de los servidores (as) de la Municipalidad tendrá derecho a 
presentar las quejas y propuestas tendientes a mejorar las condiciones laborales a la Comisión de Salud Ocupacional, la 
cual deberá pronunciarse en los plazos establecidos de diez días hábiles, so pena de hacerse acreedores a las sanciones 
que regula el derecho de petición.89 

                                                      
88 Ver artículo 273 del Código de Trabajo vigente y siguientes. 

 
89 El Reglamento del Título III de la Ley Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, Ley N° 9635 referente al Empleo 
Público, en su artículo Artículo 15.- Carrera profesional. El incentivo por carrera profesional será otorgado en las 
siguientes condiciones: a)Será reconocido por aquellos títulos o grados académicos que no sean requisitos para 
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el puesto. b)Procederá el reconocimiento de carrera profesional cuando las actividades de capacitación sean 
sufragadas por el servidor interesado, sean en horario laboral o fuera de éste, siempre y cuando sean atinentes 
al cargo que desempeña. En aquellas actividades de capacitación que no sean sufragadas por instituciones 
públicas, de manera motivada podrá otorgarse permiso con goce de salario para recibir la capacitación. c)Los 
nuevos puntos de carrera profesional serán reconocidos salarialmente por el plazo de 5 años. d)Podrán 
reconocerse los puntos de carrera profesional, según los parámetros previos a la entrada en vigencia a la Ley N° 
9635, única y exclusivamente en los casos de aquellas solicitudes presentadas ante las Oficinas de Gestión 
Institucional de Recursos Humanos de previo a la publicación de dicha ley y que no hayan sido tramitadas por 
la Administración. 
 
Al respecto,  el artículo 6 de la Ley de Regulación del Derecho de Petición Nº. 9097 que indica: ARTÍCULO 6.- 
Presentación de escritos y plazo de respuesta. El escrito en que se presente la petición y cualesquiera otros 
documentos y comunicaciones que se aporten, ante la administración pública correspondiente, conforme lo 
indica el artículo 2 de esta ley, obligará a la administración a acusar recibo de esta, debiendo responder en el 
plazo improrrogable de diez días hábiles contado a partir del día siguiente de la recepción, siempre y cuando se 
cumplan los requisitos establecidos en la presente ley. Esta actuación se llevará a efecto por el órgano 
correspondiente, de acuerdo con la norma organizativa de cada entidad. (…)ARTÍCULO 11.- Tramitación y 
contestación de peticiones admitidas 
a) Una vez admitida para su trámite una petición por parte de la autoridad o del órgano público competente, se 
debe notificar su contestación a la persona que ha presentado la petición, en el plazo máximo de diez días 
hábiles a contar desde la fecha de su presentación. Asimismo, podrá convocar, si así lo considera necesario, a 
los peticionarios en audiencia especial para responder a su petición de forma directa. 
b) Cuando la petición se estime fundada, la autoridad o el órgano competente para conocer de ella vendrá 
obligado a atenderla y a adoptar las medidas que estime oportunas a fin de lograr su plena efectividad, 
incluyendo, en su caso, el impulso de los procedimientos necesarios para adoptar una disposición de carácter 
general. 
c) La contestación recogerá, al menos, los términos en los que la petición ha sido tomada en consideración por 
parte de la autoridad o el órgano competente e incorporará las razones y los motivos por los que se acuerda 
acceder a la petición o no hacerlo. En caso de que como resultado de la petición se haya adoptado cualquier 
acuerdo, medida o resolución específica, se agregará a la contestación. 
d) La autoridad o el órgano competente podrá acordar, cuando lo juzgue conveniente, la inserción de la 
contestación en el diario oficial que corresponda. 
e) Anualmente, la autoridad o el órgano competente incorporará, dentro de su memoria anual de actividades, 
un resumen de las peticiones recibidas, contestadas o declaradas por resolución inadmisible. f) Por la 
complejidad del contenido de la petición, la Administración Pública podrá dar una respuesta parcial al 
peticionario indicando dicha situación, pudiéndose prorrogar de oficio un plazo adicional máximo de cinco días 
hábiles para su respuesta definitiva. ARTÍCULO 12.- Protección jurisdiccional  El derecho de petición como 
derecho fundamental, de origen constitucional,  será siempre susceptible de tutela judicial mediante el recurso 
de amparo establecido por el artículo 32 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en relación con el artículo 
27 de la Constitución Política de la República de Costa Rica, sin perjuicio de cualesquiera otras acciones que el 
peticionario estime procedentes, en los siguientes supuestos:  a) Omisión del destinatario de la obligación de 
contestar en el plazo establecido en el artículo 6 de esta ley. 
b) Ausencia en la contestación de los requisitos mínimos establecidos en el artículo anterior. c) Cuando la 
respuesta de la Administración Pública sea ambigua o parcial, sin justificación de su inexactitud o parcialidad 
en la entrega de la información y, se considere más bien una negativa de respuesta. d) Cuando el peticionario 
considere que las actuaciones materiales de la Administración, sus actos administrativos o su respuesta le estén 
afectando sus derechos fundamentales, en especial, su derecho de petición, derecho de debido proceso, de 
justicia administrativa, principio de igualdad, principio de transparencia administrativa, derecho de acceso a la 
información pública, entre otros.  e) Aquellos otros supuestos establecidos por ley.  ARTÍCULO 13.- Sanciones por 
incumplimiento de pronta respuesta por los funcionarios públicos 
El funcionario público que no responda en el plazo establecido ante una petición pura y simple de un ciudadano, 
será sancionado con el cinco por ciento (5%) del salario base mensual. La denominación salario base 
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Artículo 198.- Los servidores municipales tendrán derecho a contar con la protección de una póliza de riesgos del trabajo. 
 
 
 

TITULO VI 
DEL REGIMEN DISCIPLINARIO Y TERMINACION DE LA RELACION DE SERVICIO 

CAPITULO I 
DE LA REPRESENTACIÓN SINDICAL 

  
 
Artículo 199.- La Municipalidad, reconoce el derecho de protección sindical en beneficio de los dirigentes sindicales, en 
los siguientes términos: 
 

a) No se despedirá a ningún trabajador, por el simple hecho de desarrollar actividades sindicales. 
b) Ningún miembro de la Junta Directiva del Sindicato podrá ser destituido por el simple hecho de ser dirigente 

de los trabajadores. 
c) La inamovilidad del dirigente opera desde el momento en que es electo miembro de la Junta directiva del 

Sindicato y se mantiene durante el tiempo que dure el cargo y hasta un año después de haber dejado de 
ejercerlo. 

d) La inamovilidad no impide que el trabajador sea amonestado verbalmente o apercibido por escrito en los 
casos que contempla el presente Reglamento. De igual forma podrá ser suspendido sin goce de salario y 
despedido sin responsabilidad patronal, si se demuestra en el procedimiento respectivo de conformidad 
con el Código Municipal, la Ley General de la Administración Pública y normativa sindical relacionada, que 
incurrió en alguna de las causales que contempla este Reglamento para la imposición de esas sanciones.90 

                                                      
corresponde al monto equivalente al salario base mensual del oficinista 1 que aparece en la relación de puestos 
de la ley de presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior. Dicho salario 
base regirá durante todo el año siguiente, aun cuando el salario que se toma en consideración, para la fijación, 
sea modificado durante ese período. En caso de que llegaran a existir, en la misma ley de presupuesto, diferentes 
salarios para ese mismo cargo, se tomará el de mayor monto para los efectos de este artículo. La Corte Suprema 
de Justicia comunicará, por medio de publicación en el diario oficial La Gaceta, las variaciones anuales que se 
produzcan en el monto del salario referido. (…).”. 
 
90 El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social dispone la siguiente regulación para sancionar a los dirigentes 
sindicales: “DAJ-AE- 178-006 13 de marzo del 2006 Señora Licda. Sabrina Loáiciga Pérez Asesora Legal Dto. 
Recursos Humanos SISTEMA NACIONAL DE ÁREAS DE CONSERVACIÓN PRESENTE Estimada señora: Nos 
referimos a su nota recibida en nuestras oficinas el 01 de setiembre del año 2006, mediante la cual nos hacen 
varias consultas sobre el “fuero sindical” y el derecho de atender asuntos relacionados con el Sindicato: 1. 
¿Puede un miembro del Sindicato alegar fuero sindical y reclamar derecho a participar en las actividades 
sindicales de su representada tomando los días laborales (dentro del rol de trabajo para atenderlas, aún sin 
acuerdo previo del jerarca o jefe inmediato? 2. ¿Qué alcances tiene el fuero sindical, tiene límites o excepciones 
de aplicación? 3. ¿Puede un miembro del Sindicato establecer la cantidad y los días ( en este caso jueves y 
viernes), para atender asuntos Sindicales? ¿Debe haber acuerdo o visto bueno previo por parte del jerarca? 4. 
Existe normativa que establezca el procedimiento para determinar los días dedicados al Sindicato dentro de la 
jornada laboral, ya que en el Capítulo IV artículo 11 del Estatuto del SITRAMINAE solo hace referencia a la 
autorización para la Asamblea General? 5. ¿Qué papel juega la actividad sindical y la jornada laboral vs la 
denominada “persecución laboral” sic , comúnmente alegada por los miembros del Sindicato? 6. ¿Dedicar tantas 
horas laborales a los asuntos sindicales implica abuso de poder, incumplimiento de funciones o derechos 
adquiridos por ser miembro de un Sindicato? ¿Puede limitársele a un miembro del Sindicato días o horas 
dedicadas a los asuntos sindicales, por afectar su desempeño laboral, en detrimento del servicio que debe 
prestar a la institución, dadas las limitaciones del recurso humano? Aprovechamos la ocasión para presentarle 
nuestras más sinceras disculpas , por el atraso involuntario en la evacuación de su consulta; lo cual se debe al 
excesivo trabajo que ingresa y al poco personal profesional que tiene esta Dirección. Antes de dar respuesta a 
sus inquietudes es necesario aclarar ciertos aspectos sobre la Libertad Sindical. La libertad sindical, en nuestro 
país ostenta el rango de derecho fundamental contenido en la Constitución Política en su artículo 601 , siendo 
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este un derecho tanto de patronos como de trabajadores “a fundar sindicatos y a afiliarse a los de su elección, 
así como el derecho de los sindicatos al ejercicio libre de las funciones que le son atribuidas constitucionalmente 
para la defensa de los intereses del trabajo asalariado” 2 (el resaltado es nuestro), constituyéndose en un 
elemento esencial de las relaciones laborales. El artículo 363 del Código de Trabajo establece por otra parte: 
“Artículo 363.- Prohíbense las acciones u omisiones que tiendan a evitar, limitar, constreñir o impedir el libre 
ejercicio de los derechos colectivos de los trabajadores, sus sindicatos o las coaliciones de trabajadores. 
Cualquier acto que de ellas se origine es absolutamente nulo e ineficaz y se sancionará , en la forma y en las 
condiciones señaladas en el Código de Trabajo, sus leyes supletorias o conexas por la infracción de disposiciones 
prohibitivas.” Siendo entonces la libertad sindical un derecho fundamental, el cual en el caso en análisis busca 
la autonomía colectiva de los sindicatos para ejercer libremente sus actividades en aras de promover los fines 
que la ley le asigna, resulta necesario analizar cuales son los alcances de dicha libertad y hasta donde puede el 
Estado Patrono ejercer cualquier control de las actividades desarrolladas por este tipo de organizaciones. La 
disposición citada protege a los trabajadores, a sus representantes y a sus organizaciones sindicales contra actos 
de persecución sindical y contra practicas laborales desleales, tales como despidos injustificados que puedan 
redundar en 1 “ 60.- Tanto los patronos como los trabajadores podrán sindicalizarse libremente, con el fin 
exclusivo de obtener y conservar beneficios económicos, sociales o profesionales. Queda prohibido a los 
extranjeros ejercer dirección o autoridad en los sindicatos.” 2 (2) Manuel Carlos Palomeque López, Manuel 
Alvarez de la Rosa. Derecho del Trabajo. (España: Editorial Centro de Estudios Ramón Areces, S.A. 2002), p.417.  
perjuicio para la organización y para los trabajadores que la conforman o que pretendan crearla. El convenio Nº 
87 de la Organización Internacional del Trabajo, “Sobre la Libertad Sindical y la Protección del Derecho de 
Sindicación”, ratificado por Costa Rica mediante Ley Nº 2561 del 11 de mayo de 1960, y por consiguiente d 
obligado acatamiento, establece: "Artículo 3.- Las organizaciones de trabajadores y de empleadores tienen el 
derecho de redactar sus estatutos y reglamentos administrativos, el de elegir libremente sus representantes, el 
de organizar su administración y sus actividades y el de formular su programa de acción. Las autoridades 
públicas deberán abstenerse de toda intervención que tienda a limitar este derecho o a entorpecer su ejercicio 
legal.” (El resaltado es nuestro). El artículo de cita interpretado como un todo junto con la legislación contenida 
en nuestra Constitución Política y el Código de Trabajo , permite tener un panorama muy claro de cuál es el 
margen de libertad que, para el eficiente y sano ejercicio de su actividad deben de tener los sindicatos, en otras 
palabras dependiendo del tipo de control que pretenda ejercer el patrono, podría afectar el libre ejercicio de 
este derecho fundamental y convertirse en una práctica desleal por parte del empleador, pero para ello más 
adelante profundizaremos en el punto. Ahora bien, previendo que el sindicato abuse de ese permiso concedido 
y dedique el tiempo a otras actividades fuera de las que por ley debe desarrollar, paso a citar lo que la doctrina 
ha dicho a este respecto: “En primer lugar, aunque numerosas normas nacionales e internacionales obligan al 
Estado a establecer un régimen de protección para el ejercicio de la actividad sindical en la empresa, “la ley no 
ampara el abuso del derecho o el ejercicio antisocial de éste” (art. 22 Código Civil), de modo que en tales 
circunstancias, se hace imposible seguir manteniendo la protección concedida3 , porque los beneficios 
concedidos no son de carácter absoluto4 . Además en el ejercicio de estas facultades-deberes, el trabajador “ha 
de proceder conforme a las exigencias de la buena fe”5 ; es decir “con probidad, diligencia y lealtad hacia sus 
compañeros y hacia la empresa”6 3 Tribunal Supremo, Sala de lo Social, del 17 de julio de 1980, Ar, 3050. 4 
Tribunal Supremo, Sala de lo Social, del 23 de octubre de 1984, Ar. 5319 5 Tribunal Supremo, Sala de lo Social , 
del 8 de julio de 1982, Ar. 4576. 6 Tribunal Supremo, Sala de lo Social, del 18 de diciembre de 1984, Ar. 6409.  
En segundo lugar, como ya lo habíamos anticipado, si bien es cierto que los miembros de los órganos de 
representación unitaria o sindical no pueden ser despedidos ni sancionados con motivo “del ejercicio de su 
función representativa”; tal inmunidad es de carácter relativo, en el sentido de que lógicamente a salvo queda 
el poder disciplinario del empleador, que puede ordenar el despido de cualquier trabajador por “actos ejecutados 
por aquellos fuera del marco de su representatividad y en contravención a la legalidad vigente”7 , o bien ordenar 
su separación con motivo del vencimiento del plazo o la finalización de la obra para la cual fue contratado, es 
decir, sin que se haya ejercitado ninguna medida disciplinaria.”8 Como bien lo dice la doctrina la protección o 
fuero sindical no es un derecho absoluto sino relativo, en el tanto el patrono logre demostrar que el dirigente 
sindical realizó actos contrarios a los fines para los cuales se le concedió ese derecho. En razón de todo lo 
expuesto, y en orden de presentación de las consultas le indicamos lo siguiente: 1.- Como se indicó supra, Costa 
Rica ha ratificado los Convenios 87, 98 y 135 adoptados por la Organización Internacional del Trabajo, que 
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también cuenta con la Recomendación 143, los cuales expresan que la protección debe ejercerse contra todo 
acto que tenga por objeto: “a) sujetar el empleo de un trabajador a la condición de que no se afilie a un sindicato 
o a la de dejar de ser miembro de un sindicato; b) despedir a un trabajador o perjudicarlo en cualquier otra 
forma a causa de su afiliación sindical o de su participación en actividades sindicales fuera de las horas de 
trabajo o, con el consentimiento del empleador, durante las horas de trabajo” 9 (la negrita no es del original) La 
Recomendación 143 en este sentido, indica en su párrafo 10, apartado 1, lo siguiente: “Los representantes de 
los trabajadores deberían disfrutar, sin pérdida de salario ni de prestaciones u otras ventajas sociales, del tiempo 
libre necesario para desempeñar las tareas de representación en la empresa.” 7 Tribunal Supremo, Sala de lo 
Social, del 1º de diciembre de 1982, Ar. 7423. 8 (2) Bernardo van der Laat y Alexander Godínez. Protección de la 
Libertad Sindical. (Costa Rica: Editorial Juriscentro, 1998), p. 133. 9 Convenio 98. Convenio relativo a la 
aplicación de los principios del derecho de sindicación y de negociación colectiva, adoptado por la Conferencia 
General de la Organización Internacional del Trabajo, del 8 de junio de1949. Agrega por otro lado, que la 
concesión de estas facilidades no debería perjudicar el funcionamiento eficaz de la empresa interesada, y los 
representantes sindicales, por su parte, deberán actuar conforme a las leyes, contratos colectivos u otros 
acuerdos comunes en vigor. Lo anterior debe analizarse en conjunto con la subordinación, determinada por la 
situación en la que se encuentra el trabajador frente al patrono. Se entiende que la subordinación es la facultad 
o posibilidad de éste de imponer órdenes, directrices, reglamento y velar por su estricto cumplimiento. Dentro 
de esta subordinación, es lógico atender que los trabajadores se encuentran supeditados a un superior quien les 
gira órdenes y ante quien deben gestionar toda clase de permisos y licencias. Dentro de un esquema de 
protección a la libertad sindical y el esquema de la subordinación y poder de mando del patrono, debe existir un 
equilibrio entre el ejercicio de ambos derechos, de manera que el patrono no limite la libertad sindical, y el 
sindicato no impida el ejercicio del poder de mando, ni reste autoridad al patrono Es decir, ni los patronos pueden 
hacer u omitir actos que menoscaben el libre disfrute de ese derecho, ni los dirigentes sindicales pueden incurrir 
en abusos y actos ajenos a los fines propuestos. Es así como consideramos que si bien el patrono debe conceder 
los permisos para actividades sindicales como parte de la citada libertad sindical; ello no implica que el Sindicato 
va a actuar sin una comunicación fluida a su patrono, haciéndole ver las fechas en las que realizará sus 
actividades, esencialmente tratándose de Instituciones Públicas, donde debe brindarse un "servicio público", es 
imprescindible que la Administración sepa de antemano el planeamiento de las actividades para coordinar la 
atención del servicio público. Esta comunicación debe entenderse que es necesaria únicamente para los fines de 
coordinación del servicio en ausencia de los que ejercen actividades sindicales, para evitar los abusos por parte 
de los Sindicatos y como muestra de respeto de la autoridad por parte de la organización social. Bajo ninguna 
circunstancia es permisible un abuso patronal en los controles ni en el ejercicio de los permisos por parte del 
Sindicato. 10 En este caso lo que recomendamos deben hacer las partes es coordinar y planear las reuniones del 
Sindicato con los roles programados por la Institución, con el fin de que las actividades sindicales no vega a 
desmejorar el servicio que se presta, ni se afecte el permiso sindical. 10 El Comité de Libertad Sindical del Consejo 
de Administración de la OIT ha expresado, de conformidad con el apartado 2)de la Recomendación N°143, “que 
si bien podría exigirse al representante de los trabajadores la obtención de un permiso de sus superiores antes 
de tomar tiempo libre, dicho permiso no debería ser negado sin justo motivo.” Caso N°1107, párrafo 188. En 
cuanto a los alcances que tiene el fuero sindical Bernardo Van Der Laat, en su libro Protección de la Libertad 
Sindical, considera que en nuestra legislación laboral están tipificadas como conductas que responden a los 
supuestos de la definición del artículo 363, además de la del artículo 367, las siguientes: "a.- el artículo 509, que 
establece la prohibición de las partes en el procedimiento de conciliación de tomar represalias contra la otra; 
b.- el artículo 385 en relación con el paro patronal ilegal que señala los efectos que tiene para el empleador 
llevar a cabo un paro ilegal; c.- aunque no en forma clara y expresa también podemos considerar que la 
disposición prevista en el artículo 56, inciso d) del Código de Trabajo que señala que si durante el procedimiento 
de negociación de una convención colectiva transcurren treinta días a partir del momento en que se entregó al 
empleador el respectivo proyecto de convención, no se ha llegado a un acuerdo entre las partes, el punto o 
puntos en discordia serán resueltos por los tribunales de trabajo, los cuales, según la jurisprudencia, son los de 
conciliación y arbitraje. Esta hipótesis conlleva, como lo ha señalado Ojeda Avilés, un deber de negociar; d.- La 
violación de la obligación de deducir las cuotas sindicales que haya autorizado el trabajador, siempre que lo 
solicite la respectiva organización social debidamente constituida; e.- El artículo 70, inciso c) que establece como 
prohibición de los empleadores “obligar a sus trabajadores, cualquiera que sea el medio que se adopte, a 
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retirarse de los sindicatos o grupos legales a que pertenezcan, o, influir en sus decisiones políticas o convicciones 
religiosas”; f.- El artículo 12, que indica que está prohibido a los patrones despedir a sus trabajadores o tomar 
cualquier clase de represalias contra ellos, con el propósito de impedirles demandar el auxilio de las autoridades 
encargadas de velar por el cumplimiento y aplicación del Código, sus reformas y sus leyes conexas. g.- El artículo 
58, inciso f) del Código que establece que no será válida la cláusula que obligue al patrono a renovar el personal 
a solicitud del sindicato de trabajadores o cualquier otra que ponga en condiciones de manifiesta inferioridad a 
los no sindicalizados. h.- El convenio 87 de la O.I.T., ratificado por Ley 2561 de 2 de junio de 1960, prevé el 
derecho de constitución y de afiliación a los sindicatos, de libertad para redactar estatutos y reglamentos 
administrativos, elegir libremente representantes, organizar la administración, actividades y formular sus 
programas de acción, la no disolución suspensión en vía administrativa, el derecho de constituir federaciones y 
confederaciones y de vincularse con organizaciones internacionales. Además de adquisición de la personalidad 
jurídica no debe estar sujeta a limitaciones que hagan nulo el derecho de libertad sindical. i.- El convenio 98 de 
la O.I.T. también ratificado por nuestro país, según la norma referida, establece que se menoscaba la libertad 
sindical en relación con el empleo de un trabajador se sujeta éste a la condición de no afiliación a un sindicato 
o dejar de ser miembro de esa organización, o el despido o perjuicio a raíz de su afiliación sindical o de su 
participación en actividades fuera de las horas de trabajo. Asimismo debe protegerse contra todo acto de 
injerencia a las organizaciones de trabajadores y de empleadores, entendiendo como tales los actos que tiendan 
a fomentar la constitución de organizaciones de trabajadores dominados por un empleador o una organización 
de ellos o sostener económicamente, en otra forma, organizaciones de trabajadores con el objeto de colocar a 
estas organizaciones bajo el control de un empleador o de una organización de empleadores. j.- El convenio 135 
de la O.I.T. ratificado por Ley 5968 de 7 de diciembre de 1977 que establece que los representantes de los 
trabajadores gozarán de protección contra todo acto que pueda perjudicarles, incluido el despido, en razón de 
su condición de representantes de los trabajadores, de sus actividades como tales, de su afiliación al sindicato 
o de su participación en la actividad sindical siempre que se actúe en el marco de la legalidad. Así como el 
dispones de facilidades apropiadas para el desempeño de sus actividades tomando en cuenta las características 
del sistema de relaciones laborales del país y las necesidades, importancia y posibilidades de la empresa y en el 
tanto no se perjudique el funcionamiento eficaz de ésta.”11 Con relación a los límites o excepciones que tiene la 
aplicación del fuero sindical, es importante traer a colación lo que el Comité de Libertad Sindical de la 
Organización Internacional de Trabajo en diferentes casos ha dicho: 725. “El principio según el cual un 
trabajador o un dirigente sindical no debe sufrir perjuicio por sus actividades sindicales, no implica 
necesariamente que el hecho de tener un mandato sindical confiera a su titular una inmunidad contra un 
eventual despido cualquiera que sea la causa.” Se desprende de esta disposición que se da un postulado básico 
y es que los dirigentes sindicales o sus organizaciones actúen dentro de la legalidad. También ha considerado 
que si el sindicalista se ausentó del empleo sin 11 Van der Laat, Bernardo. "PROTECCION DE LA LIBERTAD 
SINDICAL". Editorial JURICENTRO, 1ª. Edición 1998, pág. 31 a 34. consentimiento del empleador a fin de 
concurrir, a un curso de educación obrera, no constituye una violación de la libertad sindical, su sanción12. Otra 
consideración del fuero sindical que algunos sindicalistas comenten abuso es cuando se realizan ciertas 
actividades sindicales en horas que pertenecen al empleador ocupando el personal de la empresa para fines 
sindicales y utilizando su posición en ella para ejercer presiones indebidas sobre otro empleador, todo sin 
consentimiento del empleador. El Comité opinó que, cuando las actividades sindicales se cumplen de esta forma, 
la persona interesada no puede invocar la protección del Comité núm. 98 o, en caso de despido, alegar que se 
han violentado sus legítimos derechos sindicales13 . 3.- Como se indicó supra, al patrono dentro de la relación 
laboral se le otorgan facultadas para ejercer el poder de dirección, de manera tal que pueda organizar su 
empresa en la forma más conveniente, emitiendo directrices que en definitiva deban ser acatadas por los 
trabajadores (quienes, por otro lado, mantienen su condición de subordinados), lo cierto es que este poder esta 
limitado por una serie de normativas, como lo son las regulaciones internas mediante las cuales pueden quedar 
legitimados los permiso o licencias para atender asuntos propios del sindicato en horas laborales. Entre ellos 
están los Reglamentos Internos de Trabajo, las Convenciones Colectivas, e incluso un acuerdo en el que las partes 
con sus firmas delimitan la actuación de la organización. Con el fin de que los permisos acreditados a los 
dirigentes sindicales no perjudiquen el funcionamiento eficaz de la institución, se debe hacer una planeación 
previa de las funciones del empleado –dirigente sindical- y las actividades del Sindicato, con el fin de que la 
Institución respete el derecho fundamental de la libertad sindical y los dirigentes no se extralimiten con el 
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e) La Municipalidad, a través del Alcalde, concederá permiso con goce de salario a un directivo de la Junta 
Directiva del Sindicato, a efecto de que pueda dedicarse a las labores propias de la organización.91 

                                                      
derecho a participar de las actividades sindicales durante las horas de trabajo. 4, 5, 6 y 7.- Ni Nuestro Código de 
Trabajo, ni las normas internacionales establecen un procedimiento para determinar los días dedicados al 
Sindicato dentro de la jornada laboral para ejercer sus actividades, sin embargo, tomando en cuenta lo expuesto 
en la presente, consideramos que las partes deben coordinar las fechas de dichos permisos, tratando que no se 
afecte el ejercicio del derecho sindical, ni el servicio público que presta la Institución.. 6 y 7. Tal como dijimos 
líneas atrás, la línea entre la concesión de los permisos y su supervisión debe ser trazada con mucho cuidado, 
tratando de que no se abuse de la supervisión, sin dejar de lado la responsabilidad que tiene la Administración, 
de velar por el debido cumplimiento de los permisos en el tiempo permitido al Sindicato. De igual forma, debe 
entenderse que la libertad sindical no es ilimitada ni puede ejercerse sin previa coordinación de las actividades 
cuando las mismas 12 Ver La libertad Sindical. Op cit., párrafo 728, pág. 157 13 op.cit,. párrafo 729, pág. 157. 
sean en horas laborales, tanto por la buena fe que debe presumirse en toda relación, como por el deber de 
colaboración al patrono, procurando no abusarse de los permisos para evitar su eliminación. De Usted, con 
nuestra mayor consideración, Licda. Teresita Alfaro Molina Licda. Ivannia Barrantes Venegas ASESORA J 
 
La jurisprudencia de la Procuraduría General de la República ha indicado en el Dictamen C- 136-2010 de fecha 
08 de julio del 2010: “Entonces, la institución del fuero sindical así entendida, es una consecuencia de la 
protección especial que el Estado otorga a los sindicatos para que puedan cumplir libremente la función que a 
dichos organismos compete, cual es la defensa de los intereses de sus afiliados. Con dicho fuero, se procura el 
desarrollo normal de las actividades sindicales, y por ello garantiza que los miembros de un sindicato y en 
especial de los dirigentes sindicales, mientras ostentan el mandato concedido en forma válida y actúen conforme 
al ordenamiento jurídico,  puedan ejercer libremente sus funciones, sin estar sujetos a las represalias de los 
empleadores. En consecuencia, la garantía foral busca impedir que, mediante el despido, el traslado o el 
desmejoramiento de las condiciones de trabajo, se perturbe indebidamente la acción que el legislador le asigna 
a los sindicatos (En relación con este tema, pueden consultarse, entre otras, las sentencias N°s. 4, de las 9:00 
horas del 9 de enero; 42, de las 10:50 horas del 11 de febrero; ambas de 1.998; 983, de las 10:20 horas del 7 de 
diciembre del 2.000; 177, de las 9:30 horas del 22 de marzo; 226, de las 10:00 horas del 25 de abril; 412, de las 
10:20 horas del 27 de julio; 668, de las 9:30 horas del 9 de noviembre; 697, de las 10:30 horas del 23 de 
noviembre, estas últimas del año 2.001;  536, de las 9:35 horas del 6 de noviembre del 2.002; 00389, de las 
09:20 horas del 6 de agosto de 2003; 000758, de las 11:15 horas del 10 de octubre de 2007, todas de la de la 
Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Así como las Resoluciones Nºs 5000-93 de las 10:09 horas de 8 
de octubre de 1993 y 3421-94 de las 08:51 horas del 8 de julio de 1994, ambas de la Sala Constitucional y 
Dictámenes C-282-2006 de 11 de julio de 2006 y C-184-2007 de 11 de junio de 2007). No obstante, interesa 
señalar que a criterio de la propia Sala Constitucional, los alcances del fuero sindical “se limitan única y 
exclusivamente a la protección de los derechos de agremiado a no ser perseguido ni destituido sin justa causa o 
en forma unilateral y sin debido proceso, lo que no excluye, de ninguna manera, la posibilidad de ser sometido 
a un procedimiento disciplinario sancionatorio, e incluso a una gestión de despido, por comisión de falta grave 
sancionada por la legislación laboral vigente o por la reglamentación interna de la institución que se trate” 
(Resolución Nº 001634-2006 de las 16:22 horas del 14 de febrero de 2006). Así, esta protección no puede ser 
malinterpretada en el sentido de pretender que el dirigente sindical goza de un ámbito de impunidad que impide 
que se le sancione aún en aquellos casos en que incumpla con sus obligaciones de carácter laboral. (Resoluciones 
Nºs 6629-93 de las 16:09 horas del 15 de diciembre de 1993, 0712-95 de las 11:39 horas del 3 de febrero de 
1995, 233-95 de las 08:45 horas del 13 de enero de 1995 y 0571-96 de las 10:12 horas del 2 de febrero de 1996; 
todas de la Sala Constitucional. Así como el dictamen C-184-2007 op. cit).  
 
91 Y, en el mismo dictamen anterior se indica. “Así concebida, la “licencia sindical” se puede conceptuar como 
aquel permiso remunerado[3] establecido por la ley -como es el caso del art. 33 inciso b) del Reglamento del 
Estatuto de Servicio Civil-  o pactado en un convenio colectivo, concedido por el empleador a favor de los 
dirigentes sindicales para el desarrollo de la actividad sindical, con exoneración del deber de laborar (Dictamen 
C-071-2004 de 1 de marzo de 2004). Su otorgamiento dependerá de las condiciones especiales de cada centro 
de trabajo y deberán ser analizadas en cada caso particular por los representantes patronales que puedan 

http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/pronunciamiento/pro_ficha.aspx?param1=PRD&param6=1&nDictamen=16332&strTipM=T#_ftn3
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f) La Municipalidad concederá permiso sin goce de salario al dirigente sindical que así lo solicite para el 
desempeño de las labores propias del Sindicato; el permiso podrá concederse hasta por un año prorrogable, 
pudiéndose reintegrar a su trabajo sin alteración luego de este plazo. 

 
 
Artículo 200.- La Municipalidad reconoce a las personas que integren la Junta Directiva del sindicato y a quienes ejerzan 
cargos de representación de los trabajadores, el derecho de acceso a los diferentes centros de trabajo con el objeto de 
constatar el estricto cumplimiento y observancia de los derechos laborales reconocidos en la legislación nacional, en los  
instrumentos internaciones en materia de derechos humanos, en la Convención Colectiva y en este Reglamento. Para 
tales efectos, se les dará la debida autorización, siempre que no alteren las condiciones normales de trabajo. 
 
 
Artículo 201.- Se reconoce iguales derechos a los contemplados en los dos artículos anteriores siempre y cuando sean 
compatibles, a quienes llegasen a ocupar cargos de dirección y/o representación de alguna asociación de profesionales o 
de otra naturaleza que agremie a funcionarios y funcionarios (as) de la Municipalidad y que ejerza ante esta, actividades 
de defensa de intereses colectivos, salvo en lo que se refiere a la protección y fuero especial de los dirigentes sindicales. 
 
 

 
CAPÍTULO II 

DEL REGISTRO DE ASISTENCIA 
  
Artículo 202.- El registro de asistencia y puntualidad al trabajo se llevará, para todos los funcionarios (as) de la 
Municipalidad, que deberán ser efectuadas en el reloj marcador, o cualquier medio idóneo que se establezca para ese fin, 
que  se encuentra instalado a la entrada del centro de labores. 
 
 
Artículo 203.- La marca de control de asistencia, sea cual sea el mecanismo que se utilice, debe hacerse personalmente. 
Cada funcionario y funcionaria es responsable de su marca, por lo que deberá hacerla con cuidado, de manera que quede 
establecida con claridad su asistencia. 
 
 
Artículo 204.- Salvo los casos previstos en este Reglamento, la omisión de una marca cualquiera de las horas de entrada y 
salida hará presumir la inasistencia a la correspondiente fracción de jornada, siempre y cuando el trabajador no la 
justifique a más tardar 3 días después que sucedió el hecho. 
 
Lo anterior salvo en aquellos casos en que el aparato de registros de marca no funcione, y sea puesto en inmediato 
conocimiento el Jefe de Recursos Humanos. 
 
 
Artículo 205.- El funcionario o funcionaria que altere o falsee el sistema de marca de asistencia establecido, incurrirá en 
falta grave a sus obligaciones laborales por lo que se le puede sancionar incluso con el despido sin responsabilidad 
patronal. Incurrirá en la misma falta con iguales consecuencias disciplinarias, la persona a quien se le comprueba haber 
consentido para que otra le realice la marca de su asistencia. 
 
 
Artículo 206.- El Despacho de la Alcaldía, podrá dispensar la obligación de marca de asistencia en aquellos casos en que la 
naturaleza de las funciones y la forma de prestación de los servicios así lo justifiquen. 

                                                      
concederlas. Y en ese sentido, la propia Sala Constitucional ha estimado que si bien se tiene derecho a un tiempo 
determinado para ejercer las tareas correspondientes a la representación sindical, lo cierto es que no se trata 
de un derecho absoluto e irrestricto, sino que está sujeto también a las posibilidades o condiciones de la empresa 
o institución para la que labora; lo que en el caso de las Administraciones públicas implica que no puede 
afectarse el servicio público que se presta (Resolución Nº 2007-01145 op. cit.); lo cual conlleva también que no 
necesariamente que se le deba otorgar todo el tiempo que el Sindicato unilateralmente considere conveniente 
(Resolución Nº 2006-002967 de las 15:30 horas del 7 de marzo de 2006).” 
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Ningún otro funcionario se encuentra dispensado de registrar la asistencia. 
 

 
CAPITULO III 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
 
 

Artículo 207.- Denomínase instrucción de la falta, al procedimiento administrativo laboral, que se siga para analizar, y 
valorar las faltas disciplinarias en que incurran los servidores.  
La instrucción se orientará a definir y, establecer las sanciones disciplinarias que correspondan en cada caso, atendiendo 
para ello los principios de: causalidad, actualidad, y proporcionalidad de la falta, sin perjuicio de otros aplicables.  
 
 
Artículo 208.- Dentro del procedimiento establecido se respetará al funcionario, los Derechos que le asisten en virtud del 
ordenamiento jurídico vigente, el cual es el fundamento del mismo. En toda instrucción se aplicará la lógica, ciencia, 
experiencia y sana crítica, para la verificación y calificación real de los hechos.  
 
 
Artículo 209.- En resguardo de los derechos del servidor el procedimiento disciplinario deberá efectuarse con celeridad y 
eficiencia. Procurará la administración por todos los medios, precisar los hechos en su configuración real, que le permita 
emitir una resolución ajustada a derecho. El servidor que por culpa, dolo, o negligencia ocasionaré el retardo injustificado 
del procedimiento incurrirá en responsabilidad disciplinaria.  
 
 
Artículo 210.- Sólo causará nulidad de lo actuado, la omisión de formalidades cuya correcta realización hubiese impedido 
o cambiado la decisión final en aspectos importantes o cuya omisión causaré indefensión al servidor.  
 
La nulidad de un acto hará nulos todos los actos consecutivos que de él dependan, debiendo consecuentemente 
retrotraerse el procedimiento a la situación inmediata anterior al acto o diligencia viciada. En este caso, los 
correspondientes plazos y términos se entenderán interrumpidos.  
 
 
Artículo 211.- En caso de integración del ordenamiento jurídico por laguna del presente capítulo se aplicaran en forma 
supletoria las disposiciones de la Ley General de la Administración Pública, del Código de Trabajo, del Código Procesal Civil 
y demás normas del ordenamiento jurídico administrativo.  
 
 
Artículo 212.- El Alcalde Municipal y el Concejo, resolverán en instancia administrativa final, según corresponda, agotando 
la vía administrativa el Concejo Municipal.  
 
 
Artículo 213.-Para los procedimientos administrativos se aplicará el artículo 159 del Código Municipal, la Ley General de 
la Administración Pública y el presente reglamento en lo que corresponda.  
 
Artículo 214.- Los servidores Municipales podrán ser removidos de sus puestos cuando incurran en las causales de despido 
que determinan el artículo 81 del Código de Trabajo, el Código Municipal, y el presente Reglamento. El despido deberá 
estar sujeto a las siguientes normas:  
 
El despido deberá estar sujeto tanto al procedimiento previsto en el Libro II de la Ley General de la Administración Pública, 
como a las siguientes normas:  
 

a) En caso de que el acto final disponga la destitución del servidor, este podrá formular, dentro del plazo de 
ocho días hábiles contados a partir de la notificación del acto final, un recurso de apelación para ante el 
Alcalde (sa) Municipal, quién una vez emitido el acto declarativo de admisibilidad, lo remitirá al Juzgado 
Laboral que por jurisdicción corresponda.  

b) En el caso de que transcurra el plazo de ocho días hábiles sin que el (a) Alcalde (sa) dé trámite al recurso de 
apelación, remitiendo además el expediente administrativo al Tribunal Judicial, cuando el recurso sea 
admisible, el servidor podrá acudir directamente a la jurisdicción laboral, con el objeto de que éste le 



 118 

ordene al (sa)  Alcalde (a) la remisión del expediente administrativo, para los efectos de establecer la 
admisibilidad del recurso y, en su caso, su procedencia o improcedencia.  

c) Resuelto el recurso de apelación, quedará agotada la vía administrativa. La resolución que se dicte resolverá 
si el despido es procedente y, según corresponda, si es procedente la restitución del servidor, con el pleno 
goce de sus derechos y el pago de los salarios caídos, sin perjuicio de que la reinstalación sea renunciable92; 

                                                      
92 Al respecto, la jurisprudencia administrativa y judicial, para tomar la decisión de eliminar plazas que se 
encuentren en apelación ha indicado lo siguiente de interés: “(…)podemos señalar que una vez adoptada la 
decisión del despido por parte del Alcalde Municipal, la misma resulta ejecutable, en virtud del principio de 
ejecutoriedad de los actos administrativos, aún cuando la decisión del Alcalde Municipal haya sido impugnada 
ante el Juzgado de Trabajo. La ejecutividad de los actos administrativos constituye un privilegio otorgado a la 
Administración Pública para que pueda cumplir con las funciones que se le han asignado.  Sobre el tema, éste 
Órgano Asesor ha indicado que: “A diferencia del sujeto privado, a la Administración Pública se le reconoce 
normalmente privilegios en la ejecución de los actos administrativos. Entre esos privilegios se encuentra el de 
ejecutar sus actos y de ejecutarlos de oficio. Lo propio de la Administración es el adoptar decisiones ejecutorias 
conforme la ley. Pero, además, la Administración que actúa tiene la potestad de ejecutar de oficio la decisión 
que ha adoptado. De la circunstancia misma de que exista una presunción de validez del acto administrativo 
para la realización del interés público, puede desprenderse el principio de ejecutividad. El acto se presume válido 
y eficaz, por ende puede ser aplicado en aras de la satisfacción del interés público. La ejecutividad del acto hace 
referencia a su capacidad de producir efectos jurídicos y a la fuerza ejecutiva de estos; ergo, a su  obligatoriedad 
y exigibilidad y por ende, al deber de cumplirlo.”  (Dictamen C-108-2005 del 11 de marzo del 2005)(…)”. Ver 
dictamen de la Procuraduría General de la República Nº. C-035-2015. 
 
Sobre la ejecutoriedad de los actos administrativos, la doctrina ilustra: “(…)“En general, el privilegio de la 
ejecutoriedad se estudia a la par de otro, que la doctrina francesa distingue al respecto denomina (sic) del acto 
previo.  La doctrina francesa distingue al respecto dos grandes instituciones… el privilegio del “préalable” y el 
privilegio de la acción de oficio (que es el que conocemos como de ejecutoriedad del acto)… “en virtud del 
primero (“Préalable” significa previo), la Administración puede decidir unilateralmente las cuestiones con los 
particulares, decisiones que son ejecutivas; el particular está obligado ineludiblemente a cumplirlas.  En virtud 
del segundo, la Administración puede, a través de sus órganos, emplear un mecanismo de la ejecución forzosa 
para vencer la resistencia de los particulares a sus mandatos, es decir –empleando terminología procesal- si el 
primer privilegio dispensa a la Administración de acudir a un proceso declarativo o de cognición para obtener 
una sentencia en que se reconozcan sus pretensiones, el segundo dispensa a la Administración de acudir a un 
proceso de ejecución para poder realizar, contra la voluntad del obligado, lo mandado en un acto 
administrativo.(…)”  Ver Ortiz Ortiz, Eduardo, Tesis de Derecho Administrativo,  Tomo II, pagina 375. 
 
Por su parte, los artículos 146 y 148 de la Ley General de la Administración Pública disponen lo siguiente: “(…) 
“Artículo 146. La Administración tendrá potestad de ejecutar por sí, sin recurrir a los Tribunales, los actos 
administrativos eficaces, válidos o anulables, aún contra la voluntad o resistencia del obligado, sujeta a la 
responsabilidad que pudiera resultar.(…) Artículo 148. Los recursos administrativos no tendrán efecto suspensivo 
de la ejecución, pero el servidor que dictó el acto, su superior jerárquico o la autoridad que decide el recurso, 
podrán suspender la ejecución cuando la misma pueda causar perjuicios graves o de imposible o difícil 
reparación.” 
 
La Sala Constitucional al analizar la ejecutoriedad de los actos administrativos que deciden el despido de los 
funcionarios cubiertos por el Régimen de Servicio Civil, manifestó que: “De forma tal que, a pesar de lo que 
expresa, literalmente, la norma recién transcrita, cuando se refiere a la admisión en “ambos efectos” , debe 
interpretarse que el acto impugnado puede ejecutarse. Así lo entiende esta Sala con fundamento en tres razones. 
Primera, interpretando dicho artículo integralmente, examinando lo que se dispone después del primer párrafo, 
que establece que el Tribunal “resolverá si procede el despido o la restitución del empleado a su puesto”.  Esto 
permite entender que el despido sí se ejecutó; por otro lado, en el mismo artículo se indica que “el servidor podrá 
renunciar en ejecución del fallo a la reinstalación”, situación que presupone, nuevamente, que el despido se 
ejecutó. Segunda, los principios de ejecutividad y ejecutoriedad del acto administrativo suponen su ejecución, 
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aún estando pendiente la impugnación, lo cual tiene su fundamento en que una autoridad administrativa, previa 
investigación y constatación al respecto, ya logró determinar que el despido era procedente. Tercera, estos 
argumentos se complementan con un precedente de esta Sala, en el que mediante resolución 2005-006866 de 
las 14:37 horas del 01 de junio del 2005 se consideró que este tipo de control ejercido por el Tribunal Superior 
de Trabajo, era inconstitucional por tratarse de una jerarquía impropia bifásica atribuida a un órgano 
jurisdiccional respecto de una autoridad administrativa, (…) Finalmente , debe recordarse que el recurso de 
apelación en sede administrativa es una liberalidad del legislador y no una garantía constitucional, pues, según 
se admite como principio, que los actos administrativos pueden ser impugnados y atacados –de todas formas- 
siempre en la vía jurisdiccional, por lo que no viola derechos fundamentales la norma que no admite apelación 
contra un acto administrativo, o la norma que no contempla el efecto suspensivo de una impugnación planteada 
en sede administrativa. (Sala Constitucional, resolución número 2006-11611 de las nueve horas y dieciocho 
minutos del once de agosto del dos mil seis). 
 
Por otra parte, el artículo 159 del Código Municipal dispone en lo que interesa lo siguiente: “(…) 159.- (…) El 
despido deberá estar sujeto tanto al procedimiento previsto en el libro segundo de la Ley general de la 
Administración Pública, como a la siguientes normas: (…) c) La sentencia del tribunal de trabajo resolverá si 
procede el despido o la restitución del empleado o empleada a su puesto, con pleno goce de sus derechos y el 
pago de los salarios caídos. En la ejecución de sentencia, el servidor o servidora municipal podrá renunciar a ser 
reinstalado, a cambio de la percepción del importe del preaviso y el auxilio de cesantía que puedan 
corresponderle, y el monto de dos meses de salario por concepto de daños y perjuicios.(…).” El subrayado no es 
del original. 
 
Y, “(…)  De lo anteriormente expuesto, se infiere que, si mediante una sentencia dictada en la jurisdicción laboral, 
la cual, ha adquirido su firmeza, se ordena a ese gobierno local reinstalar a un exfuncionario con el pleno goce 
de sus derechos (que fue despedido sin responsabilidad patronal por faltas en sus funciones) debe cumplirse a 
cabalidad con esa mandato judicial, en tanto también, es bien sabido que el instituto jurídico de la reinstalación 
presupone la reincorporación del trabajador, empleado o servidor público al mismo puesto y bajo las mismas 
condiciones de trabajo que tenía antes del despido. No obstante ello, y como ya se indicó en líneas atrás, al 
constituir el acto de despido sin responsabilidad patronal en un acto meramente ejecutivo y ejecutorio de la 
administración - al tenor de los artículos 146, 147 y 148 de la Ley General de la Administración Pública- puede 
suceder que la plaza o puesto del demandante, ya haya sido ocupada de manera interina o en propiedad por 
otro servidor, o en el peor de los casos, ya no existe en la institución; por lo que bajo esos supuestos puede 
pensarse - prima facie- que materialmente es imposible de cumplir  una sentencia como la de consulta. (…)”. 
Ver Procuraduría General de la República C-035-2015. El subrayado no es del original. 
 
Finalmente,  “(…) La Sala, considera, lo expuesto, encuentra su fundamento por vía de integración normativa de 
los siguientes cánones: Artículo 700 del Código Civil: “Toda obligación de hacer que exige indispensablemente 
la acción del deudor, lo mismo que la obligación de no hacer, se convierte en indemnización de daños y perjuicios 
en caso de falta de cumplimiento. El inciso c), numeral 1. Del precepto 149 de la Ley General de la Administración 
Pública, señala: “c) Cumplimiento forzoso, cuando la obligación sea personalísima, de dar, de hacer o de tolerar 
o no hacer, con la alternativa de convertirla en daños y perjuicios a prudencial criterio de la Administración…”. 
El inciso b) del ordinal 62 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, estipula: “… 
reconocerá la situación jurídica individualizada y adoptará cuantas medidas sean necesarias para su pleno 
restablecimiento y reconocimiento…” (las negritas no pertenecen a sus originales). De estos, es factible derivar 
el principio general que da cabida a la convertibilidad, la cual establece que cuando se está ante una obligación 
de hacer o no hacer, imposible de cumplir se transforma en una de daños y perjuicios. Precisamente, por el 
impedimento material de poder efectuarse. (…) En razón del fallo del Tribunal, queda abierta la posibilidad de 
indemnizarlo, cancelándole daños y perjuicios causados por su no reinstalación.(Sala Primera, resolución 
número 962-F-2005 de las diez horas quince minutos del catorce de diciembre del dos mil cinco) (…) Otra 
posibilidad que eventualmente podría enervar la reinstalación, es el hecho de que la plaza que ocupaba al 
momento del despido, hubiese sido eliminada. Ante esta situación, o cualquier otra que impida su reinstalación, 
se insiste, lo que se produce es su conversión a daños y perjuicios, aspecto que deberá gestionarse en fase de 
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el servidor podrá optar por los importes de preaviso y auxilio de cesantía que puedan corresponderle y por 
los importes correspondientes a daños y perjuicios.  

d) Lo resuelto sobre el fondo no impedirá que el apelante discuta el asunto en la vía plenaria respectiva.  
e) El procedimiento anterior será aplicable, en lo conducente, a las suspensiones determinadas en el artículo 

159 del Código Municipal.  
 

Para todos los efectos, el plazo de un mes con que cuenta el Alcalde Municipal para imponer la falta, se interrumpe, en el 
momento en que se presenta el expediente a conocimiento de la Junta de Relaciones Laborales. La suspensión disciplinaria 
será impuesta por el Alcalde Municipal. 

 
 

Artículo 215.- Las faltas se conceptúan como leves, graves y muy graves, y serán sancionadas no atendiendo estrictamente 
el orden señalado, sino en razón de su gravedad, con:  
 

a) Amonestación verbal que la impondrá el superior inmediato. 
b) Apercibimiento escrito que la impondrá el superior inmediato 
c) Suspensión sin goce de salario por quince días que la impondrá el Alcalde Municipal,  
d) Despido sin responsabilidad patronal que lo impondrá el Alcalde Municipal. 

 
Las jefaturas de unidades podrán aplicar las sanciones previstos en los incisos a) y b) siguiendo el debido proceso. Enviarán 
copia a la Unidad de Talento Humano para que las archive en el expediente de los servidores (as). 
 
La suspensión y el despido contemplados en los incisos c) y d) serán acordados por el Alcalde, según el procedimiento 
ubicado en 159, 160 y 161 del Código Municipal. 
 
Artículo 216.- La amonestación verbal se aplicará en los siguientes casos: 
 

a) Cuando el servidor cometa alguna falta leve a las obligaciones expresas o tácitas que le imponen su relación 
de servicio y este reglamento. 

b) En los demás casos expresamente contemplados en este Reglamento. 
 
 
Artículo 217.- El apercibimiento escrito se aplicará: 
 

a) Cuando se haya amonestado al servidor en los términos del artículo anterior e incurra nuevamente en la 
misma falta, en un periodo de un mes.93 

b) Cuando el servidor incumpla alguna de las obligaciones o prohibiciones, estipuladas en los artículos 42 a 83 
del presente Reglamento, siempre y cuando la falta no diera méritos para una sanción diferente. 

c) Cuando las leyes de trabajo exijan el apercibimiento escrito antes del despido. 
d) En los otros casos expresamente previstos en este Reglamento. 

 
 
 
Artículo 218.- Se apercibirá por escrito al funcionario que por primera vez no atienda un citatorio o no realice o remita a 
información que le sea solicitada para la resolución de un asunto disciplinario laboral y se le suspenderá por cinco días en 
caso de reincidencia. 
 
 
 
Artículo 219.- La suspensión disciplinaria se aplicará, previo agotamiento del procedimiento respectivo y recomendación 
de la Junta de Relaciones Laborales hasta por quince días sin goce de salario, en los siguientes casos: 
 

                                                      
ejecución de sentencia.”  (Sala Primera, resolución 226-F-S1-2008 de las quince horas veintiséis minutos del 
catorce de marzo del dos mil ocho)(…)”. Ver C-035-2015. 
 
93 El mes empieza a computarse, a partir del momento en que el superior se encuentra en pleno conocimiento 
de los hechos y puede aplicar la sanción.  
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a) Cuando el servidor, después de que se haya amonestado por escrito, incurra de nuevo en la falta que motivó 
dicha sanción, en un período de tres meses. 

b) Cuando el servidor viole alguna de las obligaciones o prohibiciones establecidas en los artículos 42 a 83 de este 
Reglamento, después de haber sido apercibido por escrito, salvo que la falta diere mérito para el despido o 
estuviere sancionada con mayor gravedad por otra disposición de este reglamento. 

c) Cuando el servidor cometa alguna falta de cierta gravedad que no de mérito para el despido, excepto si estuviere 
sancionada de manera especial por otra disposición de este reglamento. 

d) En los casos expresamente contemplados en este reglamento. 
e) Para todos los efectos, el plazo de un mes con que cuenta el Alcalde Municipal para imponer la falta, se 

interrumpe, en el momento en que se presenta el expediente a conocimiento de la Junta de Relaciones 
Laborales. La suspensión disciplinaria será impuesta por el Alcalde Municipal. 

 
 
Artículo 220.- Además de las causales tipificadas como faltas graves por el artículo 81 del Código de Trabajo, sin perjuicio 
de cualquier otra prevista en las leyes y reglamentos de orden estatutario, laborales, podrá acordarse el despido sin 
responsabilidad patronal de un trabajador, previo cumplimiento del procedimiento respectivo, cuando: 
 

a) Al servidor se le imponga suspensión disciplinaria en dos ocasiones y exista causal para una tercera suspensión, 
dentro de un periodo de tres meses contados a partir del día en que se impuso la primera sanción. Se considerará 
la repetición de infracciones como conducta irresponsable y contraria a las obligaciones de la relación de 
servicio. 

b) Se apodere, copie, destruya, inutilice, facilite, transfiera, retenga o altere a favor propio o de otro, cualquier 
programa de computación y sus bases de datos, utilizados por la Municipalidad en asuntos propios del servicio 
debidamente comprobados. 

c) Dañe los componentes materiales, o aparatos, las máquinas o los accesorios que apoyen el funcionamiento de 
las gestiones Municipales, y/o sistemas informáticos diseñados para las operaciones de cualquiera de las 
dependencias de la Municipalidad con cualquier propósito. 

d) Facilite el uso de Código y la clave de acceso asignados para ingresar en los sistemas informáticos de la 
Municipalidad, para que otra persona lo use a cualquier título. 

e) Colaborar o facilitar de manera directo o indirecta, por acción u omisión de cualquier forma, el incumplimiento 
de la obligación de cancelar los tributos Municipales por parte de los contribuyentes. 

f) Ocultare o destruyere información, libros contables, bienes, documentos, registros, sistemas y programas 
computarizados, soportes magnéticos y otros medios de trascendencia para la Municipalidad, siempre y cuando 
los mismos no estén deshabilitados para su uso. 

g) Divulgar en cualquier forma o por cualquier medio, la cuantía u origen de los tributos o cualquier otro dato que 
figure en las declaraciones; o permitir que estas o sus copias, libros o documentos que contengan extractos o 
referencia de ellas, sean vistas por personas ajenas a las que la Administración Municipal haya encargado del 
manejo de esa información; salvo que dicha información haya sido de conocimiento público o sea solicitada por 
el propio administrado. 

h) Efectué conscientemente un registro de asistencia que no sea suyo, o solicite a otro que le registre su marca de 
asistencia. 

i) Cuando por dolo, culpa, o negligencia, permita o colabore en descargo de multas, impuestos, tasas o 
contribuciones que deban canceladas por contribuyentes o empleados. 

j) Cuando deliberadamente, por negligencia o descuido inexcusable varíe los montos que deban ser cancelados 
por concepto de impuestos o tasas municipales. 

k) Viole la confidencialidad en el procedimiento por casos de hostigamiento o acoso sexual y hostigamiento laboral. 
l) Hacer del conocimiento de terceras personas, por culpa o negligencia absolutamente inexcusables, cualquiera 

de los informes o datos considerados de carácter confidencial o conforme a las leyes especiales que rigen en las 
materias a que se dedican los funcionarios de la Municipalidad. 

m) Cuando el servidor(a) incurra en cualquier otra falta grave a las obligaciones que le imponga el contrato o que 
se desprenda de la relación de empleo. 

 
 
Artículo 221.- Para suspender a un trabajador hasta por quince días sin goce de salario o para despedirlo, deberán 
respetarse en todo momento las normas que regulan la instrucción de las faltas del procedimiento administrativo 
disciplinario y se procederá de la siguiente forma, de conformidad con el artículo 159 del Código Municipal: 
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a) El servidor(a) servidora podrá formular, dentro del plazo de ocho días hábiles, contado a partir de la notificación 
del acto final, un recurso de apelación para ante el tribunal de trabajo del circuito judicial a que pertenece la 
municipalidad.  

b) Dentro del tercer día, el alcalde o alcaldesa remitirá la apelación con el expediente respectivo a la autoridad 
judicial, que resolverá según los trámites ordinarios dispuestos en el Código de Trabajo y tendrá la apelación 
como demanda. El tribunal laboral podrá rechazar, de plano, la apelación cuando no se ajuste al inciso anterior.  

c) La sentencia del tribunal de trabajo resolverá si procede el despido o la restitución del empleado o empleada a 
su puesto, con pleno goce de sus derechos y el pago de los salarios caídos. En la ejecución de sentencia, el 
servidor o servidora municipal podrá renunciar a ser reinstalado, a cambio de la percepción del importe del 
preaviso y el auxilio de cesantía que puedan corresponderle, y el monto de dos meses de salario por concepto 
de daños y perjuicios.  

 
 
Artículo 222.- Se reconoce que mientras los asuntos se encuentran en conocimiento de la Junta de Relaciones Laborales; 
los plazos de prescripción que disponen el ordenamiento jurídico laboral se tendrán por suspendidos. 
 
 

 
CAPITULO IV 

DE LA INSTITUCIÓN DE LAS FALTAS 
 
 
Artículo 223.-La sanción que correspondan a los funcionarios (as) de la Municipalidad, será recomendada al Alcalde por la 
Junta de Relaciones Laborales y/u Órgano Director del Procedimiento Administrativo Disciplinario, una vez que se haya 
cumplido el procedimiento que se indica en los numerales 214 en relación con el 30894 de la Ley General de la 
Administración Pública; así como 159 y siguientes del Código Municipal95. 

 
 
Artículo 224.- Cuando un funcionario(a) cometa una falta calificada como grave o gravísima que amerite ser sancionada, 
él (la) responsable de la dependencia levantará la institución respectiva procediendo enviarla ante quien corresponda 
para su trámite y recomendación. 
 
En ningún caso podrá sancionarse a un funcionario(a) si no se le ha asegurado su derecho a defensa. 
 
 
Artículo  225.-El funcionario(a) afectado(a), una vez notificado(a) de lo resuelto podrá presentar los recursos que al 
respecto establece la Ley General de la Administración Pública; en los numerales 345 y 346 de la Ley General de la 
Administración Pública y 159 del Código Municipal.  Si el funcionario(a) afectado no recurre lo resuelto se deberá aplicar 
la sanción recomendada en forma inmediata, indicando el motivo y objeto de la sanción. 
 
Artículo 226.- De toda la relación de hechos, e instruido el procedimiento administrativo disciplinario correspondiente, y 
se determine la comisión de la falta, la Junta de Relaciones Laborales y/u el Órgano Director procederá a recomendar la 
sanción que corrresponda. 
 
 Sí se determina que la falta amerita se sancionada, él (la) responsable de que tramita deberá comunicarlo al Alcalde(sa) 
dentro del tercer día a partir del momento que se incurrió en la causa, o se terminó la investigación correspondiente. 
 
El despido de un funcionario(a) lo autoriza el Alcalde(sa) atendiendo: 
 

a) El procedimiento que establece el Código Municipal, la Convención Colectiva del Trabajo vigente y demás 
disposiciones supletorias. 

b) Además de lo señalado en el inciso anterior, lo establecido en el presente Reglamento. 
 
 

 

                                                      
94 Se refiere al debido proceso y al procedimiento administrativo municipal. 
95 Se refiere a los procedimientos para imponer sanciones en el régimen municipal. 
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CAPÍTULO V 
DE LAS AUSENCIAS 

 
 Artículo 227.- Se considerará ausencia la falta de un día completo de trabajo.  
 

a) La falta de una fracción de la jornada, que por su extensión no pueda calificarse como llegada tardía, 
se computará como la mitad de una ausencia [de una jornada completa de trabajo].  

b) Dos mitades de ausencia, para efectos de este Reglamento, se computarán como una ausencia 
completa.  

c) No se pagará el salario que corresponde a las ausencias, a excepción hecha de los casos señalados por 
la ley o que se justifiquen debidamente. 

 
 
Artículo 228.- Las ausencias computables al final de un mes calendario se sancionarán en la siguiente forma: 

a) Por la mitad de una ausencia, amonestación por escrito. 
b) Por una ausencia, suspensión sin goce de salario, hasta por dos días hábiles.  
c) Por una y media ausencia, hasta dos días alternos, suspensión sin goce de salario, hasta por cinco días 

hábiles.  
d) Por dos ausencias consecutivas, o más de dos ausencias, despido sin responsabilidad patronal.  
e) Las ausencias para efectos de su sanción, se computarán el día hábil siguiente al día último del mes 

calendario que comprende el periodo respectivo. 
 

 
Artículo 229.- Las ausencias al trabajo por enfermedad deberán ser justificadas dentro del tercer día por la persona 
interesada. La justificación se debe hacer mediante certificado médico extendido o validado por la Caja Costarricense de 
Seguro Social (CCSS) o por el Instituto Nacional de Seguros (INS). 
  
 
Artículo 230.- En casos muy calificados, no contemplados en este Reglamento, queda a juicio del Director o Jefatura 
inmediata justificar ausencias que no sean por enfermedad comprobada, para efectos de evitar sanción disciplinaria, sin 
que ello signifique obligación al pago del salario. Lo anterior, con el debido seguimiento de la Unidad de Talento Humano 
de que no ser recurrente el funcionario en esta condición anómala. La justificación queda bajo la responsabilidad del 
Director y/o Jefatura que la emita. 

 
 
 

CAPÍTULO VI 
DE LAS LLEGADAS TARDÍAS 

 
Artículo 231.- Se considerará llegada tardía la presentación al servicio después de cinco minutos de la hora señalada para 
el inicio de las labores. Justificada ante la jefatura inmediata el mismo en que suceda, con exposición clara y precisa de las 
razones que la justifican. En caso contrario procederá la sanción correspondiente. 
 
 
Artículo 232.- Quedará a criterio de la jefatura inmediata si tiene por bien justificada la llegada tardía, o en su defecto 
deberá tomar la medida disciplinaria correspondiente. 
 
 
Artículo 233.- Las llegadas tardías injustificadas computadas dentro de un mismo mes calendario, se sancionarán en la 
siguiente forma: 
 

a) Por dos, amonestación verbal; 
b) Por tres, amonestación escrita; 
c) Por cuatro, suspensión sin goce de salario, de un día hábil; 
d) Por cinco, suspensión sin goce de salario, por dos días hábiles; 
e) Por seis, suspensión sin goce de salario, de cuatro días hábiles; 
f) Por siete, suspensión sin goce de salario por diez días hábiles; 
g) Por ocho o más, despido sin responsabilidad patronal.  
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Las sanciones se aplicarán en el mes siguiente, según lo ordena el artículo siguiente. 
 
 
Artículo 234.- La llegada tardía injustificada que exceda de quince minutos pero no supere los treinta minutos, se tomará 
como ausencia injustificada de media jornada. Si la llegada tardía excede de los treinta minutos se tomará como ausencia 
injustificada de la jornada completa. En casos muy calificados, a criterio de la respectiva jefatura y bajo su responsabilidad, 
podrá autorizarse el trabajo de ese día, o de la fracción correspondiente. 
 
 
 
 
 

CAPÍTULO VII 
DEL ABANDONO DE TRABAJO 

 
Artículo 235.- Se considerará abandono de trabajo, dejar sin causa justificada y sin permiso del jefe inmediato, dentro de 
la jornada la labor objeto de la relación de servicio. 
 
Para este efecto no es necesario que el servidor(a) salga del centro de trabajo o lugar en donde presta sus servicios, sino 
que de modo evidente deje de realizar la labor confiada. 
 
En caso de salida del centro de trabajo debe registrarse la salida y el re-ingreso de nuevo en el registro de asistencia. 
 
 
Artículo 236.- El abandono de trabajo se sancionará de la siguiente forma: 
 

a) Por la primera vez, amonestación por escrito. 
b) Por la segunda vez, suspensión sin goce de salario hasta por ocho días; 
c) la tercera o más veces, despido sin responsabilidad patronal. 

 
Para la imposición de la amonestación por escrito, la recurrencia del abandono se deberá dar dentro del mismo mes 
calendario. En los otros casos, la recurrencia se debe dar dentro del plazo de tres meses calendario. 
 

 
 

CAPÍTULO VIII 
DE LA TERMINACIÓN DE RELACIÓN DE SERVICIOS 

 

Artículo 237.- Los funcionarios (as) regulares terminarán su relación de servicios con la Municipalidad cuando se dé uno 
de los siguientes supuestos: 

a)  Renuncia del funcionario(a), debidamente aceptada. 
b)  Despido del funcionario(a) por parte de la Municipalidad, para lo que debe existir de previo, ley expresa, 

resolución de los Tribunales de Justicia, o de los órganos competentes de la Municipalidad, según corresponda. 
c)  Traslado del funcionario(a) a otra institución del Estado. 
d)  Fallecimiento del funcionario(a). 
e)  Jubilación del servidor(a). 
f)   Invalidez total o permanente del servidor(a) debidamente declarada. 
g)  Nulidad del nombramiento. 
h)  Cuando el servidor(a) se acoja a un programa de movilidad laboral voluntario. 

 

 

Artículo 238.-En el caso de los funcionarios(as) interinos(as) estas (as) terminarán su relación de servicio: 

a)  Cuando él (la) titular de un puesto se reintegre al mismo, ya sea por un vencimiento de permiso o licencia que 
disfrutaba, o porque no se superó el período de prueba correspondiente, o porque su ascenso interino llegó a 
su vencimiento. 

b)  Cuando se escoja de la terna o nómina un candidato(a) para ocupar su puesto en propiedad. 
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c)  Cuando el interino(a) incurre en falta grave o en causal de despido, en cuyo caso debe garantizarle el debido 
proceso. 

d)  Cuando por razones técnicas, él puesto que ocupa se reestructura y varían las condiciones y requisitos y el 
funcionario(a) no reúna los insumos. 

 

 

Artículo 239.-En el caso de los funcionarios (as) nombrados a plazo fijo, u otra determinada, la relación de servicio se 
terminará: 

 

a) Por vencimiento del plazo en que fue nombrado(a), o terminación respecto de él (ella) de la obra para cuya 
realización fue contratado(a). 

b) Cuando por disposiciones técnicas, él puesto que ocupa se reestructure y varíen las condiciones y requisitos 
y no reúna los mismos. 

c) Que incurra en causal de despido para lo cual debe garantizarse el debido proceso. 
 

 
 

TITULO VII 
DE LAS DISPOSICIONES VARIAS  

CAPITULO I 
DISPOSICIONES VARIAS 

Artículo 240.-Las sugerencias de los funcionarios y, en general, toda aquella intervención o aporte suyo que estimule su 
iniciativa personal, así como su eficiencia y el mejoramiento de las condiciones de sus servicios, deberán ser atendidas por 
los responsables de las dependencias, programas o equipos de trabajo.; en el tanto y en cuanto resulten pertinentes. 

 

Artículo 241.-Todas las quejas, peticiones, reclamos, sugerencias, entre otras intervenciones, surgidas en la relación de 
servicio, pero que no se circunscriba a aspectos disciplinarios, deberán ser dirigidas a los responsables de dichas 
dependencias, jefes de unidades, gestorías,  direcciones o equipos de trabajo de la Municipalidad, según el caso, en forma 
respetuosa objetiva y comedida.  

 

Artículo 242.-Ante la falta de disposiciones de este reglamento aplicables a un caso determinado, deben tenerse como 
normas supletorias el Código Municipal, el Código de Trabajo, la Ley General de Administración Pública y las demás leyes 
y reglamentos conexos.  

Artículo 243.-El presente reglamento entrará en vigencia a partir de la aprobación del Concejo Municipal y su publicación. 
Se procederá a reproducir y entregar un ejemplar a los funcionarios municipales.  

 

Artículo 244.-La Municipalidad se reserva el derecho de adicionar o modificar en cualquier momento las disposiciones de 
este reglamento, cumpliendo con lo dispuesto por el artículo 136 inciso e) de la Ley General de la Administración Pública.  

 

Artículo 245.- Las disposiciones del presente Reglamento serán de observancia obligatoria para todas las personas 
trabajadoras desde el día de su entrada en vigencia, inclusive para los que en el futuro ingresen a trabajar para la 
Municipalidad.  
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CAPÍTULO II 
DEROGATORIAS 

 
 
Artículo 246.- Se derogan las siguientes normas: 

 
a) El Reglamento Autónomo de Organización y Servicios publicado en el Diario Oficial La Gaceta Nº. 222 del día 17 

de noviembre del 2008. 
b) El Reglamento de Facilidades de Capacitación para los Funcionarios y Funcionarias aprobado por el Honorable 

Concejo Municipal, en su sesión ordinaria Nº. 34 del día 22 de diciembre del 2008, bajo el artículo V, inciso a) 
publicado en el Diario Oficial La Gaceta Nº. 49 del día 11 de marzo del 2009. 

c) El Reglamento para los Proceso de Reclutamiento y Selección de Servidores aprobado por el Honorable Concejo 
Municipal en su sesión ordinaria Nº. 34, del 22 de diciembre del 2008, bajo el artículo V, inciso a) publicado en 
el el Diario Oficial La Gaceta Nº. 49 del día 11 de marzo del 2009. 

d) El Reglamento  para otorgar becas a los estudiantes de la Municipalidad de Limón publicado en el Diario Oficial 
La Gaceta Nº. 89 del 10 de mayo del 2000. 

e) El Reglamento de Servicios de Transporte publicado en el Diario Oficial La Gaceta Nº. 14 del 11 de mayo de 1987. 
f) El Reglamento de Vacaciones aprobado por el Honorable Concejo Municipal en su sesión ordinaria Nº. 34 

celebrada el día 22 de diciembre del 2008, bajo artículo V, inciso a) publicado en el Diario Oficial La Gaceta Nº. 
49 el día 11 de marzo del 2009. 

g) El Reglamento Interno para la Evaluación y Calificación de los Servicios de los Trabajadores a probado por el 
Honorable Concejo Municipal en su sesión Nº. 14 celebrada el día 04 de agosto del 2008, bajo el artículo V, inciso 
a) publicado en el Diario Oficial La Gaceta Nº. 192 del 6 de octubre del 2008. 

h) El Reglamento  del Sistema de Administración de Salarios aprobado por el Honorable Concejo Municipal en la 
sesión ordinaria Nº. 34 celebrada el día 22 de diciembre del 2008, bajo el artículo V, inciso a) publicado en el 
Diario Oficial La Gaceta Nº. 49 del día 11 de marzo del 2009. 

i) El Reglamento al régimen de dedicación exclusiva y disponibilidad para el Sector Profesional aprobado por el 
Honorable Concejo Municipal en sesión ordinaria Nº. 44 celebrada el día 8 de septiembre de 1994, bajo el 
artículo 111 inciso b) publicado en el Diario Oficial La Gaceta Nº 226 del día 28 de noviembre de 1994. 

j) El Reglamento para la aplicación de la carrera profesional al os profesionales de la Municipalidad de Limón 
publicado en el Diario Oficial La Gaceta 111 del día 10 de junio de 2008. 

k) El Reglamento de Control de Asistencia, Puntualidad y Permanencia en el Trabajo de los funcionarios aprobado 
por el Honorable Concejo Municipal en su sesión extraordinaria Nº. 07 celebrada el día miércoles 02 de julio del 
2008, bajo artículo II, inciso c) y publicado en el Diario Oficial La Gaceta Nº. 192 del 06 de octubre del 2008. 

 
 
 
 
 
 
Néstor Mattis Williams  
Alcalde 
Municipalidad del Cantón Central de Limón  
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